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1.- Asistencias y ausencias. 


Asisten los señores Representantes:, Washington 
Abdala, Álvaro Alonso, Pablo Álvarez López, José 
Amorín Batlle, Beatriz Argimón, Roque Arregui, Alfre- 
do Asti, Manuel María Barreiro, Julio Basanta, Juan 
José Bentancor, Bertil R. Bentos, Daniel Bianchi, José 
Luis Blasina, Gustavo Borsari Brenna, Sergio Botana, 
Eduardo Brenta, Juan José Bruno, lrene Caballero, 
Alfredo Cabrera, Diego Cánepa, Rodolfo Caram, 
Germán Cardoso, José Carlos Cardoso, Julio Cardo- 
zo Ferreira, Federico Casaretto, Alberto Casas, Nora 
Castro, Hebert Clavijo, Alba M. Cocco Soto, Roberto 
Conde, Mauricio Cusano, Richard Charamelo, Silvana 
Charlone, Ana De Armas, Álvaro Delgado, Juan José 
Domínguez, David Doti Genta, Edgardo Duarte, Car- 
los Enciso Christiansen, Sandra Etcheverry, Julio Cé- 
sar Fernández, Luis Gallo Cantera, Carlos Gamou, 
Javier García, Daniel García Pintos, Nora Gauthier, 
Carlos González Álvarez, Rodrigo Goñi Romero, 
Gustavo Guarino, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Uberfil Hernández, Doreen Javier lbarra, Pablo ltu- 
rralde Viñas (1), Luis Alberto Lacalle Pou, Fernando 
Longo Fonsalías, Guido Machado, Jorge Machiñena, 
José Carlos Mahía, Alicia Martínez, Rubén Martínez 
Huelmo, Carlos Maseda, Carlos Mazzulo, Artigas 
Melgarejo, Jorge Menéndez, Gonzalo Mujica, Gon- 
zalo Novales, José Quintín Olano Llano, Jorge Orrico, 
Edgardo Ortuño, Ivonne Passada, Jorge Patrone, Da- 
niela Payssé, Adriana Peña Hernández, Alberto Per- 
domo Gamarra, Aníbal Pereyra, Darío Pérez Brito, 
Esteban Pérez, Pablo Pérez González, Mario Perra- 
chón, Enrique Pintado, Iván Posada, Jorge Pozzi, 
Juan A. Roballo, Edgardo Rodríguez, Nelson Rodrí- 
guez Servetto, Jorge Romero Cabrera, Luis Rosadilla, 
Javier Salsamendi, Víctor Semproni, Carlos Signorelli, 
Juan C. Souza, Héctor Tajam, Hermes Toledo Antú- 
nez, Daisy Tourné, Mónica Travieso, Jaime Mario 
Trobo, Carlos Varela Nestier, Álvaro Vega Llanes y 
Oscar Zabaleta. 


Con licencia: Pablo Abdala, Miguel Asqueta Só- 
ñora, Gustavo Bernini, Gustavo A. Espinosa, Luis Jo- 
sé Gallo Imperiale, Jorge Gandini, Álvaro F. Lorenzo, 
Daniel Mañana, Homero Viera y Horacio Yanes. 

Falta con aviso: Daniel Peña Fernández 


Observaciones: 


(1) Ala hora 19:30 comenzó licencia, ingresando en 
su lugar el Sr. Alfredo Cabrera. 


2.- Asuntos entrados. 


"Pliego N* 130 
INFORMES DE COMISIONES 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legisla- 
ción General y Administración aconseja el archivo de 
los siguientes recursos de apelación: 


e presentado por varios señores Ediles de la Junta 
Departamental de Canelones, contra las Resolu- 
ciones Nos. 2090/005, 2091/005, 2092/005 y 
2093/005, de la respectiva Intendencia Munici- 
pal, relativas a la presupuestación de funciona- 
rios contratados. C/307/005 


e presentado por varios señores Ediles de la Junta 
Departamental de Maldonado: 


e contra la Resolución de la respectiva Inten- 
dencia Municipal N* 4470/005, de 10 de no- 
viembre de 2005, relacionada con la integra- 
ción de las Juntas Locales de Aiguá, Garzón, 
Pan de Azúcar, Piriápolis y Solís Grande, en 
el citado departamento. C/682/005 


e contra el Decreto Departamental N* 3807 y 
contra las Resoluciones de la respectiva |In- 
tendencia Municipal Nos. 5261/2005, de 28 
de diciembre de 2005; 5262/2005 y 
5263/2005, de 29 de diciembre de 2005, 
acerca de los tributos de Contribución Inmobi- 
liaria y Patente de Rodados. C/784/006 


e presentado por varios señores Ediles de la Junta 
Departamental de Flores, contra el artículo 15 
del Decreto de esa Corporación N* 547, relacio- 
nado con la regularización de adeudos tributa- 
rios. C/1035/006 


e presentado por varios señores ciudadanos ins- 
criptos en el departamento de Flores, contra el 
artículo 15 del Decreto de la respectiva Junta 
Departamental N* 547, referente a la regulariz a- 
ción de adeudos tributarios. C/1036/006 


- Sino se observa, así se procederá 
PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Javier García solicita se 
curse un pedido de informes al Ministerio de Salud 
Pública, sobre el fallecimiento de un paciente interna- 
do en el Hospital Maciel. C/11298/006 


- Se cursa con fecha de hoy 


La Mesa da cuenta que, a solicitud de la Comi- 
sión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
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Administración, se solicitó a la Intendencia Municipal 
y a la Junta Departamental de Rivera la remisión de 
los antecedentes correspondientes al recurso de 
apelación interpuesto por ciudadanos contra la Re- 
solución N* 7133/06 de la dicha Intendencia Munici- 
pal, de fecha 5 de setiembre de 2006, relacionada 
con la designación de los integrantes de las Juntas 
Locales del departamento, y se remitió a la Corte 
Electoral el legajo de las firmas que lo acompañan pa- 
ra que proceda al recuento y cotejo de las mismas. 
C/1274/006" 


3.- Exposiciones escritas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Está 
abierto el acto. 


(Es la hora 16 y 28) 
——-LDese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Darío Pérez Brito soli- 
cita se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


e al Ministerio de Industria, Energía y Minería, y 
por su intermedio a la Administración Nacional 
de Usinas y Transmisiones Eléctricas, sobre el 
desalojo iniciado por ese Ente a familias resi- 
dentes en el barrio San Antonio de la ciudad de 
Maldonado, en una zona de servidumbre de pa- 
so para líneas de alta tensión. C/22/005 


e al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territo- 
rial y Medio Ambiente, y por su intermedio a la 
Administración de las Obras Sanitarias del Esta- 
do, con destino a la Unidad de Gestión Descen- 
tralizada, relacionada con problemas en el sa- 
neamiento del barrio Rivera, en la ciudad capital 
del departamento de Maldonado. C/22/005 


e al Ministerio de Educación y Cultura, y por su 
intermedio a la Administración Nacional de Co- 
rreos, acerca del cumplimiento de una regla- 
mentación de esa Administración en la sucursal 
de Punta del Este. C/22/005 


El señor Representante Edgardo Rodríguez soli- 
cita se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


e al Ministerio de Educación y Cultura, con destino 
a Canal 5 — Servicio de Televisión Nacional, refe- 
rente a la recepción de la señal de dicho Canal en 
la zona de Curtina, departamento de Tacuarem- 
bó. C/22/005 


e ala Presidencia de la República, al Programa de 
Salud Bucal y a los Ministerios de Desarrollo So- 


cial y de Salud Pública, sobre la falta de asisten- 
cia odontológica en Sauce de Batoví, departa- 
mento de Tacuarembó. C/22/005 


El señor Representante Rodolfo Caram solicita 
se cursen las siguientes exposiciones escritas: 


e alos Ministerios de Economía y Finanzas; de 
Trabajo y Seguridad Social, y por su intermedio al 
Banco de Previsión Social; de Educación y Cultu- 
ra y por su intermedio al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación Pú- 
blica y al Consejo de Educación Primaria; y del 
Interior, y por su intermedio a la Jefatura de Poli- 
cía de Artigas; a la Junta Local Autónoma de Be- 
lla Unión; a la Junta Departamental y a la Inten- 
dencia Municipal de Artigas, y por su intermedio a 
las Juntas Locales de Tomás Gomensoro y Balta- 
sar Brum, relacionada con la falta de pago de la 
cuota mutual a docentes cónyuges de funciona- 
rios policiales. C/22/005 


e alos Ministerios de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca y de Industria, Energía y Minería, y por su in- 
termedio a la Administración Nacional de Com- 
bustibles, Alcohol y Portland; a la Junta Local 
Autónoma de Bella Unión; a la Junta Departa- 
mental y a la Intendencia Municipal de Artigas, y 
por su intermedio a las Juntas Locales de Tomás 
Gomensoro y Baltasar Brum; a la Asociación Ru- 
ral del Uruguay; a la Federación Rural del Uru- 
guay; a la Asociación Agropecuaria de Artigas; a 
la Liga del Trabajo de Tomás Gomensoro; a las 
Sociedades de Fomento Rural de Cabellos y de 
Colonia José Artigas; y a ALUR S.A., acerca de la 
conveniencia de implementar políticas orientadas 
a la siembra de caña de azúcar en predios gana- 
deros, destinada al consumo animal. C/22/005 


e alos Ministerios de Industria, Energía y Minería, 
con destino a la Dirección Nacional de Minería y 
Geología; de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente, con destino a la Dirección Na- 
cional de Medio Ambiente; de Educación y Cultu- 
ra y de Trabajo y Seguridad Social; a la Intenden- 
cia Municipal y a la Junta Departamental de Arti- 
gas, referente a la delimitación de un área de ex- 
clusión para la explotación de ágatas y amatistas 
en el departamento de Artigas. C/22/005 


El señor Representante Aníbal Pereyra solicita 
se curse una exposición escrita al Ministerio de Tra- 
bajo y Seguridad Social, con destino al Banco de Pre- 
visión Social; a la Junta Departamental y a la Inten- 
dencia Municipal de Rocha, con destino a la Junta 
Local de La Paloma, referente a la atención semanal 
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que brindan funcionarios de dicho Banco en la ciudad 
de La Paloma. C/22/005" 


——Se votarán oportunamente. 
4.- Inasistencias anteriores. 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión ordi- 
naria realizada el día 3 de octubre de 2006: 


Con aviso: Álvaro Alonso. 
Inasistencias a las Comisiones. 


Representantes que no concurrieron a las Comisio- 
nes citadas: 


Martes 3 de octubre 


ESPECIAL DE ASUNTOS MUNICIPALES Y DES- 
CENTRALIZACIÓN 


Con aviso: Daniel Mañana; Gustavo A. Espinosa". 
5.- Exposiciones escritas. 


—— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones es- 
critas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
——Treinta y siete en cuarenta: AFIRMATIVA. 
(Texto de las exposiciones escritas: ) 


1) Exposición del señor Representante Darío Pérez 
Brito al Ministerio de Industria, Energía y Mine- 
ría, y por su intermedio a la Administración Na- 
cional de Usinas y Transmisiones Eléctricas, so- 
bre el desalojo iniciado por ese Ente a familias 
residentes en el barrio San Antonio de la ciudad 
de Maldonado, en una zona de servidumbre de 
paso para líneas de alta tensión. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería y, por su intermedio, a la Adminis- 
tración Nacional de Usinas y Trasmisiones Eléctricas 
(UTE). Vecinos residentes del barrio San Antonio de 
la ciudad capital del departamento de Maldonado, nos 
han planteado su inquietud por el trámite de desalojo 


que UTE inició a quienes viven en el área de servi- 
dumbre de las líneas de alta tensión que pasan por 
ese barrio. En esa área residen personas que se en- 
cuentran en diversas situaciones, algunos son pro- 
pietarios, otros son ocupantes, desde hace 17 o 19 
años, y algunos pagan planilla por padrón individual 
desde hace algún tiempo. Dejando de lado los as- 
pectos legales, nos encontramos frente a un grave 
problema social: familias con hijos, ya consolidadas 
en el lugar y que han invertido en sus casas, y se ven 
hoy enfrentadas a esta situación. Solicitamos que se 
permita la acción de otros organismos del Estado 
frente a lo que ocurre -como por ejemplo el Ministerio 
de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Am- 
biente, el Programa de Integración de Asentamientos 
Irregulares (PIAI) y la Intendencia Municipal de Mal- 
donado- antes de tomar una determinación sobre los 
ciudadanos que viven en el referido lugar lo que 
afectaría gravemente sus vidas. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. DARÍO PÉREZ BRITO, 
Representante por Maldonado". 


2) Exposición del señor Representante Darío Pérez 
Brito al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, y por su intermedio 
a la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado, con destino a la Unidad de Gestión 
Descentralizada, relacionada con problemas en 
el saneamiento del barrio Rivera, en la ciudad 
capital del departamento de Maldonado. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Vivienda, Or- 
denamiento Territorial y Medio Ambiente y, por su in- 
termedio, a la Administración de las Obras Sanitarias 
del Estado (OSE) y a la Unidad de Gestión Descon- 
centrada (UGD). Se nos ha planteado por parte de 
vecinos de la calle Batalla del Cerrito, entre las calles 
Araya y Javier de Viana, en el barrio Rivera, de la 
ciudad capital del departamento de Maldonado, una 
situación que los afecta, desde hace tiempo, relacio- 
nada con el saneamiento. Se constata, a la simple 
observación visual, que los líquidos residuales corren 
por debajo del sendero paralelo a bulevar Artigas, 
perjudicando, inclusive, gravemente, el pavimento de 
la mencionada arteria vial. Si bien pueden existir al- 
gunas dificultades con la propiedad de los terrenos de 
los vecinos que aspiran a solucionar el tema plantea- 
do, también es cierto que se padece un verdadero 
problema, incluso de salud pública, estrechamente 
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relacionado con el mantenimiento vial de la callejuela 
citada y de bulevar Artigas. Por lo expuesto, solicita- 
mos que se tenga en cuenta el planteamiento de los 
citados vecinos y que se solucione esta situación que, 
por ser muy puntual y limitada, no representa una 
gran erogación económica. Saludamos al señor Pre- 
sidente muy atentamente. DARÍO PÉREZ BRITO, 
Representante por Maldonado". 


3) Exposición del señor Representante Darío Pérez 
Brito al Ministerio de Educación y Cultura, y por 
su intermedio a la Administración Nacional de 
Correos, acerca del cumplimiento de una regla- 
mentación de esa Administración en la sucursal 
de Punta del Este. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Educación y 
Cultura y, por su intermedio, a la Dirección Nacional 
de Correos. Desde febrero de 2006, en la sucursal de 
esa Dirección, en la ciudad Punta del Este, del de- 
partamento de Maldonado, los funcionarios que allí 
trabajan atraviesan una molesta situación con rela- 
ción a la posesión de un juego de llaves de la men- 
cionada sucursal. A raíz de esa situación, quienes 
abren y cierran dicha agencia, solicitan que se res- 
pete la reglamentación emitida por parte de la Admi- 
nistración Nacional de Correos. Los empleados invo- 
lucrados han recorrido toda la escala jerárquica de- 
nunciando esta problemática que genera nerviosismo, 
por la responsabilidad y por su alto nivel de recauda- 
ción, como por su importancia emblemática. Es nues- 
tra aspiración que se solucione este tema a la breve- 
dad y que se escuche a los funcionarios por parte del 
Directorio de ese organismo. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. DARÍO PÉREZ BRITO, 
Representante por Maldonado". 


4) Exposición del señor Representante Edgardo 
Rodríguez al Ministerio de Educación y Cultura, 
con destino a Canal 5 — Servicio de Televisión 
Nacional, referente a la recepción de la señal de 
dicho Canal en la zona de Curtina, departa- 
mento de Tacuarembó. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Educación y 


Cultura, con destino a Canal 5 - Servicio de Televisión 
Nacional. Queremos realizar un planteo nada original 
porque, en verdad, se ha realizado muchas veces. Se 
trata de la necesidad de que nuestro canal de televi- 
sión estatal se pueda ver en todo el país. Natural- 
mente, conocemos las enormes limitaciones y caren- 
cias con que la Administración recibió el canal oficial. 
Desde todo punto de vista existía un abandono muy 
grande en cuanto a equipamiento e infraestructura. 
Ello determinaba que el canal se viera mal y que no 
llegara a muchos uruguayos. Tenemos que reconocer 
que ha cambiado, la imagen se ve mucho mejor y la 
programación tiene buen nivel; pero tenemos el pro- 
blema de que no llega a todo el país. Particularmente, 
conocemos el norte de nuestro territorio y allí, son 
muchas las zonas en las que se nos plantea lo mis- 
mo: la necesidad de que el canal de televisión oficial 
llegue y que se lo pueda ver nítidamente, en las zo- 
nas rurales en que se plantea este problema. Como 
no se recepciona ningún canal de televisión nacional, 
la población termina mirando -el que tiene el equipa- 
miento necesario- la televisión brasileña. Hace unos 
días, mantuvimos una reunión con integrantes de la 
Liga de Trabajo de Curtina, del departamento de Ta- 
cuarembó, quienes nos plantearon el mismo proble- 
ma. Esa localidad está ubicada sobre la Ruta Nacio- 
nal N? 5 Brigadier General Fructuoso Rivera, es un 
lugar alto y quizás, con alguna infraestructura mínima 
se podría lograr que el canal 5 se recepcionara allí y 
en una vasta zona rural. Estamos seguros de que 
esta es una prioridad para esa institución y que los 
siempre escasos recursos que reciben los emplean 
en ese sentido. Nosotros recogemos el legítimo re- 
querimiento de los ciudadanos y se lo planteamos pa- 
ra que podamos alcanzar una solución. Agradecemos 
que se nos informara cuáles son los planes al res- 
pecto. Saludamos al señor Presidente muy atenta- 
mente. EDGARDO RODRÍGUEZ, Representante por 
Tacuarembó". 


5) Exposición del señor Representante Edgardo 
Rodríguez a la Presidencia de la República, al 
Programa de Salud Bucal y a los Ministerios de 
Desarrollo Social y de Salud Pública, sobre la 
falta de asistencia odontológica en Sauce de 
Batoví, departamento de Tacuarembó. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Desarrollo 
Social; al Ministerio de Salud Pública y, por su inter- 
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medio, al Programa Nacional de Salud Bucal, y a la 
Presidencia de la República y, por su intermedio, al 
Programa Escolar de Educación para la Salud Bucal. 
Sauce de Batoví es un poblado distante unos 27 ki- 
lómetros de la ciudad capital del departamento de Ta- 
cuarembó. Habitan en esa zona unas 900 personas, 
la gran mayoría de modesta condición económica. En 
una numerosa reunión de vecinos, así como en un 
recorrido por el vecindario, se nos manifestó la nece- 
sidad de contar con un servicio odontológico, tanto 
para niños como para adultos. No se cuenta en la zo- 
na con ningún tipo de asistencia odontológica y es ló- 
gico que las personas, sobre todo las de menores re- 
cursos, sufran constantemente problemas en su 
dentadura. A tales fines, existen dos policlínicas que 
tienen luz eléctrica y agua potable. A la escuela asis- 
ten 170 alumnos, entre niños y adolescentes. Los dis- 
tintos programas de salud bucal y la atención a través 
del Plan de Atención Nacional de la Emergencia So- 
cial (PANES), deben llegar efectivamente a esos lu- 
gares. Entendemos que quienes no están en esos 
programas, también tienen derecho a tener una boca 
sana. La comunidad está dispuesta a organizarse y a 
dar apoyo en lo que sea necesario, en cuanto a la ca- 
rencia antes referida. Solicitamos, entonces, al Mi- 
nisterio de Desarrollo Social, al Programa Escolar de 
Educación para la Salud Bucal y al Programa Nacio- 
nal de Salud Bucal, la concreción de esa atención. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamente. 
EDGARDO RODRÍGUEZ, Representante por Tacua- 
rembó". 


6) Exposición del señor Representante Rodolfo Ca- 
ram a los Ministerios de Economía y Finanzas; 
de Trabajo y Seguridad Social, y por su interme- 
dio al Banco de Previsión Social; de Educación y 
Cultura y por su intermedio al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública y al Consejo de Educación Prima- 
ria; y del Interior, y por su intermedio a la Jefatu- 
ra de Policía de Artigas; a la Junta Local Autó- 
noma de Bella Unión; a la Junta Departamental 
y a la Intendencia Municipal de Artigas, y por su 
intermedio a las Juntas Locales de Tomás Go- 
mensoro y Baltasar Brum, relacionada con la 
falta de pago de la cuota mutual a docentes 
cónyuges de funcionarios policiales. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Economía y 


Finanzas; al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
y, por su intermedio, al Banco de Previsión Social 
(BPS); al Ministerio de Educación y Cultura y, por su 
intermedio, al Consejo Directivo Central de la Admi- 
nistración Nacional de Educación Pública (ANEP), y 
al Consejo de Educación Primaria; al Ministerio del 
Interior y, por su intermedio, a la Jefatura de Policía 
de Artigas; a la Junta Departamental de Artigas; a la 
Intendencia Municipal de Artigas y, por su intermedio, 
a las Juntas Locales de Tomás Gomensoro y de Bal- 
tasar Brum, y a la Junta Local Autónoma Electiva de 
Bella Unión. La Ley N* 17.453, de 28 de febrero de 
2002, en su artículo 46, hace referencia a una partida 
de dinero para el pago de la cuota mutual de los 
maestros. En dicho artículo no se hace excepción al- 
guna, no excluye a ningún maestro del pago de la 
cuota mutual. La realidad, desde que se promulgó la 
ley antes mencionada, es diferente, los maestros 
cónyuges de efectivos policiales no perciben el pago 
de la cuota mutual. Ante la interrogante de por qué 
existe dicha exclusión se ha recibido la siguiente res- 
puesta: 'los maestros cónyuges de efectivos policiales 
tienen asistencia de salud por medio del Hospital Po- 
licial'. Lo que no se ha tenido en cuenta es que la 
asistencia integral de salud por medio del Hospital 
Policial es solo en Montevideo. En el interior la asis- 
tencia se realiza en policlínicas y luego, si correspon- 
de, se determina el traslado a la capital. La asistencia 
en dichas policlínicas es primaria y, naturalmente, se 
ven imposibilitadas de realizar estudios mayores. 
Además, en casos graves, no existe otra alternativa 
que trasladar a los pacientes a Montevideo. Esa si- 
tuación cambia y se generan mayores problemas 
cuanto más lejos se está de la capital, a lo que debe 
sumarse la erogación significativa de cualquier trasla- 
do por problemas de salud. De ninguna manera que- 
remos expresar que existen problemas de asistencia, 
todo lo contrario, no hemos recibo reclamos de la 
atención. Simplemente, es aclarar la situación en que 
se encuentran aquellos pacientes de ese sistema 
cuando requieren de atención hospitalaria. Deben 
trasladarse desde lejos, generando ello mucho gasto. 
Por lo expuesto, solicitamos a las autoridades desti- 
natarias de esta exposición escrita, que corrijan esta 
situación específica de los cónyuges de efectivos po- 
liciales residentes en el interior, en lo que refiere a la 
aplicación del artículo 46 de la Ley N* 17.453. Consi- 
deramos que una alternativa práctica y sencilla sería 
pagarle la cuota mutual a todos los maestros del inte- 
rior, independientemente del carácter funcional del 
cónyuge. Saludamos al señor Presidente muy aten- 
tamente. RODOLFO CARAM, Representante por Ar- 
tigas". 
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7) Exposición del señor Representante Rodolfo Ca- 
ram a los Ministerios de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y de Industria, Energía y Minería, y por su 
intermedio a la Administración Nacional de 
Combustibles, Alcohol y Pórtland; a la Junta Lo- 
cal Autónoma de Bella Unión; a la Junta Depar- 
tamental y a la Intendencia Municipal de Artigas, 
y por su intermedio a las Juntas Locales de To- 
más Gomensoro y Baltasar Brum; a la Asocia- 
ción Rural del Uruguay; a la Federación Rural 
del Uruguay; a la Asociación Agropecuaria de 
Artigas; a la Liga del Trabajo de Tomás Gomen- 
soro; a las Sociedades de Fomento Rural de 
Cabellos y de Colonia José Artigas; y a ALUR 
S.A., acerca de la conveniencia de implementar 
políticas orientadas a la siembra de caña de 
azúcar en predios ganaderos, destinada al con- 
sumo animal. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca; al Ministerio de Industria, Energía 
y Minería y, por su intermedio, a la Administración 
Nacional de Combustibles, Alcohol y Pórtland (AN- 
CAP); a la Intendencia Municipal de Artigas y, por su 
intermedio, a las Juntas Locales de Tomás Gomenso- 
ro y de Baltasar Brum; a la Junta Departamental de 
Artigas; a la Junta Local Autónoma Electiva de Bella 
Unión; a Alcoholes del Uruguay (ALUR) S.A.; a la 
Asociación Rural del Uruguay; a la Federación Rural; 
a la Asociación Agropecuaria de Artigas; a la Liga del 
Trabajo de Tomás Gomensoro; a la Sociedad de Fo- 
mento Rural Agro Cabellos, y a la Sociedad de Fo- 
mento Rural de Colonia José Artigas. Nuestro país se 
caracteriza porque los eventos, en general, son cícli- 
cos, hacemos referencia a diversos tipos de sucesos, 
como los fenómenos climáticos. Cuando realizamos 
esta mención nos interesan, puntualmente, aquellos 
de tipo catástrofe, como son las inundaciones y las 
sequías. Ya sea por exceso o por falta de agua, cada 
tanto, Uruguay padece de los efectos y consecuen- 
cias de estos fenómenos. En situaciones de sequía, 
se producen extensos períodos de escasez de forraje, 
lo que provoca desnutrición, pérdida de kilogramos de 
peso, de estado y mortandad de ganado. Cada vez 
que se concreta un fenómeno de estas característi- 
cas, los efectos negativos son a corto plazo, pero las 
secuelas en cuanto a la producción y en términos 
económicos perduran por mucho tiempo. Ha sido una 
constante, por parte de los productores, encontrar al- 


ternativas para la alimentación del ganado en estos 
períodos deficitarios, pero, hasta el momento, no se 
han encontrado todas las que puedan resolver el pro- 
blema. El avance en la investigación de tecnologías 
para la nutrición de rumiantes, nos permite optar bio- 
lógicamente entre varias alternativas. Pero pensamos 
que es posible aumentar la oferta de suplementos y 
concentrados, ya sea en cantidad como en calidad. 
Lo importante es que, a la fecha, existen paquetes 
tecnológicos para la producción, con diversas alterna- 
tivas viables en lo biológico y económico, pero mucho 
más importante es contar con la experiencia adquirida 
en el correr de los años. Es la forma en que se ha lo- 
grado conjugar lo teórico a lo práctico y que permitió 
generar recomendaciones para nuestra realidad. Qui- 
siéramos agregar una alternativa productiva más, la 
caña de azúcar; es un cultivo que produce una gran 
cantidad de biomasa, se usa desde hace tiempo en la 
alimentación de rumiantes y hay experiencia en 
nuestro país. Extensa experiencia en la producción 
del cultivo para refinado de azúcar y también en su 
utilización como suplemento alimenticio. Por ello, le 
sugerimos a las autoridades que se implementen po- 
líticas orientadas a la siembra de caña de azúcar en 
predios ganaderos, destinada al consumo animal. 
Entendemos oportuno comenzar por el departamento 
de Artigas, por las siguientes ventajas: presencia 
histórica del cultivo, recursos humanos con capacita- 
ción para siembra y manejo, recursos tecnológicos 
disponibles en la zona de influencia, maquinaria, rie- 
go, semillas, interacción rápida entre mano de obra- 
conocimiento y producción. A los predios ganaderos 
les corresponde disponer de tierra, capital e inversio- 
nes, y serán quienes dispongan de la cosecha para 
consumo animal. Técnicamente, entendemos reco- 
mendable iniciar los cultivos con poca área por cada 
predio interesado, pero vale resaltar que una hectárea 
de caña de azúcar es suficiente para alimentar mucho 
ganado. Es decir, que una pequeña superficie sem- 
brada por productor es capaz de complementar las 
otras alternativas forrajeras y atenuar los efectos de la 
sequía. Realizamos este planteo a las autoridades 
destinatarias de esta exposición escrita y, si fuera to- 
mado en cuenta, se debe convocar a todas las enti- 
dades para diseñar e implementar un plan de estí- 
mulo y apoyo. Somos conscientes de que los equipos 
de técnicos tienen sobrada capacidad para diseñar, 
divulgar e implementar la adopción del proyecto. Sa- 
ludamos al señor Presidente muy atentamente. RO- 
DOLFO CARAM, Representante por Artigas". 


8) Exposición del señor Representante Rodolfo Ca- 
ram a los Ministerios de Industria, Energía y Mi- 
nería, con destino a la Dirección Nacional de 
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Minería y Geología; de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, con destino a la Di- 
rección Nacional de Medio Ambiente; de Educa- 
ción y Cultura y de Trabajo y Seguridad Social; a 
la Intendencia Municipal y a la Junta Departa- 
mental de Artigas, referente a la delimitación de 
un área de exclusión para la explotación de 
ágatas y amatistas en el departamento de Arti- 
gas. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería, con destino a la Dirección Nacional 
de Minería y Geología (DINAMIGE); al Ministerio de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, 
con destino a la Dirección Nacional de Medio Am- 
biente (DINAMA); al Ministerio de Educación y Cultu- 
ra; al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social; a la 
Intendencia Municipal de Artigas y a la Junta Depar- 
tamental de Artigas. En nuestro país todos conoce- 
mos los aspectos relevantes de lo que significa la ex- 
tracción y comercialización de piedras preciosas. A su 
vez, debemos mencionar al departamento de Artigas, 
al que la naturaleza lo ha beneficiado con ágatas y 
amatistas. En esta semana, mantuvimos una reunión 
con los representantes sindicales de los trabajadores 
vinculados al rubro. En la misma, se nos informó de la 
situación actual, lo que nos generó, también, preocu- 
pación. Esta exposición escrita está dirigida a las au- 
toridades que les corresponde el contralor de toda la 
actividad, por lo tanto, no es necesario abundar en 
información y detalles. Lo que nos motiva es la cir- 
cunstancia o coyuntura actual, que debe admitir una 
solución muy rápida. Detallamos, brevemente, lo ocu- 
rrido: Desde hace tiempo, un grupo de arqueólogos 
dependientes del Ministerio de Educación y Cultura, 
vienen trabajando en la zona, la que contiene material 
histórico muy valioso. A solicitud de ese equipo de 
técnicos, se delimitó un área de exclusión, la que no 
admite que se abran canteras o se prosiga trabajando 
en las existentes. El informe técnico es remitido a DI- 
NAMA y ésta, a su vez, a DINAMIGE. Como resulta- 
do, se inhabilita a seguir trabajando en las canteras 
que, anteriormente, fueron legalmente habilitadas y 
tampoco se permite abrir nuevas. En resumen, lo que 
podemos decir es que en pocos días los empresarios 
enviaron a más de doscientos trabajadores al seguro 
de desempleo, en un total de seiscientos activos. Pa- 
ra este rubro es un caos que un tercio de los trabaja- 
dores pasen al seguro y, lo que es peor, con la pers- 


pectiva de que sean muchos más en los próximos dí- 
as. Por cierto que a los empresarios no les sale gratis 
esta situación, dado que ya no pueden cumplir con 
los compromisos de exportación, lo que traerá conse- 
cuencias graves por mucho tiempo. Se entenderá lo 
que significa para cada obrero estar en el seguro, los 
aspectos económicos y la incertidumbre sobre el futu- 
ro. Los que aún siguen trabajando esperan con an- 
siedad la decisión sobre lo que sucederá. Sensibles 
ante estas circunstancias, nos hacemos eco de esta 
situación, en nombre de los trabajadores, solicitando, 
a las autoridades correspondientes, una pronta solu- 
ción. Humildemente, sugerimos una alternativa que 
creemos permitiría acercar las partes involucradas, 
respetando con criterio toda la normativa vigente. A 
tales efectos, planteamos que se determinen áreas de 
rescate arqueológico reducidas en los lugares de es- 
tricto interés y valor histórico, permitiendo la explota- 
ción del resto del área para la extracción de piedras. 
Comprendemos, claramente, el valor que tiene para 
la humanidad el material encontrado en la zona. Pero, 
a la vez, comprendemos el significado que tiene en el 
presente y en el futuro para muchos obreros, para 
mucha gente de Artigas y de todo el país la referida 
actividad. Los que viven de la misma con los com- 
promisos de cualquier vecino, salud, educación, vi- 
vienda, alimentación y demás, tienen en ella su única 
fuente de ingresos. Trabajadores especializados que 
han aprendido el oficio en la actividad, no están capa- 
citados para otras tareas, pero aún así, sabemos que 
los puestos de trabajo faltan. Consideramos que es 
posible llegar a la solución planteada que no impide 
nada a nadie y que satisface a todos. Sin otro parti- 
cular, saludamos al señor Presidente muy atenta- 
mente. RODOLFO CARAM, Representante por Arti- 
gas". 


9) Exposición del señor Representante Aníbal Pe- 
reyra al Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, con destino al Banco de Previsión Social; a 
la Junta Departamental y a la Intendencia Muni- 
cipal de Rocha, con destino a la Junta Local de 
La Paloma, referente a la atención semanal que 
brindan funcionarios de dicho Banco en la ciu- 
dad de La Paloma. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. Señor Presidente 
de la Cámara de Representantes, doctor Julio Cardo- 
zo Ferreira. Amparados en las facultades que nos 
confiere el artículo 155 del Reglamento de la Cámara 
de Representantes, solicitamos que se curse la pre- 
sente exposición escrita al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, con destino al Banco de Previsión 
Social (BPS); a la Intendencia Municipal de Rocha, 
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con destino a la Junta Local de La Paloma, y a la 
Junta Departamental de Rocha. Vecinos del balneario 
La Paloma, del departamento de Rocha, como de lo- 
calidades adyacentes -La Aguada, Costa Azul, Ara- 
chania, La Pedrera-, que deben realizar trámites de 
alguna naturaleza ante oficinas del BPS, nos han 
transmitido su inquietud respecto al funcionamiento 
de las mismas en ese lugar. Los problemas para los 
vecinos se vienen generando desde que, hace unos 
años, se resolvió el cierre de la sucursal del BPS en 
La Paloma, obligándolos a concurrir a la dependencia 
más cercana; ciudad de Rocha a 30 kilómetros. La 
Intendencia Municipal de Rocha ha instrumentado, 
por intermedio de la Junta Local de La Paloma, la ce- 
sión de un espacio físico en sus dependencias para 
que dos funcionarios atiendan una vez a la semana - 
los días lunes- las demandas de la población. El re- 
clamo está planteado en el sentido de que, para mu- 
chos casos, resulta insuficiente esta frecuencia de 
atención, así como lo reducido de las instalaciones, 
ya que las esperas para cualquier trámite deben reali- 
zarse fuera del edificio. Es de interés que se estudie 
la posibilidad de extender el número de días de aten- 
ción semanal a efectos de atender los requerimientos 
de la población del balneario que debe realizar trámi- 
tes, cobranzas, inscripciones, consultas y demás. 
Saludamos al señor Presidente muy atentamente. 
ANÍBAL PEREYRA, Representante por Rocha". 


MEDIA HORA PREVIA 


6.- Situación de conflicto en la industria 


láctea. 


——<Se entra a la media hora previa. 


Tiene la palabra el señor Diputado González Ál- 
varez. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Señor Presidente: 
generalmente los legisladores utilizamos el instru- 
mento de la media hora previa para hacer algún co- 
mentario sobre hechos que ocurren en nuestro de- 
partamento o sobre temas nacionales que en esos dí- 
as causen algún tipo de inquietud y nos hagan nece- 
sario hacer oír nuestra palabra. A veces no es difícil 
lograr eso. Fíjese usted, señor Presidente, que en es- 
tos últimos tiempos, un día aparecemos con el tema 
de ENCE -que se queda, que se va, que no se va, que 
las inversiones...-, otro día aparece el paro de Botnia 
-siempre de un día para el otro-, otro día que el TLC sí 
o que no, otro día el tema de si están los votos para 
la Fiscal o no, las ocupaciones de fábricas o de can- 


pos, los conflictos en Salud Pública porque está presa 
una persona y los funcionarios hacen huelga para que 
el Poder J udicial cambie el veredicto, el conflicto en la 
industria láctea, el boleto fundamentalmente urbano y 
suburbano que sería pagado con un recargo al ga- 
soil... ¡Es abrumador! Día a día tenemos temas dis- 
tintos. Uno no ha terminado de tomar posición sobre 
uno cuando ya viene otro. 


¿Qué voy a hacer en el día de hoy? Voy a hablar 
de algunos de esos temas. 


(Murmullos.- Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Vamos 
a esperar a que se guarde silencio para que el señor 
legislador pueda ser escuchado cuando habla. 


SEÑOR GONZÁLEZ ÁLVAREZ.- Gracias, señor Pre- 
sidente. 


Claro, uno a veces tiene que hacer alguna alu- 
sión, y ahí se hace silencio en seguida. 


Entonces, me voy a referir al conflicto de los em- 
pleados de la industria láctea con las empresas, que 
es un tema que en los departamentos donde esta in- 
dustria es importante nos llega mucho. Y nos llega 
mucho porque es un conflicto riesgoso para la ciuda- 
danía, porque está la amenaza de que, de un día para 
el otro, pueda quedarse sin leche. 


Este un conflicto sobre el cual alguna Ministra del 
Gobierno ha hecho acusaciones totalmente sin senti- 
do, porque no conoce en absoluto la actividad agro- 
pecuaria. A nosotros nos duele saber -¡cómo no nos 
va a doler, si el primer establecimiento en que esto 
ocurrió es de Colonia!- que alguien tiene que tirar 
10.000 ó 15.000 litros de leche. Pero también nos 
molesta que alguien diga que ese hecho es criminal, 
sin saber cómo ocurre. Por supuesto que los legisla- 
dores lo saben y quienes son del interior también, 
pero a veces alguna que otra persona no lo sabe: el 
productor que tiene que tirar su leche lo hace total- 
mente obligado por las circunstancias y lo hace en el 
último minuto. No se puede prever cuándo hay que 
tirar la leche o no. La ciudadanía a veces se ha puesto 
en contra de algunos productores lácteos que han he- 
cho esto, preguntándose por qué no la donan. Pero 
no se puede, porque los establecimientos están orga- 
nizados de tal manera que tienen sus tanques llenos 
de leche esperando que venga el camión cisterna a 
recogerla, y si el camión cisterna no lo hace en cierto 
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tiempo, pueden esperar una hora o dos, pero hay que 
ordeñar las vacas que ya están esperando porque 
están acostumbradas al ordeñe todos los días y a la 
misma hora. Si no se hace eso el animal sufre, se 
enferma y se puede morir. 


Entonces, cuando el productor mira el camino 
hacia el portón y el camión no llega y no llega, en el 
último minuto, después de haber esperado todo lo 
que podía, abre la canilla y tira la leche para que la 
nueva leche que está en las ubres de las vacas entre 
a esos tanques de frío. O sea que lo hace desespera- 
do. A esa hora del día no puede decir a ninguna auto- 
ridad que se lleve la leche. El Gobierno, aquellos a 
quienes le interese, o esta Ministra que dijo que esto 
era criminal, tendrían que ir con un camión cisterna y 
esperar. De repente, si no viene el otro camión cister- 
na, se la lleva; y si llega el camión cisterna de CONA- 
PROLE, PARMALAT o de la empresa que sea, se que- 
da ella con su camión cisterna en la puerta. Es así el 
sistema. 


Además, señor Presidente, hay una ley que esta- 
blece que la leche cruda, como se le llama -o sea, sin 
pasterizar-, no se puede llevar al consumo directo. 
¿Cuántas veces hemos visto en nuestro departamento 
perseguir a alguna persona que tiene dos o tres va- 
quitas, las ordeña, toma él un poquito de leche y el 
resto la vende en el barrio? Pero eso está prohibido 
porque la leche, por razones sanitarias, tiene que ser 
pasterizada. 


Entonces, ¿qué diríamos si ese productor llevara 
a algún lugar los 15.000 litros de leche? ¿Y qué hace 
con ellos? La leche no es como las peras o los limo- 
nes. Si usted tiene un excedente de cosecha de limo- 
nes, los carga en el camión, se va a cualquier plaza de 
una ciudad, los vuelca y la gente va ahí con un bolsito 
para llevárselos. Pero usted no puede ir con un ca- 
mión de leche a ningún lado. ¿Adónde va a ir? ¿A una 
piscina? 


Cuando se dijo que era criminal fue porque las 
palabras son gratis; se dijo eso sin ningún tipo de in- 
formación. Yo creo que nuestros productores llegan a 
ese momento final en el que tienen que tirar la leche, 
en un acto de desesperación, por cuidar la salud de 
sus animales, que tienen un valor incalculable y son 
su fuente de ingresos. 


De ninguna manera podemos empezar a hacer- 
nos eco de quienes critican al productor que tira la le- 


che, pues ¿por qué tira la leche? Porque no se la vie- 
nen a recoger. ¿Y por qué no se la vienen a recoger? 
Porque se impide la entrada de los camiones a las 
plantas. El problema está en otro lado: el problema 
está en que se corta el fluido comercio de la leche; se 
corta lo que está programado, o sea, que el camión 
vaya al establecimiento, cargue la leche, la descargue 
en las plantas pasterizadoras y vuelva a cargar. Si en 
las plantas pasterizadoras los camiones no pueden 
entrar o hay colas de horas y horas, entonces pasa 
eso que a ninguno de nosotros nos gusta. ¡Pero mu- 
cho cuidado cuando se utilizan adjetivos criticando a 
ese productor que tiró la leche en el momento final, 
en un acto de desesperación, por salvar su capital, 
que sin duda son las vacas! 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, para que solucione este problema; al Ministerio 
de Ganadería, Agricultura y Pesca, para que opine, 
porque esa Cartera sí tiene que saber por qué se da 
este problema; al Ministerio de Desarrollo Social, para 
que no opine, porque no sabe de estos temas; a CO- 
NAPROLE; a PARMALAT; a la Asociación de Produc- 
tores Lácteos; a la Federación Rural, y a las Juntas 
Departamentales de Colonia, San J osé y Florida. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cuarenta y tres en Cuarenta y cinco: AFIRMATI- 
VA. 


7.- Necesidad de realizar ajustes al régi- 
men jubilatorio de los docentes. 


Tiene la palabra el señor Diputado Barreiro. 


SEÑOR BARREIRO.- Señor Presidente: un reciente 
estudio de las condiciones de trabajo y salud de los 
docentes en seis países de América Latina -incluido 
Uruguay- muestra una serie de consecuencias de di- 
cha actividad, tales como ansiedad, estrés, agota- 
miento físico, depresión, neurosis, etcétera. Mientras 
tanto, en Uruguay se ha demostrado una alta fre- 
cuencia de enfermedades relacionadas con la activi- 
dad docente, como por ejemplo disfonía o afonía, 
enfermedades de columna, várices, gastritis, angustia, 
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insomnio, etcétera, que se agudizan con el transcurso 
de los años. 


Por otro lado, es sabido que las condiciones es- 
tablecidas en la Ley N* 16.731, de setiembre de 1995, 
hacen imposible el cese de la actividad antes de los 
treinta y cinco años de trabajo, lo que origina que un 
gran número de docentes deba esperar el cumpli- 
miento de esa causal, con las consabidas consecuen- 
cias que ello implica desde el punto de vista laboral y 
de su salud. La misma ley prevé, en su artículo 37, la 
bonificación de servicios prestados en actividades do- 
centes en instituciones de enseñanza públicas o pri- 
vadas habilitadas. También es sabido que el Estado 
tiene pendiente desde hace muchos años un con 
promiso aún no resuelto, que es la mejora del salario 
docente. Y esto lleva, finalmente, a obtener magras 
jubilaciones, luego de muchos años de trabajo, de 
riesgos de salud, de cada vez mayor dedicación desde 
el punto de vista pedagógico y del insumo de más 
tiempo para el cumplimiento de sus obligaciones. 


Se hace, pues, necesario establecer una anticipa- 
ción en el cese, disminuyendo, por un lado, el mínimo 
de actividad real y, por otro, bonificando adecuada- 
mente los servicios a la luz de una realidad hoy con+ 
probada y que no tiene discusión. 


Proponemos, asimismo, revisar el porcentaje de 
asignación, hoy situado en un 50% para el mínimo de 
años reconocidos, más los adicionales correspondien- 
tes establecidos en la ley. Proponemos también que 
una serie de partidas fijas actualmente existentes se- 
an incorporadas al salario básico como forma de op- 
timizar el cálculo de la asignación jubilatoria. Final- 
mente, proponemos considerar en el mismo nivel, en 
cuanto a las bonificaciones, a los docentes de educa- 
ción primaria y a los docentes de educación secunda- 
ria y técnico-profesional, visto que actualmente las 
exigencias se han incrementado notoriamente y por 
igual en todos los sectores. 


Un reciente proyecto de ley que ingresó a la Co- 
misión de Seguridad Social de esta Cámara contempla 
algunos de estos aspectos y puede constituirse en una 
base de estudio y discusión razonable del tema, por lo 
que estamos anunciando nuestro apoyo en líneas ge- 
nerales, con las modificaciones que entendamos con- 
venientes. Por lo pronto, nos proponemos abrir esta 
necesaria discusión que nos lleve a los imprescindibles 
ajustes que en materia jubilatoria está requiriendo la 
docencia en todos sus niveles. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada al señor Presidente de la República; 
al señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y, por 
su intermedio, al Banco de Previsión Social; al señor 
Ministro de Educación y Cultura y, por su intermedio, 
al Consejo Directivo Central de la Administración Na- 
cional de Educación Pública; y a la Comisión de Segu- 
ridad Social de esta Cámara. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Treinta y seis en treinta y siete: AFIRMATIVA. 


8.- Creación un fideicomiso con fondos 
provenientes de la venta de gasoil. 


Tiene la palabra el señor Diputado Romero Ca- 
brera. 


SEÑOR ROMERO CABRERA.- Señor Presidente: es 
de público conocimiento la nueva medida que imple- 
mentará el Gobierno, creando, mediante decreto, un 
fideicomiso de administración, cuyos fondos proven- 
drían de la venta de gasoil, con un consecuente au- 
mento del precio de este combustible. 


Paradójicamente, la iniciativa a instaurarse pro- 
viene del Gobierno del "país productivo", programa 
que supuestamente tenía como objetivo el desarrollo 
del agro, sector olvidado -prueba de ello es la ley de 
Presupuesto- y ahora castigado por esta medida que 
lo perjudica en beneficio de otro sector. 


Y no solo el agro será perjudicado, pues este 
aumento -opuesto al tan mentado gasoil diferenciado- 
gravará, además, a la industria, al transporte de car- 
gas, a las obras, etcétera. Por ejemplo, movilizar un 
pequeño tractor en tareas de campo en el departa- 
mento de Artigas -cito a Artigas por ser el punto más 
distante de la capital del país- supondrá un incre- 
mento en el costo que solo beneficiará al área metro- 
politana de Montevideo. Este no es un detalle menor, 
por cuanto este aumento -que es un subsidio cruza- 
do- es una estrategia más del Gobierno para mejorar 
su imagen en aquellos lugares del país donde existe 
mayor concentración de población. Y no es necesario 
hacer razonamientos muy complejos para arribar a la 
conclusión de que en el departamento de Montevideo 
es donde se utiliza más el transporte colectivo de pa- 
sajeros, es donde existe mayor concentración de vo- 
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tantes del partido de Gobierno y es donde más inci- 
dirá el beneficio de la rebaja del costo del boleto a 
expensas del aumento del gasoil. 


Estamos de acuerdo con dar apoyo y proporcio- 
nar las soluciones que requieran los diversos sectores 
de la economía de nuestro país, pero no podemos as- 
pirar a mejorar nuestra economía o a instaurar refor- 
mas tributarias cuando desestabilizamos parcelas de 
suma importancia, haciendo insostenible la labor y no 
permitiendo vislumbrar un futuro prometedor en ese 
sentido. 


Debe procurarse una medida que armonice los 
diversos sectores -en eso el Partido Nacional siempre 
ha sido pionero-, y no podemos caer en la contradic- 
ción de autodenominarnos "país productivo" cuando el 
que siente la carga impositiva siempre es el sector 
agropecuario. 


Por ejemplo, para el sector arrocero este au- 
mento supera el 15% del costo de la producción, y 
eso no es poco. Es duro para la población percatarse 
de que optó por un Gobierno que cae constantemente 
en argumentos desencontrados, que siempre tuvo 
como guía la crítica y el repudio al amiguismo, pero 
que ahora hace uso de él, al mismo tiempo que, por 
ser el actor protagónico de las decisiones, tiene esto 
permitido y justificado. 


De $ 1,20 que subirá el precio del litro del gasoil, 
$ 1,053 por litro será destinado al fideicomiso que 
subsidiará el costo del boleto. Nos preguntamos qué 
destino tendrá el vuelto. ¿No sería conveniente que el 
tema fuera tratado a nivel de cada Intendencia Muni- 
cipal, para el caso del transporte urbano? 


Queremos dejar claro que no nos oponemos a 
que el costo del transporte colectivo de los uruguayos 
y las uruguayas sea rebajado, pero sí a que lo sea en 
desmedro de otros sectores productivos del país, lo 
que termina clasificando en ciudadanos de primera a 
los que viven en la macrocefalia centralista y de se- 
gunda a quienes nos ha tocado vivir en el interior 
profundo. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Presidencia de la República, a 
los señores Ministros de Economía y Finanzas, de 
Transporte y Obras Públicas y de Industria, Energía y 
Minería, al señor Presidente de ANCAP, al señor Presi- 
dente de ANETRA, al señor Presidente de la Cámara 
de Transporte de Carga, al señor Presidente de la 


Asociación Rural del Uruguay, al señor Presidente de 
la Asociación de Cultivadores de Arroz, al Congreso de 
Intendentes, al señor Presidente de la Federación 
Rural y al Presidente de las Cooperativas Agrarias Fe- 
deradas (CAF). 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cuarenta y dos en cuarenta y cuatro: AFI RMATI - 
VA. 


9.- Decisión judicial sobre un hecho que 
involucra a un periodista y a actores 
políticos del departamento de Rocha. 


Tiene la palabra el señor Diputado Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: en más de 
una oportunidad, en este Cuerpo se hizo mención a 
acciones que como Diputado por el departamento de 
Rocha podría haber efectuado; más concretamente, 
se manifestó que, pasando por encima de mi función 
como Representante Nacional, actúo contra lo que 
son en nuestro país derechos fundamentales, especí- 
ficamente en lo que tiene que ver con la libertad de 
expresión. 


Quiero hacer referencia a ello en esta media hora 
previa porque fue en una instancia como esta donde 
se planteó que yo había actuado en ese sentido y que 
luego llevé adelante una denuncia penal contra las 
aparentes víctimas de la persecución que este Diputa- 
do del Gobierno supuestamente estaba haciendo en el 
departamento de Rocha. 


Vamos a los hechos concretos relacionados con 
la situación generada. El 23 de junio, en la ciudad de 
Lascano, en un programa de televisión por cable de 
dos horas y media de duración, un periodista en esta- 
do absolutamente alcohólico planteó al aire un mon- 
tón de conceptos. Posteriormente, el día 30 de junio, 
el concesionario de la señal de cable, ante una nota 
pública que surgió luego del obvio trascendido que 
tuvo esa situación, trasmitió públicamente una deci- 
sión del 29 de junio por la que esta empresa dejó sin 
efecto el contrato con dicho periodista y el funciona- 
miento del canal de cable. 


El día 11 de julio, en un diario de circulación de- 
partamental, más concretamente en el diario "El Es- 
te", se publicó una entrevista a un Edil departamental, 
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suplente de un Representante Nacional, en la que 
vuelca públicamente una serie de conceptos que va- 
mos a leer parcialmente. Decía el Edil: "Es inevitable 
hablar de algunas cosas que están sucediendo a nivel 
nacional y que han tenido sus ramificaciones a nivel 
departamental y que entendemos que están cambian- 
do de alguna manera, lo que los uruguayos teníamos 
asumido como concepto del uso y el goce de los de- 
rechos y las libertades, cuestión fundamental para 
nuestro Partido, razón prácticamente de su existencia. 
Vimos al Presidente de la República días atrás, aira- 
damente como jamás vimos a Presidente alguno, des- 
de la instauración democrática hasta el día de hoy, 
que es lo que tengo conocimiento, criticar a medios 
de prensa, porque su opinión o lo que dicen sus pe- 
riodistas, no les gusta". 


Dice en otra parte de la nota: "Hace acordar 
aquello de la época de Grecia, cuando un mensajero 
que traía una noticia de batalla lejana, a la ciudad de 
Atenas, si traía una derrota como portador de una 
mala noticia lo mataban, la culpa por lo tanto era del 
mensajero, no de la noticia que daba. Y acá parece lo 
mismo, se está intentando ocultar sobre una cortina 
de humo, los gruesos fracasos que está teniendo este 
Gobierno [...]. Preocupante es a nivel nacional cómo 
estamos. Yo de haber leído historia me acuerdo que" 
eran otros los que atacaban a la prensa; "no me gusta 
que un Presidente de esta nueva era haga exacta- 
mente lo mismo, como uno de los pilares de la liber- 
tad. [...] Pero ahora pasa en Rocha, no íbamos a ser 
ajenos, integramos el Uruguay". 


Continúa la nota: "Ahora tenemos la novedad de 
que el Diputado de Rocha del Frente Amplio, Aníbal 
Pereyra, junto con integrantes y autoridades de una 
Junta Local del interior, intercede ante concesionarios 
de un canal cable para correr un periodista y lo co- 
rren". El periodista "fue corrido por la presión que 
ejerció el Frente Amplio, porque este hombre habló 
mal del Gobierno [...]". 


Continúa diciendo: "Quiero llamar con esto a la 
reflexión", y habla de otros periodistas en particular y 
del papel que cumplían en otros gobiernos, y que no 
los molestaban. Al final de la nota dice que lo más 
asombroso es que el periodista quedó despedido, sin 
trabajo él y su familia, y el responsable es el Frente 
Amplio. 


Y termina: "Empecemos a pensar, que las liber- 
tades son las de la diferencia, que los derechos son 


los de las minorías y que el respeto a eso es garantía 
esencial de una democracia.- Esperemos que eso sea 
comprendido por el señor Presidente de la República, 
por el Frente Amplio de Rocha y por su Diputado se- 
ñor Aníbal Pereyra". 


Inmediatamente después de aparecidas estas 
declaraciones iniciamos un juicio penal, queriendo 
aclarar que se debían comprobar estas denuncias pú- 
blicas en el sentido de que nosotros presionábamos, 
corríamos periodistas y cerrábamos medios de prensa. 
La Justicia se expidió -nosotros hicimos la denuncia 
invocando la ley de prensa- y en la vista del Fiscal, en 
una de sus intervenciones claramente dice: "Por tan- 
to, surge de las presentes actuaciones que, las expre- 
siones vertidas por el denunciado, a la sazón no vera- 
ces, luego no felices, se encuadran ostensiblemente 
en una típica crítica política propia de la dinámica de 
los cuerpos legislativos [...]". 


Luego, el Juez absuelve y entiende que no debe 
dictar pena a quien nosotros denunciamos, pero en el 
dictamen de la Justicia claramente queda establecido 
que estas declaraciones públicas hechas en nuestro 
departamento durante dos meses en el sentido de 
que nuestra fuerza política, el señor Presidente de la 
República y este Diputado estaban cerrando medios, 
no son ciertas. Tan claro fue eso que el propio Edil 
que nosotros denunciamos y que en el correr de este 
proceso inició una denuncia penal contra los Ediles de 
la Junta Departamental que habían votado una mo- 
ción defendiendo y reclamando la verdad de los he- 
chos, luego del dictamen del ] uez retiró dicha denun- 
cia. Este hecho nos da la razón, porque si la Justicia 
se expresó en el sentido de que no habían existido 
presiones no tenía razón de ser esa denuncia penal. 


Por lo tanto, señor Presidente, redondeamos 
nuestra posición dejando bien claro que en este país, 
en la República Oriental del Uruguay, el último hecho 
en el que un medio de comunicación masiva se vio 
afectado, o sea, fue clausurado, ocurrió el 26 de 
agosto de 1994. Después, en ninguna instancia, en 
ningún Gobierno de esta era democrática ha sucedido 
situación similar. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de nues- 
tras palabras sea enviada a la Asociación de la Prensa 
Uruguaya y a la Junta Departamental de Rocha. 


Gracias, señor Presidente. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——Cuarenta y ocho por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


10.- Eventual retiro de las inversiones en 
Uruguay de la empresa ENCE. 


Tiene la palabra el señor Diputado Washington 
Abdala. 


SEÑOR ABDALA (don Washington).- Señor Presi- 
dente: estaba pensando que la media hora previa se 
parece cada día más a aquella frase del Dante en la 
"Divina Comedia": "Lasciate ogni speranza, voi ch'en- 
trate". Es algo así como: "Tenemos que dejar las es- 
peranzas de lado", y es una especie de infierno donde 
entra un poco de todo. Pero probablemente esa sea la 
idiosincrasia respecto de este asunto. 


En este infierno, quiero contar, señor Presidente, 
que hasta hace un ratito estuve conversando con tra- 
bajadores de la empresa ENCE, gente que creyó en la 
inversión en el país, que apostó a que las reglas de la 
certeza jurídica en el Uruguay se daban y que ahora 
se encuentra con que la inversión, por lo que se sabe 
y ellos saben, se va. Estos trabajadores se encuen- 
tran, por lo que se sabe y ellos saben, con que el Go- 
bierno mucha información no tiene, y se encuentran, 
por lo que se sabe y ellos saben, con que nadie los 
está defendiendo demasiado. Con franqueza, me pa- 
rece que estos sí son temas para que el Parlamento 
los aborde, en lo que está a su alcance. 


Voy a solicitar que la Comisión de Legislación del 
Trabajo tome contacto con estos trabajadores y oiga 
sus peripecias vitales y los sufrimientos que están pa- 
sando. Luego, si es posible, se debería dialogar con el 
señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social, que es 
el Ministro del área, sobre un capítulo sensible de la 
vida del país; presumo que alguna información debe 
de tener. 


No sé si algo hay que hacer en torno a la empre- 
sa porque no sé qué creer de ella. Además, hay cosas 
que no entiendo. A nivel financiero internacional los 
números dicen que la empresa está mejor, que vendió 
no sé qué papeles accionarios en el mercado español, 
pero resulta que retira sus inversiones. A mí la cabe- 
cita mucho no me da; se ve que hacen los cálculos 


para algún tipo de inversión, pero para otras no. No 
termino de entender qué es lo que está pasando. A 
pesar de que hay algunos compañeros que discrepan, 
digo con toda claridad que esta gente le está faltando 
al Uruguay. Los señores de ENCE le están faltando al 
Uruguay. El país los recibió de brazos abiertos, con 
una ley forestal que ambientaba la inversión, que te- 
nía estímulos y que tenía exenciones impositivas. To- 
dos los que estamos aquí presentes -algunos más a 
regañadientes que otros- entendimos que el camino 
de este tipo de inversiones era imprescindible, y re- 
sulta que ahora nos hacen la pera y se van. Está mal. 


Y está mal el Gobierno en no tomar con ahínco 
este tema y en no darle duro. El Gobierno se equivocó 
en algún momento; sí, se equivocó. El señor Presi- 
dente de la República se equivocó cuando con el Pre- 
sidente Kichner, mano a mano, planteó la suspensión 
de las obras; fue un error. Ya pasó, mala suerte, pero 
este es el tema central. Este es uno de los temas 
centrales que tenemos que abordar y no estar poco 
menos que papando moscas. No digo que lo estemos 
haciendo todos, pero este es un tema central para el 
destino del país. Yo no sé lo que se está haciendo, y 
creo que como Parlamento tenemos el deber y el de- 
recho de exigir al Poder Ejecutivo que nos haga el re- 
lato de lo que se está haciendo respecto a este tema. 
Esto es grave; esto es mucho más grave que lo focal 
y lo puntual, porque si esta empresa se va, nuestra 
credibilidad -¡ cuidado!- se va a ver dañada seriamen- 
te. 


No agrego nada si digo que el tren no lo toma- 
mos para el mercado del norte; no agrego nada si di- 
go que en el barrio somos amigos de los chicos ma- 
los. ¡Es fantástico! El escenario es poco menos que 
"negro el 13". Está complicada la mano. 


Entonces, con relación al capítulo de ENCE hago 
la solicitud expresa de que la Comisión de Legislación 
del Trabajo, cuando lo entienda pertinente, se involu- 
cre y reciba a estos trabajadores que sé que están so- 
licitando entrevistas. 


Señor Presidente: no le voy a pedir que remita la 
versión taquigráfica de mis palabras porque ya sé que 
cuando uno solicita que se envíe la versión taquigráfi- 
ca de sus palabras a la Presidencia de la República o a 
determinado Ministerio, como dijo muy bien el señor 
Diputado González Álvarez, a veces más vale que na- 
die la lea porque tampoco se le da mucha bolilla. Por 
lo tanto, si el Gobierno presta atención, que algún 
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parlamentario del Gobierno diga que algunos parla- 
mentarios de la oposición estamos preocupados por el 
tema porque, total, esa remisión burocrática a esta 
altura poco resultado tiene. 


Era lo que quería decir. 


11.- Presentación en el Cuerpo de un pro- 
yecto de reforma de la Sección XV de 
la Constitución de la República. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Signorelli. 


SEÑOR SIGNORELLI.- Señor Presidente: quiero 
agradecer a los integrantes de este Cuerpo por per- 
mitirnmos hacer uso de la palabra para presentar un 
proyecto que hemos ido madurando y estamos finali- 
zando, que será debidamente presentado a través de 
los canales normales y de uso y que corresponde, en 
forma sucinta, al siguiente contenido. 


Este proyecto de reforma constitucional de la 
Sección XV de la Constitución de la República tiene 
como cometido final culminar la larga y noble lucha 
de un Poder del Estado, que es el Poder J udicial. 


Nadie duda de que dicho Poder resulta ser la 
garantía fundamental de los derechos del hombre y 
de todos los habitantes de la República, no solo 
orientales sino también de todos aquellos que habitan 
o transitan por nuestro territorio. Es así que el motivo 
fundamental de esta propuesta está basado en la 
gran lucha de cada uno de todos los integrantes del 
referido Poder, y por tanto hoy no podemos descono- 
cer su independencia institucional, técnica y profesio- 
nal, que es la que amerita este proyecto. 


Nuestra Constitución actual, en su artículo 233, 
expresa: "El Poder Judicial será ejercido por la Su- 
prema Corte de Justicia y por los Tribunales y Juzga- 
dos, en la forma que estableciere la ley". Posterior- 
mente, el artículo 236 de la Carta Magna expresa: 
"Los miembros de la Suprema Corte de J usticia serán 
designados por la Asamblea General por dos tercios 
de votos del total de sus componentes. [...]". Me pre- 
gunto qué sería de la independencia de los demás 
Poderes del Estado si su integración estuviera basada 
en la decisión o ratificación de otro Poder del Estado. 
Lo expresado significa, a nuestro criterio, que la deci- 
sión de los integrantes del Poder Judicial no está ba- 
sada en el principio constitucional de elector y elegi- 


ble, y eso es así por la propia problemática y profe- 
sionalidad que implica impartir justicia. 


No se nos escapa la lucha diaria y prolongada de 
los funcionarios del referido Poder, fieles cumplidores 
de la ley por mandato del poder que ejerce su máxi- 
mo jerarca, pero eso no desmedra la necesidad de 
buscar, o al menos poner sobre la mesa de una vez y 
en debate, la tan solicitada y pretendida independen- 
cia del Poder J udicial. 


Somos sabedores de que dicha reforma implica 
un cambio fundamental e histórico en nuestra patria, 
pero no debemos dar la espalda a tan larga y profun- 
da lucha de los funcionarios y también soportes del 
Poder, que por mandato constitucional están inhibidos 
de emitir su opinión. 


A ninguno de nosotros se nos escapa que la J us- 
ticia en nuestro país es gratuita, pero para ello todos 
los justiciables deben pagar sendos tributos, ya sean 
tasas o impuestos, para que sus peticiones sean so- 
metidas al pronunciamiento judicial. 


Es así que esta propuesta de modificación de la 
Sección XV de la Carta Magna se basa en la aplicación 
del principio básico de la elección, así como de la in- 
dependencia de administración de los recursos de di- 
cho Poder del Estado. 


Entendemos que, de una vez por todas, se debe 
poner en la mesa de discusión la independencia del 
Poder Judicial como Poder del Estado establecido en 
la Constitución de la República, con su control presu- 
puestal, que deberá ser vigilado, como corresponde, 
por los demás Poderes del Estado. Creemos que sus 
autoridades deben ser producto de un acto elecciona- 
rio, ya que en el mundo no existe autoridad alguna 
que no esté respaldada por la voluntad popular y ello 
significa implicar a todos los actores del sector, ya sea 
a las asociaciones de abogados, a la Caja de Jubila- 
ciones y Pensiones de Profesionales Universitarios, a 
la Asociación de Magistrados del Uruguay, a las insti- 
tuciones vinculadas a la Justicia y, en definitiva, a la 
voluntad popular, a través de sus representantes, 
quienes recibirán los resultados de la decisión de los 
principales actores de un sector tan sensible como 
resulta ser la Justicia en un país soberano e indepen- 
diente. 


Por tal motivo, sometemos a la honorable Cá- 
mara este proyecto a los efectos de que sea estudiado 
formando las Comisiones que se considere del caso 
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para que, en definitiva, se estatuya la independencia 
del Poder Judicial en todos sus términos y los debidos 
contralores que corresponden a todo Poder del Esta- 
do. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis pala- 
bras sea enviada a la Suprema Corte de Justicia, al 
Colegio de Abogados, a la Asociación de Escribanos 
del Uruguay, a los Tribunales de Apelaciones en lo Ci- 
vil, Penal, Familia y Trabajo, al Ministerio de Educa- 
ción y Cultura, a la Fiscalía de Gobierno y a la Fiscalía 
de Corte. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


——incuenta y ocho en cincuenta y nueve: AFIRMA- 
TIVA. 


Ha finalizado la media hora previa. 


12.-Comisiones de Legislación del Tra- 
bajo, de Industria, Energía y Minería y 
de Ganadería, Agricultura y Pesca. 
(Autorización para reunirse simultá- 
neamente con la Cámara). 


Dese cuenta de una moción de orden presentada 
por la señora Diputada Peña Hernández y los señores 
Diputados Delgado, Iturralde Viñas, Bentancor, Tole- 
do, Clavijo, Pozzi, Enciso Christiansen, Perrachón, Cu- 
sano y Casas. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que se autorice a las Comi- 
siones de Legislación del Trabajo, de Industria, 
Energía y Minería y de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, de acuerdo con el artículo 50, numeral 10 
del Reglamento, a reunirse en el día de hoy du- 
rante la sesión de la Cámara". 


——<€ va a votar. 
(Se vota) 
——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 
13.- Integración de Comisiones. 


Dese cuenta de la integración de Comisiones. 


(Se lee:) 


"El señor Representante Nelson Rodríguez 
Servetto actuará como delegado de sector en la 
Comisión de Turismo”. 


14.- Llamado a Sala al señor Ministro del 
Interior. (Concertación de fecha). 


——La Mesa informa que la sesión correspondiente al 
llamado a Sala al señor Ministro del Interior sobre la 
situación de la Jefatura de Policía de Maldonado se 
celebrará el próximo días lunes 23, a la hora 11. 


15.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos | nternos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes solicitudes de li- 
cencia: 


Del señor Representante José Carlos Mahía, 
en misión oficial, literal C) del artículo primero de 
la Ley N* 17.827, para asistir al XXI! Encuentro 
del Parlamento Cultural del MERCOSUR - PAR- 
CUM, a desarrollarse en las ciudades de Buenos 
Aires y San Rafael, República Argentina, por el 
período comprendido entre los días 18 y 20 de 
octubre de 2006, convocándose al suplente si- 
guiente, señor Luis Enrique Gallo. 


Del señor Representante Bertil Bentos, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período corm- 
prendido entre los días 9 y 13 de octubre de 
2006, convocándose al suplente correspondiente 
siguiente, señor Carlos Saravia Martínez. 


Del señor Representante Miguel Asqueta, en 
virtud de obligaciones notorias inherentes a su 
representación política, literal D) del artículo pri- 
mero de la Ley N* 17.827, para participar del 
XXVII Congreso Nacional del Colegio Uruguayo 
de Administradores de Salud y de la VIIl Confe- 
rencia | beroamericana de Ministras y Ministros de 
Salud Pública, a desarrollarse en las ciudades de 
Montevideo y Colonia del Sacramento, por el pe- 
ríodo comprendido entre los días 4 y 5 de octu- 
bre de 2006, convocándose al suplente siguiente, 
señor J ulio Basanta. 
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Del señor Representante Jorge Gandini, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 4 de oc- 
tubre de 2006, convocándose a la suplente si- 
guiente, señora | rene Caballero. 


Del señor Representante Homero Viera, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 10 de 
octubre de 2006, convocándose al suplente si- 
guiente, señor Mario Perrachón. 


Del señor Representante Luis José Gallo |m+- 
periale, por motivos personales, inciso tercero del 
artículo primero de la Ley N* 17.827, por el día 4 
de octubre de 2006, convocándose al suplente 
siguiente, señor Luis Enrique Gallo. 


Del señor Representante Álvaro Delgado, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el día 5 de oc- 
tubre de 2006, convocándose al suplente si- 
guiente, señor Martín Fernández. 


De la señora Representante Alba Cocco Soto, 
por motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período conm- 
prendido entre los días 10 y 11 de octubre de 
2006, convocándose al suplente siguiente, señor 
Luis Batalla Dufrechou". 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Barreiro) 


SEÑOR PRESI DENTE (Barreiro).- En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——incuenta y dos en cincuenta y tres: AFIRMATI- 
VA. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas. 


(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 3 de octubre de 2006. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente me dirijo a usted a los efectos de 
solicitar licencia por los días 18, 19 y 20 de octubre, 


convocando a mi suplente correspondiente; según lo 
dispuesto en la Ley N* 17,827, inciso C). 

El motivo es por asistir al “XXIl Encuentro del 
Parlamento Cultural del MERCOSUR - PARCUM -* 
que se reúne en la ciudad de Buenos Aires y San 
Rafael (provincia de Mendoza) República Argentina. 

Se adjunta invitación. 

Saluda atentamente, 

JOSÉ CARLOS MAHÍA 
Representante por Canelones”. 


"Montevideo, 3 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Habiendo sido convocada por ese Cuerpo, en mi 
calidad de suplente por el Representante Nacional 
José Carlos Mahía, comunico mi renuncia por esta 
única vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 

Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 

Gabriela Garrido”. 


"Montevideo, 3 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en mi 
calidad de suplente por el Representante Nacional 
José Carlos Mahía, comunico mi renuncia por esta 
única vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 

Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 

Paul Moizo”. 


"Montevideo, 3 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en mi 
calidad de suplente por el Representante Nacional 
José Carlos Mahía, comunico mi renuncia por esta 
única vez, solicitando la convocatoria de mi suplente 
correspondiente. 
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Sin otro particular, saludo al señor Presidente 
muy atentamente. 
Hugo Vergara”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al exte- 
rior en misión oficial, del señor Representante por el 
departamento de Canelones, José Carlos Mahía, para 
concurrir al XXIl Encuentro del Parlamento Cultural 
del MERCOSUR - PARCUM, a desarrollarse en las 
ciudades de Buenos Aires y San Rafael, República 
Argentina. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 18 y 
20 de octubre de 2006. 


11) Que por esta única vez no aceptan la convoca- 
toria de que han sido objeto los suplentes siguientes, 
señora Gabriela Garrido y señores Paul Moizo y Hugo 
Vergara. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el literal C) del artículo primero 
de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia para viajar al exterior en 
misión oficial, al señor Representante por el departa- 
mento de Canelones, José Carlos Mahía, por el pe- 
ríodo comprendido entre los días 18 y 20 de octubre 
de 2006, para concurrir al XXIl Encuentro del Parla- 
mento Cultural del MERCOSUR - PARCUM, a desa- 
rrollarse en las ciudades de Buenos Aires y San Ra- 
fael, República Argentina. 


2) Acéptanse las renuncias presentadas, por esta 
única vez, por los suplentes siguientes, señora Ga- 
briela Garrido y señores Paul Moizo y Hugo Vergara. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 2121 del Lema Encuentro Progresista - Frente 
Amplio - Nueva Mayoría, señor Luis Enrique Gallo. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito a usted licencia a partir 
del día 9 al 13 de octubre inclusive, por razones parti- 
culares, por lo cual y de conformidad al inciso segun- 
do del artículo 116 de la Constitución de la República, 
se proceda a convocar al suplente que corresponda. 

Sin otro particular le saluda muy atentamente. 

BERTIL BENTOS 
Representante por Paysandú”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Paysandú, Bertil Bentos. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 9 y 
13 de octubre de 2006. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 9 y 13 de octu- 
bre de 2006, al señor Representante por el departa- 
mento de Paysandú, Bertil Bentos. 


2) Convóquese por Secretaría por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 2004 del Lema Partido Nacional, 
señor Carlos Saravia Martínez. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo 
Presente. 
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De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
Literal D), solicito al Cuerpo que tan dignamente pre- 
side, se sirva concederme el uso de licencia por moti- 
vos personales por los días 4 y 5 de octubre del co- 
rriente, a los efectos de poder participar el día 4 de 
octubre del XXVIl Congreso Nacional del Colegio 
Uruguayo de Administradores de Salud (CUDASS), y 
el día 5 de octubre de la VIII Conferencia lberoameri- 
cana de Ministras y Ministros de Salud. 

Sin más, lo saluda atentamente. 

MIGUEL ASQUETA SÓÑORA 
Representante por Colonia". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria de la cual 
he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante por Colonia Miguel Asqueta Só- 
ñora para los días 4 y 5 de octubre de 2006. 

Sin más, saluda atentamente. 

Héctor Blanco”. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria de la cual 
he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante de Colonia Miguel Asqueta Só- 
ñora para los días 4 y 5 de octubre de 2006. 

Sin más, saluda atentamente. 

Rossana Dufour”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia del señor Repre- 
sentante por el departamento de Colonia, Miguel As- 
queta, en virtud de obligaciones notorias cuyo cum- 
plimiento resulta inherente a su representación políti- 
ca, para participar del XXVIl Congreso Nacional del 
Colegio Uruguayo de Administradores de Salud y de 
la VIII Conferencia Iberoamericana de Ministras y Mi- 
nistros de Salud Pública, a desarrollarse en las ciuda- 
des de Montevideo y Colonia del Sacramento. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 4 y 
5 de octubre de 2006. 


II) Que, por esta vez, no aceptan la convocatoria 
de que fueron objeto los suplentes correspondientes 
siguientes, señor Héctor Blanco y señora Rossana 
Dufour. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el literal D) del artículo primero de 
esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia al señor Representante por 
el departamento de Colonia, Miguel Asqueta, por el 
período comprendido entre los días 4 y 5 de octubre 
de 2006, en virtud de obligaciones notorias cuyo 
cumplimiento resulta inherente a su representación 
política, para participar del XXVII Congreso Nacional 
del Colegio Uruguayo de Administradores de Salud y 
de la VIIl Conferencia Iberoamericana de Ministras y 
Ministros de Salud Pública, a desarrollarse en las ciu- 
dades de Montevideo y Colonia del Sacramento. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, pre- 
sentan los suplentes correspondientes siguientes, se- 
ñor Héctor Blanco y señora Rossana Dufour. 


3) Convóquese para integrar la referida represen- 
tación por el mencionado lapso, al suplente corres- 
pondiente siguiente de la Hoja de Votación N* 1919 
del Lema Partido Nacional, señor Julio Basanta. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo 
Presente 
De mi mayor consideración: 
De acuerdo a lo dispuesto por el artículo 1* de la 
Ley N* 17.827, solicito se me conceda el uso de li- 
cencia por motivos personales por el día 4 de octubre 
de 2006. 
Sin otro particular, saluda a usted con la seguri- 
dad de su consideración más distinguida. 
JORGE GANDINI 
Representante por Montevideo”. 
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"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo 
Presente 
De mi mayor consideración: 

Por la presente comunico a usted que, por esta 
única vez, no he de aceptar la convocatoria de la cual 
he sido objeto, en virtud de la licencia solicitada por el 
señor Representante Jorge Gandini. 

Sin otro particular, saluda a usted con la seguri- 
dad de su consideración más distinguida. 

Álvaro Viviano”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Jorge Gandini. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 4 de octubre de 2006. 


11) Que, por esta vez, no acepta la convocatoria de 
que ha sido objeto el suplente correspondiente si- 
guiente, señor Alvaro Viviano. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 4 de octubre de 2006, al señor Representante 
por el departamento de Montevideo, Jorge Gandini. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha pre- 
sentado el suplente correspondiente siguiente, señor 
Alvaro Viviano. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 4 de oc- 
tubre de 2006, a la suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 2004 del Lema 
Partido Nacional, señora Irene Caballero. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 


Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por intermedio de la presente remito a usted el 
presente pedido de licencia por motivos personales 
para el día 10 de octubre próximo y solicito que en 
consecuencia se convoque al suplente respectivo se- 
ñor Mario Perrachón. 

Sin otro particular, saluda atentamente. 

HOMERO VIERA 
Representante por Colonia". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Colonia, Homero Viera. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 10 de octubre de 2006. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes: 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 10 de octubre de 2006, al señor Representante 
por el departamento de Colonia, Homero Viera. 


2) Convóquese por Secretaría, por el día 10 de 
octubre de 2006, al suplente correspondiente si- 
guiente de la Hoja de Votación N* 609 del Lema Par- 
tido Encuentro Progresista - Frente Amplio - Nueva 
Mayoría, señor Mario Perrachón. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi consideración: 
Por la presente solicito licencia por motivos per- 
sonales por el día 4 de octubre de 2006. 
Saluda atentamente. 
LUIS J. GALLO IMPERIALE 
Representante por Canelones”. 
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"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Canelones, Luis José Gallo Imperiale. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 4 de octubre de 2006. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y por el inciso tercero del artículo 
primero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 4 de octubre de 2006, al señor Representante 
por el departamento de Canelones, Luis José Gallo 
Imperiale. 


2) Convóquese por Secretaría, para integrar la 
referida representación por el día 4 de octubre de 
2006, al suplente correspondiente siguiente de la 
Hoja de Votación N* 2121 del Lema Partido Encuen- 
tro Progresista - Frente Amplio - Nueva Mayoría, se- 
ñor Luis Enrique Gallo. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi consideración: 

Por la presente solicito licencia por motivos per- 
sonales por el día 5 de octubre, y se convoque a mi 
suplente respectivo. 

Sin otro particular, saluda atentamente. 

ÁLVARO DELGADO 
Representante por Montevideo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Alvaro Delgado. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el día 5 de octubre de 2006. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el inciso tercero del artículo pri- 
mero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el día 5 de octubre de 2006, al señor Representante 
por el departamento de Montevideo, Alvaro Delgado. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación por el día 5 de octubre de 2006, 
al suplente correspondiente siguiente de la Hoja de 
Votación N* 33 del Lema Partido Nacional, señor 
Martín Fernández. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
solicito se sirva concederme el uso de licencia, por los 
días 10 y 11 de octubre de 2006, por motivos parti- 
culares. 

Pido se convoque al suplente respectivo. 

Saluda atentamente. 

ALBA COCCO 
Representante por Salto”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales de la señora Representante por el departa- 
mento de Salto, Alba Cocco Soto. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 10 y 
11 de octubre de 2006. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 
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La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 10 y 11 de oc- 
tubre de 2006, a la señora Representante por el de- 
partamento de Salto, Alba Cocco Soto. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 391 del Lema Partido Encuentro Progresista - 
Frente Amplio - Nueva Mayoría, señor Luis Batalla 
Dufrechou. 

Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


16.- Aplazamiento. 


——Se entra al orden del día. 


En mérito a que no han llegado a la Mesa listas 
de candidatos, si no hay objeciones, corresponde 
aplazar la consideración del asunto que figura en pri- 
mer término del orden del día y que refiere a la elec- 
ción de miembros de la Comisión Permanente del Po- 
der Legislativo para el Segundo Período de la XLVI 
Legislatura. (Artículo 127 de la Constitución). 


17.- Brigadier General Manuel Oribe. (De- 
signación a la Sala de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración de la Cáma- 
ra de Representantes). 


Se pasa a considerar el asunto que figura en se- 
gundo término del orden del día: "Brigadier General 
Manuel Oribe. (Designación a la Sala de la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Admi- 
nistración de la Cámara de Representantes)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N* 136 
"ROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Desígnase con el nombre "Brigadier General Ma- 
nuel Oribe" a la Sala de la Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración, de la 
Cámara de Representantes. 


Montevideo, 4 de noviembre de 2002. 


JOSÉ MARÍA MIERES VISILLAC, Re- 
presentante por Montevideo. 


EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 


La grandeza de los pueblos se mide por la acción 
de sus hombres, y los hombres por el resultado de 
sus obras; es así que la identidad nacional, com- 
puesta por los valores, tradiciones y costumbres co- 
mulgadas por todos los ciudadanos de un país, pone 
de manifiesto la cultura, el respeto y el reconoci- 
miento de aquellos que brindaron todo de sí en pos 
de la libertad, la independencia y el progreso de la 
nación. 


El rico patrimonio que nos identifica, representa 
una fuente inagotable de inspiración, al incursionar en 
aquellos claros ejemplos de estoicismo de quienes 
llegaron a entregar sus propias vidas para materiali- 
zar sus ideales y convertirlos en este gran país que 
nos han legado. 


Hurgando, pues, en el pasado, nos hemos deteni- 
do en el año 1792 y más precisamente en un 26 de 
agosto. Esta fecha marca el nacimiento del Brigadier 
General Manuel Oribe, quien, sin lugar a duda, es re- 
conocido como una de las personalidades más seña- 
ladas de nuestro país. Fundador del Partido Nacional. 
Hombre de autoridad y orden, administrador escru- 
puloso y eficiente, verdadero hacedor de la adminis- 
tración estatal uruguaya en medio de las agresiones 
extranjeras, como así también notable y sensible 
poeta, inspirado en las más caras tradiciones. 


Don Manuel Oribe, Segundo Jefe de los "33 
Orientales", fue elegido por unanimidad de la Asam- 
blea General para ejercer la segunda Presidencia de 
la República, a partir del 19? de marzo de 1835. 


Durante su Gobierno, se adoptan importantes me- 
didas que formarán las bases de la organización es- 
tatal eficiente. Este austero y eficaz gobernante se 
destaca por medidas que han trascendido en el tiem- 
po. Firma el decreto de Fundación de la Universidad 
de la República, funda la Junta de Higiene Pública del 
Estado; en ese período también se dicta una regla- 
mentación sobre la denuncia de tierras públicas, se 
organiza el Servicio de Pensiones Militares, se aborda 
el problema de la deuda pública de tanta importancia 
actualmente y en el cual obtiene brillantes resultados; 
asimismo, se realiza el dictamen de la ley por la cual 
se organizaron los Consulados y las funciones de los 
Tribunales Eclesiásticos; restablecimiento de las rela- 
ciones comerciales con España, que se hallaban ro- 
tas desde la Guerra de la Independencia; reglamen- 
tación del Servicio de Correo; abolición del fuero per- 
sonal en las causas civiles y criminales; promulgación 
de leyes sobre herencias, libertad de esclavos, guías 
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de ganado, estado civil, impuestos, instrucción públi- 
ca, entre otras. 


Esta extensa gama de realizaciones, muestra a 
ciencia cierta y sin margen de duda, razones más que 
suficientes para que se proceda, en un simple acto de 
estricta justicia, proponer a la Cámara de Diputados 
que designe a la Sala de Comisión de Constitución, 
Códigos, Legislación General y Administración de di- 
cho Cuerpo, con el nombre "Brigadier General Manuel 
Oribe". 


Montevideo, 4 de noviembre de 2002. 


JOSÉ MARÍA MIERES VISILLAC, Re- 
presentante por Montevideo". 


Anexo l al 
Rep. N2136 


"Comisión de Asuntos Internos 
INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra asesora procedió a la consideración del 
proyecto de resolución por el que se designa "Briga- 
dier General Manuel Oribe" a la Sala de la Comisión 
de Constitución, Códigos, Legislación General y Ad- 
ministración de la Cámara de Representantes, pre- 
sentado a fines del año 2002. 


El Brigadier General Manuel Oribe fue Segundo 
Jefe de los "33 Orientales", electo por unanimidad por 
la Asamblea General para ejercer la segunda Presi- 
dencia de la República, a partir del 1% de marzo de 
1835, fue fundador del Partido Nacional y por sobre 
todas las cosas defensor del orden jurídico, las insti- 
tuciones y las leyes. 


Durante su período de gobierno se dictaron leyes 
y decretos de trascendencia que contribuyeron en 
gran medida a cimentar nuestra identidad como Na- 
ción así como también la consideración de otras me- 
didas. En este sentido hacemos referencia a la firma 
del decreto de fundación de la Universidad de la Re- 
pública; fundación de la Junta de Higiene Pública del 
Estado; organización del Servicio de Pensiones Milita- 
res; se aborda el problema de la deuda pública; se 
sanciona la ley que organiza los Consulados y las 
funciones de los Tribunales Eclesiásticos; restableci- 
miento de las relaciones comerciales con España, las 
cuales se rompieron durante la lucha independentista; 
reglamentación del servicio de Correo; se procede a 
la abolición del fuero personal en las causas civiles y 
criminales; promulgación de leyes sobre herencias, li- 
bertad de esclavos, guías de ganado, estado civil, im- 
puestos sobre instrucción pública, elemento siempre 


presente en la preocupación y ocupación de un es- 
crupuloso y eficiente administrador. Se podría conti- 
nuar haciendo alusión a iniciativas del Brigadier Ge- 
neral Manuel Oribe, muchas de las cuales están per- 
fectamente reseñadas en la exposición de motivos del 
proyecto que se presenta, elaborado por el ex Repre- 
sentante Nacional por Montevideo, José María Mieres 
Visillac. 


No podemos dejar de mencionar y destacar su 
lealtad al orden constitucional, que lo llevó a sostener 
la autoridad del General Lavalleja como Gobernador 
Provisorio en 1830 contra el levantamiento de Rivera, 
y a defender la investidura presidencial de éste último 
en 1832 contra el alzamiento de Lavalleja, por cuya 
candidatura había trabajado y a quien sentía tan cer- 
cano; contribuyó con su conducta a afianzar la ima- 
gen legalista, constituyéndose en "amigo del orden" 
como lo designó un diario de la época. 


El Brigadier General Manuel Oribe fijó como meta 
para su gobierno concebir la efectiva unidad política 
del país, y clausurar la dualidad existente que dividía 
al Estado en dos poderes: uno de hecho, la coman- 
dancia de la Campaña y otro de derecho, la Presi- 
dencia de la República. 


No puede hacerse una reseña sobre el Brigadier 
General Manuel Oribe sin referirse al decreto de 
creación de la divisa blanca, decreto que suscribió 
junto a sus Ministros Francisco Llambí, Pedro Len- 
guas y Juan María Pérez y que establecía que "los 
empleados públicos debían usar una cinta blanca en 
el sombrero y en los ojales del vestido con el lema 
DEFENSOR DE LAS LEYES"; establecía además, 
que los ciudadanos no enrolados también debían lle- 
var el mismo distintivo, como una señal de su adhe- 
sión a las leyes e instituciones de la República. Don 
Manuel Oribe tenía por pretensión generar un sentir 
nacional, un símbolo de unión; carecía tal vez de la 
intención de formar un partido con las implicancias 
que hoy tiene, pero lo cierto es que ha marcado la 
historia de la República y la ha llenado de dignidad 
republicana. 


No pretende ser este un resumen de la proficua 
actividad del Brigadier General Oribe, ya que la mis- 
ma es por todos conocida, sino justamente, por cono- 
cida y por trascendente lo que se pretende es justi- 
preciar esa labor, con un gesto, que resulta absolu- 
tamente justo. 


La Comisión de Asuntos Internos, teniendo en 
cuenta los motivos expuestos se pronuncia en sentido 
favorable a la designación como "Brigadier General 
Manuel Oribe", a la Sala de la Comisión de Constitu- 
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ción, Códigos, Legislación General y Administración y 
aconseja al plenario la aprobación del presente pro- 
yecto de resolución. 


Sala de la Comisión, 9 de noviembre de 2005. 


JULIO CARDOZO FERREIRA, Miembro 
Informante, ALBERTO PERDOMO 
GAMARRA, VÍCTOR SEMPRON!I". 


——Léase el proyecto. 
(Se lee) 
——En discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Cardozo Ferreira. 


SEÑOR CARDOZO FERREI RA.- Señor Presidente: a 
fines del año 2002 se presentó un proyecto por el cual 
se pretende designar la Sala de la Comisión de Cons- 
titución, Códigos, Legislación General y Administración 
con el nombre del Brigadier General Manuel Oribe. Así 
ingresó el tema a la consideración del Cuerpo. 


Las cualidades del Brigadier General Oribe son 
por todos conocidas y están perfectamente reseñadas 
en la exposición de motivos del proyecto que se pre- 
senta, elaborado por el ex Representante Nacional por 
Montevideo José María Mieres; pero consideramos 
que algunas ameritan ser repasadas. 


El Brigadier General Oribe fue el Segundo J efe de 
los Treinta y Tres Orientales. Fue electo por unanimi- 
dad en la Asamblea General para ejercer la segunda 
Presidencia de la República a partir del 1? de marzo 
de 1835. Fue el fundador del Partido Nacional, hace 
ya ciento setenta años, y, por sobre todas las cosas, 
fue un defensor del orden jurídico, de las instituciones 
y de las leyes. 


Durante el período de Gobierno de Oribe se dic- 
taron leyes y decretos de trascendencia que contribu- 
yeron en enorme medida a cimentar nuestra identidad 
como nación, como país, y a generar nuestro ser co- 
lectivo. Algunos ejemplos son la firma del decreto de 
fundación de la Universidad de la República, la funda- 
ción de la J unta de Higiene Pública del Estado, la or- 
ganización del Servicio de Pensiones Militares. Tam- 
bién abordó el tema de la deuda pública y sancionó 
una ley organizando los Consulados y las funciones de 
los Tribunales Eclesiásticos. Se restablecen las rela- 
ciones comerciales con España, que estaban rotas 
desde la lucha independentista. Se reglamenta el ser- 
vicio de Correo. Se procede a la abolición del fuero 


personal en las causas civiles y criminales. Se promul- 
gan leyes sobre herencias, sobre libertad de esclavos, 
sobre guías de ganado, sobre estado civil, sobre im- 
puestos de instrucción pública, elemento siempre pre- 
sente en la preocupación y en la ocupación de un es- 
crupuloso y eficiente administrador. 


Podríamos seguir haciendo alusión a iniciativas 
del Brigadier General Manuel Oribe, pero están per- 
fectamente reseñadas en la exposición de motivos. 
Son muchas las contribuciones que hizo a la patria; 
entre ellas, tal vez la principal a destacar y que un 
gobernante puede exhibir es su lealtad al orden cons- 
titucional, que lo llevó a sostener la autoridad del Ge- 
neral Lavalleja como Gobernador provisorio en 1830 
contra el levantamiento de Rivera, y a defender la in- 
vestidura presidencial de Rivera en 1832 contra el al- 
Zzamiento de Lavalleja, por cuya candidatura había 
trabajado y a quien sentía tan cercano. 


Contribuyó con su conducta a afianzar la imagen 
legalista, constituyéndose en "amigo del orden", como 
lo designó un diario de la época. Manuel Oribe fue el 
primer estadista de la República. Fijó como principal 
objetivo de su gobierno conseguir la efectiva unidad 
política de la República y clausurar la dualidad exis- 
tente, que dividía al Estado en dos poderes, uno de 
hecho, la Comandancia de la Campaña, y otro de de- 
recho, la Presidencia de la República. 


No puede hacerse una reseña sobre el Brigadier 
General Manuel Oribe sin referirse al decreto de crea- 
ción de la divisa blanca, que suscribió junto a sus Mi- 
nistros Francisco Llambí, Pedro Lenguas y Juan María 
Pérez, y que establecía que los empleados públicos 
hombres debían usar una cinta blanca en el sombrero, 
y las mujeres en los ojales del vestido, con el lema 
"Defensor de las Leyes". Establecía que los ciudada- 
nos no enrolados también debían llevar el distintivo 
como una señal de su adhesión a las leyes e institu- 
ciones de la República. 


Oribe tenía por pretensión generar un sentir na- 
cional, un símbolo de unión. Lo cierto es que ha mar- 
cado la historia de la República y la ha llenado de dig- 
nidad republicana. 


No pretende ser este un resumen de la proficua 
actividad de Oribe, ya que, como expresamos, es por 
todos conocida, sino que justamente, por conocida y 
por trascendente, lo que se pretende es justipreciar 
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esa labor con un gesto que resulta absolutamente 
justo. 


La Comisión entiende y va a recomendar, en 
consecuencia, que la Sala de la Comisión de Constitu- 
ción, Códigos, Legislación General y Administración de 
la Cámara de Representantes lleve el nombre de 
quien eligió, cuando debió defender sus ideas y las 
instituciones que representaba, la consigna "Defensor 
de las Leyes". 


SEÑOR PRESI DENTE (Barreiro).- Tiene la palabra 
el señor Diputado Alonso. 


SEÑOR ALONSO.- Señor Presidente: para nosotros, 
el trámite que se está dando en la Cámara en la tarde 
de hoy reviste una importancia singular. La figura del 
Brigadier General Manuel Oribe, que puede ser estu- 
diada desde distintos ángulos, ha trascendido desde 
su época hasta la actualidad, más allá de lo que en 
general corresponde a las figuras que participan de 
procesos independentistas y fundacionales como el 
que protagonizó Oribe. 


Trasciende porque no solo estamos hablando de 
una figura que notoriamente resultó exitosa como 
guerrero, como un hombre integrante de las fuerzas 
que a partir de las ideas libraban una batalla casi 
permanente, exponiendo sus vidas y yendo a la con- 
flagración en mil y una batallas, sino que también lo 
hizo cuando le tocó comandar institucionalmente a la 
adolescente República Oriental del Uruguay, brillando 
por sus condiciones y su estatura de estadista. 


Y como si esto fuera poco, para nosotros los 
blancos y los nacionalistas, reúne la particular condi- 
ción de ser el primer gestor de la conformación de 
nuestra colectividad política. 


La designación de la Sala de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración de la Cámara de Representantes con el non+ 
bre del Brigadier General Manuel Oribe puede ser es- 
tudiada desde distintos puntos de vista. Este hombre, 
nacido el 26 de agosto de 1792, que llegó a la Banda 
Oriental en 1825 como Segundo Jefe de los Treinta y 
Tres Orientales para libertar su territorio, que había 
caído en manos extranjeras, en manos de los portu- 
gueses en 1817, desde 1825 a 1828 toma parte en 
todas y cada una de las batallas importantes que en- 
frentaron a los criollos con el dominio portugués. 


Fue integrante del primer Gobierno de la Repú- 
blica, ocupando la posición de Ministro de Guerra. Fue 
electo Presidente -en esas épocas la elección era in- 
directa, pues correspondía a la Asamblea General- 
para ejercer la segunda Presidencia de la República 
desde el 1? de marzo de 1835. A partir de ahí es 
protagonista de un enfrentamiento que llevó a que 
fuera depuesto de su posición de Presidente constitu- 
cional, y a que, a partir de la Guerra Grande, se suce- 
diese un enfrentamiento marcado entre el poder cen- 
tralizado y lo que resultaba de la desagregación de la 
República entendida como tal. 


Fue desterrado a España y volvió en 1855, para 
morir el 12 de noviembre de 1857. Como se ha dicho, 
no solo la dimensión de su personalidad merece ser 
reconocida por su condición de libertario, de funda- 
cional, de hombre de batalla para conseguir la paz, 
sino porque, notoriamente -y del análisis histórico 
surge-, en su segunda Presidencia es cuando se esta- 
blecen los cimientos de la construcción del Uruguay 
como país. No en vano la amplia gama de logros que 
se pueden esgrimir en un Gobierno de tan solo tres 
años permite identificar que estamos frente a una fi- 
gura que tenía, más allá de gran habilidad para el 
acuerdo y enfrentamiento de las ideas, la visión res- 
pecto de cómo tenía que constituirse una organización 
política como Estado. 


Funda la Universidad de la República -estamos 
hablando de los primerísimos años de vida del país- y 
funda la antecesión de lo que hoy es el sistema de 
salud, el Ministerio de Salud; organiza el sistema de 
pensiones; aborda con éxito el problema de la deuda 
pública; instaura un primer sistema de contabilización 
de las cuentas públicas -hasta ese momento ¡nexis- 
tente-; restablece las relaciones comerciales con el 
Reino de España; reglamenta el servicio de Correo; 
promulga leyes sobre herencias, estado civil, impues- 
tos, instrucción pública; y promulga la ley de abolición 
de la esclavitud. 


Notoriamente vemos una figura que apuntaba en 
todas las direcciones, que se preocupaba por el esta- 
do de bienestar, que se preocupaba por el comercio, 
que se preocupaba por la prosperidad económica, que 
se preocupaba por el restablecimiento y estableci- 
miento de relaciones diplomáticas, que estaba miran- 
do hacia dentro de su país para pacificarlo, buscando 
la plena vigencia de los derechos humanos, en una 
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época en la que esa materia era medianamente des- 
conocida. 


Como si todo esto fuese poco, fue fundador, qui- 
zás por el imperio de las circunstancias y no con la 
idea de fundar una colectividad política, de nuestro 
Partido Nacional, del Partido Blanco que después de- 
viene en Partido Nacional. 


Desde Carpintería hasta acá han pasado muchas 
cosas; nosotros, los blancos, tomamos como hito la 
emisión del decreto de creación de la Divisa Blanca, 
que no en vano ni por casualidad, y como una especie 
de legado que nos impone la historia, trae la defini- 
ción de "Defensores de las Leyes". 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante 
Cardozo Ferreira) 


——Nosotros, los blancos, que pretendemos ser suce- 
sores políticos del Brigadier General Oribe, mantene- 
mos viva y vigente en forma permanente esa señal: la 
defensa de la institucionalidad, el respeto por la ley, 
que estaba notoriamente intrínseca en cada uno de 
los actos de Manuel Oribe. 


Por eso es de estricta justicia que una de las Sa- 
las que da cabida al trabajo parlamentario, que en 
definitiva termina tomando forma de norma que in- 
volucra y abarca a la generalidad de los uruguayos 
-eso es, en definitiva, gran parte de la materia de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Gene- 
ral y Administración-, lleve el nombre de Manuel Ori- 
be, porque no solo fue protagonista del proceso inde- 
pendentista y fundacional, sino porque ejerció su li- 
derazgo con la estatura de un estadista moderno, 
proyectando a su país, consolidando la estructura de 
una nación moderna. Fue inquebrantable en su fe 
democrática y republicana en la defensa de las liber- 
tades y el orden y cimentó las bases para la construc- 
ción del Uruguay, del que todos tenemos que estar 
orgullosos y en el que todos debemos tener presente 
en forma permanente a los Manuel Oribe guerreros, 
estadistas y patriotas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Enciso Christiansen. 


SEÑOR ENCISO CHRISTIANSEN.- Señor Presi- 
dente: es un orgullo para mí, como por supuesto para 
todo blanco, referirme a la figura de Oribe, en este 
caso representando a nuestro sector, Correntada 
Wilsonista, del Partido Nacional. Evidentemente, hay 


facetas que ya se han comentado, pero queremos re- 
señar algunas otras. 


El Brigadier General Manuel Oribe participó en 
forma activa en la preparación del desembarco de los 
Treinta y Tres Orientales en la playa de la Agraciada, 
aquel recordado 19 de abril de 1825, cuando contaba 
con treinta y tres años de edad. Lo acompañó en la 
histórica gesta su inseparable amigo, Dionisio Oribe, 
esclavo que vivía en la casa materna de Manuel y que 
adoptó el apellido de quien más tarde sería el aboli- 
cionista de la esclavitud en estas tierras. 


Desde el punto de vista militar, con gran forma- 
ción clásica, Manuel Oribe demostró su entereza, su 
temple, su don de mando y la asunción de los riesgos 
y responsabilidades, que le pusieron tantas veces a 
prueba. 


Recordemos el episodio de las charreteras, en la 
Batalla de Ituzaingó, en febrero de 1827. Allí Oribe, 
para evitar el desbande de sus tropas frente al avance 
de la artillería brasileña, desprecia el ofrecimiento de 
ponerse a resguardo y arroja al suelo sus charreteras, 
logrando que sus soldados detengan la retirada y se 
arrojen a recuperar el terreno perdido. El triunfo en 
esa oportunidad es seguido por otros en la toma de 
Bagé y en las batallas de Camacuá y de Las Piedras, 
en diciembre del mismo año. 


En 1835, Manuel Oribe asume la Presidencia de 
la República, constituyéndose en el segundo Presi- 
dente constitucional. Se destaca su Gobierno por el 
avance en diversos campos: la abolición de la escla- 
vitud, la creación de la Universidad de la República, la 
implementación de jubilaciones y pensiones, la reor- 
ganización de la Biblioteca pública, etcétera. 


Al año siguiente, al decir del historiador José De 
Torres Wilson, "la revolución iniciada por Rivera con- 
tra el gobierno de Oribe, vino a romper el precario 
equilibrio en medio del cual se realizaba el primer in- 
tento de consolidar efectivamente la independencia 
del país". Como símbolo del orden constitucional es- 
tablece la creación de la Divisa Blanca con el lema 
"Defensores de las Leyes", enfrentándose y venciendo 
al ejército de Rivera en los campos de Carpintería, el 
19 de setiembre de 1836. 


A partir de ese momento, la internacionalización 
del conflicto y la intervención extranjera determina- 
ron, en el año 1838, la protesta ante las representa- 
ciones extranjeras y su renuncia, que fundó en "el so- 


30 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


siego del país y la consideración de que los sacrificios 
personales son un holocausto debido a la convenien- 
cia nacional", ante la presión de la intervención fran- 
cesa para derrocar su Gobierno constitucional. 


En 1843 instala el Gobierno del Cerrito y en 1849 
funda la Villa de la Restauración, con los valores in- 
mutables del americanismo. Durante esos años, en el 
Cerrito, el Buceo, las quintas del Miguelete y Villa de 
la Restauración se desarrolla una gran actividad so- 
Cial, económica y cultural. Allí se crea, por ejemplo, la 
Academia de Jurisprudencia y el Tribunal de Apelacio- 
nes del Estado, se habilitan puertos para el comercio 
internacional, se organiza la enseñanza pública y tiene 
lugar una importante producción legislativa, doctrina- 
ria y científica. 


En esta sesión en que la Cámara considera la de- 
signación con su nombre de la Sala de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración, por la trayectoria de legalidad de la figura de 
Oribe, queremos resaltar la brillante personalidad de 
este hombre excepcional, que se caracterizó por ser 
un administrador eficiente, austero y honesto, que 
demostró en todo momento su apego al orden cons- 
titucional, a la defensa de las leyes y a la defensa de 
la soberanía nacional y americana. Entonces, nada 
mejor que designar la Sala de la citada Comisión con 
el nombre del Brigadier General Manuel Oribe. 


Permítaseme dar dos ejemplos puntuales, que 
engloban dicha personalidad. En primer lugar, voy a 
citar las palabras que un grupo de ciudadanos de raza 
negra le hicieran llegar a doña Agustina Contucci, 
ante la muerte de Oribe: "Usted ha perdido a su que- 
rido esposo, la patria uno de sus hijos más acérrimos 
defensores, los hombres de nuestra estirpe un padre, 
un protector y un benévolo amigo". 


En segundo término, voy a dar un ejemplo repu- 
blicano de su figura. Presenta en toda su integridad al 
gran soldado y ciudadano eminente la carta que dirige 
a persona representativa y de su real afecto, con mo- 
tivo de un homenaje muy sincero que él juzga fuera 
de lugar por razón de su investidura pública. Esta 
carta del Brigadier General dice: "Señor Don Norberto 
Larravide. Querido amigo: recibo su carta de hoy y su 
magnífico obsequio. Le devuelvo ambas cosas. Lo 
uno, porque no merezco los conceptos con que me 
favorece y porque, como su leal amigo, creo que no 
conviene a usted para el porvenir dejar con su firma 
esa Carta cortesana, de las del tiempo de Luis XV, mal 


dirigida a un republicano; el regalo, porque es dema- 
siado valioso y no conviene a mi decoro aceptarlo, ni 
a Usted el hacerlo, dadas nuestras posiciones respec- 
tivas". Concluye: "No debo ni quiero quedar obligado 
a persona del modo que me obligaría la admisión del 
importante presente que usted tiene la amabilidad de 
querer hacerme en este día de mi cumpleaños. Lo 
saluda con afecto, su amigo, Manuel Oribe". 


Este ejemplo republicano que nos marca el deve- 
nir de las conductas y de las acciones de los hombres 
que hoy gobiernan nuestro país, ¡vaya si a veces es 
caro y hace más falta tenerlo presente en el día a día! 


Hoy nuestra Cámara y el Parlamento todo hacen 
justicia con el fundador del Partido Nacional, pero más 
aún con uno de los principales héroes de la patria. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado J osé Carlos Cardoso. 


SEÑOR CARDOSO (don José Carlos).- Señor Pre- 
sidente: el reconocimiento que el Parlamento está ha- 
ciendo en esta jornada al Brigadier General Manuel 
Oribe, obviamente nos llena de satisfacción y nos 
permite -como lo han hecho otros compañeros del 
Partido Nacional esta tarde-, recrear la figura de Ori- 
be, revisar alguna de sus principales acciones, pero en 
especial producir conocimiento crítico, que es de lo 
que se trata cuando recordamos la historia o revisa- 
mos los personajes del pasado. Producir conocimiento 
crítico sobre el pasado y hacerlo nuestro supone una 
operación que requiere capacidad para leer desde el 
presente los códigos que en el pasado se aplicaron. 
Este ámbito y este momento nos imponen la tarea de 
interpretar los hechos en clave política, despojando de 
temporalidad aquellos acontecimientos que en la larga 
duración nos permiten comprender mejor la esencia 
de nuestra institucionalidad democrática. 


En ese sentido, la figura de Oribe nos remite a 
un personaje de la historia común de los orientales, a 
la que debemos despojar de los prejuicios con que al- 
gunos de nuestros adversarios políticos en la vida ins- 
titucional de la República han teñido el relato histórico 
de la vida, de la figura y de las acciones de Oribe. Sus 
ideales, influidos por los conceptos de libertad, de 
fraternidad e igualdad, afloraron a lo largo de todo su 
derrotero, desde los tiempos de la lucha por las liber- 
tades, en el campo de batalla, en el terreno de las lu- 
chas. Fue partícipe activo no solamente en el accionar 
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directo como Segundo J efe de los Orientales, sino en 
la construcción y elaboración de ese paso gigantesco 
que los orientales dieron desde Argentina. 


Se puede afirmar, sobre la base de un análisis 
documentado, que desde el comienzo al final de sus 
dos Gobiernos, Oribe fue quien estructuró integral- 
mente el Estado Oriental. Su acción y su ejemplo 
apuntaron obsesivamente a la soberanía nacional, a la 
instrucción pública y popular, a la educación cívica, a 
la previsión social, a la formación técnica y profesio- 
nal, a la dignificación de la función pública y al sa- 
neamiento radical de la administración. 


De la vigencia del accionar de Manuel Oribe da 
cuenta su mensaje a la Asamblea General del 18 de 
febrero de 1836 -casi como una rendición de cuentas, 
como la llamaríamos hoy día-, que al finalizar su pri- 
mer año de Gobierno expresaba: "La nueva carrera se 
abre a la juventud, estimulando su gusto para las 
ciencias y preparándole medios de hacerse útil al país 
que la vio nacer y de llegar algún día, por su aplica- 
ción y talento, a los primeros destinos de la Patria". Y 
continúa diciendo Oribe en esa rendición de cuentas: 
"La educación de los jóvenes, el deber más grave y 
más importante de la administración interior de un 
país regido por las normas constitucionales, puede 
suministrarnos los indispensables elementos de nues- 
tra organización social [...]. Solo ella podrá darnos 
ciudadanos ilustrados que, trasmitiendo sus conoci- 
mientos en cualquier ramo a que se dediquen, serán 
tan buenos defensores de la Patria como amigos de 
sus instituciones y libertades [...]". 


Tal como lo consignara el profesor De Torres 
Wilson, tras la derrota de Artigas y posterior invasión 
portuguesa, la solución lograda en la Convención Pre- 
liminar de Paz permitió que la antigua Banda Oriental 
terminara siendo República por la afortunada combi- 
nación del heroísmo de sus habitantes y de las ten- 
siones geopolíticas de la cuenca platense. 


Cuando el 1” de marzo de 1835 -como ya se dijo 
hoy aquí- la Asamblea General designa por unanimi- 
dad a Manuel Oribe como el segundo Presidente 
constitucional de la República, el nuevo mandatario 
inicia una labor de revisión de cada uno de los distin- 
tos aspectos de la penosa situación en la que se en- 
contraba el país. 


La prolija amortización de las deudas, la contrac- 
ción de los gastos, la organización del crédito público, 


la moralización de la administración, la defensa de los 
derechos humanos con la abolición de la esclavitud, 
las jubilaciones y pensiones, el perfeccionamiento de 
la legislación penal, la creación de la Universidad y la 
puesta en marcha de la educación técnica en el Uru- 
guay, la reorganización del Museo y de la Biblioteca 
Nacional, el mejoramiento de los servicios de vigilan- 
cia, fueron aspectos de su incansable labor adminis- 
trativa. La fijación de los limites definitivos con el Bra- 
sil y la recomposición de las relaciones con España 
completan un cuadro de preocupaciones y de objeti- 
vos que buscaban afirmar la autoridad de un Estado 
capaz de garantizar a todos los ciudadanos el ordena- 
do disfrute de sus derechos y libertades. 


Durante los años de la Guerra Grande, aquella 
austera personalidad, pequeña de cuerpo, de rostro 
afinado, despojada de carisma al estilo que conoce- 
mos en estos tiempos -de ese carisma arrogante y 
exuberante que a veces se exige a los políticos-, pero 
de firmes convicciones, llegó a trasponer el umbral de 
la sensibilidad popular y convertirse, de forma para- 
dójica, en un singular caudillo orientador de la opinión 
y del sentimiento de la mitad del país. Así fue que im- 
pulsó la "restauración de las leyes" en un medio ca- 
racterizado, precisamente, por ausencia de las normas 
y responsabilidades definidas en el inicio de ese tramo 
de construcción de la nación. 


Cuando desde el Cerrito se puso al frente de la 
resistencia oriental contra las intervenciones euro- 
peas, Oribe, ya entonces definido como "El defensor 
de las leyes", terminó convirtiéndose también en "El 
defensor de la independencia americana". 


Montesquieu dijo: "Bajo el pretexto de la ven- 
ganza de la República, hay que cuidar de no estable- 
cer la tiranía de los vengadores". En todas nuestras 
guerras civiles, desgraciadamente, siempre se erigió 
esa tiranía exteriorizada en hechos y palabras que 
atentaban respectivamente contra la vida y la reputa- 
ción de los hombres. El doctor Lorenzo Carnelli inter- 
pretaba así este designio, señalando: "Recórrase los 
anales de las disensiones internas del país y se adver- 
tirá que, concomitantemente, mientras las espadas se 
temían en sangre, las plumas chorreaban injurias. Y 
estas últimas fueron siempre más terribles y extermi- 
nadoras que las primeras". 


En consecuencia, el acto que estamos viviendo 
hoy significa la reivindicación -como ha hecho el país 
en otras instancias, cuando ha nominado edificios pú- 
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blicos, rutas nacionales- de una figura clave para el 
entendimiento de nuestro estilo de convivencia. Pero 
también, y sobre todo, cuando el nombre de Manuel 
Oribe anticipe el acceso a la Sala de la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración de nuestra Cámara de Representantes, se es- 
tará ingresando a un espacio simbólico del orden ins- 
titucional, que cimienta nuestra vida en democracia. 


Es cuanto queríamos decir, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: nos referire- 
mos, como nuestros compañeros de la Cámara, hoy 
de nuestro Partido, pero en definitiva como los con- 
pañeros de la Cámara toda, a un héroe, que no es el 
de nuestro Partido y el de nuestros valores, que es un 
héroe de la patria. 


Vecino cercano de los pagos de Durazno, donde 
residía su familia, allí, por la Cuchilla de Comercio, 
donde siempre estuvieron los Oribe; descendiente del 
primer Gobernador de Montevideo, pero oriental y ar- 
tiguista. Un hombre con una personalidad y unos 
principios que pautaron el bien y el mal en la nación 
para todos los tiempos. 


Oribe, sin duda, marcó los valores por los que 
Vale la pena luchar. Soldado de la independencia 
americana, héroe de la libertad, fue un hombre que 
organizó el trabajo de la República, que fue honrado 
en la administración y exhibió la honradez como ban- 
dera para siempre, que creyó en la educación como 
fuente de la prosperidad material y de la felicidad es- 
piritual de los orientales; hombre que fijó la política de 
tierras en el país. 


Todos conocemos y aprendimos el trabajo por la 
libertad que hizo Oribe al organizar la Cruzada Liber- 
tadora y cómo fue soldado, y soldado bravo; soldado 
en la primera línea de batalla en Sarandí, en Ituzaingó 
y en todos y cada uno de los combates. Pero fue de- 
fensor de la independencia americana con Artigas; fue 
defensor de la independencia de esta patria en la Cru- 
zada Libertadora y fue defensor de la independencia 
americana cuando nos tocó enfrentar a las escuadras 
del imperio que estaban sitiando a la patria. 


Este héroe de la libertad fue el primero en de- 
fender ese principio artiguista de la defensa de los 
derechos humanos en el país. ¡Y vaya que le dio a 


esta patria un logro importante y tempranero con la 
abolición de la esclavitud! Fue un descentralizador im- 
portante, un organizador político. Los compañeros en 
los discursos han dicho que fue el gran organizador 
del Estado oriental y que fue el organizador, también, 
del territorio oriental. Fundó, en su corto mandato, 
tres nuevos departamentos: Tacuarembó, Salto y el 
departamento de Minas. 


Hizo un planteo que, lamentablemente, el país no 
pudo disfrutar, porque le fue arrancado el Gobierno, 
pero ¡qué lindo planteo el de política de tierras de 
Manuel Oribe! Solo puede ser comparado, a lo largo 
de los tiempos, en toda la historia del país, con otros 
tres planteos que han sido realizados: primero, el de 
José Artigas, con el Reglamento de Tierras de 1815, 
y, después, dos bastante más recientes en el tiempo, 
que son la creación del Instituto Nacional de Coloniza- 
ción, en el año 1948, y el planteo de Wilson Ferreira 
Aldunate, desde su Ministerio, en el año 1964. 


Selló a fuego la idea de la honradez; la selló a 
fuego y para siempre, y consideró como un pecado 
mortal el poner una mácula en esa bandera de la 
honradez administrativa en el Gobierno de este país. 
Fue un administrador excelente que se dedicó a la 
contención del gasto público, pero, a la vez, a ali- 
mentar los fines fundamentales del Estado. 


Creo que este legado de la creación de la Univer- 
sidad Mayor de la República habla por sí solo, pero 
también lo hacen la obra pública desarrollada, la crea- 
ción de la Aduana, la habilitación del Puerto, la crea- 
ción de los caminos, el haber gobernado con la mayor 
de las austeridades, pero el haber dado al país inver- 
sión pública en un tiempo en que esta era inexistente. 


Gran creador de la institucionalidad -como se de- 
cía-, fue el hombre que construyó la base de la legali- 
dad en este país y la base de la independencia de los 
Poderes. Su divisa fue nada más y nada menos que la 
de "Defensores de las Leyes", y en fondo blanco, co- 
mo símbolo de la pureza. 


Este hombre metódico, severo, ordenado, ho- 
nesto, tal vez y seguramente poco flexible, este honm- 
bre bravo y valiente, no dio lugar en su bravura al 
desborde de los actos, ni al desborde en el lenguaje, 
ni al desborde en el trato. Practicó para con los demás 
la educación que quiso para todos los hijos de esta 
patria. 
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Como homenaje, quiero leer unas breves pala- 
bras, una parte del discurso presidencial de Manuel 
Oribe, del 1% de marzo de 1835, cuando juró como 
Presidente de la República: "Honorables Senadores y 
Representantes de la Nación:- Al presentarme ante 
vosotros á prestar el juramento de la Ley, mi corazón 
se halla sobrecogido de un temor que no había expe- 
rimentado ni aun al frente de los enemigos. Así es 
que al aceptar el cargo que he jurado, me limitaré 
solo á prometeros que cumpliré y haré cumplir fiel- 
mente la Constitución y las Leyes". 


SEÑOR RODRÍ GUEZ (don Edgardo).- ¿Me permite 
una interrupción? 


SEÑOR BOTANA.- El señor Diputado Edgardo Rodrí- 
guez nos va a acompañar en el homenaje al Brigadier 
General Manuel Oribe, pidiéndome una interrupción 
que concedo con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Señor Pre- 
sidente: más bien, en homenaje a la claridad, quiero 
que se aclare un detalle. 


El señor Diputado Botana mencionó que Tacua- 
rembó fue fundado por Oribe, pero yo tenía otra in- 
formación. Quiero confirmar si yo estoy equivocado o 
cómo es la cuestión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
continuar el señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: la división polí- 
tica del departamento de Tacuarembó fue creada en 
el Gobierno del Brigadier General Manuel Oribe, pero 
creo que puede ser un buen motivo de debate para 
otra oportunidad el hecho de discutir cómo se fue ge- 
nerando toda la institucionalidad de este país y cuánto 
la tenemos que preservar y defender. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor Presidente: 
vamos a ser muy breves. 


Nos será imposible aquilatar estos homenajes a 
figuras fundacionales si no intentamos comprender e 
imaginar cómo era la vida cotidiana hace ciento 
ochenta o ciento noventa años, en que casi todo es- 
taba por hacerse en el territorio que hoy habitamos. 


En aquella sociedad, para viajar largas distancias, 
lo que hoy nos lleva pocas horas, había que hacerlo a 
caballo y era necesario marchar con varios por de- 
lante para proceder al recambio permanente de los 
brutos, de modo de no interrumpir y atrasar el viaje. 
El transporte era lento e inseguro, la vida en la can+- 
paña era difícil y peligrosa, lo urbano era muy preca- 
rio, las ciudades eran pomposas denominaciones para 
escasos aglutinamientos de ranchos de adobe, con al- 
guna que otra construcción medianamente importante 
que, por lo general, eran templos de la Iglesia Católi- 
ca. Nuestro territorio era una vasta y profunda llanura 
verde, sin alambrados, cuya demarcación de límites 
no era precisa y donde los pocos seres humanos que 
habitaban tenían serios padecimientos y dificultades 
para sobrellevar sus vidas, que, según lo dicho, era 
toda una peripecia. 


Señor Presidente: yo creo que cuando se home- 
najea a los compatriotas de aquel tiempo es menester 
ubicarlos en su realidad cotidiana y reflexionar sobre 
si nosotros hubiéramos sido capaces de ir dando los 
pasos, seguros unos, titubeantes otros, quizás erró- 
neos algunos, sumando los hechos que fueron gene- 
rando las características presentes de nuestra nación. 
Al respecto, sobran los ejemplos. Cuando paso por las 
Calles Larravide y Asilo, en el querido barrio de La 
Unión, siempre me viene a la memoria que toda la 
planta baja del Hospital Pasteur se terminó de cons- 
truir en 1849, por orden del Presidente de la Repúbli- 
ca, don Manuel Oribe, para sede de lo que sería la 
Casa de Estudios Superiores, la Universidad, de la que 
Oribe fue uno de sus fundadores preclaros, dicho esto 
sin negar los aportes de otros prohombres de la épo- 
ca en el mismo sentido, marcando un proceso funda- 
mental para nuestro pequeño país. Pero en honor a la 
verdad histórica, causa admiración que en plena 
Guerra Grande -conflicto internacional de tremenda 
magnitud, que contó con la intervención de Francia e 
Inglaterra, las potencias imperiales y globalizadoras 
del siglo XIX, a las que Oribe enfrentó con todo su 
prestigio y su enorme parcialidad detrás-, en medio 
de esa situación bélica, alguien se preocupara de los 
planos del edificio para la futura Universidad; es sor- 
prendente y hasta genial, pero así fue. 


Sin entrar en otros aspectos dignos de destacar 
de la ejecutoria de don Manuel Oribe, recalo en un 
principio también fundamental que imprimió su Go- 
bierno con la ley del 26 de octubre de 1846 y con el 
decreto reglamentario que firmaran el Presidente Ori- 
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be y su Ministro Bernardo Prudencio Berro, normas 
que dispusieron la abolición de la esclavitud, general e 
irrestricta, sin condiciones ni excepciones, y que con- 
currieron a la observancia de derechos humanos y ci- 
viles insoslayables, a los cuales el Gobierno del Cerri- 
to, presidido por Oribe, arribó llevado por auténticas 
consideraciones morales, humanitarias y democráti- 
Cas, que sin ninguna duda lo enaltecen ante la poste- 
ridad. 


Excedería nuestro tiempo analizar las primeras 
políticas de previsión social dictadas en 1835, sus po- 
líticas educativas, lo espartano de su Administración, 
que generó el principio de la "probidad administrativa" 
y su política internacional profundamente antiimperia- 
lista y americanista, dirigida por sus Ministros Llambí y 
Carlos Villademoros, que al día de hoy siguen siendo 
un fundamento principal para comprender la existen- 
cia de nuestro país en el concierto de las naciones so- 
beranas del universo. 


Nuestra bancada del Frente Amplio acompaña 
con calor este homenaje al glorioso cruzado de 1825 
que, con sus camaradas de armas y a las órdenes de 
Lavalleja, señalaron el destino de nuestra patria, ex- 
pulsando al invasor que había entrado en 1816. Lo 
hacemos con el entusiasmo de saber que esta nume- 
rosa bancada abreva en una vasta pluralidad de pen- 
samientos, filosofías y tradiciones, que amalgamamos 
y cultivamos civilizadamente. 


Votamos este proyecto por la sencilla razón de 
que así lo amerita la egregia figura de don Manuel 
Oribe, cuya ejecutoria, a tanto tiempo de su desapari- 
ción física, mantiene una indiscutida vigencia como 
fuente de inspiración patriótica. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Barreiro. 


SEÑOR BARREIRO.- Señor Presidente: con profun- 
da satisfacción y convencimiento vamos a acompañar 
este proyecto de resolución que designa la Sala de la 
Comisión de Constitución, Códigos, Legislación Gene- 
ral y Administración de nuestra Cámara con el nombre 
del Brigadier General Manuel Oribe. 


Él tuvo un papel preponderante en nuestra gesta 
independentista primero, en la conformación de 
nuestra República posteriormente, en los inicios de la 
institucionalidad y en la vida política del Uruguay. 


Fue el segundo Presidente constitucional de la 
República y fundador de una de las tradicionales co- 
rrientes de opinión: el Partido Nacional. 


Verdaderamente, fue un símbolo de los primeros 
tiempos de la República, como tantos otros hombres; 
un símbolo de esos tiempos en que el conflicto, la dis- 
cusión de las ideas y la pasión puesta al servicio de 
las causas signaban muchas veces las conductas de 
los hombres públicos. Todo esto, a su vez, fue con- 
formando el ser nacional y nuestra República, tal co- 
mo la conocemos hoy día. 


Por todas las apreciaciones que estamos reali- 
zando, consideramos que es justo el homenaje que 
esta Cámara va a dispensar al Brigadier General Ma- 
nuel Oribe, designando con su nombre a una de 
nuestras Salas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto 
de resolución. 


(Se vota) 
——incuenta en cincuenta y uno: AFIRMATIVA. 
Queda aprobado el proyecto de resolución. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por 
ser igual al informado, que corresponde al pre- 
sentado) 


18.- Licencias. 

Integración de la Cámara. 
——-Dese cuenta del informe de la Comisión de Asun- 
tos |nternos relativo a la integración del Cuerpo. 

(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar la solicitud de licencia de la 
señora Representante Daisy Tourné, por motivos 
personales, inciso tercero del artículo primero de 
la Ley N* 17.827, por los días 11 y 25 de octubre 
de 2006, convocándose al suplente correspon- 
diente siguiente, señor Artigas Melgarejo". 


——-En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota) 
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——(incuenta y tres en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 


Queda convocado el suplente correspondiente, 
quien se incorporará a la Cámara en la fecha mencio- 
nada. 


(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
Me dirijo a usted para amparada en la Ley 
N?* 17.827, solicitar licencia por motivos personales 
los días miércoles 11 y miércoles 25 de octubre del 
corriente año. 
Solicito también se convoque al suplente res- 
pectivo. 
Sin más lo saluda atentamente. 
DAISY TOURNÉ 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

La que suscribe, Gloria Benítez, C.!. 1.277.716-6 
en mi calidad de suplente de la señora Representante 
Nacional, comunico a usted que me encuentro impo- 
sibilitada por esta sola vez de asumir el cargo de Re- 
presentante para el cual fui convocada por ese Cuer- 
po. 

Sin otro particular, saludo a Ud. muy atenta- 
mente, 

Gloria Benítez”. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

La que suscribe, Carmen Anastasía, C.l. 
3.529.236-5, en mi calidad de suplente de la señora 
Representante Nacional, comunico a usted que me 
encuentro imposibilitada por esta sola vez de asumir 
el cargo de Representante para el cual fui convocada 
por ese Cuerpo. 


Sin otro particular, saludo a Ud. muy atenta- 
mente, 
Carmen Anastasía”. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 

La que suscribe, Diana Pérez, C.l. 1.969.801 -4 
en mi calidad de suplente de la señora Representante 
Nacional, comunico a usted que me encuentro impo- 
sibilitada por esta sola vez de asumir el cargo de Re- 
presentante para el cual fui convocada por ese Cuer- 
po. 

Sin otro particular, saludo a usted muy atenta- 
mente. 

Diana Pérez”. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 
El que suscribe, Juan Silveira C.l. N* 3.013.093- 
6 en mi calidad de suplente de la señora Represen- 
tante Nacional, comunico a Ud. que me encuentro 
imposibilitado por esta sola vez de asumir el cargo de 
Representante para el cual fui convocado por ese 
Cuerpo. 
Sin otro particular, saludo a Ud. muy atenta- 
mente, 
Juan Silveira”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales, de la señora Representante por el departa- 
mento de Montevideo, Daisy Tourné. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por los días 11 y 25 de octubre de 2006. 


II) Que por esta única vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto, los suplentes corres- 
pondientes siguientes, señoras Gloria Benítez, Car- 
men Anastasía y Diana Pérez y señor Juan Silveira. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 
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La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales, a la 
señora Representante por el departamento de Monte- 
video, Daisy Tourné, por los días 11 y 25 de octubre 
de 2006. 


2) Acéptanse, por esta única vez, las renuncias 
presentadas por los suplentes correspondientes si- 
guientes, señoras Gloria Benítez, Carmen Anastasía 
y Diana Pérez y señor Juan Silveira. 


3) Convóquese para integrar la referida represen- 
tación por los días 11 y 25 de octubre de 2006, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 90 del Lema Encuentro Progresista - Frente 
Amplio - Nueva Mayoría, señor Artigas Melgarejo. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


19.- Acuerdo General de Cooperación 
Económica, Científica y  Técnico- 
Cultural con el Gobierno de la Repú- 
blica de Angola. (Aprobación). 


——S€ pasa a considerar el asunto que figura en ter- 
cer término del orden del día: "Acuerdo General de 
Cooperación Económica, Científica y Técnico-Cultural 
con el Gobierno de la República de Angola. (Aproba- 
ción)". 
(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N* 541 


“PODER EJECUTIVO 

Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 

Ministerio de Industria, Energía y Minería 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 


Montevideo, 19 de julio de 2005. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, a fin de someter a su consideración, de con- 
formidad con lo dispuesto por los artículos 85, nume- 
ral 7) y 168, numeral 20) de la Constitución de la Re- 
pública, el adjunto proyecto de ley por el cual se 
aprueba el Acuerdo General de Cooperación Econó- 
mica, Científica y Técnico-Cultural entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 


la República de Angola, suscripto el 20 de octubre de 
2003 en Luanda. 


Este Acuerdo consta de un preámbulo y diez ar- 
tículos. 


Se trata de un Acuerdo marco de cooperación, de 
carácter muy general, que abarca las áreas económi- 
ca, científica y técnico-cultural. 


En su artículo 3, las Partes Contratantes se com- 
prometen a estudiar los mecanismos apropiados para 
promover todas las formas de asociación entre em- 
presas u organismos de sus respectivos países y a 
establecer un régimen satisfactorio mutuo de estímulo 
y de promoción y protección recíproca de inversiones. 


Por el artículo 5 del Acuerdo se crea una Comisión 
Bilateral de Cooperación Uruguayo-Angoleña con el 
propósito de implementar el presente Acuerdo Gene- 
ral así como otros acuerdos entre ambos Estados. 


La Comisión Bilateral, se reunirá una vez cada dos 
años, en cada uno de los dos Estados alternada- 
mente y tendrá las siguientes funciones: 


a) Definir las orientaciones que se darán a la coo- 
peración entre los dos Estados en las áreas 
propias del presente Acuerdo. 


b) Evaluar los resultados obtenidos y modificar, 
eventualmente las orientaciones anteriormente 
adoptadas. 


c) Examinar los programas de intercambio y coo- 
peración así como las modalidades de ejecu- 
ción. 

Toda controversia que pueda surgir entre las Par- 

tes Contratantes, respecto de este Acuerdo y de los 


Acuerdos sectoriales que puedan surgir en el futuro, 
se resolverá por la vía diplomática (Artículo 6). 


El presente Acuerdo podrá ser enmendado por 
consentimiento mutuo, mediante el canje de notas o 
por negociaciones directas entre las partes contra- 
tantes. 


En virtud de que el presente Acuerdo General de 
Cooperación con Angola puede ser un instrumento ju- 
rídico útil para dar marco a la cooperación con ese 
país, la cual presenta auspiciosas perspectivas en di- 
versos planos, el Poder Ejecutivo solicita a ese Alto 
Cuerpo su aprobación. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta 
consideración. 
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TABARÉ VÁZQUEZ, REINALDO GAR- 
GANO, DANILO ASTORI, JORGE 
BROVETTO, MARTÍN PONCE DE 
LEÓN, JOSÉ MUJICA. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Apruébase el Acuerdo General 
de Cooperación Económica, Científica y Técnico- 
Cultural entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República de Angola, 
suscrito en Luanda, el 20 de octubre de 2003. 


Montevideo, 19 de julio de 2005. 


REINALDO GARGANO, DANILO AS- 
TORI, JORGE BROVETTO, MARTÍN 
PONCE DE LEÓN, JOSÉ MUJICA. 


TEXTO DEL ACUERDO 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y el Gobierno de la República de Angola, en adelante 
denominados “Partes Contratantes”, 


Deseosos de consolidar sus relaciones de amistad 
y de cooperación basadas en los principios de igual- 
dad, de respeto mutuo de su soberanía y de su inde- 
pendencia nacional y de impulsar una comprensión 
cada vez más profunda entre los dos Estados; 


Conscientes de la necesidad de fortalecer la paz y 
la seguridad internacionales de conformidad con las 
disposiciones de la Carta de las Naciones Unidas; 


Empeñados en la rápida instauración de un nuevo 
orden económico internacional más justo y deseosos 
de promover el progreso económico-social en sus dos 
Estados; 


Acuerdan lo siguiente: 
Artículo | 


Las Partes Contratantes deciden estimular sus 
relaciones de cooperación en las áreas económica, 
científica y técnico-cultural, estando definidas las 
condiciones de aplicación de esta cooperación en ca- 
da una de esas áreas por la vía de instrumentos jurí- 
dicos, en función de las necesidades y posibilidades 
de cada Parte Contratante. 


Artículo |! 


Las Partes Contratantes acuerdan en desarrollar 
una cooperación técnico-económica que favorezca la 
contribución al desarrollo en las áreas  socio- 
económicas. 


Artículo 11l 


Las Partes Contratantes se comprometen en estu- 
diar los mecanismos apropiados para promover todas 
las formas de asociación entre empresas u organis- 
mos de sus respectivos países y a establecer un ré- 
gimen satisfactorio mutuo de estímulo y de promoción 
y protección recíproca de las inversiones. 


Artículo IV 


Las Partes Contratantes acuerdan en desarrollar 
su cooperación cultural, científica y técnica, basándo- 
se en la experiencia de cada Estado en distintas 
áreas. 


Artículo V 


1- Las Partes Contratantes, mediante el presente 
Acuerdo deciden constituir una Comisión Bilateral de 
Cooperación Uruguayo-Angoleña (en adelante deno- 
minada Comisión Bilateral) con el propósito de im- 
plementar el presente Acuerdo General así como 
otros Acuerdos entre los dos Estados. 


2- La Comisión Bilateral cuyos miembros son de- 
signados respectivamente por las Partes Contratan- 
tes, a la cual pueden integrarse especialistas, se reu- 
nirán una vez cada dos años, en cada uno de los dos 
Estados alternadamente. 


3- La Comisión Bilateral ejercerá expresamente 
las siguientes funciones: 


a) definir las orientaciones que se darán a la coo- 
peración entre los dos Estados en las áreas propias 
del presente Acuerdo; 


b) evaluar los resultados obtenidos y modificar, 
eventualmente las orientaciones anteriormente 
adoptadas; 


c) examinar los programas de intercambio y coo- 
peración así como las modalidades de ejecución. 


4- Las conclusiones de la Comisión Bilateral se 
someterán a la aprobación de las autoridades com- 
petentes de las Partes Contratantes. 


Artículo VI 


Toda controversia que pueda surgir entre las Par- 
tes Contratantes, en la interpretación y en la aplica- 
ción del presente Acuerdo General y de los Acuerdos 
sectoriales que se concluyan en el futuro, se resolve- 
rá por la vía diplomática. 


Artículo VII 


Este Acuerdo entrará en vigor a partir de la fecha 
de recepción de la última notificación escrita, después 
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de concluir las formalidades internas de las Partes 
Contratantes. 


Artículo VIII 


Este Acuerdo es válido por un período de cinco (5) 
años, pudiendo ser renovado por períodos sucesivos 
de cinco años, salvo si una de las Partes Contratan- 
tes notifica a la otra por escrito, con antelación de por 
lo menos seis (6) meses de la fecha de vencimiento, 
su intención de darlo por concluido. 


Artículo IX 


El presente Acuerdo podrá ser enmendado por 
consentimiento mutuo, mediante el canje de notas o 
por negociaciones directas entre las Partes Contra- 
tantes. 


Artículo X 


Cualquiera de las Partes Contratantes puede, en 
cualquier momento, denunciar por escrito el presente 
Acuerdo que producirá efectos seis (6) meses des- 
pués de su notificación. 


Hecho en 20 días del mes de octubre de 2003 en 
dos ejemplares originales, en español y portugués, 
siendo ambos textos igualmente auténticos. 


(SIGUEN FIRMAS) 
CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 
Artículo Único.- Apruébase el Acuerdo General 
de Cooperación Económica, Científica y Técnico- 
Cultural entre el Gobierno de la República Oriental del 


Uruguay y el Gobierno de la República de Angola, 
suscrito en Luanda, el 20 de octubre de 2003. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 20 de diciembre de 2005. 


RODOLFO NIN NOVOA 


Presidente 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario". 
Anexo l al 
Rep. N2541 


“CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Asuntos Internacionales 

INFORME 
Señores Representantes: 


El Acuerdo que estamos abordando posee la 
aprobación del Senado y a nuestro entender no con- 


lleva, ni en su texto, ni en sus objetivos, contraindica- 
ción alguna. Por lo contrario, vamos a recomendar a 
nuestra Cámara la aprobación correspondiente, en 
virtud que se estima útil y conveniente que nuestro 
país sea parte de este instrumento jurídico para en- 
marcar sus relaciones con la República de Angola, 
importante nación africana. 


En el preámbulo, el Acuerdo dispone la tendencia 
de consolidar relaciones de amistad y cooperación, 
basadas en principios de igualdad, de respeto mutuo 
de sus soberanías y de sus independencias naciona- 
les. 


El espíritu de las relaciones que se plantea está 
basado en la comprensión entre ambos Estados, el 
fortalecimiento de la paz y el apego a la Carta de las 
Naciones Unidas. 


El Artículo | presenta una redacción genérica en 
cuanto a la decisión de desarrollar la cooperación en 
las áreas objeto de este Acuerdo y su implementación 
por la vía de los correspondientes instrumentos jurídi- 
COS. 


Los Artículos !!l, II! y IV proponen desarrollar en el 
plano de las relaciones bilaterales la cooperación téc- 
nico-económica, el estudio de mecanismos apropia- 
dos que promuevan formas de asociación entre orga- 
nismos y empresas de ambas Partes y el estímulo re- 
cíproco de promoción y protección de las inversiones. 


El Artículo V es la parte medular de este Acuerdo. 
Como es normal en este tipo de documento que in- 
tenta enmarcar relaciones bilaterales incipientes, am- 
bas Partes deciden constituir una Comisión Bilateral 
de Cooperación Uruguayo-Angoleño. 


A ella le compete, en adelante, implementar el 
Acuerdo General que estamos tratando, así como 
otros documentos similares entre ambas Partes. La 
Comisión Bilateral se reunirá cada dos años y sus 
miembros serán designados por las Partes. 


A ella se le asignan funciones específicas (nume- 
ral 3- del Artículo V), todas ellas tendientes a desarro- 
llar la cooperación en el marco del Acuerdo, a evaluar 
sus resultados, a modificar lo que sea necesario, a 
examinar los programas de intercambio y las modali- 
dades de ejecución. 


Según el Artículo VI las controversias que surjan 
se resolverán por la vía diplomática. La fecha de re- 
cepción de la última notificación escrita será la de la 
entrada en vigor de este documento, siendo la validez 
de este Acuerdo de cinco años, renovándose por 
idénticos períodos. 
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Sin embargo, cualquiera de las Partes con una 
antelación de por lo menos seis meses de la fecha de 
su vencimiento, podrá darlo por concluido. 


En cuanto a las enmiendas, se podrán producir 
por consentimiento mutuo mediante el canje de notas, 
o negociaciones directas entre las Partes. 


Por último, la denuncia se puede operar en cual- 
quier momento por escrito, lo que surtirá efecto seis 
meses después de su notificación. 


Como se puede concluir del presente informe, el 
Acuerdo es básico y necesario. África es un vasto 
continente donde nuestro país deberá hacer esfuer- 
zos por extender sus vínculos internacionales. En 
función de ello creemos que este Acuerdo General 
con la República de Angola, abona ese camino, posi- 
tivo para los intereses de Uruguay. 


En consecuencia, en atención a las consideracio- 
nes precedentes, vuestra Comisión de Asuntos Inter- 
nacionales, recomienda al Cuerpo la aprobación del 
adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 13 de setiembre de 2006. 


RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO, Miembro 
Informante, WASHINGTON ABDALA, 
SILVANA CHARLONE, MARIO PÉ- 
REZ, ENRIQUE PINTADO, JAIME 
MARIO TROBOC”. 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Martínez Huelmo. 


SEÑOR MARTÍNEZ HUELMO.- Señor Presidente: el 
Acuerdo General que abordamos hoy enmarca las re- 
laciones con la República de Angola. 


El articulado es compatible en toda su línea, ya 
que por su intermedio se intenta consolidar los víncu- 
los y la cooperación bilateral en campos importantes 
como el de la economía, el científico y el técnico- 
cultural. 


Uruguay ha tratado de enaltecer sus vínculos con 
Angola. A esos efectos, no es menor señalar que el 
decreto del 11 de noviembre del año 2003 resolvió 
establecer un Consulado General en la República de 
Angola, que tuvo la correspondiente anuencia del Go- 
bierno de aquel país. 


Este Acuerdo presenta en su artículo V su parte 
sustancial, al constituirse una Comisión Bilateral de 
Cooperación Uruguayo-Angoleña. 


Entre sus competencias, se establece implemen- 
tar el Acuerdo, diseñar un régimen de reuniones y de- 
signar a sus miembros, así como la asignación de fun- 
ciones específicas, radicadas en el numeral 3 del ar- 
tículo V. 


Desde que finalizó la guerra civil, Angola viene 
haciendo importantes avances en pos de promover su 
crecimiento y dar estabilidad a su desarrollo económi- 
co. Existe una fuerte tendencia en aquel país a reacti- 
var sectores que no sean los clásicos, de los diaman- 
tes y el petróleo. Para ello, se pretende intensificar la 
diversificación de la producción y del comercio. 


Señor Presidente: una semblanza de Angola debe 
ir acompañada de una gran dosis de comprensión. No 
puede ser de otro modo, en virtud de que desde su 
descubrimiento, en 1482, por la flota portuguesa al 
mando de Diego Cao, hasta el año 1955, aproxima- 
damente, Angola estuvo bajo un régimen colonial. 
Además, desde su descubrimiento hasta 1836 fue 
centro del comercio de esclavos con destino a Brasil y 
otros lugares, lo que diezmó su población. En los años 
siguientes a 1950, por razones internas e internacio- 
nales, se dio en ese país un profundo enfrentamiento 
civil, que llegó hasta hace muy pocos años. Del mis- 
mo, Angola viene saliendo, para su bien, consolidán- 
dose la paz, la limpieza de minas terrestres y la inicia- 
ción de la reconstrucción de la infraestructura econó- 
mica. 


El crecimiento de la economía sigue dependiendo 
en gran medida del sector petrolero y de las minas de 
diamante; aún no se constatan grandes avances en la 
agricultura y en la industria, las que fueron destruidas 
a Causa de la guerra civil. Según nuestros informes, 
adquiere gran magnitud el sector informal de la eco- 
nomía. 


Capítulo aparte son las minas terrestres, que si- 
guen constituyendo un gran peligro para todas las ac- 
tividades. Se estima que aún puede haber entre cinco 
y diez millones de minas terrestres en suelo angoleño, 
lo que evidentemente conspira contra la agricultura. 


La pobreza está muy enraizada. En el índice de 
desarrollo humano del Programa de las Naciones Uni- 
das para el Desarrollo, Angola ocupaba el año pasado 
el lugar 160 de 177 países testeados. En función del 
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producto bruto interno por habitante, está ubicada en 
el lugar 126 entre 177 países. 


La expectativa de vida al nacer es de cuarenta y 
un años y la tasa de mortalidad en los cinco primeros 
años de vida se estima en 260 niños por cada mil na- 
cidos vivos. 


La estrategia de reducción de la pobreza que lle- 
va adelante el Gobierno de Angola, publicada en se- 
tiembre de 2003, pone énfasis en diez prioridades. 
Entre ellas, cabe destacar el desminado, con la limpie- 
za de 60.000 kilómetros cuadrados de terreno antes 
de finalizar 2006. En cuanto a la seguridad alimentaria 
y el desarrollo rural, se destaca el aumento para 2006 
de la producción de cereales, legumbres y hortalizas, 
raíces y patatas, así como la asistencia para la pro- 
ducción de semillas y para la pesca. También se prevé 
la reforestación y la asistencia para el riego. Al mismo 
tiempo, se rehabilitarán centros de desarrollo agrícola, 
se dará asistencia a la mujer y se instrumentarán 
nuevas iniciativas de microfinanciación. Con respecto 
a la infraestructura básica, para 2006 se prevé la 
rehabilitación de 5.600 kilómetros de carreteras y 
puentes y el mantenimiento de 15.500 kilómetros de 
carreteras. Habrá aumentos significativos, tanto en 
zonas urbanas como rurales, de acceso al agua de 
uso doméstico; se implementarán servicios de sanea- 
miento, así como el aumento de servicios domiciliarios 
de energía eléctrica y la mayor disponibilidad de vi- 
viendas sociales. 


En la gestión macroecónomica, habrá una mejora 
de las finanzas públicas y de los procedimientos de 
contratación pública, así como una estabilidad de los 
precios y de los tipos de cambio, una reducción de la 
inflación a menos del 10% antes de fin de 2006 y 
transparencia de las cuentas públicas. 


Este país sufre un gran flagelo, que es el VIH- 
sida. Se persigue, entonces, el acceso universal de la 
población a servicios de información, pruebas y ase- 
soramiento, así como el acceso a preservativos en 
cantidades industriales para hacer que las políticas 
preventivas sean eficaces. 


En cuanto a la educación, se busca una enseñan- 
za primaria universal a más tardar para 2015, educa- 
ción para los niños en situación de calle, reducción del 
analfabetismo entre los adultos, incluidas las mujeres. 


En el rubro salud, Angola busca reducir las tasas 
de mortalidad materna y de menores de cinco años 


en un 75%o a más tardar para el año 2015. También 
pretende reducir las tasas de propagación del VIH- 
sida, del paludismo, de la tuberculosis, de la lepra y 
de la enfermedad del sueño, trasmitida por determi- 
nada mosca. 


También sus autoridades trabajan en la reinser- 
ción social de las personas desplazadas, rehabilitando 
comunidades rurales. 


Como vemos, el panorama de esta nación, que 
recientemente ha salido de una profunda guerra civil, 
es terrible. 


Obviamente, para hacer todo eso es necesario 
contar con ingentes recursos económicos, los que no 
son fáciles de encontrar. En un trabajo que hemos 
abordado sobre "Riqueza y reconstrucción", referido a 
Angola, se consignan elementos esclarecedores. Por 
ejemplo, se dice: "Angola es uno de los países poten- 
cialmente más ricos del mundo en desarrollo, es el 
segundo productor de petróleo en el continente afri- 
cano, tras de Nigeria, y es el cuarto productor mun- 
dial de diamantes, pero además posee un potencial 
enorme en otros recursos naturales como ser oro, 
uranio, gas natural y manganeso". 


Para este país sigue siendo primordial establecer 
condiciones básicas para la reactivación de la agricul- 
tura, a los efectos de garantir la seguridad alimentaria 
de gran parte de su población. En este rubro se busca 
apoyar a los pequeños agricultores, a través del acce- 
so a tierras y crédito e intensificar y acelerar el proce- 
so de desminado, problema del que ya hemos dado 
cuenta. Un ejemplo a este respecto es el relanza- 
miento de la producción de café. En el año 2005 la 
cosecha fue modesta para la potencialidad que tiene 
este país: 75.000 bolsas de 60 kilogramos cada una. 
Lógicamente, esto es incomparable con la producción 
de otros países vecinos, como Kenia, que tiene una 
producción de 1:000.000 de bolsas por año, o Etiopía, 
que produce 4:500.000 sacos anualmente. 


Para finalizar, diré que Angola es miembro de la 
Organización Mundial del Comercio desde el 23 de 
noviembre de 1996 y otorga el trato de "nación más 
favorecida" a todos sus interlocutores comerciales. En 
función de ello, Angola está comprometida con el sis- 
tema multilateral de comercio y la consiguiente libera- 
lización del comercio. 


Cuando Angola adhirió a la OMC, lo hizo abogan- 
do por el inicio de la ronda de negociaciones comer- 
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ciales multilaterales durante la Cuarta Conferencia Mi- 
nisterial de la OMC en Doha -Qatar-, en noviembre de 
2001. 


Angola, al igual que muchos países del mundo, 
ha hecho saber que los resultados de esa Ronda al día 
de hoy no guardan relación con las expectativas pre- 
vias, las que apuntaban a un real desarrollo de los 
temas en cuestión. Angola, pese a sus esfuerzos de 
integración en el comercio mundial, sufre un impor- 
tante retraso en la parte que corresponde a aplicar los 
acuerdos de la Ronda Uruguay. La razón se afinca en 
las dificultades políticas de las últimas décadas. En 
función de ello, ese país necesita un período de tiem- 
po más largo para ajustar su legislación nacional a los 
acuerdos de la OMC, junto a una fuerte asistencia 
técnica, el fortalecimiento de su sistema institucional y 
una fuerte asistencia de medios financieros y tecnoló- 
gicos. Por lo tanto, sabemos que Angola recibió con 
satisfacción la decisión del Consejo General de la 
OMC, de fecha 6 de diciembre de 2005, de prorrogar 
hasta el 11 de julio del año 2013 el período de transi- 
ción de los países menos adelantados. 


Entre otros importantes aspectos, Angola prevé 
la creación de un Instituto Nacional de Fomento de las 
Exportaciones, para el fomento y apoyo de las expor- 
taciones nacionales de productos industriales, artesa- 
nales, agrícolas y agroindustriales. El mencionado 
Instituto está bajo la tutela del Ministerio de Comer- 
cio. 


Señor Presidente: he tratado de dar un pantalla- 
zo general sobre la situación de Angola, nación de 
África negra que se está incorporando al mundo real 
luego de terribles dramas nacionales. 


Cuando el Gobierno anterior abrió un Consulado 
allí dio un gran mensaje de solidaridad a la comunidad 
internacional. También suscribió este Acuerdo, cuyo 
mensaje nos llega del actual Poder Ejecutivo, lo que 
dice a las claras que hay determinadas pautas que 
son blasón de la República. 


Entonces, Uruguay hace bien en tender puentes 
al continente africano, cuya potencialidad es enorme y 
con el que tenemos en común una gran colectividad 
de afrodescendientes uruguayos, el 6% de nuestra 
población. 


En consecuencia, se recomienda aprobar este 
Acuerdo, que llega a Sala con el voto unánime de la 
Comisión de Asuntos | nternacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a 
la discusión particular. 


(Se vota) 


——incuenta y dos en cincuenta y tres: AFIRMATI- 
VA. 


Léase el artículo único. 
(Se lee) 
——-HEn discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——incuenta y dos en cincuenta y tres: AFIRMATI- 
VA. 


Queda sancionado el proyecto de ley y se comu- 
nicará al Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


20.- Autorización al señor Representante 
Goñi Romero para realizar una expo- 
sición en la sesión ordinaria del día 
11 de octubre. 


——Dese cuenta de una moción presentada por los 
señores Diputados Pereyra, Bruno y Machado. 
(Se lee: ) 


"Mocionamos para que se autorice al señor 
Representante Goñi Romero a realizar una expo- 
sición de veinte minutos, el 11 de octubre, sobre 
la instalación del Centro Cardiovascular de la ciu- 
dad de Salto". 


——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 

——Cincuenta y tres en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 


TIVA. 


21.- Servicios aéreos internos. (Sustitu- 
ción del artículo 113 del Código Ae- 
ronáutico). 


Se pasa a considerar el asunto que figura en 
cuarto término del orden del día: "Servicios aéreos 
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internos. (Sustitución del artículo 113 del Código Ae- 
ronáutico)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N* 610 
“PODER EJECUTIVO 
Montevideo, 7 de abril de 2006. 


Señor Presidente de la Asamblea General 
Don Rodolfo Nin Novoa 


El Poder Ejecutivo cumple en remitir a su conside- 
ración el presente proyecto de ley, acorde a lo dis- 
puesto por el numeral 7 del artículo 168 de la Consti- 
tución de la República. 


Con fecha 13 de febrero del 2003, se realizó en la 
ciudad de Montevideo, una reunión de Consulta de 
Autoridades Aeronáuticas con la República de Chile 
donde se estudió la posibilidad de un nuevo acuerdo 
de transporte aéreo, el cual pactaría las modernas 
cláusulas sobre seguridad de la Organización de 
Aviación Civil Internacional (OACI), así como los nue- 
vos conceptos sobre oportunidades comerciales y có- 
digo compartido, siendo innovador para nuestro país 
ya que se trataría de un acuerdo de “cielos abiertos” 
que contendría todas las libertades del aire, incluido 
el cabotaje dentro del territorio de los Estados Partes. 


Efectivamente, a vía de ejemplo, el artículo se- 
gundo del texto referido establecería que: “Cada 
Parte Contratante concede a la otra Parte Contratante 
los siguientes derechos para la prestación de servi- 
cios aéreos por las líneas aéreas designadas de la 
otra Parte Contratante: 


a) el derecho de volar a través de su territorio sin 
aterrizar; b) el derecho de hacer escalas en su territo- 
rio para fines no comerciales; y c) el derecho de 
prestar servicios regulares y no regulares, combina- 
dos de pasajeros y carga, o exclusivos de carga, en- 
tre puntos del territorio de la contraparte, entre ambos 
territorios, y entre el territorio de la contraparte y cual- 
quier tercer país, directamente o a través de su propio 
territorio, pudiendo dichos servicios no comprender 
ningún punto del territorio de la parte que designa la 
línea aérea; sin limitaciones en cuanto a rutas, fre- 
cuencias, y material de vuelo, que podrá ser propio, 
arrendado o fletado...”. 


Sin embargo, resulta un obstáculo para materiali- 
zar acuerdos del tipo reseñado, lo dispuesto por el ar- 
tículo 113 del Código Aeronáutico Uruguayo aproba- 
do por el Decreto-Ley 14.305 de 29 de noviembre de 
1974, el cual dispone que los servicios aéreos inter- 


nos serán realizados exclusivamente por empresas 
nacionales. 


Por lo tanto, a los efectos de permitir a las empre- 
sas extranjeras la realización de tales servicios, re- 
sultaría imprescindible remover el obstáculo legal vi- 
gente. A tales efectos, se propone la inclusión de un 
nuevo párrafo en el articulo 113 de referencia, que 
autorice a las empresas extranjeras a realizar servi- 
cios aéreos internos, siempre que los mismos se 
otorguen bajo reciprocidad para con empresas nacio- 
nales. 


La modificación que se proyecta, además del caso 
puntual de la relación bilateral con la República de 
Chile que se mencionó a vía de ejemplo, significa un 
aporte sustancial para que nuestro país pueda acce- 
der a tratados con terceros países que posibiliten, en 
régimen de reciprocidad, los derechos de cabotaje 
referidos, lo que fomentaría un mayor desarrollo de 
las empresas nacionales de aviación, ya que mientras 
el mercado interno nacional es prácticamente inexis- 
tente, los mercados internos de otros países pueden 
ser atractivos importantes para las mismas. 


En sesión de fecha 22 de julio de 2003 la Comi- 
sión Nacional de Política Aeronáutica que funciona en 
la órbita de la Dirección Nacional de Aviación Civil e 
Infraestructura Aeronáutica recomendó la modifica- 
ción legislativa proyectada. 


Por lo expuesto, se solicita la atención de ese 
Cuerpo al proyecto de ley que se acompaña y cuya 
aprobación se encarece. 


Saluda a usted con la mayor consideración. 


TABARÉ VÁZQUEZ, AZUCENA BE- 
RRUTTI, JUAN FAROPPA, BELELA 
HERRERA, DANILO ASTORI, JOR- 
GE BROVETTO, VÍCTOR ROSSI, 
JORGE LEPRA, EDUARDO BONO- 
MI, MARÍA J. MUÑOZ, JOSÉ MUJI- 
CA, HÉCTOR LESCANO, MARIANO 
ARANA, MARINA ARISMENDI. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Sustitúyese el artículo 113 del 
Código Aeronáutico de la República Oriental del Uru- 
guay, aprobado por el Decreto - Ley N* 14.305, de 29 
de noviembre de 1974, por el siguiente: 


“ARTÍCULO 113 (Servicios aéreos internos).- Los 
servicios aéreos internos serán realizados exclusi- 
vamente por empresas nacionales. La Autoridad 
Aeronáutica podrá autorizar servicios aéreos inter- 
nos por empresas extranjeras siempre que los 
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mismos derechos sean otorgados en régimen de 
reciprocidad. A menos que el Estado los explote 
directamente, los servicios aéreos internos de 
transporte regular de pasajeros, correo y carga se- 
rán realizados por concesionarios y los no regula- 
res mediante autorización”. 


Montevideo, 7 de abril de 2006. 


AZUCENA BERRUTTI, JUAN FARO- 
PPA, BELELA HERRERA, DANILO 
ASTORI, JORGE BROVETTO, vVÍC- 
TOR ROSSI, JORGE  LEPRA, 
EDUARDO BONOMI, MARÍA J. MU- 
ÑOZ, JOSÉ MUJICA, HÉCTOR LES- 
CANO, MARIANO ARANA, MARINA 
ARISMEND"”. 


Anexo l al 
Rep. N2610 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señoras y señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración aconseja al Cuer- 
po votar afirmativamente el proyecto de ley, remitido 
por el Poder Ejecutivo, por el cual se modifica el ar- 
tículo 113 del Código Aeronáutico de la República 
Oriental del Uruguay, aprobado por el Decreto-Ley N* 
14.305, de 29 de noviembre de 1974. 


Su artículo único establece como nueva redacción 
la siguiente: “* Los servicios aéreos internos serán 
realizados exclusivamente por empresas nacionales. 
La Autoridad Aeronáutica podrá autorizar servicios 
aéreos internos por empresas extranjeras siempre 
que los mismos derechos sean otorgados en régimen 
de reciprocidad. A menos que el Estado los explote 
directamente, los servicios aéreos internos de trans- 
porte regular de pasajeros, correo y carga serán reali- 
zados por concesionarios y los no regulares mediante 
autorización”. 


Dicha modificación ha sido promovida por los or- 
ganismos competentes en la materia, y fundamentada 
en la mejora de la operativa y oportunidades de desa- 
rrollo del sector que permitirá la aprobación de la 
misma. 


A modo de ejemplo, en el Mensaje remitido por el 
Poder Ejecutivo en el marco de lo dispuesto por el 
numeral 7* del artículo 168 de la Constitución de la 


República, se hace referencia a situaciones concretas 
que podrán llevarse a cabo de prosperar el mismo. 


En ese sentido, se establece que con fecha 13 de 
febrero del 2003 se realizó, en la ciudad de Montevi- 
deo, una reunión de Consulta de Autoridades Aero- 
náuticas con la República de Chile donde se estudió 
la posibilidad de un nuevo acuerdo de transporte aé- 
reo, el cual pactaría las modernas cláusulas sobre 
seguridad de la Organización de Aviación Civil Inter- 
nacional (OACI), así como los nuevos conceptos so- 
bre oportunidades comerciales y código compartido, 
siendo innovador para nuestro país ya que se trataría 
de un acuerdo de “cielos abiertos” que contendría to- 
das las libertades del aire, incluido el cabotaje dentro 
del territorio de los Estados Partes. 


Efectivamente, a vía de ejemplo, el artículo se- 
gundo del texto referido establecería que: “Cada 
Parte Contratante concede a la otra Parte Contratante 
los siguientes derechos para la prestación de servi- 
cios aéreos por las líneas aéreas designadas de la 
otra Parte Contratante: a) el derecho de volar a través 
de su territorio sin aterrizar; b) el derecho de hacer 
escalas en su territorio para fines no comerciales; y C) 
el derecho de prestar servicios regulares y no regula- 
res, combinados de pasajeros y carga, o exclusivos 
de carga, entre puntos del territorio de la contraparte, 
entre ambos territorios, y entre el territorio de la con- 
traparte y cualquier tercer país, directamente o a tra- 
vés de su propio territorio, pudiendo dichos servicios 
no comprender ningún punto del territorio de la parte 
que designa la línea aérea; sin limitaciones en cuanto 
a rutas, frecuencias, y material de vuelo, que podrá 
ser propio, arrendado o fletado”. 


Sin embargo, resulta un obstáculo para materiali- 
zar acuerdos del tipo reseñado, lo dispuesto por el ar- 
tículo 113 del Código Aeronáutico Uruguayo aproba- 
do por el Decreto-Ley N* 14.305, de 29 de noviembre 
de 1974, el cual dispone que los servicios aéreos in- 
ternos serán realizados exclusivamente por empresas 
nacionales. 


Por lo tanto, a los efectos de permitir a las empre- 
sas extranjeras la realización de tales servicios, re- 
sultaría imprescindible remover el obstáculo legal vi- 
gente. A tales efectos, se propone la inclusión de un 
nuevo párrafo en el artículo 113 de referencia, que 
autorice a las empresas extranjeras a realizar servi- 
cios aéreos internos, siempre que los mismos se 
otorguen bajo reciprocidad para con empresas nacio- 
nales. 


La modificación que se proyecta, además del caso 
puntual de la relación bilateral con la República de 
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Chile que se mencionó a vía de ejemplo, significa un 
aporte sustancial para que nuestro país pueda acce- 
der a tratados con terceros países que posibiliten, en 
régimen de reciprocidad, los derechos de cabotaje 
referidos, lo que fomentaría un mayor desarrollo de 
las empresas nacionales de aviación, ya que mientras 
el mercado interno nacional es prácticamente inexis- 
tente, los mercados internos de otros países pueden 
ser atractivos importantes para las mismas. 


Razones por las cuales creemos conveniente la 
aprobación de esta enmienda que cuenta además, 
con la aprobación de la Comisión Nacional de Política 
Aeronáutica que funciona en la órbita de la Dirección 
Nacional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáu- 
tica, que se expidiera en la sesión de fecha 22 de julio 
de 2003 en ese sentido. 


Sala de la Comisión, 23 de agosto de 2006. 


EDGARDO ORTUÑO, Miembro Infor- 
mante, DIEGO CÁNEPA, JULIO 
FIORDELMONDO, LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, JORGE ORRICO, 
JAVIER SALSAMEND””. 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Ortuño. 


SEÑOR ORTUÑO.- Señor Presidente: nuestra Comi- 
sión de Constitución, Códigos, Legislación General y 
Administración aconseja al Cuerpo aprobar el proyecto 
de ley que tiene a consideración. Por él se modifica el 
artículo 113 del Código Aeronáutico de la República 
Oriental del Uruguay, aprobado por el Decreto-Ley 
N* 14,305, de 29 de noviembre de 1974. 


Su artículo único presenta como nueva redacción 
la siguiente: "Los servicios aéreos internos serán reali- 
zados exclusivamente por empresas nacionales. La 
Autoridad Aeronáutica podrá autorizar servicios aé- 
reos internos por empresas extranjeras siempre que 
los mismos derechos sean otorgados en régimen de 
reciprocidad. A menos que el Estado los explote di- 
rectamente, los servicios aéreos internos de trans- 
porte regular de pasajeros, correo y carga serán reali- 
zados por concesionarios y los no regulares mediante 
autorización". 


Esta modificación ha sido promovida por los or- 
ganismos competentes en la materia y fundamentada 


en la mejora de la operativa y en las oportunidades 
de desarrollo para el sector que permitirá la aproba- 
ción de la misma. A modo de ejemplo, en el mensaje 
remitido por el Poder Ejecutivo, en el marco de lo dis- 
puesto por el numeral 7? del artículo 168 de la Cons- 
titución de la República, se hace referencia a situacio- 
nes concretas que podrán llevarse a cabo en caso de 
prosperar. En ese sentido, se establece que con fecha 
13 de febrero de 2003 se realizó en la ciudad de 
Montevideo una reunión de consulta de autoridades 
aeronáuticas con la República de Chile, donde se es- 
tudió la posibilidad de un nuevo acuerdo de trans- 
porte aéreo, el cual pactaría las modernas cláusulas 
sobre seguridad de la Organización de la Aviación Civil 
Internacional -OACI-, así como nuevos conceptos so- 
bre oportunidades comerciales y código compartido, 
lo cual sería innovador para nuestro país ya que se 
trataría de un acuerdo de "cielos abiertos", que con- 
tendría todas las libertades del aire, incluido el cabo- 
taje dentro del territorio de los Estados parte. Efecti- 
vamente, a vía de ejemplo, el segundo artículo del 
referido texto establecería que: "Cada Parte Contra- 
tante concede a la otra Parte Contratante los si- 
guientes derechos para la prestación de servicios aé- 
reos por las líneas aéreas designadas de la otra Parte 
Contratante: a) el derecho de volar a través de su te- 
rritorio sin aterrizar; b) el derecho de hacer escalas en 
su territorio para fines no comerciales; y c) el derecho 
de prestar servicios regulares y no regulares, combi- 
nados de pasajeros y carga, o exclusivos de carga, 
entre puntos del territorio de la contraparte, entre 
ambos territorios, y entre el territorio de la contra- 
parte y cualquier tercer país, directamente o a través 
de su propio territorio, pudiendo dichos servicios no 
comprender ningún punto del territorio de la parte 
que designa la línea aérea; sin limitaciones en cuanto 
a rutas, frecuencias, y material de vuelo, que podrá 
ser propio, arrendado o fletado". 


Sin embargo, resulta un obstáculo para materiali- 
zar acuerdos del tipo reseñado la actual redacción del 
artículo 113 del Código Aeronáutico del Uruguay, 
aprobado por el Decreto-Ley N* 14. 305 en 1974, el 
cual dispone que los servicios aéreos internos serán 
realizados exclusivamente por empresas nacionales. 
Por lo tanto, a los efectos de permitir a las empresas 
extranjeras la realización de tales servicios, resultaría 
imprescindible remover el obstáculo legal vigente. A 
tales efectos, se propone la inclusión de un nuevo 
párrafo en el artículo 113 de referencia, por el que 
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se autorice a las empresas extranjeras a realizar ser- 
vicios aéreos internos, siempre que los mismos se 
otorguen bajo reciprocidad para con empresas na- 
cionales. 


La modificación que se proyecta, además del ca- 
so puntual de la relación bilateral con la República de 
Chile que se mencionó a vía de ejemplo, significa un 
aporte sustancial para que nuestro país pueda acce- 
der a tratados con terceros países que posibiliten, en 
régimen de reciprocidad, los derechos de cabotaje 
referidos, lo que fomentaría un mayor desarrollo de 
las empresas nacionales de aviación, ya que mientras 
el mercado interno nacional es prácticamente ¡nexis- 
tente, los mercados internos de otros países de mayor 
superficie pueden ser atractivos e importantes para 
las mismas. 


Por estas razones creemos conveniente la apro- 
bación de esta enmienda, que cuenta, además, con la 
aprobación de la Comisión Nacional de Política Aero- 
náutica, que funciona en la órbita de la Dirección Na- 
cional de Aviación Civil e Infraestructura Aeronáutica y 
que se expidió en la sesión de fecha 22 de julio de 
2003. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a 
la discusión particular. 


(Se vota) 


——(ncuenta y tres por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


En discusión particular. 
Léase el artículo único. 
(Se lee) 
——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——(ncuenta y cuatro por la afirmativa: AFI RMATI- 
VA. Unanimidad. 


Queda aprobado el proyecto y se comunicará al 
Senado. 


(No se publica el texto del proyecto aprobado por 
ser igual al informado, que corresponde al remi- 
tido por el Poder Ejecutivo.) 


22.- Día del Funcionario del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. (Se es- 
tablece el 13 de octubre de cada año). 


——Se pasa a considerar el asunto que figura en 
quinto término del orden del día: "Día del Funcionario 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (Se es- 
tablece el 13 de octubre de cada año)". 


(ANTECEDENTES: ) 
Rep. N* 638 
“PODER EJECUTIVO 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
Montevideo, 3 de octubre de 2005. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de ley, por el que se establece el día 13 de 
octubre de cada año "Día del Funcionario del Ministe- 
rio de Transporte y Obras Públicas". 


De acuerdo al artículo 1%? de la Ley N* 13.279, de 
15 de septiembre de 1964 se estableció el día 13 de 
octubre de cada año como el día del trabajador vial, 
considerándose dicho día como no laborable para los 
funcionarios de la Dirección Nacional de Vialidad del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


El Decreto-Ley de 21 de junio de 1977 por su 
parte, ordenó que ningún servicio a cargo de orga- 
nismos de derecho público podrá ser interrumpido 
total o parcialmente por razones de festejos, conme- 
moraciones o similares, salvo días feriados de alcan- 
ce nacional. 


El 3 de agosto de 1994, por Decreto N* 345/94, 
se restableció para los funcionarios de la Dirección 
Nacional de Vialidad la celebración de que se trata, 
y más recientemente, con fecha 22 de septiembre de 
1997, el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
consideró que debía testimoniar y reconocer en ese 
día, igual mérito y agradecimiento, a todos los fun- 
cionarios de la Secretaría de Estado, que sin distin- 
ción de unidades ejecutoras, escalafón o grado, 
contribuyen al progreso de la obra pública en gene- 
ral. 


El presente proyecto de ley consagraría legislati- 
vamente, una respuesta de la sociedad civil y del Es- 
tado, a quienes comparten en actitudes y valores, los 
mejores esfuerzos, capacidad y dedicación, por el 
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progreso de su comunidad y la seguridad de sus 
miembros. 


Saludo al señor Presidente de la Asamblea Gene- 
ral. 


TABARÉ VÁZQUEZ, VÍCTOR ROSSI 
PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Establécese el día 13 de octubre de 
cada año como el día del funcionario del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas en todo el territorio na- 
cional. 


Artículo 22.- Dicho día será considerado no labo- 
rable para los mencionados funcionarios. 


Montevideo, 3 de octubre de 2005. 
VÍCTOR ROSSI. 
CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.- Establécese el día 13 de octubre de 
cada año como el día del funcionario del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas en todo el territorio na- 
cional. 


Artículo 22.- Dicho día será considerado no labo- 
rable para los mencionados funcionarios. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 10 de mayo de 2006. 


ALBERTO COURIEL 


Presidente 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario”- 
Anexo l al 
Rep. N2638 


“CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME EN MAYORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración aconseja al Cuer- 
po votar el proyecto de ley por el que se establece el 
día 13 de octubre de cada año como el día del fun- 
cionario del Ministerio de Transporte y Obras Públi- 
cas, que ya cuenta con media sanción del Senado de 
la República. 


Mediante el mismo se generaliza para el conjunto 
de los trabajadores del referido Ministerio, un bene- 
ficio inicialmente consagrado por ley para los fun- 
cionarios de la Dirección Nacional de Vialidad, de- 
rogado por la dictadura, y restablecido luego por 
decreto. 


En efecto, de acuerdo al artículo 1% de la Ley 
N?* 13.279, de 15 de setiembre de 1964 se estableció 
el día 13 de octubre de cada año como el día del tra- 
bajador vial, considerándose dicho día como no labo- 
rable para los funcionarios de la Dirección Nacional 
de Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas. El Decreto-Ley de 21 de junio de 1977 por su 
parte, ordenó que ningún servicio a cargo de orga- 
nismos de derecho público podrá ser interrumpido 
total o parcialmente por razones de festejos, conme- 
moraciones o similares, salvo días feriados de alcan- 
ce nacional. El 3 de agosto de 1994, por Decreto N* 
345/94, se restableció para los funcionarios de la Di- 
rección Nacional de Vialidad la celebración de que se 
trata, y más recientemente, con fecha 22 de septiem- 
bre de 1997, el Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas consideró que debía testimoniar y reconocer en 
ese día, igual mérito y agradecimiento, a todos los 
funcionarios de la Secretaría de Estado, que sin dis- 
tinción de unidades ejecutoras, escalafón o grado, 
contribuyen al progreso de la obra pública en general, 
lo cual el presente proyecto consagra legislativamen- 
te. 


Sala de la Comisión, 24 de agosto de 2006. 


EDGARDO ORTUÑO, Miembro Infor- 
mante, DIEGO CÁNEPA, JULIO 
FIORDELMONDO, JORGE ORRICO, 
JAVIER SALSAMENDI. 


INFORME EN MINORÍA 
Señoras y señores Representantes: 


Los abajo firmantes recomendamos a la Cámara 
rechazar el proyecto de ley a estudio. 


Al mismo tiempo presentaremos en Sala un pro- 
yecto sustitutivo en el cual se declare feriado labora- 
ble dicha fecha. 


Consideramos que ya existen para todos los tra- 
bajadores del ámbito público y privado los feriados 
correspondientes, resaltando el 1? de mayo. De apro- 
bar este proyecto de ley marcaríamos una diferencia 
entre los funcionarios públicos de distintos organis- 
mos. 
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Por lo expuesto, recomendamos al plenario la 
aprobación del siguiente proyecto de resolución. 


Sala de la Comisión, 24 de agosto de 2006. 


LUIS ALBERTO LACALLE POU, Miem- 
bro Informante, ÁLVARO ALONSO, 
ALICIA MARTÍNEZ. 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Deséchase el proyecto de ley por el que se esta- 
blece el 13 de octubre de cada año como “Día del 
Funcionario del Ministerio de Transporte y Obras Pú- 
blicas”. 


Sala de la Comisión, 24 de agosto de 2006. 


LUIS ALBERTO LACALLE POU, Miem- 
bro Informante, ÁLVARO ALONSO, 
ALICIA MARTÍNEZ”. 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante en ma- 
yoría, señor Diputado Ortuño. 


SEÑOR ORTUÑO.- Señor Presidente: el proyecto 
que tenemos a consideración y que respaldamos, es- 
tablece el 13 de octubre de cada año como el día del 
funcionario del Ministerio del Transporte y Obras Pú- 
blicas, y ya cuenta con media sanción del Senado. 


Mediante él se generaliza para el conjunto de los 
trabajadores del referido Ministerio un beneficio ini- 
cialmente consagrado por ley para los funcionarios de 
la Dirección Nacional de Vialidad, derogado por la 
dictadura y restablecido luego por decreto. 


En efecto, de acuerdo con el artículo 1? de la Ley 
N* 13.279, de 15 de setiembre de 1964, se estableció 
el 13 de octubre de cada año como el Día del Traba- 
jador Vial, considerándose dicho día como no labora- 
ble para los funcionarios de la Dirección Nacional de 
Vialidad del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 
El decreto-ley de 21 de junio de 1977 ordenó que 
ningún servicio a cargo de organismos de derecho 
público podrá ser interrumpido total o parcialmente 
por razones de festejo, conmemoraciones o similares, 
salvo días feriados de alcance nacional, derogando 
aquella disposición. El 3 de agosto de 1994, ya reanu- 
dada la democracia, por Decreto N* 345/94 se resta- 
bleció para los funcionarios de la Dirección Nacional 
de Vialidad la celebración de que se trata, y más re- 


cientemente, con fecha 22 de setiembre de 1997, el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas consideró 
que debía testimoniar y reconocer en ese día igual 
mérito y agradecimiento a todos los funcionarios de la 
Secretaría de Estado, que sin distinción de unidades 
ejecutoras, escalafón o grado contribuyen a la obra 
pública en general, lo cual el presente proyecto con- 
sagra legislativamente. 


Esta ha sido una iniciativa largamente esperada 
por los trabajadores del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, quienes se han preocupado por ella, y 
viene a dar respuesta y solución definitiva a un largo 
periplo de resoluciones, disposiciones, decretos y le- 
yes. Creemos que en este caso es conveniente apro- 
barla, aunque reconocemos que en algún momento -y 
queremos dejar expreso testimonio de ello- el tema 
de los feriados particulares en dependencias del Esta- 
do deberá ser analizado en su globalidad, de modo de 
generalizar y de dar respuesta integral a un beneficio 
que creemos que los trabajadores merecen. Así como 
somos celosos custodios del buen rendimiento en la 
función pública y de su cumplimiento, somos y sere- 
mos durísimos en la investigación y castigo de aque- 
llos que se apartan de sus funciones, fundamental- 
mente de la ética que debe presidir la acción de los 
funcionarios públicos. También nos importa amparar y 
fomentar a aquellos funcionarios que cumplen debi- 
damente con su labor, consagrando, entre otras co- 
sas, beneficios como el que establece esta ley. 


Entonces, sin rehuir el debate y asumiendo la ne- 
cesidad de discutir, de hacer un estudio y elaborar 
una respuesta generalizada para todos los funciona- 
rios públicos, creemos que por aquello de que lo me- 
jor es enemigo de lo bueno y de que hay que empe- 
zar por algún lado, es buena cosa que la Cámara de 
Representantes inicie un camino que, por otra parte, 
ya se ha recorrido en otras dependencias donde los 
funcionarios respectivos tienen su día particular, esta- 
bleciendo la fecha a la que acabamos de hacer refe- 
rencia para los funcionarios del Ministerio del Trans- 
porte y Obras Públicas. 


También debemos decir que el Estado no innova 
en esta práctica, en la medida en que en la actividad 
privada existen días del funcionario de distintas activi- 
dades o ramas de la industria o el comercio, en los 
que los trabajadores gozan del reconocimiento de su 
aporte y sus derechos. 
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Sin más argumentos, recomendamos a la Cámara 
la pronta aprobación del proyecto, atento a lo avan- 
zado del año, de modo de permitir que por primera 
vez en este 2006, los funcionarios del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas gocen por ley de este 
beneficio. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el miembro informante en minoría, señor 
Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: en pri- 
mera instancia, quien habla cometió un error de for- 
ma, pero no de fondo. Anticipo que toda nuestra ex- 
posición de motivos refiere al segundo artículo, con el 
que estamos discordes con respecto a este proyecto 
de ley. El error fue que votamos en contra el proyecto 
en general y ahora se van a dar cuenta los colegas le- 
gisladores que lo vamos a acompañar y votaremos en 
contra el artículo 2”, por lo que vamos a señalar y por 
lo que hemos expuesto en el informe en minoría. 


En primera instancia, nos parece que nuestro 
país ya tiene un sinnúmero de feriados que benefician 
a funcionarios públicos y privados. Asimismo, creemos 
que el día del trabajador, propiamente dicho, ya está 
establecido en una fecha particular, el 1 de mayo, 
día en que se conmemora a raíz de un acontecimiento 
internacional. 


No me sirve el argumento de que esto se viene 
haciendo desde hace tiempo; y menos me sirve cuan- 
do llegó "el Gobierno del cambio". Entonces, en este 
caso yo me sumo a la propuesta del cambio y cambio 
la pisada en este sentido. 


Me parece que todo organismo, toda institución 
puede tener su día, y bienvenido sea. Quiero que esa 
fecha sea el día que celebren los funcionarios del Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas, lo cual no 
significa que diga que tiene que ser feriado no labora- 
ble, por lo anteriormente expuesto: existen por demás 
fechas en ese sentido. 


Me hago cargo de mi exposición a nivel personal, 
personalísimo, y también de que cuando algún cor- 
pañero nacionalista lea la versión taquigráfica de esta 
sesión en la citada Cartera no va a estar muy con- 
tento. Lo que sí digo desde ya es que no carguen las 
tintas contra los compañeros de ese | nciso del Estado, 
porque esto no responde a ninguna política partidaria, 
sino a una concepción que quien habla tiene respecto 
al trabajo y a los funcionarios públicos. 


Aquí no se trata de reivindicaciones sí o de rei- 
vindicaciones no; no se trata en absoluto de lo último 
que señaló el señor Diputado Ortuño en su informe; 
esto no habla de calificar mejor o peor a los funciona- 
rios públicos, de valorarlos por su trabajo. Acá se dice 
que se les va a dar un día especial, un feriado no la- 
borable el 13 de octubre de cada año. 


Si siguiéramos con esta lógica ya tendríamos que 
ir pensando, por ejemplo, en el día del funcionario del 
MIDES; habría que fijarse cuándo se creó y darle un 
feriado no laborable. También habría que establecerlo 
para los funcionarios de los Ministerios de Turismo y 
Deporte, de Economía y Finanzas, de Industria, Ener- 
gía y Minería, y así sucesivamente. 


No escuché al señor Diputado Ortuño decir en la 
Cámara las palabras que voy a citar, pero sí en la 
Comisión. Él se refirió a las luchas y a las reivindica- 
ciones que han llevado adelante estos funcionarios, 
etcétera. ¡ Yo qué sé, señor Presidente! ¿Luchas y rei- 
vindicaciones por un feriado no laborable? El mejor 
aporte que puede hacer un funcionario público es 
cumplir con su trabajo, por lo cual cada ciudadano de 
cada punto de nuestro país le paga el sueldo. 


Estoy totalmente de acuerdo en que debería ha- 
ber una categorización y una evaluación de los fun- 
cionarios públicos, a veces tan denostados y otras tan 
elogiados. Como en todas las actividades de la vida, ni 
muy muy, ni tan tan. Pero este es un tema en el que 
supuestamente el Gobierno está interesado, como 
surge de uno de esos tantos titulares que lanza a la 
opinión pública, cuando se refiere a inamovilidad sí, 
inamovilidad no; se trata de evaluar a los funcionarios 
según su desempeño, lo cual en una reforma del Es- 
tado haría que este fuera más eficiente y aportara 
más a la ciudadanía. 


Por lo tanto, termino por el principio: vamos a 
votar afirmativamente para que el 13 de octubre se 
declare el Día del Funcionario del Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas, pero no vamos a votar que 
sea un feriado no laborable, primero, porque no es- 
tamos de acuerdo con que suceda esto en cada Inciso 
y, segundo, porque los trabajadores públicos y priva- 
dos de nuestro país ya tienen su feriado, su celebra- 
ción, que los reconoce como tales. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ORTUÑO.- Pido la palabra para una aclara- 
ción. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor miembro informante en mayoría. 


SEÑOR ORTUÑO.- Señor Presidente: hoy ha sido un 
día de debate con el señor Diputado Lacalle Pou, lo 
que siempre es un gusto. 


Yo creo que tenemos que ser radicalmente duros 
con los corruptos y generosos con los buenos funcio- 
narios. En ese sentido es que trabajamos en la activi- 
dad pública. Precisamente, en la mañana de hoy vo- 
tamos en la Comisión de Constitución, Códigos, Le- 
gislación General y Administración un proyecto de ley 
que promovimos, cuyo objetivo es exigir responsabili- 
dad, inclusive patrimonial, a los funcionarios que tie- 
nen culpa grave o dolo -es decir, a los malos funcio- 
narios-, generando perjuicios al Estado, y esperamos 
que la Cámara lo vote rápidamente. Pero ahora esta- 
mos hablando de la otra cara de la moneda: dar y 
garantizar beneficios para los funcionarios públicos. 


Creo en la dignificación del trabajo del empleado 
público, porque tengo una concepción que valora al 
Estado de una forma particular, y, por lo tanto, una 
política en ese sentido debe ser muy severa a la hora 
de exigir trabajo y de castigar malas conductas y muy 
abierta a la hora de dar estímulos y beneficios. 


Comparto con el señor Diputado Lacalle Pou que 
la casuística puede ser mala consejera, y dije en Co- 
misión y lo repito hoy: estoy dispuesto a votar, si se 
quiere generalizar, un día del funcionario público para 
todos ellos, para salvar las prevenciones que está 
planteando el señor Diputado Lacalle Pou. Pero ge- 
neralicemos aumentando derechos y no quitándolos. 


Por los argumentos expuestos, entendemos que 
es conveniente comenzar legislando en esta materia y 
no compartimos los argumentos señalados por el se- 
ñor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para una 
aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor miembro informante en minoría. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: la última 
frase del señor Diputado Ortuño me deja mucho más 
preocupado, ya que dijo que tenemos que empezar a 
legislar en este camino. Por lo tanto, podemos supo- 
ner que se vienen más feriados para los diferentes or- 
ganismos públicos y Ministerios. Desde mi humilde 
posición de legislador, voy a votar afirmativamente 


todo lo que sea reconocimiento, pero no voy a apoyar 
ningún feriado más. Así que en esos casos el señor 
Diputado Ortuño ya puede contar con un miembro en 
minoría. 


Además, deslizó por ahí aquello de la igualdad de 
tratamiento a los funcionarios. No quiero ingresar en 
ese debate, pero no me queda otra que decir que ha- 
bría que hacer un breve repaso de algunas denuncias 
realizadas por el Partido Nacional a raíz del trata- 
miento a algunos funcionarios en muchas dependen- 
cias estatales para darse cuenta de que realmente no 
han sido evaluados por algunos agentes del Gobierno 
al que el señor Diputado Ortuño representa -y subra- 
yo: por algunos agentes del Gobierno al que el señor 
Diputado Ortuño representa- de acuerdo con los cri- 
terios que celebro sostenga. ¡ Ojalá fuera siempre así 
en Cada ente y no se juzgara a los funcionarios por 
pertenecer o no a una fila, por pertenecer o no a un 
sindicato, por haber estado con tal o cual Gobierno! 
¡Ojalá siempre sean evaluados por buenos o malos 
funcionarios! 


Los Estados que tienen servicios civiles que pa- 
san por encima del Gobierno de turno son los Estados 
fuertes y los que le sirven a la gente, y no aquellos 
que trasladan funcionarios de un lugar a otro y los 
persiguen según su filiación política o su credo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Domínguez. 


SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Señor Presidente: en reali- 
dad, no tuvimos participación en este proyecto de ley. 
He escuchado muy atentamente al señor Diputado 
Ortuño, nuestro compañero del Frente Amplio. Indu- 
dablemente, este tipo de situaciones no son fácil- 
mente asumibles si antes no se tuvo una discusión 
sobre la temática. 


A mi entender, a través de este proyecto se hace 
un reconocimiento a los trabajadores del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas. Además, como bien se 
mencionó, se toma la fecha del 15 de setiembre de 
1964, estableciéndose que en ese día los trabajadores 
de Vialidad tenían derecho a gozar de un día no la- 
borable. 


Evidentemente, se trata de que esto sea para to- 
dos los trabajadores del Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas, organismo al que conocemos porque 
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lo hemos trabajado durante bastante tiempo desde el 
ámbito legislativo y que está sufriendo una gran 
transformación. 


Hay que reconocer que muchos sectores de tra- 
bajadores de esa Cartera dependieron muchos años 
de qué iba a pasar. Me refiero a la Dirección Nacional 
de Arquitectura, que tenía a disponibilidad decenas de 
trabajadores en varios departamentos. En nuestros 
recorridos por diversos lugares del país hemos en- 
contrado a esos racimos de trabajadores que pedían 
por favor que se los tuviera en cuenta para abordar la 
obra pública. Ahí vimos las penurias que vivió el fun- 
cionariado del Ministerio durante mucho tiempo: la 
idea era que aquel organismo con el que venían con- 
viviendo y trabajando no tenía razón de ser y, por ese 
motivo, permanentemente se les ofrecía la posibilidad 
de irse. Entonces, se crearon cooperativas que no 
funcionaban. Se llevaba a los trabajadores a una si- 
tuación insostenible para que se fueran. Me refiero a 
cooperativas como la de los tres famosos remolcado- 
res del puerto de Montevideo, como el Gaucho y otros 
más; a cooperativas de dragado; a lugares de cobro 
de peaje, etcétera. Luego, los funcionarios se daban 
cuenta de que no podían sostener esos servicios y 
que realmente habían caído en una trampa. Fue así 
que se empezó a desmontar el Ministerio y a generar- 
se situaciones caóticas, y los desprotegidos siempre 
eran los trabajadores. 


También hay que reconocer que ha habido des- 
composición en el funcionamiento del Estado, en la 
que a veces caen los trabajadores. Eso hay que de- 
cirlo claro, compañeros. Nosotros debemos velar, co- 
mo se dijo aquí, por los verdaderos trabajadores del 
Estado, y debemos dar una lucha a brazo partido para 
que sean honestos y trabajen para generar bienes en 
nuestro país. 


Entonces, cuando se da una oportunidad como 
esta, es evidente que nos gusta visualizar las situacio- 
nes que tenemos hoy. Cuando decimos que el Minis- 
terio de Transporte y Obras Públicas está sufriendo 
una transformación, hacemos un reconocimiento a los 
esfuerzos que se están haciendo. También hemos 
estado discutiendo con esos trabajadores; varios de 
los legisladores que componen nuestra bancada e in- 
tegran la Comisión de Transporte y Obras Públicas 
han recibido a funcionarios que denuncian que no se 
hace una cosa u otra, y los hemos escuchado atenta- 
mente. Muchas veces tienen razón. Hay situaciones 


relativas a la seguridad que vienen de otros tiempos y 
que todavía no se han podido abordar por parte de 
este Ministerio. No olvidemos que, por ejemplo, la 
Dirección Nacional de Arquitectura tiene cientos de 
obreros y ciento veinte o ciento treinta arquitectos. 
Tenemos regimientos de trabajadores de los Ministe- 
rios. En este caso concreto, vemos las enormes difi- 
cultades que tiene este para transformarse. 


Cuando expresamos que hay transformación 
queremos decir, por ejemplo, que el señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas dio dieciocho audiencias 
en el Consejo de Ministros realizado en Quebracho, en 
las que se habló de todos estos temas. Se vio qué 
ocurría en las carreteras de nuestro país y se habló de 
cómo mejorar una situación u otra. Inclusive, recibió a 
algunos trabajadores que tenían demandas y querían 
planteárselas directamente a él. Esto demuestra que 
el Ministerio se está transformando. 


En definitiva, creo que deberíamos ser equitati- 
vos con nuestras concesiones, pero remarcando cómo 
vamos a ser de directos en estos temas para evitar 
que se produzcan situaciones que favorezcan indebi- 
damente a los trabajadores. Eso también lo tenemos 
que decir. Pero en este caso ya había un día no labo- 
rable para los funcionarios de Vialidad. Creemos, en- 
tonces, que se debe premiar con un espacio de refle- 
xión a todos los trabajadores. Con esto no quiero de- 
cir que el tema no merezca una visión de conjunto. A 
mí esto me sorprende. Quizás deberíamos establecer 
el día del funcionario público en un gran paquete. 


Mientras tanto, voy a dar el voto al proyecto y 
considero que nuestros compañeros del Frente Amplio 
también tienen que apoyarlo. Reitero que para mí es 
muy importante observar qué está pasando en nues- 
tros Ministerios y a dónde vamos con nuestros traba- 
jadores, teniendo en cuenta que deben actuar con la 
seriedad y la cristalinidad debidas para procurar un 
buen funcionamiento del Estado. La proyección de- 
berá estar en función del país nuevo que estamos 
queriendo llevar adelante. 


SEÑOR RODRÍ GUEZ (don Edgardo).- ¿Me permite 
una interrupción? 

SEÑOR DOMÍNGUEZ.- Desde ya, señor Presidente, 
le adelanto que el proyecto va a contar con mi voto. 


Concedo con mucho gusto la interrupción solici- 
tada y después doy por terminada mi intervención. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR RODRÍGUEZ (don Edgardo).- Señor Pre- 
sidente: a veces, entre los vagos, se dice que el políti- 
co que hable de hacer trabajar a la gente está desti- 
nado al fracaso. Creo que eso no es muy cierto, y me 
voy a referir al asunto, porque además coincido en al- 
gunas cosas. Cuando hizo uso de la palabra el señor 
Diputado Lacalle Pou se armó entre nosotros una pe- 
queña polémica. Por ese motivo me decidí a interve- 
nir. 


Creo que no nos debe calentar demasiado el he- 
cho de que estos funcionarios tengan un día libre y 
pago. Lo que sí nos tiene que preocupar es que el 
resto de los días trabajen y que lo hagan en serio. Ahí 
es donde tenemos que poner el acento. Estos temas 
son conversados con los funcionarios del Estado, po- 
niendo énfasis en el sentido de que deben tener una 
responsabilidad superior. Son servidores del país, y 
esto tiene que estar bien claro. Reitero que el hecho 
de que descansen un día y se les pague no complica- 
ría demasiado la cosa. Lo que complica es que el 
resto de los días no trabajen, y no estoy diciendo que 
no lo hagan, sino que es ahí donde hay que poner el 
acelerador. 


Por ejemplo, en el caso de los convenios con el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas para la rea- 
lización de obras pueden pasar meses antes de que se 
terminen; también puede ocurrir que queden mal, 
como lo he visto en decenas de casos. Ahí es donde 
hay que apretar. 


En este caso, me parece que se trata de un re- 
conocimiento y que después tiene su contrapartida. 
En ese sentido es que lo votamos, y quizás sea un 
tema para seguir pensándolo respecto al resto de los 
funcionarios, para los cuales seguramente debe haber 
un sistema mucho más racional. 


SEÑOR ALONSO.- Yo había pedido la palabra, señor 
Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Cuan- 
do el señor Diputado Alonso pidió la palabra ya se ha- 
bía anotado el señor Diputado Domínguez. Como ya 
habían hablado los dos miembros informantes, tanto 
en mayoría como en minoría, la Mesa le concedió la 
Palabra. Esa fue la interpretación de la Mesa. 


Tiene la palabra el señor Diputado Alonso. 


SEÑOR ALONSO.- Lo que la Mesa o el señor Presi- 
dente interpreten para mí está bien. 


Quiero hacer un aporte. No acompañamos la de- 
claratoria de día no laborable, no por ser mezquinos o 
por ponernos en el rol de malos o de exigentes, sino 
porque entendemos que esto adolece de falta de la 
más mínima y elemental norma de buena administra- 
ción. Entonces, no parece demasiado razonable que 
por el hecho de que aquí llegó primero el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas se le otorgue un feria- 
do no laborable. Tampoco se nos pudo explicar muy 
bien por qué el día elegido era el 13 de octubre. Lo 
más que se pudo explicar es que el 13 de octubre era 
el día que ya tenían como feriado los trabajadores 
viales, pero tampoco sabemos por qué razón. Se me 
ocurre que porque está cerca del 12 y nada más. 


Como ejemplo dijimos que deberíamos estar pre- 
parados para que, de ahora en adelante, reclamen los 
otros doce |ncisos que no lo tengan. Capaz que algu- 
no lo tiene; pedimos los datos respecto a cuáles eran 
los Ministerios en que había un día del trabajador o 
cuáles eran las empresas del Estado que tenían un 
régimen por el estilo y nunca vino la información a la 
Comisión. Perfectamente, todos los meses podría otro 
Ministerio pedir el 2 de enero, el 26 de diciembre, y 
así sucesivamente. Entonces, en la Comisión propusi- 
mos algo a lo que se ha hecho referencia aquí. Ya que 
se quiere hacer un reconocimiento a través de otro 
día para el funcionario de la Administración Central -o 
genéricamente para el funcionario público-, además 
de lo que felizmente está estipulado en el país como 
el Día de los Trabajadores, que es el 1? de mayo, ha- 
gámoslo ordenadamente y determinemos cuál ha de 
ser esa fecha. Pero acá pasa como en todo: en la ne- 
gociación se consigue un poquito cada vez, y cuando 
uno termina de hacer la cuenta se puede llegar a sor- 
prender. Puede darse perfectamente que aparezcan 
todos los otros Ministerios -yo diría que no entiendo 
por qué no aparecen a partir de hoy- y los funciona- 
rios de cualquiera de las reparticiones del Estado a re- 
clamar esto, porque además parecería que alcanza 
con que se pida -aunque no se justifique por qué se 
trata de ese día especialmente- para que se otorgue 
el beneficio. 


Desde nuestro punto de vista, desde el ángulo 
del buen administrador, es un disparate, es un absur- 
do que por el hecho de que venga el mensaje del Mi- 
nistro del ramo para tratar de quedar bien con sus 
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funcionarios dándoles un día franco y pagándoselos, 
nosotros lo votemos. Si lo que se quiere hacer es la 
exaltación del funcionario de determinada repartición, 
para dotarlo de algún sentido de pertenencia y ha- 
cerle una suerte de reconocimiento, bueno, ¡qué 
bien!, que se haga. Pero ¿por qué el contribuyente 
uruguayo tiene que pagar por un trabajo que no se 
hace? 


Además, lo razonable es que si se quiere hacer 
ese reconocimiento, se haga en forma genérica. ¿Por 
qué? Porque acá se da la circunstancia de que si es- 
tablecemos, por ejemplo, doce días feriados distintos 
para doce Ministerios, cada uno de ellos traerá apa- 
rejadas dificultades en el funcionamiento de los otros, 
en algunos casos más directamente, y en otros de 
manera indirecta. El día que no trabaje el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, el puerto no trabajará 
igual; el día que no trabaje el Ministerio de Transporte 
y Obras Públicas, las | ntendencias no trabajarán igual, 
y así podemos hacer la cadena. El día que no trabaje 
el Ministerio de Industria, Energía y Minería, habrá di- 
ficultades para los procedimientos en la ANCAP, en la 
UTE. Entonces, ¿por qué no? Porque no. 


Nosotros hicimos el planteo en la Comisión y se 
nos dijo que la idea era buena. Y aquí se repitió que 
era buena la idea de que hubiera un día del funciona- 
rio público; se nos reconoció que eso podía ser más 
ordenado. Es más; se acaba de reafirmar que sería 
más razonable trabajar de esa manera. Pero no, por- 
que no; porque están los votos en la Comisión y en el 
plenario. 


Entonces, vamos a hacer un parchecito más en la 
larga cadena del disparatario nacional; hoy vamos a 
consagrar la celebración del día del funcionario de un 
Ministerio -nadie sabe dónde se origina esa fecha-, 
generando una inconsistencia en un sistema que de- 
bería ser consistente. Tendríamos que apuntar a ser 
cada día mejores y no a empeorar las cosas un po- 
quitito más todos los días. Deberíamos procurar ser 
más ordenados y no desordenar las cosas todos los 
días un poco más. De manera que cuando se quiera 
debatir el tema en serio, el Partido Nacional va a estar 
pronto, pero acompañar esta norma así como viene, y 
porque sí nada más, a nuestro entender sería una 
falta grave a nuestra responsabilidad como Repre- 
sentantes. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Roballo. 


SEÑOR ROBALLO..- Señor Presidente: lo que vamos 
a votar es la extensión a todos los demás integrantes 
del Ministerio de un derecho que usufructúa un grupo 
de funcionarios pertenecientes a esa Cartera. Como 
bien decía el señor miembro informante en mayoría, 
señor Diputado Ortuño, diversas ramas de la actividad 
privada tienen su fecha de celebración, de considera- 
ción especial de la actividad, de sus características y 
de sus trabajadores. Esto tiene que ver con el sentido 
de pertenencia, con la idiosincrasia; en fin, también es 
una cuestión cultural. 


Esta es una formalización de algo que se viene 
dando. Por lo tanto, no estamos generando de hecho 
-y recalco: de hecho- ninguna situación nueva. A 
nuestro juicio, esto tampoco va a ocasionar el inicio 
de una andanada de feriados no laborables; me pare- 
ce que eso es obvio. Y creo que nadie puede sostener 
que este feriado afectará el cumplimiento de los co- 
metidos del Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Por otro lado, nuestra posición sobre estos as- 
pectos es la continuación, la consolidación, la formali- 
zación de los derechos de los trabajadores, públicos y 
los privados. Los cambios, los procesos de transfor- 
mación, la reforma del Estado no pasan por sacarle 
un día libre a un grupo de funcionarios o por formali- 
zar lo que se está dando. 


Por lo tanto, quiero anunciar que con mucho 
gusto voy a acompañar este proyecto de ley. 


SEÑOR ORTUÑO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR ROBALLO.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor miembro informante en mayoría. 


SEÑOR ORTUÑO.- Señor Presidente: voy a ser tele- 
gráfico. 


Uno trata de mantener algunos criterios que le 
parecen básicos a la hora de fundar su posición sobre 
los temas y de llevar adelante las polémicas, pero a 
veces no sale de su asombro. Como bien se dijo, es- 
tamos tratando una reivindicación de los trabajadores 
del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, en el 
sentido de recuperar un derecho que les sacó la dic- 
tadura. 


Yo no dije algo porque me parecía que no iba al 
fondo del asunto, en la medida en que cuando se ha- 
cen las cosas que se comparten, está bien y no im- 
porta quién las haga, y es que la dictadura eliminó al- 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 53 


go que había establecido un Gobierno del Partido Na- 
cional. Esta medida que tanto horroriza fue generada 
por el Partido Nacional en setiembre de 1964, mo- 
mento en el que tenía la mayoría. Alguien puede de- 
cirme que era un Gobierno colegiado; está bien. Pero 
la restitución de esta norma -ahí sí ya no hay ninguna 
duda- es del 3 de agosto de 1994 y el Presidente era 
Luis Alberto Lacalle. 


Entonces, seamos ponderados a la hora de hacer 
algunos juicios y de preguntar: "¿No era que estába- 
mos cambiando?". ¿Sabe qué, señor Presidente? Es- 
tamos cambiando también en este caso, porque las 
cosas que antes se hacían por decreto, ahora se ha- 
cen por ley. 


Agradezco al señor Diputado Roballo por conce- 
derme la interrupción. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
continuar el señor Diputado Roballo. 


SEÑOR ROBALLO.- Señor Presidente: lo que iba a 
expresar a continuación era en el mismo sentido de lo 
que acaba de manifestar el señor Diputado Ortuño. 
Entonces, voy a terminar con la exposición porque me 
parece que el tema ha sido suficientemente conversa- 
do. 


Muchas gracias. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para con- 
testar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- La alusión, señor Presiden- 
te, fue para el Partido Nacional. ¡Claro que hay un 
Luis Alberto Lacalle Herrera y un Luis Alberto Lacalle 
Pou! Ahora hay otro más chiquito que también se lla- 
ma Luis Alberto, pero ya habrá tiempo para ver cómo 
sale. 


Y sí, la verdad -lo discutimos en Comisión- es que 
Luis Alberto Lacalle Herrera fue quien firmó ese de- 
creto. ¿Y? Yo, por suerte, no estoy atado ni en eso. 
Entonces, a mí no me parece que debamos insistir en 
ese camino. 


Además, se saltea -se ve que tiene afinidad con 
el doctor Julio María Sanguinetti- un decreto del doc- 
tor Julio María Sanguinetti -se ve que no lo quiere 
nombrar porque es más amigo, más afín ideológica- 
mente-, de fecha 22 de setiembre de 1997. Es ese, en 


realidad, el decreto que lo hace extensivo a todo el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. 


Yo no voy a justificar acá los actos del ex Presi- 
dente de la República Lacalle, que es grande y sabe 
justificarlos él. Yo me imagino que se restituyen me- 
didas que la dictadura había eliminado. Es hasta un 
gesto loable. En este caso yo no apoyo la medida en 
sí, y la perspectiva histórica dirá. A partir de hoy, en 
el Ministerio de Transporte y Obras Públicas van a 
querer más a Lacalle Herrera y menos a Lacalle Pou. 
Esa es la consecuencia lógica de esto, pero ese es 
otro tema que me parece que al señor Diputado Ortu- 
ño no le interesa tanto. 


SEÑOR ALONSO.- Pido la palabra para contestar 
una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ALONSO.- Señor Presidente: el argumento 
de que alguien ya hizo algo para justificar lo que se 
quiere hacer, es meridianamente pobre. No es la pri- 
mera vez que se usa, y por supuesto que si los que 
hicieron las cosas antes no fueron los que las hacen 
ahora, es más fácil. ¡ Claro!, los que las están haciendo 
ahora nunca las hicieron antes. 


Lo que es innegable es que acá se está subiendo 
una apuesta, porque se está dando rango legal a algo 
que no lo tiene. Y la respuesta que no me han dado ni 
me van a dar -lo he planteado y lo vuelvo a plantear- 
es por qué en vez de dedicar tiempo a discutir un fe- 
riado no laborable para un Ministerio no lo dedicamos 
a discutir un feriado no laborable para todos los fun- 
cionarios de la Administración Central. 


Todos sabemos que aquí salen las cosas si de- 
terminada cantidad de manos son levantadas, y fun- 
ciona una suerte de régimen muy particular, en el cu- 
al las ideas de los demás nunca cuentan, ni siquiera 
para un aporte de este tipo. Pero miren que no nos 
vamos a frustrar; no me siento frustrado. Por eso es- 
toy acá peleando por un proyectito que parece insig- 
nificante y que no tiene trascendencia ninguna, pero 
que hace al funcionamiento de la democracia. 


Nosotros, en la Comisión, hicimos el planteo con- 
creto. Se nos dijo que era una buena idea, y marche 
preso. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Barreiro. 
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SEÑOR BARREIRO.- Señor Presidente: sé que este 
tema tiene muchas aristas discutibles, y seguramente 
en algún momento se tendrá que decidir alguna solu- 
ción general, como se está proponiendo por parte de 
algunos señores legisladores, que contemple todas 
estas situaciones. Mientras tanto, nuestra resolución 
debe apuntar hacia un concepto de justicia y de equi- 
dad, que se expresa justamente en el decreto del 22 
de setiembre de 1997, a través del cual el Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas consideró que debía 
testimoniar y reconocer en ese día igual mérito y 
agradecimiento a todos los funcionarios de la Secre- 
taría de Estado, sin distinción de unidades ejecutoras, 
escalafón o grado. 


Ahí está el sentido de justicia de la resolución 
que hoy debemos adoptar, sin perjuicio de que el te- 
ma lo reconsideremos posteriormente, en el marco de 
una solución global, que no va a afectar solamente al 
día 13 de octubre. Aquí, en este país, hay muchos dí- 
as feriados, para muchas actividades. Existe el Día del 
Funcionario del Ministerio de Salud Pública, en el que 
estos funcionarios no van a trabajar, manteniendo 
solo las guardias indispensables. En este país hay Día 
del Maestro, y el maestro no concurre a la escuela ese 
día a impartir clase. Hay un Día del Funcionario Muni- 
cipal, y los funcionarios municipales no trabajan ese 
día. Hay un Día del Médico, y quienes somos médicos 
no trabajamos ese día, salvo aquellos que realizan las 
actividades de emergencia correspondientes. Hay un 
Día del Funcionario de la Salud Privada, y también hay 
un Día del Estudiante. 


En definitiva, es evidente que todas estas resolu- 
ciones que podemos ir adoptando tienen, probable- 
mente, algún dejo de injusticia o de no ser lo mejor y 
lo más correcto, pero mientras esa solución general 
no llegue hay que tender a hacer justicia con las deci- 
siones que ya se han tomado. 


Por lo tanto -esta no es una decisión de la ban- 
cada, sino que estamos libremente votando cada uno 
de nosotros-, anunciamos que vamos a apoyar el pro- 
yecto porque significa una solución de justicia y de 
equidad; podrá después ser subsanada en un marco 
de justicia mayor o de mayor amplitud, pero mientras 
no llegue esa resolución vamos a atenernos a esto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: antes de 
comenzar, pediría a la Mesa que me indique el quó- 
rum. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Cua- 
renta y cuatro legisladores presentes, señor Diputado. 


SEÑOR ROSADILLA.- Muchas gracias, señor Presi- 
dente, y ya verá por qué se lo pedí. 


Diría que, filosóficamente, si nos pusiéramos a 
discutir sobre todos estos temas que tienen que ver 
con los días no laborables de todo tipo, estoy en la lí- 
nea de que las fechas patrias y los días de reconoci- 
miento deberían ser jornadas de día y medio de labor. 
Acá se trata de volver a reconocer algo que existía. La 
verdad es que, en mi fuero íntimo, me cuesta expli- 
carlo. 


¿Sabe qué pasa, señor Presidente? Que la ciuda- 
danía en este momento está pagando a noventa y 
nueve personas por trabajar, y usted termina de de- 
cirme que el quórum es de cuarenta y cuatro legisla- 
dores en Sala. Si hubiera un solo funcionario del Mi- 
nisterio allí, en la barra, nos podría gritar, al votarse 
negativamente: "¡ Caretas!". 


Por lo tanto, quiero cambiar el mundo, y los 
cambios del mundo también incluyen la actitud hacia 
el trabajo. Esto que estoy diciendo hoy me lo han es- 
cuchado decir muchas veces. Acá, en esta Casa -en la 
que se resuelven las leyes que se aplican para los 
demás-, tenemos dos meses que no sé cómo se lla- 
man, más Turismo, más Semana de Carnaval, más 
todo lo rojo en el almanaque, más sábados y domin- 
gos, más todo lo demás. Yo quiero cambiar radical- 
mente este régimen para ganar la autoridad moral de 
esta Casa, para empezar a pegarle bochazos a esos 
días libres de los demás funcionarios públicos, porque 
me siento eso, un funcionario público. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: creo lo que 
acaba de decir un señor Diputado es un tema delica- 
do. Yo tenía otro concepto del señor Diputado y creía 
que el señor Diputado trabajaba. 


Creo que los legisladores tenemos, todos, trabajo 
aquí, dentro del Parlamento, y trabajo que hacemos 
representando fuera del Parlamento. Y, sinceramente, 
este tipo de críticas termina haciendo mal a los legis- 
ladores como tales. Eso sí: lo que creo que podemos 
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revisar es el orden del día de cada sesión, y el orden 
del día de las sesiones es responsabilidad del Gobier- 
no. Es el Gobierno el que tiene las iniciativas, y más 
cuando el Gobierno tiene mayoría en todas las Comi- 
siones. Lo que aquí viene a consideración son los te- 
mas que el Gobierno pone a consideración. Si el Go- 
bierno pone a consideración únicamente nombres de 
escuelas en la mayoría de los órdenes del día que 
vemos cada día, así es difícil que el país pueda cam- 
biar y así es difícil que podamos ser altamente efi- 
cientes en la mejora de la felicidad pública, que es lo 
que el señor Diputado preopinante quiere hacer, lo 
mismo que todos nosotros. 


Sinceramente, me parece que tendríamos que 
ser bastante más medidos en nuestros argumentos, 
tendríamos que cuidar exactamente lo que decimos y 
no introducir el desprestigio al Parlamento de la Re- 
pública. Es más: los legisladores de la oposición, en 
realidad no tenemos la más mínima cuota de respon- 
sabilidad en cuanto al funcionamiento de este Parla- 
mento, o la tenemos, sí, por supuesto, pero una bas- 
tante menor. 


SEÑOR ORTUÑO.- ¿Me permite una interrupción? 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR BOTANA.- Encantado concedo una interrup- 
ción al señor Diputado Ortuño, y también al señor Di- 
putado Rosadilla, que si no la tiene por derecho, es 
por alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado Ortuño. 


SEÑOR ORTUÑO.- Señor Presidente: algún colega 
de nuestra bancada me pide que no ingrese en este 
debate porque es importante votar el proyecto, pero 
por lo menos quiero pasar un telegrama, porque a mi 
juego me llamaron. 


Saben mis compañeros que este es un tema que 
me obsesiona, porque creo que, efectivamente, los 
legisladores tenemos muchas tareas fuera del Parla- 
mento; pero también es cierto que tenemos escasos 
días de sesión, durante cuatro horas, y nuestra obli- 
gación es estar acá, entre otras cosas para ser cons- 
cientes de lo que votamos y tener conocimiento, no 
únicamente del trabajo de nuestra Comisión, sino de 
lo que el Parlamento en general sanciona. 


Entonces, no solo voy a respaldar a mi compa- 
ñero, el señor Diputado Rosadilla, sino que quiero 
agendar a futuro la discusión sobre el papel de los 
parlamentarios, porque creo que a nosotros nos pa- 
gan para tener la colita apoyada acá los martes y 
miércoles -que no es mucho, si consideramos nues- 
tras remuneraciones-, además de las otras tareas que 
tenemos que hacer, señor legislador. Y mire que mu- 
chos de nosotros las cumplimos cuando salimos de 
acá y llegamos muy tarde a nuestras casas por reali- 
zar esas otras actividades que nuestro cargo requiere. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado Rosadilla. 


SEÑOR ROSADILLA.- Señor Presidente: por la vía 
de la interrupción, quiero contestar una alusión. 


Voy a dejar constancia de que aquí se ha dicho 
que yo marqué a los parlamentarios de la oposición; 
yo simplemente me limité a pedir que se me infor- 
mara sobre el quórum que había, y no hablé de nin- 
gún sector político ni de ningún partido. Me limité a 
pedir el quórum y a hablar en general. 


Cada vez comprendo más al viejo y querido Ma- 
rio Benedetti, cuando escribió aquel famoso libro "El 
país de la cola de paja". 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
continuar el señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: creo ser de los 
Diputados que están presentes de manera perma- 
nente en Sala, de los Diputados que cumplen con sus 
obligaciones en las Comisiones en que les toca traba- 
jar, y creo ser de los militantes políticos con dedica- 
ción total a esta actividad. 


Tampoco creo que pueda tener la soberbia de 
considerar que trabajo en la cuestión pública un mi- 
nuto más que nadie; los legisladores todos, por algo 
estamos acá. Difícilmente, en estos tiempos alguien 
pueda estar en el Parlamento de la República si no es 
porque tiene un fuerte trabajo político. Es más: tal vez 
en otros tiempos pudo haber mayor capacidad técnica 
en el Parlamento de la República; quizás en otros 
tiempos hubo gente que podía desempeñar simultá- 
neamente la labor legislativa y la acción profesional, 
empresarial, u otras actividades. Ahora eso no es po- 
sible, y no es posible porque este tiempo nos exige a 
todos nosotros estar en todos lados; nos exige estar 
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estudiando para legislar correctamente, y nos pide 
estar junto a las organizaciones de nuestra sociedad 
-que, gracias a Dios, son cada día más- para repre- 
sentarlas, y para representarlas con conocimiento de 
causa. 


Por lo tanto, creo que es bastante malo e ino- 
portuno introducir en el debate este tipo de señala- 
mientos respecto a cómo se gana la vida en el trabajo 
cada uno de los legisladores, y si se gana o no la re- 
muneración que está estipulada. Sinceramente, creo 
que es bastante indebido entrar en ese tipo de consi- 
deraciones, y respeto absolutamente a todos los par- 
lamentarios. 


Eso sí: deberíamos reclamar todos juntos al Po- 
der Ejecutivo tener mayores desafíos en el debate, y 
para lograrlo indudablemente tiene que haber sobre la 
mesa proyectos más interesantes. Discutir toda la tar- 
de si vamos a cambiar, si vamos a dar un día de li- 
cencia o no a algunos funcionarios públicos, todos sa- 
bemos que es un debate estéril, todos sabemos que 
no es de los debates fundamentales ni es de los que 
uno esperaba encontrar cuando llega al país un Go- 
bierno que había prometido los cambios. 


Yo sé que están en la etapa de preparar los 
cambios, que este interminable debate de todos y ca- 
da uno de los temas algún día terminará y llegarán los 
proyectos. Yo sé que el programa único no era cosa 
fácil de leer, que algunos lo leífamos de una manera, 
pero, en realidad, había que leerlo de otra, y que, en 
realidad, el programa único eran varios programas, y 
que a la hora del detalle había que dialogar y ajustar. 
Pero, claro, lo cierto es que a varios legisladores de 
esta bancada del Partido Nacional nos cuesta bastante 
negarnos a votar esta licencia de un día o dar la licen- 
cia, porque, en definitiva, no nos parece un tema re- 
levante. 


SEÑOR CÁNEPA.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BOTANA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: estaba escu- 
chando con mucha atención, como siempre, al señor 
Diputado Botana y, corriendo el riesgo de que maña- 
na no solo se diga que esto fue muy aburrido, sino 
que uno quiso dar una clase de algo y lo califiquen, 
sinceramente debo decir que el debate está muy bien. 


Quizás sea necesario que tengamos otra oportunidad 
para debatir entre nosotros con respecto a las distin- 
tas concepciones de la tarea parlamentaria y sobre 
qué es ser parlamentario. No voy a mencionar acá las 
tres funciones que tenemos -representación, legisla- 
ción y control- y cómo se cumplen; cada uno sabrá. 
Yo respeto a todos, como dice el señor Diputado Bo- 
tana. 


Las otras consideraciones formuladas me tientan 
a entrar en un debate que no creo que sea oportuno 
darlo hoy. No digo que no haya que hacerlo; quizás sí. 
Inclusive, adelanto que con los compañeros tenemos 
ciertos matices. Yo no soy de los que creen que la 
función del legislador es estar cuatro horas acá, por- 
que a veces, cuando hay ciertos reclamos, hay que 
atender a determinadas personas fuera del recinto, lo 
que también es importante. El propio legislador es 
quien debe definir sus prioridades, y cada uno sabe lo 
que hace, porque la gente es quien define quiénes 
deben estar sentados acá; es la gente y nadie más. 
No son otros; es la gente. 


Por lo tanto, creo que la invitación a este debate 
está muy bien, pero exhortaría -sabiendo que mi co- 
lega y compañero Botana quizás no lo tome en cuen- 
ta- a proseguir con el proyecto que estábamos discu- 
tiendo, más allá de lo interesante que sea este deba- 
te, y que en otro momento -no digo que no sea in+- 
portante- busquemos la oportunidad de discutir a 
fondo, si es necesario -creo que todos tenemos una 
profunda vocación de servicio-, cuál es la tarea, los 
roles y la función que debemos cumplir como parla- 
mentarios. 


Muchas gracias, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
continuar el señor Diputado Botana, a quien le restan 
veinte minutos de su tiempo. 


SEÑOR LACALLE POU.- ¿Me permite, señor Presi- 
dente? 


¿La Mesa me puede informar qué tema estamos 
tratando? 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Preci- 
samente, la Mesa ¡ba a recordar que se está conside- 
rando el asunto relativo al Día del Funcionario del Mi- 
nisterio de Transporte y Obras Públicas. 


Puede continuar el señor Diputado Botana. 
SEÑOR GAMOU.- ¿Me permite una interrupción? 
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SEÑOR BOTANA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: yo extrañaba un 
poco al señor Diputado que tan amablemente me 
concede esta interrupción. Lo extrañaba porque había 
andado por la Cámara Alta, y también ahí había ge- 
nerado debates. 


En realidad, estamos tratando un proyecto de ley 
sobre un día feriado y todo lo demás, pero no puedo 
más que manifestar mi admiración, porque me acuer- 
do de una película con Malcom McDowell, "Los due- 
listas", en la que todo el tiempo los tipos estaban bus- 
cando ámbitos para fajarse. Los duelistas: ámbitos 
para fajarse. 


Yo lo que veo es que si hablamos de conceder 
una licencia a un señor Representante, ¡ ah!, mi colega 
va a encontrar allí alguna cosa para entablar un due- 
lo. Él me hablará de las provocaciones y de todo lo 
demás, pero para que haya un duelo tiene que haber 
dos. Entonces, a no ser que se consiga un duelista 
dentro de su propio partido, me parece que, por más 
que corre bien, va por el camino equivocado, porque 
no vamos a entrar en esas cosas que nos está dicien- 
do. 


Pero le digo: la verdad es que lo extrañaba al se- 
ñor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
continuar el señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: creo que en- 
contré uno, dos, tres, cuatro, cinco, y todos tenemos 
ganas de discutir sobre estas cosas. 


SEÑOR ALONSO.- ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR BOTANA.- Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR ALONSO.- Señor Presidente: quiero hacer 
nada más que un comentario, porque comparto mu- 
chas de las cosas que detonan a partir del planteo del 
señor Diputado Rosadilla, aunque pienso distinto, en 
cuanto a debatir el tema. 


Ahora bien: nos hemos desbandado un poco; 
creo que nos hemos salido del trillo y se me ocurre 
que hay un símil que podemos hacer, que va en el 


sentido de lo que manifestó al principio el señor Di- 
putado Botana. Cuando los gurises no tienen nada 
que hacer, se pelean; cuando están aburridos, lo que 
hacen es pelearse, y es lo que esta pasando. Agarra- 
mos un tema y nos pusimos a discutir; cuando que- 
remos acordar, no sabemos ni qué estamos discutien- 
do en general. 


Esto obedece, entre otras cosas, a la pobreza del 
orden del día, producto de la falta de trabajo, de ini- 
ciativa, que debería provenir -sabemos- de la mayoría 
y del Gobierno. No se trata de pasar gratuitamente 
una cuenta, pero es lo que está pasando. Estamos 
debatiendo esto cuando podríamos tener a considera- 
ción cosas más importantes. Uno mira el orden del día 
y da bastante pena. 


Gracias, señor Diputado Botana. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Puede 
continuar el señor Diputado Botana. 


SEÑOR BOTANA.- Señor Presidente: el tema está 
absolutamente claro. Creo que la razón fundamental 
está en eso: deberíamos tener arriba de la mesa al- 
guna iniciativa del señor Ministro de Transporte y 
Obras Públicas para cambiar la legislación del país en 
algunas de las áreas de su acción. Deberíamos tener 
en consideración algún proyecto bien elaborado, que 
nos permitiera cambiar las estrategias nacionales en 
materia de transporte, de comunicaciones. Lamenta- 
blemente, lo único que tenemos es, por un lado, un 
decreto de transferencia de recursos del interior a la 
capital, vía subsidio al boleto, y, por otro, este tipo de 
proyectos que son realmente pobres. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑORA CHARLONE.- Pido la palabra para contes- 
tar una alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: la verdad 
es que no tenía pensado en absoluto hablar sobre 
este tema. 


Quiero decir que se planteó un debate intere- 
sante y que comparto totalmente lo que dijo el señor 
Diputado Cánepa en cuanto a que este no es el mo- 
mento de dar una discusión en ese sentido, pero sí en 
materia de iniciativas del Gobierno. No todos los días 
son grandes días ni grandes jornadas, pero yo quiero 
recordar, por ejemplo, que hace unos pocos días vo- 


58 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


tamos una Rendición de Cuentas que, de un año para 
el otro, aumenta en US$ 300:000.000 lo que el Estado 
va a volcar a la sociedad, que es una cifra más grande 
que todos los aumentos de gasto para la sociedad que 
se votaron en el quinquenio anterior. 


¡ Claro, eso nos llevó más de veinte horas de tra- 
bajo en el plenario y muchas horas de Comisión! Por 
supuesto que no vamos a tener ese tipo de proyecto 
todos los días, pero lo quiero repetir: votamos 
US$ 300:000.000 más de gastos de un año a otro. 
¡ Que se busque cinco o diez años para atrás para ver 
si de la sumatoria de los proyectos con carácter social 
que nos remitían los Poderes Ejecutivos y que votaba 
la coalición de Gobierno llegaba a ese incremento de 
gasto para la sociedad, lo cual, como decía, nos llevó 
veintidós horas aprobar! 


En el día de ayer votamos un proyecto excepcio- 
nal -¡excepcional!-, que todos aquí reconocemos que 
era, no diría un acto de justicia, sino un reconoci- 
miento -todos los planteamos-, un debe histórico a 
gente que estuvo presa, a gente que estuvo exiliada, 
a gente que fue destituida. 


Y bueno, no todos los días son días de gloria; a 
veces tenemos proyectos de designación de escuelas, 
que muchas veces, ¡ cuidado!, son iniciativa del Parti- 
do Nacional y del Partido Colorado, porque no sola- 
mente nosotros ponemos nombres a las escuelas. 


Y quédense tranquilos, porque seguramente an- 
tes de fin de mes vamos a votar una de las reformas 
estructurales más importantes de esta Administración, 
que es la reforma tributaria, sobre la que venimos 
trabajando a "full" en la Comisión de Hacienda y tam- 
bién estuvimos considerando en la instancia de la 
Rendición de Cuentas. 


Acá se trabaja en el plenario y se trabaja en Co- 
misiones. ¡ Y claro que se están votando grandes re- 
formas y grandes proyectos! Ahora bien: la verdad es 
que esto no pasa por el orden del día de las cotidia- 
neidades, donde a veces tenemos tratados, nombres 
de escuelas y, en ocasiones, grandes reformas. Pero, 
bueno, la verdad es que me parece que entrar a dis- 
cutir si hay temas importantes en el orden del día de 
una sesión en particular no hace al trabajo de este 
Parlamento ni tiene que ver con juzgar lo que está 
haciendo el Gobierno, que está efectuando grandes 
reformas. 


Eso sí: que después no nos digan que estamos 
apurando demasiado el caballo para que las cosas 
salgan rápido. Suponemos que vamos a estar todos 
para trabajar y votar estos grandes proyectos y estas 
grandes reformas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a 
la discusión particular. 


(Se vota) 


——CCuarenta y ocho en cuarenta y nueve: AFIRMATI - 
VA. 


En discusión particular. 
Léase el artículo 1*. 


SEÑOR LACALLE POU.- Mociono para que se su- 
prima la lectura de todos los artículos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar. 


(Se vota) 


——CCuarenta y seis en cuarenta y nueve: AFIRMATI- 
VA. 


En discusión el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——CCuarenta y siete en cuarenta y nueve: AFI RMATI - 
VA. 


En discusión el artículo 2”. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cuarenta y dos en cuarenta y nueve: AFI RMATI- 
VA. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR ROBALLO.- ¡Que se comunique de inme- 
diato! 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar. 


(Se vota) 


——incuenta en cincuenta y cuatro: AFIRMATIVA. 
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(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


23.- Licencias. 
Integración de la Cámara. 


——-LDese cuenta del informe de la Comisión de Asun- 
tos Internos relativo a la integración del Cuerpo. 


(Se lee:) 


"La Comisión de Asuntos Internos aconseja a 
la Cámara aprobar las siguientes solicitudes de li- 
cencia: 


Del señor Representante Doreen Javier |ba- 
rra, en misión oficial, literal C) del artículo pri- 
mero de la Ley N* 17.827, para asistir al XXI! 
Encuentro del Parlamento Cultural del MERCO- 
SUR - PARCUM, a desarrollarse en las ciudades 
de Buenos Aires y San Rafael, República Argenti- 
na, por el período comprendido entre los días 17 
y 21 de octubre de 2006. Habiéndose agotado la 
lista de suplentes, solicítase a la Corte Electoral la 
proclamación de nuevos suplentes. 


Del señor Representante Jorge Orrico, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período cor- 
prendido entre los días 10 y 11 de octubre y por 
el día 25 de octubre de 2006, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Jorge 
Zás Fernández. 


Del señor Representante Álvaro Lorenzo, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período corr- 
prendido entre los días 16 y 20 de octubre de 
2006, convocándose al suplente correspondiente 
siguiente, señor Juan Curbelo. 


Del señor Representante Pablo Iturralde, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
primero de la Ley N* 17.827, por el período com- 
prendido entre los días 4 y 17 de octubre de 
2006, y en virtud de obligaciones notorias inhe- 
rentes a su representación política, literal D) del 
artículo primero de la Ley N* 17.827, para asistir 
al XXIl Encuentro del Parlamento Cultural del 
MERCOSUR - PARCUM, a desarrollarse en las 
ciudades de Buenos Aires y San Rafael, República 
Argentina, por el período comprendido entre los 


días 18 y 22 de octubre de 2006, convocándose 
al suplente correspondiente siguiente, señor Al- 
fredo Cabrera". 


——-En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y dos en cincuenta y cuatro: AFIRMA- 
TIVA. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en las 
fechas indicadas. Asimismo, en el caso pertinente se 
oficiará a la Corte Electoral solicitando la proclamación 
de nuevos suplentes. 


(ANTECEDENTES: ) 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 


Por intermedio de la presente comunico a Ud. que 
fui designado para concurrir al “XXIl Encuentro del 
Parlamento Cultural del MERCOSUR — * PARCUN” a 
realizarse en las ciudades de Buenos Aires y San Ra- 
fael, (provincia de Mendoza), República Argentina. 


Por consiguiente solicito licencia con carácter de 
misión oficial por los días 17 al 21 de octubre, convo- 
cándose a mi suplente la señora Alicia Pintos. 


Sin otro particular saluda atentamente. 


DOREEN JAVIER IBARRA 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 4 de octubre. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi consideración: 
Quien suscribe, Sr. Carlos Tutzó, comunica a 
usted que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de la cual ha sido objeto. 


Sin otro particular saluda a usted atentamente, 
Carlos Tutzó". 
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"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Quien suscribe, Sr. Jorge Bermúdez, comunica a 
usted que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de la cual ha sido objeto. 


Sin otro particular saluda a usted atentamente, 


Jorge Bermúdez". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi consideración: 

Quien suscribe, Sr. Julio Vieytes, comunica a 
usted que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de la cual ha sido objeto. 

Sin otro particular saluda a usted atentamente, 

Julio Vieytes". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia para viajar al exte- 
rior en misión oficial, del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Doreen Javier Ibarra, 
para concurrir al XXI! Encuentro del Parlamento Cul- 
tural del MERCOSUR - PARCUM, a desarrollarse en 
las ciudades de Buenos Aires y San Rafael, Repúbli- 
ca Argentina. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 17 y 
21 de octubre de 2006. 


11) Que por esta única vez no aceptan la convoca- 
toria de que han sido objeto los suplentes siguientes, 
señores Carlos Tutzó, Jorge Bermúdez y Julio Vie- 
ytes. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el literal C) del artículo primero 
de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia para viajar al exterior en 
misión oficial, al señor Representante por el departa- 
mento de Montevideo, Doreen Javier Ibarra, por el pe- 


ríodo comprendido entre los días 17 y 21 de octubre 
de 2006, para concurrir al XXI! Encuentro del Parla- 
mento Cultural del MERCOSUR - PARCUM, a desa- 
rrollarse en las ciudades de Buenos Aires y San Ra- 
fael, República Argentina. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, pre- 
sentan los suplentes siguientes señores Carlos Tutzó, 
Jorge Bermúdez y Julio Vieytes, de la Hoja de Vota- 
ción N* 1001, del Partido Encuentro Progresista - 
Frente Amplio - Nueva Mayoría. 


3) Ofíciese a la Corte Electoral. 
Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

Por la presente solicito a la Cámara que usted 
preside, licencia por los días 10, 11 y 25 del corriente 
por asuntos particulares, convocando en tal caso al 
suplente correspondiente. 

Saluda a usted atentamente, 

JORGE ORRICO 
Representante por Montevideo”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, señor Jorge Orrico. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 10 y 
11 de octubre y por el día 25 de octubre de 2006. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y por el inciso tercero del artículo 
primero de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 10 y 11 de oc- 
tubre y por el día 25 de octubre de 2006, al señor Re- 
presentante por el departamento de Montevideo, Jor- 
ge Orrico. 
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2) Convóquese por Secretaría, por el mencionado 
lapso y por el día 25 de octubre de 2006, al suplente 
correspondiente siguiente de la Hoja de Votación 
N* 2121 del Lema Partido Encuentro Progresista- 
Frente Amplio, señor Jorge Zás Fernández. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

De acuerdo a lo establecido en la Ley N* 17.827, 
solicito al Cuerpo que tan dignamente preside, se sir- 
va concederme el uso de licencia entre los días 16 y 
20 de los corrientes, por motivos personales. 

Sin más, lo saluda atentamente. 

ÁLVARO LORENZO 
Representante por Montevideo”. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

A través de la presente renuncio por única vez a 
la convocatoria de los días 16 al 20 de los corrientes. 


Sin más, lo saluda atentamente. 
Jorge Machiñena”. 


"Montevideo, 4 de octubre de 2006. 

Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo 
Presente. 
De mi mayor consideración: 

A través de la presente renuncio por única vez a 
la convocatoria de los días 16 al 20 de los corrientes. 


Sin más, lo saluda atentamente. 
Javier Barrios”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales del señor Representante por el departamento 
de Montevideo, Alvaro Lorenzo. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por el período comprendido entre los días 16 y 
20 de octubre de 2006. 


11) Que por esta única vez no aceptan la convoca- 
toria de que han sido objeto lo suplentes siguientes, 
señores Jorge Machiñena y Javier Barrios Bove. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618, de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y el inciso tercero del artículo prime- 
ro de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 16 y 20 de oc- 
tubre de 2006, al señor Representante por el depar- 
tamento de Montevideo, Alvaro Lorenzo. 


2) Acéptanse las denegatorias que por esta única 
vez han presentado los suplentes siguientes, señores 
Jorge Machiñena y Javier Barrios Bove. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación, por el mencionado lapso, al su- 
plente correspondiente siguiente de la Hoja de Vota- 
ción N* 2004 del Lema Partido Nacional, señor Juan 
Curbelo. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


"Montevideo 4 de octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
De mi consideración: 

Por la presente solicito licencia en mi cargo de 
Representante Nacional, entre los días 4 y 17 del co- 
rriente por motivos personales y desde el 18 al 22 
por el literal D) del de la Ley N* 17.827, motivado 
por la invitación que adjunto. 

Sin otro particular y agradeciendo desde ya se 
cite a mi suplente respectivo, lo saludo atentamente. 

PABLO ITURRALDE VIÑAS 
Representante por Montevideo." 


"Montevideo, 4 octubre de 2006. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes 
Julio Cardozo. 
Presente. 
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De mi consideración: 

Por la presente, comunico a usted que por esta 
vez, no voy a aceptar la convocatoria que se me rea- 
lizara para asumir como Representante Nacional en- 
tre los días 4 y 17 del corriente. 

Sin otro particular, y agradeciendo desde ya la 
convocatoria al suplente respectivo, lo saluda muy 
atentamente. 

Carmen Sánchez”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos perso- 
nales y para viajar al exterior en virtud de obligacio- 
nes notorias inherentes a su representación política, 
del señor Representante por el departamento de 
Montevideo, Pablo lturralde, para concurrir al XXII 
Encuentro del Parlamento Cultural del MERCOSUR - 
PARCUM, a desarrollarse en las ciudades de Buenos 
Aires y San Rafael, República Argentina. 


CONSIDERANDO: |) Que solicita se le conceda li- 
cencia por motivos personales por el período com- 
prendido entre los días 4 y 17 de octubre de 2006 y 
en virtud de obligaciones notorias inherentes a su re- 
presentación política por el período comprendido en- 
tre los días 18 y 22 de octubre de 2006. 


11) Que por esta única vez no acepta la convocato- 
ria de que ha sido objeto la suplente siguiente, señora 
Carmen Sánchez. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 de la 
Constitución de la República, en la Ley N* 10.618 de 
24 de mayo de 1945, en la modificación dada en su 
artículo primero por la Ley N* 17.827, de 14 de se- 
tiembre de 2004 y en el literal D) del artículo primero 
de esta. 


La Cámara de Representantes, 
RESUELVE: 


1) Concédese licencia por motivos personales por 
el período comprendido entre los días 4 y 17 de octu- 
bre de 2006, y en virtud de obligaciones notorias inhe- 
rentes a su representación política para viajar al exte- 
rior, al señor Representante por el departamento de 
Montevideo, Pablo Iturralde, por el período compren- 
dido entre los días 18 y 22 de octubre de 2006, para 
concurrir al XXIl Encuentro del Parlamento Cultural 
del MERCOSUR - PARCUM, a desarrollarse en las 
ciudades de Buenos Aires y San Rafael, República 
Argentina. 


2) Acéptase la renuncia presentada, por esta única 
vez, por la suplente siguiente, señora Carmen Sán- 
chez. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar la re- 
ferida representación por los mencionados lapsos, al 
suplente correspondiente siguiente de la Hoja de Vo- 
tación N* 2004 del Lema Partido Nacional, señor Al- 
fredo Cabrera. 


Sala de la Comisión, 4 de octubre de 2006. 


VÍCTOR SEMPRONI, ALBERTO PER- 
DOMO, NORA GAUTHIER". 


24.- Recurso de apelación establecido en 
el artículo 303 de la Constitución de 
la República. (Reglamentación). (Mo- 
dificaciones de la Cámara de Senado- 
res). 


——Se pasa a considerar el asunto que figura en 
sexto término del orden del día: "Recurso de apela- 
ción establecido en el artículo 303 de la Constitución 
de la República. (Reglamentación). (Modificaciones de 
la Cámara de Senadores)". 


(NUEVOS ANTECEDENTES: ) 


Anexo Il al 
Rep. N* 168 
“CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*- El recurso referido en el artículo 303 
de la Constitución de la República, se interpondrá di- 
rectamente ante la Cámara de Representantes. 


Artículo 2*. (Forma y contenido de la demanda).- 
El recurso se interpondrá por escrito, el que deberá 
contener: 


1) Nombre de los recurrentes, serie y número de 
su credencial cívica y el domicilio constituido a los 
efectos del procedimiento. 


2) Señalamiento claro del decreto de la Junta 
Departamental o resolución del Intendente Municipal 
recurrido, los que podrán serlo en todo o en parte. 


3) Narración precisa de los hechos y señala- 
miento expreso de las disposiciones constitucionales 
O legales presuntamente violadas por el acto recurri- 
do. Las invocaciones genéricas a la Constitución y a 
las leyes se tendrán por no interpuestas. 


Artículo 3”.- La Cámara de Representantes exa- 
minará en primer lugar si se han cumplido los requi- 
sitos de admisibilidad del recurso. 
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Verificado el incumplimiento, el recurso se recha- 
zará de plano sin considerar el fondo del asunto. 


Asimismo, el recurso se tendrá por no interpuesto 
si faltan algunos de los requisitos establecidos en el 
artículo 2”. 


Artículo 4”.- Cumplidos los requisitos de admisibi- 
lidad, la Cámara de Representantes se expedirá úni- 
camente sobre las normas recurridas, en el plazo de 
sesenta días hábiles contados a partir de la fecha de 
ingreso del recurso. Vencido dicho plazo sin resolu- 
ción de la Cámara de Representantes, el recurso se 
tendrá por no interpuesto. 


Artículo 5”.- Dentro de los quince días de recibido 
el recurso, la Cámara de Representantes dará vista 
del mismo, y podrá solicitar, por una sola vez, ante- 
cedentes complementarios. En este último caso, el 
plazo establecido en el artículo anterior, comenzará a 
correr cumplidos treinta días contados a partir de la 
fecha de solicitud de antecedentes complementarios. 


Artículo 6*.- La Cámara de Representantes o la 
Comisión en la que ésta delegue la instrucción del re- 
curso, podrá citar a recurrentes y recurridos a formu- 
lar sus alegatos. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior, 
la Cámara de Representantes podrá avocarse al re- 
curso en trámite en cualquier etapa prevista en esta 
ley, determinando la continuación del procedimiento, 
en aplicación del artículo 303 de la Constitución de la 
República. 


Artículo 7”. (Contenido de la resolución).- Cuando 
la Cámara de Representantes se expida sobre el re- 
curso presentado, su resolución contendrá decisiones 
expresas, recayendo sobre los asuntos puestos a su 
consideración por las partes con arreglo a las peticio- 
nes deducidas. Rechazará o acogerá el recurso, pu- 
diendo en este último caso, hacerlo en todo o en 
parte. 


Artículo 8”. (Forma de la resolución).- La resolu- 
ción establecerá de modo claro y sucinto el o los 
puntos litigiosos, los hechos en que se basa, consig- 
nándose los fundamentos de derecho en cuya virtud 
se acepta o rechaza el recurso. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 4 de julio de 2006. 


ELEUTERIO FERNÁNDEZ HUIDOBRO 
Presidente 


HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario". 
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Comisión de Constitución, Códigos, 
Legislación General y Administración 


INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Constitución, Códigos, Legislación 
General y Administración ha considerado el proyecto 
de ley "Recurso de Apelación establecido en el ar- 
tículo 303 de la Constitución de la República. (Regla- 
mentación). (Modificaciones de la Cámara de Sena- 
dores)". 


Este proyecto de ley establece la posibilidad de 
presentar un recurso de apelación ante esta Cámara, 
por parte de un número determinado de ciudadanos o 
de Ediles de la Junta Departamental o de los Inten- 
dentes Municipales contrarios a la Constitución o a 
las leyes y que no sean susceptibles de ser impugna- 
das ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 


El mismo fue aprobado por esta Cámara el año 
pasado, y fue devuelto por el Senado con modifica- 
ciones en sus artículos 4*, 5* y 6*. 


El artículo 4% establece una modificación que me- 
jora el procedimiento establecido en la norma. Allí se 
establece que una vez cumplidos los requisitos de 
admisibilidad, habrá un plazo determinado para la ex- 
pedición sobre las normas recurridas. 


El artículo 5* fue modificado en su redacción, aun- 
que no cambia el fondo de lo establecido en el pro- 
yecto aprobado por la Cámara el año pasado. 


Por último, el artículo 6% presenta asimismo un 
cambio de redacción respecto de lo aprobado el pa- 
sado año, pero que no modifica la esencia del pre- 
cepto. 


En el entendido de que este es un instrumento 
sumamente necesario para el trabajo de la Cámara 
de Representantes, por la cantidad de recursos que 
hemos recibido, y por la necesidad de tener una ley 
que nos dé un marco de claridad, proponemos la 
aceptación de las modificaciones realizadas por el 
Senado y aconsejamos al Cuerpo la aprobación del 
siguiente proyecto de resolución. 


Sala de la Comisión, 2 de agosto de 2006. 


JAVIER SALSAMENDI, Miembro Infor- 
mante, DIEGO CÁNEPA, EDGARDO 
ORTUÑO, DAISY TOURNÉ, JORGE 
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ZÁS FERNÁNDEZ, GUSTAVO BOR- 
SARI BRENNA, discorde por los si- 
guientes fundamentos: quien suscribe 
no acompañó el proyecto de ley 
aprobado en la Cámara de Repre- 
sentantes, debido a profundas discre- 
pancias sobre el fondo del asunto. Es 
por lo expuesto que tampoco estimo 
conveniente apoyar los cambios reali- 
zados, ya que no alteran la injusticia 
del proyecto inicial, LUIS ALBERTO 
LACALLE POU, discorde por los si- 
guientes fundamentos: quien suscribe 
no acompañó el proyecto de ley 
aprobado en la Cámara de Repre- 
sentantes, debido a profundas discre- 
pancias sobre el fondo del asunto. Es 
por lo expuesto que tampoco estimo 
conveniente apoyar los cambios reali- 
zados, ya que no alteran la injusticia 
del proyecto inicial, NELSON RO- 
DRÍGUEZ SERVETTO, discorde por 
los siguientes fundamentos: quien 
suscribe no acompañó el proyecto de 
ley aprobado en la Cámara de Repre- 
sentantes, debido a profundas discre- 
pancias sobre el fondo del asunto. Es 
por lo expuesto que tampoco estimo 
conveniente apoyar los cambios reali- 
zados, ya que no alteran la injusticia 
del proyecto inicial. 


PROYECTO DE RESOLUCIÓN 


Acéptanse las modificaciones introducidas por la 
Cámara de Senadores, al proyecto de ley por el que se 
reglamenta el recurso de apelación -establecido en el 
artículo 303 de la Constitución de la República- contra 
los decretos y resoluciones de las Juntas Departa- 
mentales e Intendencias Municipales. (C/1235/01). 


Sala de la Comisión, 2 de agosto de 2006. 


JAVIER SALSAMENDI, Miembro Infor- 
mante, DIEGO CÁNEPA, EDGARDO 
ORTUÑO, DAISY TOURNÉ, JORGE 
ZÁS FERNÁNDEZ, GUSTAVO BOR- 
SARI BRENNA, discorde, LUIS AL- 
BERTO LACALLE POU, discorde, 
NELSON RODRÍGUEZ SERVETTO, 
discorde”. 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 


——HEn discusión. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Salsamendi. 


SEÑOR SALSAMENDI .- Señor Presidente: voy a ser 
lo más breve posible porque este tema ya sido tratado 
por esta Cámara. En este caso se introducen algunas 
pequeñas modificaciones que fueron planteadas en el 
Senado, las que proponemos que esta Cámara aprue- 
be. 


Este proyecto de ley establece la posibilidad de 
presentar un recurso de apelación ante esta Cámara 
por un número determinado de ciudadanos o de Edi- 
les de la Junta Departamental, por actos contrarios a 
la Constitución y a las leyes y que no sean suscepti- 
bles de ser impugnados ante el Tribunal de lo Conten- 
cioso Administrativo. 


Reitero que este proyecto ya fue aprobado por 
esta Cámara el año pasado y en el Senado se estable- 
cieron modificaciones en los artículos 4?, 5% y 6”. Se 
trata de modificaciones fundamentalmente planteadas 
por Senadores del Partido Nacional, que fueron 
aceptadas y aprobadas por la unanimidad del Senado. 


El artículo 4% establece una modificación que 
mejora el procedimiento establecido en la norma. Se 
determina que una vez cumplidos los requisitos de 
admisibilidad, habrá un plazo determinado para la ex- 
pedición sobre la norma recurrida. El artículo 5* fue 
modificado en su redacción, sin mayores cambios de 
fondo, y lo mismo ocurre con el artículo 6”. 


En el entendido de que este es un instrumento 
necesario para el trabajo de la Cámara de Represen- 
tantes y particularmente para la Comisión de Consti- 
tución, Códigos, Legislación General y Administración, 
creemos que es imprescindible contar con una ley que 
nos dé un marco claro, tanto para quienes eventual- 
mente presentarían recurso como para quienes, como 
ocurre en este caso, tenemos que resolverlo. 


En ese sentido, proponemos a esta Cámara la 
aceptación de las modificaciones realizadas en el Se- 
nado y aconsejamos al Cuerpo la aprobación del pro- 
yecto de resolución que hoy se pone a votación. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Lacalle Pou. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: el día 
que se trató por primera vez este proyecto de ley yo 
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era miembro informante, pero por estar en el exterior 
no lo pude informar. 


Se trata de un proyecto de ley restrictivo de la 
Constitución en perjuicio del administrado y en bene- 
ficio del administrador, que dificulta el acceso al ar- 
tículo 303, tan sui géneris, que establece el constitu- 
yente. 


No lo votamos en primera instancia y no lo va- 
mos a hacer ahora, puesto que entendemos que es- 
tablece demasiados requisitos para los ciudadanos 
comunes, que desconocen las leyes y están ampara- 
dos por la misma Constitución que aquellos que sí las 
conocen, y genera diferencias importantes que no 
estamos dispuestos a aceptar. No estábamos dis- 
puestos antes ni ahora a votarlo. Lo único que hacen 
estas modificaciones es cambiar la parte negativa 
para dejarla igual de negativa o peor. 


De modo que vamos a desechar este proyecto de 
ley que introduce estas modificaciones, así como lo 
hizo nuestro suplente, en su momento, en relación 
con el proyecto original. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado Orrico. 


SEÑOR ORRICO.- Señor Presidente: aquí no hay 
ninguna limitación a derechos constitucionales; no la 
podría haber en una norma legal, por aquello de la 
pirámide de las normas. Acá lo que se hace es orde- 
nar, de acuerdo con la jurisprudencia que en forma 
permanente ha tenido la Cámara de Representantes 
en la consideración de este recurso. Me refiero a or- 
denar las cosas de tal manera que se dé garantía a 
todos: administrados y administradores. No es más 
que eso. Emplear mínimos requisitos no implica limitar 
a nadie. Va de suyo que si alguien va a presentar un 
recurso por considerar ¡legal o inconstitucional un acto 
administrativo o lo que fuere, lo mínimo que tiene que 
hacer es identificar qué norma ha sido violada. Sería 
absurdo que se presentara un recurso que dijera "por 
contrario a la Constitución y a la ley" y que el admi- 
nistrador tuviera que buscar en todo el orden jurídico 
y en toda la Constitución cuál es la norma afectada. 


De manera que rechazo enfáticamente que es- 
temos limitando a alguien. Acá no se limita a nadie; 
acá simplemente se ordena, y esa es una de las con+ 
petencias que tiene este Parlamento. 


Gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Léase 
el proyecto de resolución. 


SEÑOR MELGAREJ O.- ¡ Que se suprima la lectura! 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar. 


(Se vota) 
——Cuarenta y cinco en cincuenta: AFIRMATIVA. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el 
proyecto de resolución, por el que se aceptan las mo- 
dificaciones del Senado. 


(Se vota) 
——Cuarenta y tres en cincuenta: AFIRMATIVA. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


SEÑOR GAMOU.- Pido la palabra para fundar el vo- 
to. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR GAMOU.- Señor Presidente: he votado afir- 
mativamente este proyecto. 


En el momento en que se trató en la Comisión de 
Constitución, Códigos, Legislación General y Adminis- 
tración yo estaba presente, y coincido plenamente con 
lo que acaba de decir el señor Diputado Orrico en el 
sentido de que esto no limita absolutamente nada, si- 
no que tiende a prolijear algo que había dado lugar a 
algunos abusos. Recuerdo que, en su momento, el 
entonces Diputado Berois Quinteros, del Partido Na- 
cional, dijo claramente: "Yo me niego a ser un tribu- 
nal de alzada de las | ntendencias Municipales". 


Además, hay que tener en cuenta la historia de 
este artículo de la Constitución. En una época, ni si- 
quiera eran mil firmas las que se necesitaban, sino 
solo trescientas. ¿Qué pasa? Si no concretamos el ar- 
tículo, caemos en algo que ha sucedido en alguna 
ocasión, y es que, en lugar de juntar una cantidad 
determinada de firmas -creo que el 25%- para some- 
ter a referéndum los decretos de las Juntas Departa- 
mentales, lo tiramos acá, y de repente por una mayo- 
ría muy circunstancial terminamos metiéndonos con 
las Intendencias. 


Es por eso que he votado afirmativamente este 
proyecto. Creo que le hace mucho bien a esta Cámara 
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de Diputados que se haya aprobado esta modifica- 
ción. 


SEÑOR LACALLE POU.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR LACALLE POU.- Señor Presidente: recorda- 
rán los miembros de la Comisión de Constitución, Có- 
digos, Legislación General y Administración que en 
aquel momento recibimos a un grupo de ciudadanos 
de la localidad de Pirarajá con relación a este tipo de 
incidentes. Uno de ellos decía: "¿Sabe que me pare- 
ce? Que esta ley que sacó el Gobierno Municipal -dice 
uno que estudió sexto de derecho y se acuerda más o 
menos de la Constitución- me afecta. ¿Vamos a juntar 
firmas?". Y salen con el cuadernito y empiezan. "¡ Mi- 
rá, llegamos a 1.200! ¿Sabés que en la Constitución 
dice que con 1.000 arrancamos para el Parlamento?". 
Vienen al Parlamento y un funcionario -porque lo van 
a mandar a la paliza- les va a preguntar qué resolu- 
ción están impugnando. "Sí, pero el 303 no dice eso; 
dice que si es inconstitucional, podemos venir". "No; 
¿qué resolución impugnan?". Ya tienen que volver 
atrás con la bañadera que alquilaron y, si logran jun- 
tar unos pesos más, vuelven acá. "Sí, pero ¿qué ar- 
tículo de la Constitución está diciendo que están vio- 
lando y que a usted lo ampara?". Otra vez para atrás 
con la bañadera, o a gastarse unos pesos en el celu- 
lar. Si agarran justo al que estudió sexto de derecho y 
más o menos pilotea la Constitución, lo van armando. 
"Pero está desprolijo". Bueno, capaz que si el funcio- 
nario está en un buen día y no lo mandan a la paliza, 
hace de tripas corazón y lo acepta. Si no, no lo pue- 
den presentar. 


Alcanza con leer el proceso de declaratoria de in- 
constitucionalidad y el procedimiento exigido por la 
propia Constitución y el artículo 303 para ver la vaste- 
dad y los pocos requisitos exigidos. También habría 
que leer la exposición de Héctor Martín Sturla para ver 
realmente cuál es el significado de este artículo 303, 
conjuntamente con el 30 y otros que establecen una 
democracia muy directa. Lo único que hacemos con 
esto, contrariando lo que el derecho establece, es que 
en caso de duda se falla a favor del administrador y 
no del administrado, tal como dictan las leyes y los 
principios generales de derecho. 


SEÑOR SALSAMENDI .- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR SALSAMENDI.- Señor Presidente: lamento 
no poder hacer alusiones a intervenciones anteriores 
porque podría decir que por todo lo contrario a lo que 
se planteó, voté afirmativamente. Sería muy sencillo. 
En realidad, esto es tan simple como señalar que si 
alguien se presenta a un Juzgado se le exijan deter- 
minados requisitos, y creo que absolutamente nadie 
va a pensar que se está coartando un derecho por la 
simple razón de exigir a ese alguien que explicite por 
qué motivos cree que se le lesionó un derecho, que 
sufrió un daño o que tiene derecho a reclamar. Es tan 
simple como eso lo que hemos hecho acá, indepen- 
dientemente de reiterar que estamos reglamentando 
un artículo de la Constitución que, en lo personal, 
considero que no debería estar en ella. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Señor Presidente: después de 
diez años de discusión en dos Legislaturas, realmente 
vamos a tener una ley que reglamente el artículo 303 
de la Constitución. 


Creo que es una buena decisión, un buen paso 
que damos en un tema muy importante. General- 
mente, cuando nuestra Comisión de Constitución, Có- 
digos, Legislación General y Administración recibe 
estas impugnaciones de decretos municipales de la 
Junta Departamental o del Intendente de parte de 
ciudadanos o de Ediles, mucho de lo que ahora que- 
dará reglamentado y aclarado ha suscitado fuertes 
discusiones. Y siempre, como debe ser en esta Casa, 
que es eminentemente política, las discusiones jurídi- 
Cas tienen un trasfondo político. 


Por lo tanto, esta ley no solo no restringe, sino 
que da mayores garantías, porque como norma infe- 
rior a la Constitución viene a reglamentar ese artículo 
303 de la Carta y será un paso adelante para todos 
los ciudadanos y todas las ciudadanas que quieran 
utilizar este recurso para defender sus derechos. Con- 
sideramos que es una buena decisión la que hemos 
tomado en el día de hoy. 
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Se decía que en esta sesión no se iban a tratar 
temas importantes, pero yo digo que si durante quin- 
ce años no se pudo aprobar este proyecto y hoy, des- 
pués de un año y medio de comenzada esta Legisla- 
tura, se saca adelante y es aprobado, para algunos 
será poco importante, pero para nosotros constituye 
algo valioso. 


SEÑOR CABRERA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CABRERA.- Señor Presidente: he votado 
negativamente este proyecto, no porque se exijan re- 
quisitos para presentar el recurso, sino, básicamente, 
porque considero que el artículo 3” va en contra de 
un concepto de derecho administrativo que se aplica 
en todo el Estado uruguayo para actos menos impor- 
tantes, que es el informalismo a favor del administra- 
do. Este artículo prevé que por razones formales, co- 
mo por ejemplo que falte una credencial o no figure 
un domicilio constituido, se rechace de plano el recur- 
so. Esto atenta contra toda la doctrina administrativa 
moderna, según la cual por aspectos formales se de- 
bería dar a los recurrentes la posibilidad de subsanar 
los errores que pudieran cometer, para luego consi- 
derar el fondo. 


Tal como está planteado, simplemente por un 
defecto formal el recurso es rechazado. Por su propia 
naturaleza, el recurso tiene una gran cantidad de fir- 
mantes; por lo tanto, si la norma, aun estableciendo 
requisitos, diera la posibilidad de salvar los defectos 
formales, ofrecería muchas más garantías a los recu- 
rrentes que las que se les dan con esta redacción. 


Muchas gracias. 


SEÑOR BASANTA.- Pido la palabra para fundar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR BASANTA.- Señor Presidente: he votado en 
contra este proyecto por una razón técnica. Aunque 
comparto las exposiciones de los colegas del partido 
de Gobierno, creo que desde el punto de vista técnico 
la norma podría ser mejor y encierra algunos aspectos 
que pueden prestarse a malas interpretaciones e, in- 
dlusive, a violaciones del principio de la autonomía 
municipal. Me refiero específicamente a la parte final 


de artículo 7, donde se establece que la Cámara de 
Diputados podrá acoger el recurso en todo o en parte. 
Por la vía de acoger un recurso que se presenta sola- 
mente en parte se puede modificar el sentido y la 
oportunidad con los que fue presentado por los ciu- 
dadanos, y circunstanciales mayorías políticas pueden 
terminar, por esta vía, violando el principio de la au- 
tonomía municipal y llevando la resolución a puntos 
que no fueron los planteados por los ciudadanos. 


Gracias, señor Presidente. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


25.- Segundo Protocolo de 1999 de la 
Convención para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflic- 
to Armado. (Aprobación). 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se pa- 
sa a considerar el asunto que figura en séptimo tér- 
mino del orden del día: "Segundo Protocolo de 1999 
de la Convención para la Protección de los Bienes 
Culturales en caso de Conflicto Armado. (Aproba- 
ción)”. 

(ANTECEDENTES: ) 


Rep. N2603 
“PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 

Ministerio de Defensa Nacional 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 24 de enero de 2006. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 85 numeral 7) y 168 numeral 20) de la 
Constitución de la República, a fin de someter a su 
consideración, el proyecto de ley adjunto, por el cual 
se aprueba el Segundo Protocolo de la Convención 
para la Protección de los Bienes Culturales en caso 
de Conflicto Armado, suscrito en La Haya, el 26 de 
marzo de 1999. 


|. ANTECEDENTES. 


Las normas relativas a la protección de los bienes 
culturales en caso de conflicto armado forman parte 
integral del derecho internacional humanitario. Toda 
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la reflexión que se ha desarrollado en los últimos 
años ha seguido la tendencia de buscar no solamente 
la supervivencia a corto plazo de las poblaciones 
atrapadas en los conflictos, sino también el respeto 
de su dignidad. Y ello implica el respeto de su cultura. 
Los ataques deliberados contra los bienes culturales 
son señal de desprecio y éste puede servir de excusa 
o pretexto para los peores vejámenes, de los que a 
menudo es sólo el preludio. La defensa de los bienes 
culturales de una población y, por ende, el respeto de 
su dignidad, forma parte integral de la acción huma- 
nitaria destinada a proteger a esa población. Se trata, 
en efecto, de no aislar la protección de los bienes 
culturales en caso de conflicto armado de las cuestio- 
nes más generales relativas a esa protección. 


Aunque los bienes culturales ya habían sido men- 
cionados en las Convenciones adoptadas en La Haya 
en 1899 y en 1907 y en tratados específicos como el 
Convenio de Washington sobre la protección de las 
instituciones artísticas y científicas y de los monu- 
mentos históricos de 1935, el principal tratado de de- 
recho internacional en la materia es la Convención de 
La Haya de 1954 para la protección de los bienes 
culturales en caso de conflicto armado, a los que de- 
ben sumarse su Reglamento de aplicación y sus 
Protocolos de 1954 y 1999. Existen, además, otros 
instrumentos que también contienen disposiciones 
relativas a la protección de los bienes culturales en 
caso de conflicto armado. Se trata, en particular, de 
los Protocolos | (conflictos armados internacionales) y 
Il (conflictos armados sin carácter internacional) adi- 
cionales a los Convenios de Ginebra de 1949 para la 
protección de las víctimas de la guerra, aprobados en 
1977 (en adelante Protocolos Adicionales); y el Esta- 
tuto de Roma de 1988 de la Corte Penal Internacional 
(en adelante CP). 


1.1. La Convención de 1954. 


La Convención de 1954 es el primer instrumento 
con vocación universal que establece un régimen de 
protección de los bienes culturales en período de 
conflicto armado. Constituye aún hoy la piedra angu- 
lar del derecho en esta materia. Los bienes culturales 
son, en particular, los museos, las bibliotecas, los ar- 
chivos, los sitios arqueológicos y los monumentos de 
valor para la arquitectura, el arte o la historia, de ca- 
rácter tanto religioso como secular. Hasta la fecha, la 
Convención de 1954 ha sido ratificada por 114 Esta- 
dos (entre ellos Uruguay, que la aprobó por Ley N* 
17.095 de 16 de mayo de 1999), pero los principios 
básicos relativos al respeto de los bienes culturales 
consagrados en ella han pasado a ser parte del dere- 
cho internacional consuetudinario. 


1.2. El Primer Protocolo a la Convención (1954). 


Al mismo tiempo que la Convención de 1954, se 
aprobó un Protocolo, del que hoy son Partes 91 Esta- 
dos (entre ellos Uruguay, que la aprobó por la misma 
ley que a la Convención). El mismo trata principal- 
mente de la protección de los bienes culturales en te- 
rritorio ocupado. La finalidad de este instrumento es 
impedir que un Estado Parte en la Convención ex- 
porte bienes culturales de un territorio ocupado, total 
O parcialmente. 


Entre sus disposiciones, el Protocolo prevé que 
durante las hostilidades, en caso de ocupación del te- 
rritorio de un Estado Parte, cada Alta Parte Contra- 
tante tiene la obligación de impedir la exportación de 
bienes culturales del territorio ocupado y colocar bajo 
secuestro los bienes culturales importados en su te- 
rritorio que procedan del territorio ocupado (artículo l, 
párrafos 1 y 2). Una vez finalizadas las hostilidades, 
al término de la ocupación, este Estado debe devolver 
los bienes culturales que hayan sido exportados ile- 
galmente y abstenerse de retenerlos a título de repa- 
raciones de guerra e indemnizar a los poseedores de 
buena fe de los bienes culturales. que hayan de ser 
devueltos por haber sido exportados ilegalmente (ar- 
tículo |, párrafos 3 y 4). El Estado Parte tercero que 
haya aceptado recibir bienes culturales durante el 
conflicto armado deberá devolverlos a las autoridades 
competentes del territorio de procedencia (artículo l1). 


1.3. Los Protocolos Adicionales | y Il a los Conve- 
nios de Ginebra de 1949 (1977). 


Dos décadas más tarde, se consideró oportuno in- 
corporar una disposición relativa a la protección de 
los bienes culturales en período de conflicto armado 
internacional y no internacional, a los Protocolos Adi- 
cionales de 1977 (aprobados en Uruguay por Ley 
N?* 15.764, de 13 de setiembre de 1985). Se conside- 
ró importante que esta cuestión no se separara de los 
demás problemas de protección en esas situaciones. 
Además, dado que en ese momento, la Convención 
de 1954 se encontraba lejos de gozar de una ratifica- 
ción universal, convenía evitar la situación de un Es- 
tado Parte en los Protocolos adicionales de 1977 que 
no estuviera específicamente cubierto por ninguna 
disposición relativa a los bienes culturales. Por ese 
motivo esta nueva protección se añade a la inmuni- 
dad que se otorga a todos los bienes de carácter civil. 


Es así que, en cada uno de los Protocolos hay un 
artículo que se limita a prohibir la transformación de 
los bienes culturales en objetivos militares y la comi- 
sión de actos de hostilidad en su contra. En el Proto- 
colo Adicional | esta disposición está incluida en el ar- 
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tículo 53. Se trata de una infracción que, en ciertas 
condiciones, puede constituir un crimen de guerra se- 
gún los términos de este Protocolo, aplicable en caso 
de conflicto armado internacional (artículo 85, párrafo 
5). El objetivo de esas disposiciones es confirmar que 
las normas relativas a la protección de los bienes 
culturales en situación de conflicto armado forman 
parte integral del derecho relativo a la conducción de 
las hostilidades. Estas nuevas normas precisan que 
en caso de contradicción con las de la Convención de 
1954 éstas son aplicables, siempre que, evidente- 
mente, las partes interesadas estén obligadas por di- 
cha Convención. 


El Protocolo Adicional Il (aplicable en situación de 
conflicto armado sin carácter internacional) protege 
los bienes culturales en situación de conflicto armado 
que no sea internacional. El artículo 16 estipula que, 
sin perjuicio de otras obligaciones internacionales 
“...queda prohibido cometer actos de hostilidad dirigi- 
dos contra los monumentos históricos, las obras de 
arte o los lugares de culto que constituyen el patrimo- 
nio cultural o espiritual de los pueblos, y utilizarlos en 
apoyo del esfuerzo militar”. Este instrumento no con- 
tiene en cambio disposiciones relativas a la obligación 
de reprimir penalmente la violación de esta disposi- 
ción ni califica tal acto como crimen de guerra. 


1.4. Estatuto de Roma de la Corte Penal Interna- 
cional (1998). 


El Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacio- 
nal (CPI) se adoptó en julio de 1998 y fue aprobado 
por Ley N* 17.510, de 27 de junio de 2002. El Esta- 
tuto prevé que la CPI será competente para juzgar a 
las personas de las que se presume que, en el caso 
de un conflicto armado internacional o no internacio- 
nal, hayan dirigido ataques deliberados contra bienes 
civiles y contra “edificios dedicados al culto religioso, 
la educación, las artes, las ciencias o la beneficencia, 
los monumentos, los hospitales y los lugares en que 
se agrupa a enfermos y heridos, siempre que estos 
edificios no sean objetivos militares...” (artículo 8, pá- 
rrafo 2, apartados b.ii y e.iv) 


El artículo 8 del Estatuto establece la competencia 
de la Corte respecto de los crímenes de guerra “en 
particular cuando se cometan como parte de un plan 
o política o como parte de la comisión en gran escala 
de tales crímenes”. Están comprendidos dentro de 
esta disposición, en particular, las infracciones graves 
y todas las otras violaciones graves a las leyes y 
costumbres aplicables en los conflictos armados, 
tanto internacionales como no internacionales. 


Por lo que atañe a los bienes culturales, el ar- 
tículo 8 estipula que constituye un crimen de guerra el 
acto de: “... dirigir intencionalmente ataques contra 
edificios dedicados al culto religioso, las artes, las 
ciencias O la beneficencia, los monumentos, los hos- 
pitales y los lugares en que se agrupa a enfermos y 
heridos, siempre que no sean objetivos militares...” 
(artículo 8, párrafo 2, apartados b.ix y e.iv). En virtud 
del principio de complementariedad, la competencia 
de la Corte únicamente se ejerce cuando un Estado 
está inhabilitado para emprender diligencias penales 
contra los presuntos criminales de guerra que caigan 
dentro de su competencia o no tenga la voluntad de 
hacerlo. 


Il. EL SEGUNDO PROTOCOLO A LA CONVEN- 
CIÓN DE 1954 (1999) 


11.1. Proceso de elaboración. 


La eficacia de la Convención de 1954 se convirtió 
en materia de preocupación general a comienzos de 
los años noventa, durante la segunda guerra del 
Golfo y el conflicto en la antigua Yugoslavia. En 1991, 
en el marco del Decenio del Derecho Internacional 
Humanitario de las Naciones Unidas, el gobierno de 
los Países Bajos impulsó un proceso de revisión de la 
Convención de 1954, que requirió tres reuniones de 
expertos y cuyo resultado fue el “documento Laus- 
wolt” -denominado así por la población holandesa en 
donde se redactó- que incluía un nuevo proyecto de 
tratado. En marzo de 1997, veinte expertos guberna- 
mentales se reunieron en la sede de la UNESCO para 
examinar el citado documento. Sobre la base de sus 
debates, la Secretaría de la UNESCO elaboró un “do- 
cumento Lauswolt revisado” que sometió a todos los 
Estados Partes en la Convención de 1954, en una re- 
unión celebrada en París en noviembre de 1997. En 
esa oportunidad, se decidió organizar una reunión fi- 
nal preparatoria a fin de debatir más detenidamente 
ciertas cuestiones jurídicas y se acogió la propuesta 
de los Países Bajos de convocar una conferencia di- 
plomática en 1999 para transformar el “documento 
Lauswolt” en un tratado internacional. La reunión pre- 
paratoria final se llevó a cabo en Viena, en mayo de 
1998. En ella se identificaron cinco puntos que debe- 
rían ser tratados en el Segundo Protocolo: la deroga- 
ción por necesidades militares; las medidas cautela- 
res; el sistema de protección especial; la responsabi- 
lidad penal individual y los aspectos institucionales. 


Tras la reunión, se redactó un Proyecto Preliminar 
del Segundo Protocolo a la Convención de 1954, in- 
vitándose a los Estados y organizaciones interesados 
a presentar sus comentarios. Sobre la base de éstos, 
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la Secretaría de la UNESCO y el Gobierno de los 
Países Bajos redactaron conjuntamente el proyecto 
final del Segundo Protocolo. 


La Conferencia Diplomática para la elaboración 
del Segundo Protocolo se celebró en La Haya, del 15 
al 26 de marzo de 1999. Esta aprobó por consenso el 
Segundo Protocolo de la Convención de La Haya pa- 
ra la protección de los bienes culturales en caso de 
conflicto armado (en adelante “el Segundo Protoco- 
lo”), el 26 de marzo de 1999. Durante todo el proceso 
de revisión se mantuvieron abiertas varias opciones 
sobre la técnica de modificación de tratados que de- 
bía emplearse para mejorar la Convención de 1954. 
La opción que prevaleció fue la que propugnaba que 
el nuevo tratado fuera un protocolo adicional que no 
modificara en modo alguno la Convención, sino que la 
complementara y fuera aplicable únicamente a los 
Estados que la ratificaran. 


11.2. Análisis del instrumento. 


El Protocolo de 1999 permite a los Estados Partes 
de la Convención completar y reforzar el sistema de 
protección establecido en 1954 (artículo 2). Así, este 
Segundo Protocolo extiende su ámbito de aplicación 
a los conflictos armados no internacionales. Además, 
precisa las nociones de salvaguardia y respeto, que 
son esenciales a la Convención, estipula nuevas me- 
didas de precaución relativas al ataque y contra los 
efectos del ataque, instituye un régimen nuevo y per- 
feccionado de protección reforzada para los bienes 
culturales de la mayor importancia para la humanidad, 
prevé la responsabilidad penal individual y crea nue- 
vas instituciones más aptas para garantizar el control 
de la aplicación del régimen de protección de los bie- 
nes culturales. 


Este Protocolo, que ya entró en vigor y cuenta en 
la actualidad con treinta y tres Estados Partes, per- 
fecciona el mecanismo de obligación del cumpli- 
miento mediante la definición de las violaciones gra- 
ves cometidas contra bienes culturales, que deben 
ser castigadas con una sanción penal y mediante la 
imposición a los Estados del deber de ejercer jurisdic- 
ción sobre esas violaciones, y precisa las condiciones 
en las que se incurre en responsabilidad penal indivi- 
dual. Por último, crea un Comité intergubernamental 
de doce miembros para velar por la aplicación de la 
Convención y del Segundo Protocolo. 


11.2.1. Ámbito de aplicación. 


El Segundo Protocolo se aplica a las situaciones 
de conflicto armado internacional y no internacional 
(artículos 3 y 22). La extensión de su aplicación a las 
situaciones no internacionales es fundamental, ya que 


la mayor parte de los conflictos armados modernos 
revisten este carácter, y la historia ha demostrado que 
la protección de los bienes culturales durante dichos 
conflictos puede ser problemática. 


Por otra parte, no hay que olvidar los progresos 
alcanzados desde la aprobación de la Convención de 
La Haya de 1954. El Protocolo Adicional | establece 
un sistema de represión penal, pero solo por lo que 
atañe a los conflictos armados internacionales. Es 
pues de particular importancia que todo el Segundo 
Protocolo, incluida la sección relativa a la represión 
penal, se aplique a los conflictos no internacionales. 
Ello refleja la tendencia moderna según la cual, por 
ejemplo, cuando se trata de reprimir las violaciones al 
derecho internacional humanitario, no se establece ya 
distinción alguna entre conflicto armado internacional 
y no internacional. Por lo demás, de conformidad con 
su Estatuto, la Corte Penal Internacional tiene juris- 
dicción sobre los crímenes de guerra cometidos con- 
tra bienes culturales tanto en los conflictos armados 
internacionales como en los no internacionales. 


A solicitud de China e India, se agregó una frase 
en el sentido de que nada en el Segundo Protocolo 
podrá perjudicar “la prioridad de jurisdicción” que, 
respecto de las violaciones graves al Protocolo, tiene 
un Estado en cuyo territorio ocurre un conflicto arma- 
do no internacional (artículo 22, párrafo 4). En reali- 
dad, esto significa que el Estado territorial tiene la 
responsabilidad principal de ejercer la jurisdicción so- 
bre dichas violaciones, lo que incluye investigar, en- 
juiciar y castigar a los infractores. No obstante, ello 
implica que si ese Estado no ejerce dicha jurisdicción, 
podrán ejercerla otros Estados o tribunales penales 
internacionales que tengan la competencia para ha- 
cerlo. 


Aunque el artículo 22 del Segundo Protocolo no lo 
explicita, éste se aplica a todas las partes en un con- 
flicto armado no internacional, sean estas fuerzas gu- 
bernamentales o insurgentes. Esto se reconoció cla- 
ramente en la sesión plenaria final. Surgió cierta 
confusión porque el artículo 1 del Protocolo define la 
palabra “Parte” como un Estado Parte del Segundo 
Protocolo. No obstante, la opinión era que en todo el 
texto la palabra “parte” en la frase “parte en el con- 
flicto” incluye a los grupos rebeldes de los Estados 
Partes en el Segundo Protocolo pero no a terceros 
Estados que no lo hayan ratificado (a éstos se alude 
en general como a las “partes”). El razonamiento para 
sustentar esta opinión era que las fuerzas no guber- 
namentales involucradas en un conflicto armado no 
internacional en el interior de un Estado Parte del 
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Protocolo están obligadas por éste en virtud de la ra- 
tificación del Estado concernido. 


11.2.2. Definiciones. 


El artículo1 del Protocolo de 1999, contiene una 
serie de definiciones, que contribuyen a la interpreta- 
ción unívoca de los conceptos básicos en los que se 
sustenta la aplicación y buen funcionamiento del ins- 
trumento. Así, merecen especial consideración, la de- 
finición de protección reforzada, objetivo militar y de 
ilícito, que se desarrollarán posteriormente. 


11.2.3. Disposiciones generales en materia de pro- 
tección. 


De este instrumento se desprenden ciertas obliga- 
ciones que los Estados deben considerar y, de ser 
necesario, cumplir desde el momento de la ratifica- 
ción, entre las que figuran las medidas relativas a la 
identificación y la salvaguardia, respeto de los bienes 
culturales, inscripción de la protección reforzada, 
adopción de medidas de precaución durante las hos- 
tilidades y en relación a los efectos de las mismas. 


a. Medidas de identificación y salvaguardia. 


Estas medidas comprenden la preparación de in- 
ventarios de los bienes culturales, la planificación de 
medidas de emergencia para garantizar su protección 
contra los riesgos de incendios o el derrumbamiento 
de estructuras, la designación de autoridades com- 
petentes que se responsabilicen de su salvaguardia, 
así como la preparación del traslado de bienes cultu- 
rales muebles o el suministro de una protección ade- 
cuada in situ (artículo 5). 


b. Respeto de los bienes culturales. 


El artículo 4 de la Convención de 1954 dispone 
que, en caso de conflicto armado, los bienes cultura- 
les no podrán ser objeto de ningún acto de hostilidad 
ni utilizarse para fines que pudieran exponerlos a 
destrucción o deterioro. No obstante, añade a conti- 
nuación que pueden dejar de cumplirse ambas obli- 
gaciones en caso de que “una necesidad militar impi- 
da de manera imperativa su cumplimiento”. La Con- 
vención de 1954 adoptó esta noción pues no había 
muchos otros límites establecidos aplicables a la con- 
ducción de hostilidades. No obstante, la noción de 
necesidad militar imperativa es demasiado vaga para 
constituir una limitación efectiva a la manera de con- 
ducir la guerra. Oportunamente se ha señalado que, 
la falta de una clara definición de esta exención cons- 
tituía un punto débil de carácter grave en la Conven- 
ción de 1954. No obstante, es necesario tener en 
cuenta que, dado la época en que fue redactada, la 


Convención de 1954 procuraba proteger los bienes 
culturales de valor. 


En 1977, el Protocolo Adicional | puso fin a este 
enfoque. Por consiguiente, solo pueden ser objeto de 
ataques los objetivos militares definidos con mayor 
claridad y seleccionados más cuidadosamente. Los 
civiles y los bienes civiles no pueden ser blanco de 
ataques directos. Este nuevo enfoque es un claro 
ejemplo de cómo el derecho internacional humanitario 
establece un equilibrio entre las necesidades militares 
y las humanitarias: permite los ataques que son ne- 
cesarios, pero establece estrictos límites humanita- 
rios. Esto implica que, generalmente, los bienes cultu- 
rales son bienes civiles y, como tales, no deben ser 
atacados; solo pueden ser objeto de ataque si se 
convierten en un objetivo militar y a partir de ese mo- 
mento. La definición de objetivo militar contenida en el 
artículo 52(2) del Protocolo Adicional | fue uno de los 
mayores logros de la Conferencia Diplomática, sobre 
la reafirmación y el desarrollo del derecho internacio- 
nal humanitario aplicable en los conflictos armados. 
Incluso algunos Estados que no son Partes en dicho 
Protocolo, entienden que esta disposición tiene ca- 
rácter de derecho consuetudinario. 


La definición de objetivo militar contiene dos crite- 
rios que deben cumplirse de manera acumulativa an- 
tes de poder proceder a la destrucción, toma o neu- 
tralización de un bien. Estos tienen que ver con la 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización de los 
bienes y con la ventaja militar que se pretende alcan- 
zar con su destrucción, captura o neutralización. La 
naturaleza, ubicación, finalidad o utilización de los 
bienes deben ser tales que “contribuyan eficazmente 
a la acción militar”. Hay, además, respecto del objeti- 
vo militar, otra exigencia: su “destrucción total o par- 
cial, captura o neutralización ofrece en las circunstan- 
cias del caso una ventaja militar definida”. 


Esta noción de objetivo militar, recogida en el ar- 
tículo 1 apartado f del Segundo Protocolo, contiene 
en sí misma la idea de necesidad militar. Una vez que 
un bien adquiere el carácter de objetivo militar, puede 
ser destruido, capturado o neutralizado, salvo en 
ciertas excepciones. Esta norma reconoce la necesi- 
dad militar de atacar determinados bienes durante la 
guerra. Al restringir esos bienes a los que constituyen 
objetivos militares, dicha norma introduce la noción de 
que la guerra tiene límites. Así, mediante el concepto 
de objetivo militar se incorpora el equilibrio que esta- 
blece el derecho humanitario entre los intereses mili- 
tares y las preocupaciones humanitarias. 
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El Segundo Protocolo procura precisar el alcance 
de la exigencia militar que puede invocarse para fun- 
dar una derogación a las normas que garantizan el 
respeto de todos los bienes culturales previstas por el 
artículo 4 de la Convención (artículo 6). Así, para diri- 
gir un acto de hostilidad contra un bien cultural, solo 
se podrá invocar una derogación, fundándose en una 
“necesidad militar imperativa” cuando y durante todo 
el tiempo en que: 


a) ese bien cultural, por su función, haya sido 
transformado en un objetivo militar; y 


b) no exista otra alternativa prácticamente posible 
para obtener una ventaja militar equivalente a la que 
ofrece el hecho de dirigir un acto de hostilidad contra 
ese objetivo. 


La decisión de invocar una necesidad militar impe- 
rativa solamente será tomada por el oficial que mande 
una fuerza de dimensión igual o superior a la de un 
batallón, o de menor dimensión cuando las circuns- 
tancias no permitan actuar de otra manera (artículo 6, 
párrafo c). 


Por último, cuando las circunstancias lo permitan, 
se deberá dar aviso del ataque con la debida antela- 
ción y por medios eficaces (artículo 6, párrafo d). Se 
trata de una condición adicional a la autorización del 
ataque, que concede un nivel suplementario de pro- 
tección al bien cultural que se ha convertido en objeti- 
vo militar, protección que va más allá de la protección 
de la que se benefician todos los bienes civiles. Esta 
obligación no se contemplaba en la Convención de 
1954 y se aplica también para los ataques que pue- 
den afectar a la población civil. Esto demuestra cómo, 
en varios aspectos, la protección de los bienes cultu- 
rales se asemeja a la protección de la población civil 
como tal, y va más allá de la protección de otros bie- 
nes civiles. 


C. Medidas de precaución durante el ataque (ar- 
tículo 7). 


Debido a la introducción de la noción de objetivo 
militar, se pudieron incluir también otras normas rela- 
tivas a la conducción de hostilidades contenidas en el 
Protocolo Adicional |. Así, el Segundo Protocolo in- 
corpora las normas contenidas en el artículo 57 del 
Protocolo Adicional | y las aplica específicamente a 
los bienes culturales. En realidad, el artículo 57 ya 
cubre estos bienes, pues se aplica a los bienes civi- 
les, y todos los bienes culturales son, en principio, 
bienes civiles por naturaleza. No obstante, se consi- 
deró útil reafirmar estas normas y explicarlas más cla- 
ramente en relación con los bienes culturales, en par- 
ticular. 


De esta forma, para reducir lo más posible las po- 
sibilidades de ataque contra los bienes culturales se 
deberá hacer todo lo posible para verificar que los 
objetivos que se van a atacar no son bienes culturales 
protegidos y tomar todas las precauciones factibles 
en la elección de los medios y métodos de ataque pa- 
ra evitar y, en todo caso, reducir lo más posible los 
daños que se pudieran causar incidentalmente a los 
bienes culturales protegidos. Además, las Partes en 
el conflicto deberán abstenerse de decidir un ataque 
cuando sea previsible que pueden causarse daños a 
los bienes culturales que serían excesivos en relación 
con la ventaja militar concreta y directa prevista. Otra 
de las precauciones exigidas consiste en suspender o 
anular un ataque si se advierte que el objetivo es un 
bien cultural protegido y se puede prever que el ata- 
que causará los daños arriba descritos. 


Cabe señalar que las medidas establecidas en el 
artículo 7, deben adoptarse sin perjuicio de otras pre- 
cauciones exigidas por el derecho internacional hu- 
manitario en la conducción de operaciones militares. 


d. Precauciones contra los efectos de las hostili- 
dades. 


El artículo 8 del Segundo Protocolo aplica, adap- 
tándolas a los bienes culturales, las normas conteni- 
das en el artículo 58 del Protocolo Adicional |. 


Así, a los efectos de reducir los efectos de los ata- 
ques, en la medida de lo posible, las Partes en el 
conflicto deberán alejar los bienes culturales muebles 
de las proximidades de objetivos militares o suminis- 
trar una protección adecuada in situ y evitar la ubica- 
ción de objetivos militares en las proximidades de 
bienes culturales (artículo 8). 


e. Protección de bienes culturales en territorio 
ocupado (artículo 9). En caso de ocupación, toda 
Parte ocupante prohibirá e impedirá con respecto al 
territorio ocupado, cualquier forma de transferencia de 
propiedad ilícita de bienes culturales de dicho territo- 
rio, cualquier excavación arqueológica, salvo cuando 
sea absolutamente indispensable para salvaguardar, 
registrar o conservar bienes culturales, así como toda 
transformación o modificación de la utilización de bie- 
nes culturales con las que se pretenda ocultar o des- 
truir testimonios de índole cultural, histórica o científi- 
ca. 


En caso de que tenga lugar una excavación ar- 
queológica, transformación o modificación de la utili- 
zación de bienes culturales en un territorio ocupado, 
se deberá realizar en cooperación con las autoridades 
competentes del territorio ocupado, salvo que las cir- 
cunstancias no lo permitieran. 
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11.2.4, Protección reforzada (Capítulo 3). 


El párrafo 1 del artículo 8 de la Convención de 
1954 establece un sistema de protección especial. 
Este sistema fue concebido para un número restringi- 
do de refugios destinados a preservar bienes cultura- 
les muebles, centros monumentales y otros bienes 
culturales inmuebles de gran importancia. Esta pro- 
tección especial puede obtenerse mediante la inscrip- 
ción en el Registro Internacional de Bienes Culturales 
bajo Protección Especial (artículo 8, párrafo 6 de la 
Convención). El sistema está concebido para preser- 
var bienes culturales como, por ejemplo, el Palacio de 
Versalles o el Taj Mahal. 


Lamentablemente, el sistema de protección espe- 
cial ha tenido un éxito muy limitado, por varias razo- 
nes. En primer lugar, para el ingreso a la lista se exi- 
ge que el bien cultural se encuentre a suficiente dis- 
tancia de un gran centro industrial o de cualquier ob- 
jetivo militar importante (artículo 8, párrafo 1, literal a 
de la Convención). En muchos casos, es práctica- 
mente imposible que se cumpla esta condición, pues 
muchos bienes culturales valiosos se encuentran ubi- 
cados en ciudades rodeadas de objetivos militares 
potenciales. Por otra parte, no existe un acuerdo res- 
pecto de lo que constituye una distancia suficiente y, 
por ende, es difícil preparar el formulario de solicitud 
de inscripción o evaluar la solicitud. 


El proceso de inscripción se vio también afectado 
por razones de tipo político. Los Estados pueden ob- 
jetar el ingreso al Registro y así lo han hecho, argu- 
mentando motivos diversos, tales como que la autori- 
dad solicitante no era el representante legítimo del 
país en cuestión. 


El Segundo Protocolo crea una nueva categoría 
de protección: la protección reforzada. Se trata de 
una protección destinada a los bienes culturales que 
revisten la mayor importancia para la humanidad y 
que no sean utilizados con fines militares. Dado que 
el Segundo Protocolo es adicional a la Convención de 
1954, no podía tocarse el sistema de protección vi- 
gente, y fue necesario constituir un sistema comple- 
tamente nuevo. Los Estados que deseen registrar 
cualquier bien deben solicitar su inscripción en la 
nueva Lista de Bienes Culturales bajo Protección 
Reforzada, constituida por el Segundo Protocolo, y 
los Estados cuyos bienes han sido registrados en la 
lista anterior deben solicitar su transferencia a la nue- 
va lista. Incluso, el artículo 4 del Segundo Protocolo 
señala que, si un bien cultural se beneficia a la vez de 
la protección especial prevista por la Convención de 
1954 y de la protección reforzada, solo se le aplicarán 


las disposiciones relativas a esta última entre los Es- 
tados Partes o los Estados que apliquen el Protocolo. 


Un bien cultural puede colocarse bajo protección 
reforzada si reúne las tres condiciones siguientes: 
que sea un patrimonio cultural de la mayor importan- 
cia para la humanidad; que esté protegido por medi- 
das nacionales adecuadas, jurídicas y administrati- 
vas, que reconozcan su valor cultural e histórico ex- 
cepcional y garanticen su protección en el más alto 
grado; y que no sea utilizado con fines militares o pa- 
ra proteger instalaciones militares, así como que haya 
sido objeto de una declaración de la Parte que lo 
controla, en la que se confirme que no se utilizará pa- 
ra esos fines (artículo 10). 


La decisión de otorgar o denegar la protección re- 
forzada solo puede tomarse sobre la base de estos 
criterios. Además, las objeciones a la concesión de- 
berán ser precisas y apoyarse en hechos. Se resuel- 
ven así de manera clara las deficiencias del anterior 
sistema. Como puede observarse, el Segundo Proto- 
colo suprimió el criterio de distancia, a lo que se suma 
la estricta restricción de la posibilidad de interponer 
objeciones. 


Para que un bien se beneficie de la protección, las 
autoridades del Estado en que se encuentre el bien 
deben hacer una solicitud de inscripción en la Lista de 
Bienes bajo Protección Reforzada (artículo 27). Esta 
petición debe comprender toda la información nece- 
saria para demostrar que el bien reúne las condicio- 
nes previstas en el artículo 10. 


La decisión de inscribirlo se toma por mayoría de 
las cuatro quintas partes de los miembros del Comité 
para la protección de los bienes culturales en caso de 
conflicto armado (artículo 11), el cual puede asimismo 
suspender o anular esta protección (artículo 14). La 
ventaja de registrar un bien en la Lista es que un ad- 
versario estará particularmente consciente de ello y 
cualquier ataque contra el bien implicará graves con- 
secuencias para el perpetrador. Por eso, lo ideal es 
hacer dicha declaración en tiempo de paz ya que así 
se garantiza que todo esté instalado en caso de que 
estalle un conflicto armado. Las partes en un conflicto 
garantizarán la inmunidad de los bienes culturales 
bajo protección reforzada, absteniéndose de hacer de 
esos bienes objeto de ataques y de utilizarlos a ellos 
o sus alrededores inmediatos en apoyo de acciones 
militares (artículo 12). 


De conformidad con la Convención de 1954, la 
protección especial consiste en el hecho de que la 
inmunidad de un bien cultural solo puede suspender- 
se “en casos excepcionales de necesidad militar ine- 


74 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


ludible” (artículo 11, párrafo 2). Estos términos impli- 
caban un criterio más estricto que para otros bienes 
culturales, para los que había una derogación en caso 
de “necesidad militar imperativa”. No obstante, en la 
práctica no estaba claro cuáles eran los casos excep- 
cionales de necesidad militar ineludible. El Segundo 
Protocolo aclaró el sistema definiendo con mayor pre- 
cisión cuándo un bien cultural que se encuentra bajo 
protección reforzada pierde su protección, es decir, 
“cuando y durante todo el tiempo en que la utilización 
del bien lo haya convertido en un objetivo militar”, y 
un “ataque sea el único medio factible para poner 
término a la utilización de ese bien” que lo ha conver- 
tido en objetivo militar” (artículo 13). 


La pérdida de la protección reforzada está condi- 
cionada a que la utilización del bien cultural lo con- 
vierta en un objetivo militar. Como se indicó antes, 
una de las condiciones para registrar un bien bajo 
protección reforzada es abstenerse de utilizarlo con 
fines militares y que el Estado concernido haga una 
declaración mediante la cual confirme que no lo utili- 
zará para tales fines. 


Frecuentemente se ha dado un malentendido con- 
sistente en que existe una diferencia en el nivel de 
protección acordada a los bienes culturales según se 
encuentren bajo protección general o bajo protección 
reforzada. De hecho, no existe un nivel de protección 
más bajo o más alto. La protección básica es la mis- 
ma: el bien no puede ser destruido, capturado ni neu- 
tralizado. La principal diferencia entre la protección 
reforzada y la protección general no reside en las 
obligaciones del agresor sino en las del titular del bien 
cultural. En el caso de la protección general, el titular 
del bien tiene derecho, si es necesario, a convertir el 
bien en objetivo militar utilizándolo para una acción 
militar. En el caso de la protección reforzada, el titular 
del bien nunca tiene derecho a convertir el bien en 
objetivo militar utilizándolo para una acción militar. 
Por lo tanto, para poder registrar un bien en la Lista 
se requiere que el Estado Parte se cuestione si en al- 
gún momento necesitará dicho bien para fines milita- 
res y responda en forma negativa a dicha pregunta. 
Utilizar con fines militares un bien incluido en la Lista 
equivaldría a una violación grave del Segundo Proto- 
colo y el infractor estaría sujeto a una sanción penal 
como criminal de guerra. 


Sin perjuicio de ello, corresponde señalar que, en 
virtud de la Convención de 1954, un ataque a un bien 
cultural que se encuentre bajo protección especial 
solo puede ser ordenado por “el jefe de una formación 
igual o superior en importancia a una división” y 
“siempre que las circunstancias lo permitan, la deci- 


sión de suspender la inmunidad se notificará a la 
Parte adversaria, con una antelación razonable” (ar- 
tículo 11, párrafo 2). El Segundo Protocolo procura 
que estas condiciones sean más rigurosas, exigién- 
dose que el ataque sea ordenado por el más alto nivel 
operacional de mando, que se haya dado un aviso 
con medios eficaces a las fuerzas adversarias y que 
se haya concedido a las fuerzas adversarias, un plazo 
razonable para regularizar la situación. Se queda 
eximido de estas tres obligaciones si las circunstan- 
cias no permiten cumplirlas “por exigencias de legíti- 
ma defensa inmediata” (artículo 12, párrafo 2). Con 
todo, esto representa un progreso en relación con la 
Convención de 1954, pues es mucho más alto el nivel 
al que debe ordenarse el ataque y se ha limitado con- 
siderablemente la imprecisa expresión “siempre que 
las circunstancias lo permitan”. Además, la exigencia 
de otorgar un plazo razonable a las fuerzas adversa- 
rias para remediar la situación, agrega otro nivel su- 
plementario de protección. 


11.2.5. Responsabilidad penal y jurisdicción 


El artículo 28 de la Convención de 1954 exige a 
los Estados que dentro del marco de su sistema de 
derecho penal, adopten todas las medidas necesarias 
para descubrir y castigar con sanciones penales o 
disciplinarias a las personas, cualquiera que sea su 
nacionalidad, que hubieren cometido u ordenado que 
se cometiera una infracción de la Convención. Esta 
disposición no establece la lista de las violaciones 
que requieren sanción penal. Ello es esencial si se 
pretende instituir a nivel mundial un sistema completo 
y coherente de represión penal de los crímenes de 
guerra. 


a. Violaciones graves. 


Este es uno de los principales ámbitos en los que 
el Segundo Protocolo aclara y desarrolla el derecho 
humanitario con respecto a los bienes culturales. Ela- 
borado a partir del Protocolo Adicional | y del Estatuto 
de Roma, el primer párrafo del artículo 15 define cin- 
co actos que constituyen violaciones graves que exi- 
gen una sanción penal si se cometen de manera in- 
tencional y en violación de la Convención de 1954 o 
de su Segundo Protocolo: 


a) hacer objeto de un ataque a un bien cultural 
bajo protección reforzada; 


b) utilizar los bienes culturales bajo protección re- 
forzada o sus alrededores inmediatos en apoyo de 
acciones militares; 
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c) causar destrucciones importantes en los bienes 
culturales protegidos por la Convención y el Segundo 
Protocolo o apropiárselos a gran escala; 


d) hacer objeto de un ataque a un bien cultural 
protegido por la Convención y el Segundo Protocolo; 


y 


e) robar, saquear o hacer un uso indebido de los 
bienes culturales protegidos por la Convención, y 
perpetrar actos de vandalismo contra ellos. 


El artículo 15 contiene dos tipos de infracciones. 
Las tres primeras corresponden a aquellas que en los 
Convenios de Ginebra y en el Protocolo Adicional | se 
han denominado “infracciones graves” y están basa- 
das en una propuesta presentada por Austria. Es inte- 
resante resaltar que las dos primeras se refieren a los 
bienes culturales bajo protección reforzada: tanto los 
ataques en su contra como su utilización constituyen 
violaciones graves. De conformidad con el Protocolo 
Adicional |, solo el ataque constituye una infracción 
grave y sólo en la medida en que cause amplia des- 
trucción (artículo 85, párrafo 4, literal d). Aquí, en el 
Segundo Protocolo, en cambio, se establece un equi- 
librio entre la responsabilidad penal del atacante y la 
del defensor. La tercera violación grave se refiere a la 
destrucción o apropiación de los bienes culturales en 
general, pero el carácter extenso de tales actos los 
convierte en violaciones graves equiparables a las in- 
fracciones graves. 


Las dos últimas violaciones graves de la lista se 
añadieron a propuesta del Comité Internacional de la 
Cruz Roja (CICR), propuesta que fue aceptada, ya 
que en el Estatuto de Roma de la Corte Penal Inter- 
nacional se había reconocido que esos actos eran 
crímenes de guerra sujetos a sanción penal. 


b. Penalización de las violaciones. 


La definición de violaciones graves no es sufi- 
ciente para garantizar que se castigue realmente a las 
personas que las cometan. Se requieren además me- 
didas eficaces para hacer cumplir la ley en el plano 
nacional. Para un buen desempeño en este ámbito, 
hay que aprobar leyes que cubran dos aspectos: la 
penalización de las violaciones y el establecimiento 
de competencia para enjuiciar o extraditar. 


En lo que atañe a la necesidad de penalizar las 
violaciones en la legislación interna, los Estados tie- 
nen, en virtud del Segundo Protocolo, la obligación 
específica de aprobar todas las medidas necesarias 
para que las cinco violaciones graves antes mencio- 
nadas se incluyan en el derecho interno como delitos 
graves y se los haga punibles con las penas apropia- 


das. Gracias a esta legislación, se garantizaría que, 
en la práctica, se haga cumplir la prohibición de co- 
meter cualquiera de las graves violaciones del Se- 
gundo Protocolo. 


c. Jurisdicción. 


Tal como se expresó anteriormente, las tres prime- 
ras conductas señaladas en el primer párrafo del ar- 
tículo 15, constituyen “infracciones graves”. Por tal 
motivo, en esos casos, los Estados deben ejercer la 
jurisdicción universal. Esto significa que deben ejercer 
su competencia para enjuiciar no solamente cuando 
la infracción se comete en el territorio nacional o 
cuando el inculpado es un nacional, sino también 
cuando es un nacional de otro país el que comete la 
infracción (artículo 16, párrafo 1). Esta medida refleja 
el principio de jurisdicción universal obligatoria para 
las infracciones graves, el cual implica que todos los 
Estados deben ejercer su competencia para enjuiciar 
o extraditar a todos los no nacionales que se encuen- 
tren en sus territorios y que estén inculpados de crí- 
menes de guerra cometidos en el exterior. 


No obstante, el Protocolo señala claramente que 
los nacionales de los Estados que no son Partes no 
incurren en responsabilidad penal individual en virtud 
de ese instrumento y no existe en modo alguno obli- 
gación de establecer la competencia jurisdiccional 
respecto de esas personas (artículo 16, párrafo 2, lite- 
ral b). No obstante, el alcance de esta excepción dis- 
minuye mucho con el reconocimiento de que, en vir- 
tud del derecho nacional e internacional aplicable, los 
Estados pueden ejercer jurisdicción sobre dichas per- 
sonas (artículo 16, párrafo 2, literal a). Este reconoci- 
miento resulta, por un lado, de la declaración del Pre- 
sidente del Grupo de Trabajo sobre el Capítulo IV se- 
gún la cual nada en el Segundo Protocolo limita la 
capacidad de los Estados para legislar, penalizar o 
tratar de cualquier otra forma cualquier infracción del 
Protocolo, y, por otro, del hecho de que todo el régi- 
men jurisdiccional existe sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 28 de la Convención de 1954 (ar- 
tículo 16, párrafo 2, acápite). 


En cuanto a las dos últimas violaciones graves se- 
ñaladas por el primer párrafo del artículo 15, los Esta- 
dos solo tienen la obligación de reprimirlos mediante 
sanciones penales basándose en los argumentos 
más comunes para reivindicar la jurisdicción, es decir, 
que la infracción haya sido cometida en el territorio 
del Estado o que el inculpado sea un nacional del 
Estado. No existe obligación de ejercer jurisdicción 
para los casos en que la supuesta infracción sea co- 
metida en el extranjero por un nacional de otro Esta- 
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do, aunque los Estados pueden ejercer dicha jurisdic- 
ción (artículo 16, párrafo 2, literal a). Esto refleja el 
principio de jurisdicción universal facultativa para los 
crímenes de guerra, según el cual todos los Estados 
tienen jurisdicción para enjuiciar a no nacionales por 
crímenes de guerra cometidos en el extranjero, pero 
no tienen ninguna obligación de hacerlo si los críme- 
nes no equivalen a infracciones graves. Esto también 
se desprende claramente del reconocimiento de que 
los Estados pueden ejercer jurisdicción sobre dichas 
personas en virtud del derecho nacional o internacio- 
nal. Por otra parte, nada limita la capacidad del Esta- 
do para legislar, penalizar o tratar de cualquier otra 
forma cualquier violación grave del Protocolo. 


d. Procesamiento y cooperación. 


Los Estados tienen la obligación de procesar o 
extraditar a toda persona acusada de haber cometido 
infracciones contra los bienes bajo protección refor- 
zada o causado destrucciones importantes de bienes 
culturales (artículo 17). Se prevén además obligacio- 
nes generales en materia de asistencia judicial recí- 
proca, por ejemplo, por lo que se refiere a la investi- 
gación, la extradición o la obtención de elementos de 
prueba (artículo 19). 


e. Extradición. 


En lo que refiere a la extradición, el párrafo prime- 
ro del artículo 18 prevé que las infracciones contra 
bienes bajo protección reforzada o las destrucciones 
importantes de bienes culturales (infracciones gra- 
ves), se considerarán incluidas entre las que dan lu- 
gar a extradición en todo tratado de extradición cele- 
brado entre las Partes antes de la entrada en vigor 
del Segundo Protocolo. Además, las Partes se obli- 
gan a incluir dichas infracciones en cualquier tratado 
de extradición que celebren en el futuro. 


En el caso de que una de las Partes subordine la 
extradición a la existencia de un tratado, podrá consi- 
derar que el Segundo Protocolo constituye el funda- 
mento jurídico para la extradición, cuando se trate de 
las infracciones graves indicadas en los apartados a) 
a Cc) del primer párrafo del artículo 15. Si las Partes no 
subordinan la extradición a la existencia del tratado, 
reconocerán estas infracciones como casos de extra- 
dición entre ellas de acuerdo a las condiciones esta- 
blecidas en la legislación del Estado requerido. 


A los efectos de la extradición, de ser ello necesa- 
rio, se entenderá que las infracciones graves señala- 
das en el artículo 15 se han cometido no sólo en el 
lugar donde se perpetraron sino también en el territo- 
rio de las Partes que han establecido su jurisdicción, 
según el párrafo primero del Artículo 16. 


A los fines de la extradición, las infracciones gra- 
ves no se considerarán delitos políticos, delitos cone- 
xos a delitos políticos ni delitos inspirados en motivos 
políticos. Por ese motivo, no podrá denegarse una 
solicitud de extradición basándose exclusivamente en 
que se trata de un delito político o inspirado en moti- 
vos políticos (artículo 20, párrafo 1). 


Las Partes podrán no acceder a una solicitud de 
extradición basada en las infracciones previstas en 
los apartados a) a c) del primer párrafo del ar- 
tículo 15, si existen fundados motivos para creer que 
dicha solicitud se ha formulado para procesar o san- 
cionar a una persona por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políticas o que 
el hecho de otorgar la extradición podría perjudicar la 
situación de la persona por alguno de esos motivos 
(artículo 20, párrafo 2). 


f. Otras violaciones. 


Aparte de las medidas punitivas previstas en la 
Convención (artículo 28), el artículo 21 del Segundo 
Protocolo consagra que los Estados Partes en el 
mismo deben adoptar las medidas legislativas, admi- 
nistrativas o disciplinarias que puedan ser necesarias 
para hacer cesar los actos siguientes cuando sean 
perpetrados deliberadamente: utilización de bienes 
culturales en violación de la Convención o del Proto- 
colo; y la exportación y cualquier otro desplazamiento 
o transferencia de propiedad ilícitos de bienes cultu- 
rales desde un territorio ocupado en violación de la 
Convención o del Protocolo. 


9. Responsabilidad de los Estados. 


Ninguna disposición del Protocolo respecto de la 
responsabilidad penal de las personas afectará a la 
responsabilidad de los Estados conforme al derecho 
internacional, comprendida la obligación de repara- 
ción (artículo 38). 


11.2.6. Nuevas instituciones creadas por el Proto- 
colo de 1999 (Capítulo 6). 


El Protocolo de 1999 regula la convocatoria y 
competencias de la Reunión de las Partes (ar- 
tículo 23). Pero además, prevé dos nuevas institucio- 
nes. Se trata del Comité para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado y del 
Fondo para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado. 


a. Comité para la Protección de los Bienes Cultu- 
rales en caso de Conflicto Armado. 


El nuevo Comité está compuesto por doce Partes 
elegidas por la Reunión de las Partes, según un sis- 
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tema de representación equitativa de las distintas re- 
giones y culturas del mundo, velando por que, en su 
conjunto, se reúnan las competencias adecuadas en 
las esferas del patrimonio cultural, la defensa o el de- 
recho internacional (artículo 24). 


Entre las atribuciones del Comité se destacan las 
siguientes: conceder, suspender o anular la protec- 
ción reforzada a bienes culturales; establecer, actuali- 
zar y promover la Lista de Bienes Culturales bajo 
Protección Reforzada; determinar el empleo del Fon- 
do creado en el artículo 29, vigilar y supervisar la apli- 
cación del Protocolo, examinar los informes sobre la 
aplicación del Protocolo que les sometan las Partes 
cada cuatro años y formular observaciones a su res- 
pecto (artículo 27). 


Asimismo, los Estados Parte en el Protocolo po- 
drán pedir al Comité, asistencia internacional para los 
bienes culturales bajo protección reforzada y ayuda pa- 
ra la preparación, elaboración o aplicación de las leyes, 
disposiciones administrativas y medidas de reconoci- 
miento de su excepcional valor histórico y cultural y 
que garanticen su mayor protección (artículo 32). 


b. Fondo para la Protección de los Bienes Cultu- 
rales en caso de Conflicto Armado (artículo 29) 


El Fondo que se crea tendrá como finalidad el 
otorgamiento de ayuda financiera o de otro tipo en 
apoyo de medidas preparatorias o de otro tipo que se 
hayan de adoptar en tiempo de paz, tendientes a sal- 
vaguardar los bienes culturales, a reconocer su valor 
cultural e histórico excepcional y a difundir el respeto 
por dichos bienes. Asimismo, a través del Fondo se 
concederá ayuda financiera o de otro tipo en relación 
con medidas de emergencia o de otro tipo, a adoptar 
en períodos de conflicto armado o de reconstrucción 
posterior al término de las hostilidades (párrafo 1). 


De conformidad con las disposiciones del Regla- 
mento Financiero de la UNESCO (párrafo 2), el Fon- 
do se constituirá con carácter de fondo fiduciario. Sus 
recursos provendrán de: contribuciones voluntarias de 
las Partes, así como contribuciones, donaciones o le- 
gados de otros Estados, de la UNESCO u otras orga- 
nizaciones del sistema de las Naciones Unidas, de 
otras organizaciones intergubernamentales o no gu- 
bernamentales, organismos públicos o privados, o 
particulares. También estará integrado por los intere- 
ses que devenguen los recursos del Fondo, por los 
fondos recaudados mediante colectas e ingresos pro- 
cedentes de actos organizados en beneficio del Fon- 
do y por cualquier otro recurso autorizado por las 
orientaciones aplicables al Fondo (párrafo 3). 


11.2.7. Difusión de la información y asistencia inter- 
nacional (Capítulo 7). 


Entre los ejemplos de medidas concretas que han 
de adoptarse tanto en tiempo de paz como en período 
de conflicto armado para garantizar el cumplimiento 
cabal de las obligaciones de los Estados Partes en lo 
relativo a la difusión, cabe mencionar las siguientes: 
la organización de programas de formación y educa- 
ción destinados a que el conjunto de la población 
aprecie y respete mejor los bienes culturales y la exi- 
gencia de que las autoridades militares y civiles que 
asuman responsabilidades en cuanto a su aplicación 
en período de conflicto armado conozcan perfecta- 
mente el texto del Protocolo. Para cumplir con esta 
obligación, los Estados Partes deberán, según sea el 
caso: incorporar en sus reglamentos militares orienta- 
ciones e instrucciones relativas a la protección de los 
bienes culturales; en colaboración con la UNESCO y 
las organizaciones gubernamentales y no guberna- 
mentales pertinentes, preparar y llevar a cabo pro- 
gramas de formación y educación en tiempo de paz; 
por intermedio del Director General de la UNESCO, 
comunicarse recíprocamente información relativa a 
las leyes, disposiciones administrativas y medidas 
adoptadas en relación con los apartados precedentes, 
y comunicarse lo antes posible recíprocamente las le- 
yes y disposiciones administrativas que adopten para 
garantizar la aplicación del Protocolo (artículo 30). La 
experiencia del Comité Internacional de la Cruz Roja 
ha puesto de manifiesto ampliamente la gran importan- 
cia que tiene la difusión cuando se trata de asegurar el 
respeto por el derecho internacional humanitario. 


Para el caso de que se produzcan graves violacio- 
nes al Protocolo, las Partes se comprometen a actuar 
en forma conjunta, a través del Comité o por separa- 
do, en colaboración con UNESCO y Naciones Unidas, 
de conformidad con las disposiciones de la Carta de 
las Naciones Unidas (artículo 31). 


El artículo 32 prevé la posibilidad de que las Par- 
tes en el Protocolo y aún las partes en un conflicto 
que no sean Partes en el Protocolo, pero que acepten 
y apliquen sus disposiciones de conformidad con el 
párrafo 2 del artículo 3, soliciten asistencia internacio- 
nal para la protección de bienes culturales. Le corres- 
ponde al Comité, la determinación de las formas que 
revestirá dicha asistencia (artículo 32). 


Finalmente, se consagra la posibilidad de que las 
Partes acudan a la asistencia técnica de la UNESCO 
para la protección de bienes culturales, particular- 
mente en lo relativo a medidas preparatorias de sal- 


78 CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


vaguardia y medidas preventivas y organizativas para 
situaciones de emergencia. 


11.2.8. Otras disposiciones de interés. 
a. Conciliación. 


El Protocolo de 1999 prevé un mecanismo de con- 
ciliación para los casos en que exista desacuerdo en- 
tre las Partes en conflicto sobre la aplicación o inter- 
pretación de sus disposiciones. En primer lugar, se 
prevé la participación de “Potencias Protectoras” en- 
cargadas de salvaguardar los intereses de las Partes 
en conflicto. En caso de que no se hayan designado 
Potencias Protectoras, el Director General de la 
UNESCO podrá ejercer sus buenos oficios o actuar 
por cualquier otro medio de conciliación o mediación 
para resolver las discrepancias (artículos 34 a 36). 


b. Entrada en vigor y denuncia en situaciones de 
conflicto armado. Según el párrafo 2 del artículo 43, el 
Protocolo entrará en vigor para cada Parte, tres me- 
ses después de haber depositado el instrumento de 
ratificación, aceptación, aprobación o adhesión. No 
obstante, de conformidad con el artículo 44, en casos 
de conflicto armado (artículos 18 y 19 de la Conven- 
ción), las ratificaciones, aceptaciones, aprobaciones o 
adhesiones depositadas por las partes en conflicto, 
antes o después de haberse iniciado las hostilidades 
O la ocupación, surtirán efecto inmediato. 


En cuanto a la denuncia, de acuerdo con el pá- 
rrafo 3 del artículo 45, ésta surtirá efecto un año des- 
pués del recibo del instrumento correspondiente. No 
obstante, si al momento de expirar el año, la Parte 
denunciante se encontrara involucrada en un conflicto 
armado, los efectos de la denuncia quedarán en sus- 
penso hasta el fin de las hostilidades, y mientras du- 
ren las operaciones de repatriación de los bienes 
culturales. 


Il. CONCLUSIÓN. 


El Poder Ejecutivo considera que se debe asumir 
como un deber irrenunciable, el contribuir con máximo 
esfuerzo al respeto y consolidación del derecho inter- 
nacional humanitario, sumando el compromiso de la 
República al del resto de la comunidad internacional, 
en el marco de un proceso de universalización de los 
tratados que protegen a los bienes culturales, proceso 
en el que se destaca la labor de la Organización de 
las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y 
la Cultura (UNESCO) y del Comité Internacional de la 
Cruz Roja (CICR). 


Lamentablemente, se ha constatado que durante 
los conflictos armados las partes beligerantes esco- 
gen a menudo como objetivo deliberado para actos 


de pillaje, destrucción o vandalismo, aquellos bienes 
que tienen un profundo valor simbólico para los pue- 
blos y forman parte de su identidad cultural. 


En la medida que dichos actos de destrucción 
atentan de manera injustificada contra el derecho in- 
ternacional, los principios de la humanidad y el dicta- 
do de la conciencia pública, la aprobación del Segun- 
do Protocolo de 1999 de la Convención de La Haya 
de 1954 para la protección de los bienes culturales en 
caso de conflicto armado, representa un avance sig- 
nificativo al cual debe adherir la República. 


Tal como señala la Declaración de la UNESCO re- 
lativa a la destrucción intencional del patrimonio cultu- 
ral de octubre de 2003, es un mandato ineludible para 
los Estados, reforzar los mecanismos e instrumentos 
coadyuvantes a la protección del patrimonio cultural de 
la Humanidad, en la medida que el mismo es un com- 
ponente esencial de la identidad cultural de las comu- 
nidades, los grupos y los individuos y de la cohesión 
social, y que su destrucción deliberada menoscaba 
tanto la dignidad como los derechos humanos. 


El Poder Ejecutivo destaca la importancia del ins- 
trumento internacional multilateral cuya aprobación 
solicita, por cuanto el mismo propugna una fórmula de 
protección de aquellos bienes que por su propio ca- 
rácter tienen un valor que supera el puramente pecu- 
niario y que excede el ámbito individual y nacional, 
siendo patrimonio de la Humanidad y por lo tanto de- 
ben estar por encima de conflictos armados para 
permitir la conservación del acervo cultural logrado en 
el transcurso de la Historia. 


Reitera al señor Presidente de la Asamblea Gene- 
ral las seguridades de su más alta consideración. 


TABARÉ VÁZQUEZ, REINALDO GAR- 
GANO, JOSÉ E. DÍAZ, AZUCENA 
BERRUTTI, JORGE BROVETTO. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Apruébase el Segundo Protocolo 
de 1999 de la Convención para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, sus- 
crito en La Haya, el 26 de marzo de 1999. 


Montevideo, 24 de enero de 2006. 


REINALDO GARGANO, JOSÉ E. DÍAZ, 
AZUCENA  BERRUTTI, JORGE 
BROVETTO. 


TEXTO DEL ACUERDO 
La Haya, 26 de marzo de 1999 


Las Partes, 
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Conscientes de la necesidad de mejorar la protec- 
ción de los bienes culturales en caso de conflicto ar- 
mado y de establecer un sistema reforzado de pro- 
tección para bienes culturales especialmente desig- 
nados; 


Reiterando la importancia de las disposiciones de 
la Convención para la Protección de los Bienes Cultu- 
rales en caso de Conflicio Armado adoptada en La 
Haya el 14 de mayo de 1954, y haciendo hincapié en 
la necesidad de completar esas disposiciones con 
medidas que refuercen su aplicación; 


Deseosas de proporcionar a las Altas Partes Con- 
tratantes en la Convención un medio para participar 
más estrechamente en la protección de los bienes 
culturales en caso de conflicto armado mediante el 
establecimiento de procedimientos adecuados; 


Considerando que las reglas que rigen la protec- 
ción de los bienes culturales en caso de conflicto ar- 
mado deberían reflejar la evolución del derecho inter- 
nacional; 


Afirmando que las reglas del derecho internacional 
consuetudinario seguirán rigiendo las cuestiones no 
reguladas en las disposiciones del presente Protoco- 
lo, 


Han convenido en lo siguiente: 
Capítulo 1: Introducción 

Artículo 12.- Definiciones 

A los efectos del presente Protocolo: 


a) Por "Parte" se entenderá un Estado Parte en el 
presente Protocolo; 


b) Por "bienes culturales” se entenderán los bie- 
nes culturales definidos en el Artículo 1 de la 
Convención; 


c) Por "Convención" se entenderá la Convención 
para la Protección de los Bienes Culturales en 
caso de Conflicto Armado, adoptada en La Ha- 
ya el 14 de mayo de 1954; 


d) Por "Alta Parte Contratante" se entenderá un 
Estado Parte en la Convención; 


e) Por "protección reforzada" se entenderá el sis- 
tema de protección reforzada establecido en 
los Artículos 10 y 11; 


f) Por "objetivo militar" se entenderá un objeto 
que por su naturaleza, ubicación, finalidad o 
utilización, contribuye eficazmente a la acción 
militar y cuya destrucción total o parcial, captu- 


ra o neutralización ofrece en las circunstancias 
del caso una ventaja militar definida; 


g) Por "ilícito" se entenderá realizado bajo coac- 
ción o de otra manera, en violación de las re- 
glas aplicables de la legislación nacional del te- 
rritorio ocupado o del derecho internacional; 


h) Por "Lista" se entenderá la Lista Internacional 
de Bienes Culturales bajo Protección Reforza- 
da establecida con arreglo al apartado b) del 
párrafo 1 del Artículo 27; 


i) Por "Director General" se entenderá el Director 
General de la UNESCO; 


j) Por "UNESCO" se entenderá la Organización 
de las Naciones Unidas para la Educación, la 
Ciencia y la Cultura. 


k) Por "Primer Protocolo" se entenderá el Proto- 
colo para la Protección de los Bienes Culturales 
en caso de Conflicto Armado adoptado en La 
Haya el 14 de mayo de 1954; 


Artículo 22.- Relación con la Convención 


El presente Protocolo complementa a la Conven- 
ción en lo relativo a las relaciones entre las Partes. 


Artículo 32.- Ambito de aplicación 


1. Además de las disposiciones que se aplican en 
tiempo de paz, el presente Protocolo se aplica- 
rá en las situaciones previstas en los párrafos 1 
y 2 del Artículo 18 de la Convención y en el pá- 
rrafo 1 del Artículo 22. 


2. Si una de las partes en un conflicto armado no 
está obligada por el presente Protocolo, las 
Partes en el presente Protocolo seguirán obli- 
gadas por él en sus relaciones recíprocas. 
Asimismo, estarán obligadas por el presente 
Protocolo en sus relaciones con un Estado 
parte en el conflicto que no esté obligado por 
él, cuando ese Estado acepte sus disposicio- 
nes y durante todo el tiempo que las aplique. 


Artículo 4?.- Relaciones entre el Capítulo 3 y otras 
disposiciones de la Convención y del presente Proto- 
colo 


Las disposiciones del Capítulo 3 del presente 
Protocolo se aplicarán sin perjuicio de: 


a) la aplicación de las disposiciones del Capítulo | 
de la Convención y del Capítulo 2 del presente 
Protocolo; 


b) la aplicación de las disposiciones del Capítulo !| 
de la Convención entre las Partes del presente 
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Protocolo o entre una Parte y un Estado que 
acepta y aplica el presente Protocolo con arre- 
glo al párrafo 2 del Artículo 3, en el entendi- 
miento de que si a un bien cultural se le ha 
otorgado a la vez una protección especial y una 
protección reforzada, sólo se aplicarán las dis- 
posiciones relativas a la protección reforzada. 


Capítulo 2: Disposiciones generales relativas a la 
protección 


Artículo 5*.- Salvaguardia de los bienes culturales 


Las medidas preparatorias adoptadas en tiempo 
de paz para salvaguardar los bienes culturales contra 
los efectos previsibles de un conflicto armado confor- 
me al Artículo 3 de la Convención comprenderán, en 
su caso, la preparación de inventarios, la planificación 
de medidas de emergencia para la protección contra 
incendios o el derrumbamiento de estructuras, la pre- 
paración del traslado de bienes culturales muebles o 
el suministro de una protección adecuada in situ de 
esos bienes, y la designación de autoridades compe- 
tentes que se responsabilicen de la salvaguardia de 
los bienes culturales. 


Artículo 62.- Respeto de los bienes culturales 


A fin de garantizar el respeto de los bienes cultu- 
rales de conformidad con el Artículo 4 de la Conven- 
ción: 

a) una derogación fundada en una necesidad mi- 
litar imperativa conforme al párrafo 2 del Ar- 
tículo 4 de la Convención sólo se podrá invocar 
para dirigir un acto de hostilidad contra un bien 
cultural cuando y durante todo el tiempo en 
que: 


¡) ese bien cultural, por su función, haya sido 
transformado en un objetivo militar; y 


li) no exista otra alternativa prácticamente po- 
sible para obtener una ventaja militar equi- 
valente a la que ofrece el hecho de dirigir un 
acto de hostilidad contra ese objetivo; 


b) una derogación fundada en una necesidad mi- 
litar imperativa conforme al párrafo 2 del Ar- 
tículo 4 de la Convención sólo se podrá invocar 
para utilizar bienes culturales con una finalidad 
que pueda exponerles a la destrucción o al dete- 
rioro cuando y durante todo el tiempo en que re- 
sulte imposible elegir entre esa utilización de los 
bienes culturales y otro método factible para 
obtener una ventaja militar equivalente; 


c) la decisión de invocar una necesidad militar im- 
perativa solamente será tomada por el oficial 


que mande una fuerza de dimensión igual o 
superior a la de un batallón, o de menor dimen- 
sión cuando las circunstancias no permitan 
actuar de otra manera; 


d) en caso de ataque basado en una decisión to- 
mada de conformidad con el apartado a) se 
debe dará aviso con la debida antelación y por 
medios eficaces, siempre y cuando las cir- 
cunstancias lo permitan. 


Artículo 8*.- Precauciones en el ataque 


Sin perjuicio de otras precauciones exigidas por el 
derecho internacional humanitario en la conducción 
de operaciones militares, cada Parte en el conflicto 
debe: 


a) hacer todo lo que sea factible para verificar que 
los objetivos que se van a atacar no son bienes 
culturales protegidos en virtud del Artículo 4 de 
la Convención; 


b) tomar todas las precauciones factibles en la 
elección de los medios y métodos de ataque 
para evitar y, en todo caso, reducir lo más po- 
sible los daños que se pudieran causar inci- 
dentalmente a los bienes culturales protegidos 
en virtud del Artículo 4 de la Convención; 


c) abstenerse de decidir un ataque cuando sea de 
prever que causará incidentalmente daños a 
los bienes culturales protegidos en virtud del 
Artículo 4 de la Convención, que serían excesi- 
vos en relación con la ventaja militar concreta y 
directa prevista; y 


d) suspender o anular un ataque si se advierte 
que: 


i) el objetivo es un bien cultural protegido en vir- 
tud del Artículo 4 de la Convención; 


li) es de prever que el ataque causará incidental- 
mente daños a los bienes culturales protegidos 
en virtud del Artículo 4 de la Convención, que 
serían excesivos en relación con la ventaja mi- 
litar concreta y directa prevista; 


Artículo 8*.- Precauciones contra los efectos de 
las hostilidades 


En toda la medida de lo posible, las Partes en 
conflicto deberán: 


a) alejar los bienes culturales muebles de las pro- 
ximidades de objetivos militares o suministrar 
una protección adecuada in situ; 
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b) 


evitar la ubicación de objetivos militares en las 
proximidades de bienes culturales. 


Artículo 9*2.- Protección de bienes culturales en te- 
rritorio ocupado 


1. 


Sin perjuicio de las disposiciones de los Ar- 
tículos 4 y 5 de la Convención, toda Parte que 
ocupe total o parcialmente el territorio de otra 
Parte prohibirá e impedirá con respecto al te- 
rritorio ocupado: 


a) toda exportación y cualquier otro desplaza- 
miento o transferencia de propiedad ilícitos 
de bienes culturales; 


b) toda excavación arqueológica, salvo cuando 
sea absolutamente indispensable para sal- 
vaguardar, registrar o conservar bienes 
culturales; 


c) toda transformación o modificación de la uti- 
lización de bienes culturales con las que se 
pretenda ocultar o destruir testimonios de 
índole cultural, histórica o científica. 


Toda excavación arqueológica, transformación 
o modificación de la utilización de bienes cultu- 
rales en un territorio ocupado deberá efectuar- 
se, a no ser que las circunstancias no lo per- 
mitan, en estrecha cooperación con las autori- 
dades nacionales competentes de ese territorio 
ocupado. 


Capítulo 3: Protección reforzada 


Artículo 10.- Protección reforzada 


Un bien cultural podrá ponerse bajo protección 
reforzada siempre que cumpla las tres condiciones 
siguientes: 


a) 


b) 


que sea un patrimonio cultural de la mayor im- 
portancia para la humanidad; 


que esté protegido por medidas nacionales 
adecuadas, jurídicas y administrativas, que re- 
conozcan su valor cultural e histórico excepcio- 
nal y garanticen su protección en el más alto 
grado; y 


que no sea utilizado con fines militares o para 
proteger instalaciones militares, y que haya si- 
do objeto de una declaración de la Parte que lo 
controla, en la que se confirme que no se utili- 
zará para esos fines. 


Artículo 11.- Concesión de la protección reforzada 


1. 


Cada Parte someterá al Comité una lista de los 
bienes culturales para los que tiene intención 


de solicitar la concesión de la protección refor- 
zada. 


La Parte bajo cuya jurisdicción o control se ha- 
lle un bien cultural podrá pedir su inscripción en 
la Lista que se establecerá en virtud del apar- 
tado b) del párrafo 1 del Artículo 27. Esta peti- 
ción comprenderá toda la información necesa- 
ria relativa a los criterios mencionados en el Ar- 
tículo 10. El Comité podrá invitar a una Parte a 
que pida la inscripción de ese bien cultural en 
la Lista. 


Otras Partes, el Comité Internacional del Escu- 
do Azul y otras organizaciones no guberna- 
mentales con la competencia apropiada podrán 
recomendar al Comité un bien cultural específi- 
co. En ese caso, el Comité podrá tomar la deci- 
sión de invitar a una Parte a que pida la ins- 
cripción de ese bien cultural en la Lista. 


Ni la petición de inscripción de un bien cultural 
situado en un territorio, bajo una soberanía o 
una jurisdicción que reivindiquen más de un 
Estado, ni la inscripción de ese bien perjudica- 
rán en modo alguno los derechos de las partes 
en litigio. 


Cuando el Comité reciba una petición de ins- 
cripción en la Lista, informará de ella a todas 
las Partes. En un plazo de sesenta días, las 
Partes podrán someter al Comité sus alegacio- 
nes con respecto a esa petición. Esas alega- 
ciones se fundarán exclusivamente en los crite- 
rios mencionados en el Artículo 10. Deberán 
ser precisas y apoyarse en hechos. El Comité 
examinará esas alegaciones y proporcionará a 
la Parte que haya pedido la inscripción una po- 
sibilidad razonable de responder antes de que 
se tome la decisión. Cuando se presenten esas 
alegaciones al Comité, las decisiones sobre la 
inscripción en la Lista se tomarán, no obstante 
lo dispuesto en el Artículo 26, por mayoría de 
las cuatro quintas partes de los miembros del 
Comité presentes y votantes. 


Al tomar una decisión sobre una petición, el 
Comité procurará solicitar el dictamen de orga- 
nizaciones gubernamentales y no guberna- 
mentales, así como el de expertos particulares. 


La decisión de conceder o negar la protección 
reforzada sólo se puede basar en los criterios 
mencionados en el Artículo 10. 


En casos excepcionales, cuando el Comité ha 
llegado a la conclusión de que la Parte que pi- 
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10. 


11. 


de la inscripción de un bien cultural en la Lista 
no puede cumplir con el criterio del párrafo b) 
del Artículo 10, podrá tomar la decisión de con- 
ceder la protección reforzada siempre que la 
Parte solicitante someta una petición de asis- 
tencia internacional en virtud del Artículo 32. 


Desde el comienzo de las hostilidades, una 
Parte en el conflicto podrá pedir, por motivos de 
urgencia, la protección reforzada de los bienes 
culturales bajo su jurisdicción o control, some- 
tiendo su petición al Comité. El Comité transmi- 
tirá inmediatamente esta demanda a todas las 
Partes en el conflicto. En ese caso, el Comité 
examinará urgentemente las alegaciones de las 
Partes interesadas. La decisión de conceder la 
protección reforzada con carácter provisional 
se tomará con la mayor rapidez posible y, no 
obstante lo dispuesto en el Artículo 26, por ma- 
yoría de las cuatro quintas partes de los miem- 
bros del Comité presentes y votantes. El Co- 
mité podrá conceder la protección reforzada, a 
la espera del resultado del procedimiento nor- 
mal de concesión de dicha protección, siempre 
que se cumpla con las disposiciones de los pá- 
rrafos a) y c) del Artículo 10. 


El Comité concederá la protección reforzada a 
un bien cultural a partir del momento en que se 
inscriba en la Lista. 


El Director General notificará sin espera al Se- 
cretario General de las Naciones Unidas y a to- 
das las Partes toda decisión del Comité relativa 
a la inscripción de un bien cultural en la Lista. 


Artículo 12.- Inmunidad de los bienes culturales 
bajo protección reforzada 


Las Partes en un conflicto garantizarán la inmuni- 
dad de los bienes culturales bajo protección reforza- 
da, absteniéndose de hacerlos objeto de ataques y de 
utilizar esos bienes o sus alrededores inmediatos en 
apoyo de acciones militares. 


Artículo 13.- Pérdida de la protección reforzada 


1. 


Los bienes culturales bajo protección reforzada 
sólo perderán esa protección: 


a) cuando esa protección se anule o suspenda 
en virtud del Artículo 14; o 


b) cuando y durante todo el tiempo en que la 
utilización del bien lo haya convertido en un 
objetivo militar. 


2. En las circunstancias previstas en el apartado 


b) del párrafo 1, ese bien sólo podrá ser objeto 
de un ataque: 


a) cuando ese ataque sea el único medio facti- 
ble para poner término a la utilización de 
ese bien mencionada en el apartado b) del 
párrafo 1; 


b) cuando se hayan tomado todas las precau- 
ciones prácticamente posibles en la elección 
de los medios y métodos de ataque, con mi- 
ras a poner término a esa utilización y evi- 
tar, o en todo caso reducir al mínimo, los 
daños del bien cultural. 


c) cuando, a menos que las circunstancias no 
lo permitan, por exigencias de legítima de- 
fensa inmediata: 


i) el ataque haya sido ordenado por el nivel 
más alto del mando operativo; 


li) se haya dado un aviso con medios efica- 
ces a las fuerzas adversarias, instándo- 
las a poner un término a la utilización 
mencionada en el apartado b) del párrafo 
1: y 

iii) se haya concedido un plazo razonable a 
las fuerzas adversarias para regularizar 
la situación. 


Artículo 14.- Suspensión y anulación de la protec- 
ción reforzada 


1. 


Cuando un bien cultural no satisfaga alguno de 
los criterios enunciados en el Artículo 10 del 
presente Protocolo, el Comité podrá suspender 
O anular su protección reforzada retirándolo de 
la Lista. 


En caso de violaciones graves del Artículo 12 
por utilización de bienes culturales bajo protec- 
ción reforzada en apoyo de una acción militar, 
el Comité podrá suspender la protección refor- 
zada de esos bienes. Cuando esas violaciones 
sean continuas, el Comité podrá excepcional- 
mente anular su protección reforzada retirán- 
dolo de la Lista. 


El Director General notificará sin demora al Se- 
cretario General de las Naciones Unidas y a to- 
das las Partes en el presente Protocolo toda 
decisión del Comité relativa a la suspensión o 
anulación de la protección reforzada de un bien 
cultural. 
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4. Antes de tomar una decisión de esta índole, el 


Comité ofrecerá a las Partes la posibilidad de 
que den a conocer sus pareceres. 


Capítulo 4: Responsabilidad penal y jurisdicción 


Artículo 15.- Violaciones graves del 


presente 


Protocolo 


1. 


Cometerá una infracción en el sentido de este 
Protocolo toda persona que, deliberadamente y 
en violación de la Convención o del presente 
Protocolo, realice uno de los siguientes actos: 


a) hacer objeto de un ataque a un bien cultural 
bajo protección reforzada; 


b) utilizar los bienes culturales bajo protección 
reforzada o sus alrededores inmediatos en 
apoyo de acciones militares; 


c) causar destrucciones importantes en los 
bienes culturales protegidos por la Conven- 
ción y el presente Protocolo o apropiárselos 
a gran escala; 


d) hacer objeto de un ataque a un bien cultural 
protegido por la Convención y el presente 
Protocolo; 


e) robar, saquear o hacer un uso indebido de 
los bienes culturales protegidos por la Con- 
vención, y perpetrar actos de vandalismo 
contra ellos. 


Cada Parte adoptará las medidas que sean ne- 
cesarias para tipificar como delitos, con arreglo 
a su legislación nacional, las infracciones indi- 
cadas en el presente Artículo, y para sancionar 
esas infracciones con penas adecuadas. Al ha- 
cer esto, las Partes se conformarán a los prin- 
cipios generales del derecho y del derecho in- 
ternacional, comprendidas las normas que ha- 
cen extensible la responsabilidad penal indivi- 
dual a personas que no han sido autoras di- 
rectas de los actos. 


Artículo 16.- Jurisdicción 


1. 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 2, 
cada Parte adoptará las medidas legislativas 
necesarias para establecer su jurisdicción res- 
pecto de las infracciones indicadas en el Ar- 
tículo 15, en los siguientes casos. 


a) cuando la infracción se haya cometido en el 
territorio de este Estado; 


b) cuando el presunto autor sea un nacional de 
este Estado; 


c) cuando se trate de las infracciones indica- 
das en los apartados a) a c) del primer pá- 
rrafo del Artículo 15, en caso de que el pre- 
sunto autor esté presente en el territorio de 
este Estado; 


Con respecto al ejercicio de la jurisdicción, y sin 
perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 28 de la 
Convención: 


a) el presente Protocolo no excluye que se 
pueda incurrir en responsabilidad penal in- 
dividual ni que se ejerza la jurisdicción en 
virtud del derecho nacional e internacional 
aplicable, y tampoco afecta al ejercicio de la 
jurisdicción en virtud del derecho internacio- 
nal consuetudinario; 


b) excepto en el caso en que un Estado que no 
es Parte en el presente Protocolo pueda 
aceptarlo y aplicar sus disposiciones con 
arreglo al párrafo 2 del Artículo 3, los miem- 
bros de las fuerzas armadas y los naciona- 
les de un Estado que no es Parte en el pre- 
sente Protocolo, salvo aquellos de sus na- 
cionales que sirven en las fuerzas armadas 
de un Estado que es Parte en el presente 
Protocolo, no incurrirán en responsabilidad 
penal individual en virtud del presente Pro- 
tocolo, que además no impone ninguna 
obligación relativa al establecimiento de ju- 
risdicción con respecto a esas personas ni a 
su extradición. 


Artículo 17.- Procesamiento 


1. 


La Parte en cuyo territorio se comprobase la 
presencia del presunto autor de una de las in- 
fracciones enunciadas en los apartados a) a c) 
del párrafo 1 del Artículo 15, si no extradita a 
esa persona, someterá su caso sin excepción 
alguna ni tardanza excesiva a las autoridades 
competentes para que la procesen con arreglo 
a un procedimiento conforme a su derecho na- 
cional o, si procede, a las normas pertinentes 
del derecho internacional. 


Sin perjuicio, llegado el caso, de las normas 
pertinentes del derecho internacional, a toda 
persona contra la que se instruya un procedi- 
miento en virtud de la Convención o del pre- 
sente Protocolo se le garantizará un trata- 
miento equitativo y un proceso imparcial en to- 
das las etapas del procedimiento con arreglo al 
derecho nacional e internacional, y en ningún 
caso se le proporcionarán menos garantías de 
las que reconoce el derecho internacional. 


84 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


Artículo 18.- Extradición 


1. 


Las infracciones indicadas en los apartados a) 
a Cc) del párrafo 1 del Artículo 15 se reputarán 
incluidas entre las que dan lugar a extradición 
en todo tratado de extradición concertado entre 
Partes con anterioridad a la entrada en vigor 
del presente Protocolo. Las Partes se compro- 
meten a incluir tales infracciones en todo trata- 
do de extradición que concierten posterior- 
mente entre sí. 


Cuando una Parte que subordine la extradición 
a la existencia de un tratado reciba una solici- 
tud de extradición de otra Parte con la que no 
tenga concertado un tratado de extradición, la 
Parte intimada podrá, a su elección, considerar 
que el presente Protocolo constituye la base ju- 
rídica para la extradición con respecto a las in- 
fracciones indicadas en los apartados a) a Cc) 
del párrafo 1 del Artículo 15. 


Las Partes que no subordinen la extradición a 
la existencia de un tratado reconocerán las in- 
fracciones indicadas en los apartados a) a Cc) 
del párrafo 1 del Artículo 15 como casos de ex- 
tradición entre ellas, con sujeción a las condi- 
ciones estipuladas en la legislación de la Parte 
requerida. 


De ser necesario, a los fines de la extradición 
entre Partes se considerará que las infraccio- 
nes indicadas en los apartados a) a c) del pá- 
rrafo 1 del Artículo 15 se han cometido no sólo 
en el lugar en que se perpetraron, sino también 
en el territorio de las Partes que hayan estable- 
cido su jurisdicción de conformidad con el pá- 
rrafo 1 del Artículo 16. 


Artículo 19.- Asistencia judicial recíproca 


1. 


Las Partes se prestarán la mayor asistencia 
posible en relación con cualquier investigación, 
proceso penal o procedimiento de extradición 
relacionados con las infracciones indicadas en 
el Artículo 15, comprendida la asistencia con 
miras a la obtención de las pruebas necesarias 
para el procedimiento de que dispongan. 


Las Partes cumplirán las obligaciones que les 
incumban en virtud del párrafo 1 de conformi- 
dad con los tratados u otros acuerdos de asis- 
tencia judicial recíproca que existan entre ellas. 
A falta de esos tratados o acuerdos, las Partes 
se prestarán esa asistencia de conformidad con 
su legislación nacional. 


Artículo 20.- Motivos de rechazo 


1: 


A los fines de la extradición, las infracciones in- 
dicadas en los apartados a) a c) del párrafo 1 
del Artículo 15, y a los fines de la asistencia ju- 
dicial reciproca, las infracciones indicadas en el 
Artículo 15 no serán consideradas delitos políti- 
cos, delitos conexos a delitos políticos ni delitos 
inspirados en motivos políticos. En consecuen- 
cia, no se podrá rechazar una petición de ex- 
tradición o de asistencia judicial recíproca for- 
mulada en relación con una infracción de ese 
carácter por el único motivo de que se refiere a 
un delito político o un delito inspirado en moti- 
vos políticos. 


Ninguna disposición del presente Protocolo se 
interpretará en el sentido de que imponga una 
obligación de extraditar o de prestar asistencia 
judicial recíproca, si la Parte requerida tiene 
motivos fundados para creer que la petición de 
extradición por las infracciones indicadas en los 
apartados a) a c) del párrafo 1 del Artículo 15 o 
la petición de asistencia judicial recíproca en 
relación con las infracciones del Artículo 15 se 
han formulado con el fin de procesar o sancio- 
nar a una persona por motivos de raza, religión, 
nacionalidad, origen étnico u opiniones políti- 
cas, o que el hecho de acceder a la petición 
podría perjudicar la situación de esa persona 
por cualquiera de esos motivos. 


Artículo 21.- Medidas relativas a otras violaciones 


Sin perjuicio de lo dispuesto en el Artículo 28 de la 
Convención, cada Parte adoptará las medidas legis- 
lativas, administrativas o disciplinarias que puedan 
ser necesarias para que cesen los siguientes actos, 
cuando sean perpetrados deliberadamente: 


a) 


b) 


toda utilización de bienes culturales en viola- 
ción de la Convención o del presente Protocolo; 


toda exportación y cualquier otro desplaza- 
miento o transferencia de propiedad ilícitos de 
bienes culturales desde un territorio ocupado 
en violación de la Convención o del presente 
Protocolo; 


Capítulo 5: Protección de los bienes culturales en 
los conflictos armados de carácter no internacional 


Artículo 22 - Conflictos armados de carácter no 
internacional 


1. 


El presente Protocolo se aplicará en caso de 
conflicto armado que no tenga carácter interna- 
cional y que se haya producido en el territorio 
de una de las Partes. 
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Este Protocolo no se aplicará en situaciones de 
disturbios y tensiones internos, como por ejem- 
plo tumultos, actos de violencia aislados y es- 
porádicos y otros actos de carácter similar. 


No se invocará ninguna disposición del pre- 
sente Protocolo con miras a menoscabar la so- 
beranía de un Estado o la responsabilidad que 
incumbe a un gobierno de mantener o restable- 
cer por todos los medios legítimos la ley y el 
orden en el Estado o de defender la unidad na- 
cional y la integridad territorial del Estado. 


Ninguna disposición de este Protocolo menos- 
cabará la prioridad de jurisdicción de una Parte 
en cuyo territorio se produzca un conflicto ar- 
mado de carácter no internacional con respecto 
a las violaciones indicadas en el Artículo 15. 


No se invocará ninguna disposición del pre- 
sente Protocolo como justificación para interve- 
nir directa o indirectamente, sea cual fuere el 
motivo, en el conflicto armado o en los asuntos 
internos o externos de la Parte en cuyo territo- 
rio se haya producido ese conflicto. 


La aplicación del presente Protocolo a la situa- 
ción mencionada en el párrafo 1 no producirá 
efecto alguno sobre el estatuto jurídico de las 
partes en conflicto. 


La UNESCO podrá ofrecer sus servicios a las 
partes en conflicto. 


Capítulo 6: Cuestiones institucionales 


Artículo 23.- Reunión de las Partes 


1. 


La Reunión de las Partes se convocará al mis- 
mo tiempo que la Conferencia General de la 
UNESCO y en coordinación con la Reunión de 
las Altas Partes Contratantes, si esta reunión 
ha sido convocada por el Director General. 


La Reunión de las Partes adoptará su propio 
Reglamento. 


La Reunión de las Partes tendrá las siguientes 
atribuciones: 


a) elegir a los miembros del Comité, con arre- 
glo al párrafo 1 del Artículo 24; 


b) aprobar los Principios Rectores elaborados 
por el Comité con arreglo al apartado a) del 
párrafo 1 del Artículo 27; 


c) proporcionar orientaciones para la utiliza- 
ción del Fondo por parte del Comité y su- 
pervisarla; 


d) examinar el informe presentado por el Co- 
mité con arreglo al apartado d) del párrafo 1 
del Artículo 27; 


e) discutir cualquier problema relacionado con 
la aplicación de este Protocolo y formular 
recomendaciones cuando proceda. 


4. El Director General convocará una Reunión 


Extraordinaria de las Partes, si así lo solicita 
como mínimo la quinta parte de ellas. 


Artículo 24.- Comité para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado 


1. 


Por el presente artículo se crea un Comité para 
la Protección de los Bienes Culturales en caso 
de Conflicto Armado. Estará compuesto por 
doce Partes que serán elegidas por la Reunión 
de las Partes. 


El Comité celebrará reuniones ordinarias una 
vez al año y reuniones extraordinarias cuando 
lo estime necesario. 


. Al establecer la composición del Comité, las 


Partes velarán por garantizar una representa- 
ción equitativa de las distintas regiones y cultu- 
ras del mundo. 


Las Partes miembros del Comité elegirán para 
que las representen a personas competentes 
en las esferas del patrimonio cultural, la defen- 
sa o el derecho internacional, y consultándose 
mutuamente tratarán de garantizar que el Co- 
mité en su conjunto reúna las competencias 
adecuadas en todas esas esferas. 


Artículo 25.- Mandato 


1. 


Las Partes miembros del Comité serán elegi- 
das por un periodo de cuatro años y sólo po- 
drán volver a ser elegidas inmediatamente una 
sola vez. 


No obstante lo dispuesto en el párrafo 1, el 
mandato de la mitad de los miembros nombra- 
dos en la primera elección concluirá al finalizar 
la primera reunión ordinaria de la Reunión de 
las Partes celebrada inmediatamente después 
de la reunión en la cual fueron elegidos. El Pre- 
sidente de la Reunión de las Partes designará 
por sorteo a estos miembros después de la 
primera elección. 


Artículo 26.- Reglamento 


1. 


El Comité adoptará su propio Reglamento. 
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2. La mayoría de los miembros constituirá quó- 


rum. Las decisiones del Comité se tomarán por 
mayoría de dos tercios de los miembros vo- 
tantes. 


Los miembros no participarán en las votaciones 
de ninguna decisión relativa a bienes culturales 
que se vean afectados por un conflicto armado 
en el que sean partes. 


Artículo 27.- Atribuciones 


1. 


Las atribuciones del Comité serán las siguien- 
tes: 


a) elaborar Principios Rectores para la aplica- 
ción del presente Protocolo; 


b) conceder, suspender o anular la protección 
reforzada a bienes culturales, y establecer, 
actualizar y promover la Lista de Bienes 
Culturales bajo Protección Reforzada; 


c) vigilar y supervisar la aplicación del pre- 
sente Protocolo y fomentar la identificación 
de bienes culturales bajo protección refor- 
zada; 


d) examinar los informes de las Partes y for- 
mular observaciones a su respecto, tratar de 
obtener precisiones cuando sea necesario, 
y preparar su propio informe sobre la aplica- 
ción del presente Protocolo para la Reunión 
de las Partes; 


e) recibir y estudiar las peticiones de asistencia 
internacional con arreglo al Artículo 32; 


f) determinar el empleo del Fondo; 


g) desempeñar cualquier otra función que le 
encomiende la Reunión de las Partes. 


. El Comité ejercerá sus atribuciones en coope- 


ración con el Director General. 


. El Comité cooperará con las organizaciones 


gubernamentales y no gubernamentales inter- 
nacionales y nacionales cuyos objetivos son 
similares a los de la Convención, los de su Pri- 
mer Protocolo y los del presente Protocolo. Pa- 
ra que le asistan en el desempeño de sus atri- 
buciones, el Comité podrá invitar a que partici- 
pen en sus reuniones, a título consultivo, a or- 
ganizaciones profesionales eminentes como las 
que mantienen relaciones formales con la 
UNESCO, comprendido el Comité Internacional 
del Escudo Azul (CIEA) y sus órganos constitu- 
tivos. También se podrá invitar a que participen 
a título consultivo a representantes del Centro 


Internacional de Estudio de Conservación y 
Restauración de los Bienes Culturales (Centro 
de Roma) (ICCROM) y del Comité Internacional 
de la Cruz Roja (CICR). 


Artículo 28.- Secretaría 


1. 


Prestará asistencia al Comité la Secretaría Ge- 
neral de la UNESCO, que preparará su docu- 
mentación y el orden del día de sus reuniones y 
se encargará de la aplicación de sus decisio- 
nes. 


Artículo 29.- El Fondo para la Protección de los 


Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado 
1. 


Por el presente artículo se crea un Fondo para 
los siguientes fines: 


a) conceder ayuda financiera o de otra clase 
en apoyo de medidas preparatorias o de 
otro tipo que se hayan de adoptar en tiempo 
de paz con arreglo, entre otros, al Artículo 5, 
al párrafo b) del Artículo 10 y al Artículo 30; 


b) conceder ayuda financiera o de otra clase 
en relación con medidas de emergencia y 
medidas provisionales o de otro tipo que se 
hayan de adoptar con miras a la protección 
de bienes culturales en periodos de conflicto 
armado o de reconstrucción inmediatamente 
posteriores al fin de las hostilidades con 
arreglo, entre otros, al párrafo a) del Ar- 
tículo 8. 


2. De conformidad con las disposiciones del Re- 


glamento Financiero de la UNESCO, el Fondo 
se constituirá con carácter de fondo fiduciario. 


. Los recursos del Fondo sólo se utilizarán para 


los fines que el Comité decida con arreglo a las 
orientaciones definidas en el apartado c) del 
párrafo 3 del Artículo 23. El Comité podrá 
aceptar contribuciones que hayan de ser desti- 
nadas exclusivamente a un determinado pro- 
grama o proyecto, a condición de que haya de- 
cidido ejecutar ese programa o proyecto. 


El Fondo constará de los siguientes recursos: 


a) contribuciones voluntarias aportadas por las 
Partes; 


a, 


contribuciones, donaciones O 


aportados por: 


legados 


i) otros Estados; 


li) la UNESCO u otras organizaciones del 
sistema de las Naciones Unidas; 


Miércoles 4 de octubre de 2006 


CÁMARA DE REPRESENTANTES 87 


iii) otras organizaciones intergubernamen- 
tales o no gubernamentales; 


iv) organismos públicos o privados, o parti- 
culares; 


c) todo interés que devenguen los recursos del 
Fondo; 


d) fondos recaudados mediante colectas e in- 
gresos procedentes de actos organizados 
en beneficio del Fondo; y 


e) cualesquiera otros recursos autorizados por 
las orientaciones aplicables al fondo. 


Capítulo 7: Difusión de la información y asistencia 
internacional 


Artículo 30.- Difusión 


1. 


Las Partes procurarán servirse de todos los 
medios apropiados, y en particular de progra- 
mas de educación e información, para fomentar 
el aprecio y el respeto de los bienes culturales 
por parte del conjunto de sus poblaciones. 


Las Partes difundirán lo más ampliamente po- 
sible el presente Protocolo, tanto en tiempo de 
paz como en tiempo de conflicto armado. 


. Toda autoridad militar o civil que en tiempo de 


conflicto armado esté encargada de aplicar el 
presente Protocolo habrá de tener pleno cono- 
cimiento de su texto. Con este fin, las Partes: 


a) incorporarán a sus reglamentos militares 
orientaciones e instrucciones relativas a la 
protección de los bienes culturales; 


b) en colaboración con la UNESCO y las orga- 
nizaciones gubernamentales y no guberna- 
mentales pertinentes, prepararán y llevarán 
a cabo programas de formación y educación 
en tiempo de paz ; 


c) por conducto del Director General, se co- 
municarán recíprocamente información rela- 
tiva a las leyes, disposiciones administrati- 
vas y medidas adoptadas en relación con 
los apartados a) y b); 


d) por conducto del Director General, se co- 
municarán lo antes posible recíprocamente 
las leyes y disposiciones administrativas 
que adopten para garantizar la aplicación 
del presente Protocolo. 


Artículo 31.- Cooperación internacional 


En casos de graves violaciones del presente Pro- 
tocolo, las Partes se comprometen a actuar conjun- 
tamente por conducto del Comité o por separado, en 
colaboración con la UNESCO y las Naciones Unidas 
y de conformidad con la Carta de las Naciones Uni- 


das. 


Artículo 32.- Asistencia internacional 


1. 


Toda Parte podrá pedir al Comité asistencia 
internacional para los bienes culturales bajo 
protección reforzada, así como ayuda para la 
preparación, elaboración o aplicación de las le- 
yes, disposiciones administrativas y medidas 
mencionadas en el Artículo 10. 


Toda parte en un conflicto que no sea Parte en 
el presente Protocolo, pero que acepte y apli- 
que sus disposiciones con arreglo al párrafo 2 
del Artículo 3, podrá pedir al Comité una asis- 
tencia internacional adecuada. 


El Comité adoptará reglas para la presentación 
de peticiones de asistencia internacional y de- 
terminará las formas que pueda revestir esta 
asistencia. 


Se insta a las Partes a que, por conducto del 
Comité, presten asistencia técnica de todo tipo 
a las Partes o partes en conflicto que la pidan. 


Artículo 33.- Asistencia de la UNESCO 


1. 


Las Partes podrán recurrir a la asistencia técni- 
ca de la UNESCO para organizar la protección 
de sus bienes culturales, especialmente en re- 
lación con medidas preparatorias para salva- 
guardar bienes culturales y con medidas pre- 
ventivas y organizativas para situaciones de 
emergencia y realización de catálogos nacio- 
nales de bienes culturales, o en relación con 
cualquier otro problema derivado de la aplica- 
ción del presente Protocolo. La UNESCO 
prestará esa asistencia dentro de los límites de 
su programa y sus posibilidades. 


. Se insta a las Partes a proporcionar asistencia 


técnica bilateral o multilateral. 


La UNESCO está autorizada a presentar, por 
propia iniciativa, propuestas sobre estas cues- 
tiones a las Partes. 


Capítulo 8: Aplicación del presente Protocolo 


Artículo 34.- Potencias Protectoras 


El presente Protocolo se aplicará con el concurso 
de las Potencias Protectoras encargadas de salva- 
guardar los intereses de las Partes en conflicto. 
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Artículo 35.- Procedimiento de conciliación 


1. Las Potencias Protectoras interpondrán sus 
buenos oficios siempre que lo juzguen conve- 
niente en interés de los bienes culturales, y es- 
pecialmente cuando haya desacuerdo entre las 
Partes en conflicto sobre la aplicación o inter- 
pretación de las disposiciones del presente 
Protocolo. 


2. A este fin, cada Potencia Protectora podrá, a 
invitación de una Parte o del Director General, 
O por propia iniciativa, proponer a las Partes en 
conflicto que sus representantes, y en particular 
las autoridades encargadas de la protección de 
los bienes culturales, celebren eventualmente 
una reunión en el territorio de un Estado que no 
sea parte en el conflicto. Las Partes en conflicto 
tendrán la obligación de hacer efectivas las 
propuestas de reunión que se les hagan. Las 
Potencias Protectoras propondrán a la aproba- 
ción de las Partes en conflicto el nombre de 
una personalidad perteneciente a un Estado 
que no sea parte en el conflicto o presentada 
por el Director General. Esta personalidad será 
invitada a participar en esa reunión en calidad 
de Presidente. 


Artículo 36.- Conciliación a falta de Potencias 
protectoras 


1. En todo conflicto en el que no se hayan desig- 
nado Potencias Protectoras, el Director General 
podrá ejercer sus buenos oficios o actuar por 
cualquier otro medio de conciliación o media- 
ción con el fin de resolver las discrepancias. 


2. A petición de una Parte o del Director General, 
el Presidente del Comité podrá proponer a las 
Partes en conflicto que sus representantes, y 
en particular las autoridades encargadas de la 
protección de los bienes culturales, celebren 
eventualmente una reunión en el territorio de 
un Estado que no sea parte en el conflicto. 


Artículo 37.- Traducciones e informes 


1. Las Partes se encargarán de traducir el pre- 
sente Protocolo a las lenguas oficiales de sus 
países y de comunicar estas traducciones ofi- 
ciales al Director General. 


2. Una vez cada cuatro años, las Partes presenta- 
rán al Comité un informe sobre la aplicación del 
presente Protocolo. 


Artículo 38.- Responsabilidad de los Estados 


Ninguna disposición del presente Protocolo res- 
pecto de la responsabilidad penal de las personas 
afectará a la responsabilidad de los Estados conforme 
al derecho internacional, comprendida la obligación 
de reparación. 


Capítulo 9: Cláusulas finales 
Artículo 39.- Lenguas 


El presente Protocolo está redactado en árabe, 
chino, español, francés, inglés y ruso, siendo los seis 
textos igualmente auténticos. 


Artículo 40.- Firma 


El presente Protocolo llevará la fecha del 26 de 
marzo de 1999. Quedará abierto a la firma de todas 
las Altas Partes Contratantes en La Haya desde el 17 
de mayo de 1999 hasta el 31 de diciembre de 1999. 


Artículo 41.- Ratificación, aceptación o aproba- 
ción 
1. El presente Protocolo será sometido a la ratifi- 
cación, aceptación o aprobación por las Altas 
Partes Contratantes que lo hayan firmado, de 
conformidad con sus respectivos procedimien- 
tos constitucionales. 


2. Los instrumentos de ratificación, aceptación o 
aprobación serán depositados ante el Director 
General. 


Artículo 42.- Adhesión 


1. El presente Protocolo quedará abierto a la ad- 
hesión del resto de las Altas Partes Contratan- 
tes a partir del 1? de enero del año 2000. 


2. La adhesión se efectuará mediante el depósito 
de un instrumento de adhesión ante el Director 
General. 


Artículo 43.- Entrada en vigor 


1. El presente Protocolo entrará en vigor tres me- 
ses después de haberse depositado veinte ins- 
trumentos de ratificación, aceptación, aproba- 
ción o adhesión. 


2. Ulteriormente, el Protocolo entrará en vigor pa- 
ra cada una de las Partes tres meses después 
de la fecha en que hubieren depositado el res- 
pectivo instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión. 


Artículo 44.- Entrada en vigor en situaciones de 
conflicto armado 


Las situaciones previstas en los Artículos 18 y 19 
de la Convención determinarán que las ratificaciones, 
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aceptaciones, aprobaciones o adhesiones del pre- 
sente Protocolo depositadas por las partes en con- 
flicto antes o después de haberse iniciado las hostili- 
dades o la ocupación, surtan efecto inmediato. En 
esos casos, el Director General enviará, por la vía 
más rápida, las notificaciones previstas en el Ar- 
tículo 46. 


Artículo 45.- Denuncia 


1. Toda Parte podrá denunciar el presente Proto- 
colo. 


2. La denuncia se notificará mediante un instru- 
mento escrito que será depositado ante el Di- 
rector General. 


3. La denuncia surtirá efecto un año después del 
recibo del instrumento correspondiente. No 
obstante, si en el momento de expirar este pe- 
riodo de un año, la Parte denunciante se en- 
contrase implicada en un conflicto armado, los 
efectos de la denuncia quedarán en suspenso 
hasta el fin de las hostilidades, y en todo caso 
mientras duren las operaciones de repatriación 
de los bienes culturales. 


Artículo 46.- Notificaciones 


El Director General informará a todas las Altas 
Partes Contratantes y a las Naciones Unidas del de- 
pósito de todos los instrumentos de ratificación, 
aceptación, aprobación o adhesión previstos en los 
Artículos 41 y 42, así como de las denuncias previs- 
tas en el Artículo 45. 


Artículo 47.- Registro ante las Naciones Unidas 


En cumplimiento del Artículo 102 de la Carta de 
las Naciones Unidas, el presente Protocolo será re- 
gistrado en la Secretaría de las Naciones Unidas a 
instancia del Director General. 


EN FE DE LO CUAL, los infrascritos, debidamente 
autorizados, han firmado el presente Protocolo. 


Hecho en La Haya el 26 de marzo de 1999, en un 
solo ejemplar que será depositado en los archivos de 
la Organización de las Naciones Unidas para la Edu- 
cación, la Ciencia y la Cultura, y del cual se remitirán 
copias certificadas conformes a todas las Altas Partes 
Contratantes. 


CÁMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores en sesión de hoy ha 
aprobado el siguiente 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Apruébase el Segundo Protocolo 
de 1999 de la Convención para la Protección de los 
Bienes Culturales en caso de Conflicto Armado, sus- 
crito en La Haya, el 26 de marzo de 1999. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Senadores, en 
Montevideo, a 4 de abril de 2006. 


RODOLFO NIN NOVOA 


Presidente 
HUGO RODRÍGUEZ FILIPPINI 
Secretario". 
Anexo l al 
Rep. N2603 


"CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Asuntos Internacionales 

INFORME 
Señores Representantes: 


Vuestra Comisión de Asuntos Internacionales ha 
considerado el proyecto de ley referido al Segundo 
Protocolo de 1999 de la Convención para la Protec- 
ción de los Bienes Culturales en Caso de Conflicto 
Armado. 


El Protocolo cuenta con un texto y cuarenta y siete 
artículos y comienza estableciendo las definiciones a 
sus efectos (Artículo 1%). 


El Artículo 2% determina la Relación con la Con- 
vención, estableciendo que el presente Protocolo 
complementa a la Convención en lo relativo a las re- 
laciones entre las Partes. 


Con respecto al ámbito de aplicación se determina 
que si una de las Partes en un conflicto armado no 
está obligada por el presente Protocolo, las Partes en 
el presente Protocolo seguirán obligadas por él en 
sus relaciones recíprocas. Asimismo, estarán obliga- 
das por el presente Protocolo en sus relaciones con 
un Estado Parte en el conflicto que no esté obligado 
por él, cuando ese Estado acepte sus disposiciones y 
durante todo el tiempo que las aplique (Artículo 39). 


Las medidas preparatorias adoptadas en tiempo 
de paz para salvaguardar los bienes culturales contra 
los efectos previsibles de un conflicto armado confor- 
me al Artículo 3* de la Convención comprenderán, en 
su caso, la preparación de inventarios, la planificación 
de medidas de emergencia para la protección contra 
incendios o el derrumbamiento de estructuras, la pre- 
paración del traslado de bienes culturales muebles o 
el suministro de una protección adecuada in situ de 
esos bienes, y la designación de autoridades compe- 
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tentes que se responsabilicen de la salvaguardia de 
los bienes culturales (Artículo 5%). 


A fin de garantizar el respeto de los bienes cultu- 
rales de conformidad con el Artículo 4” de la Conven- 
ción, sólo se podrá invocar para dirigir un acto de 
hostilidad contra un bien cultural cuando y durante to- 
do el tiempo en que ese bien cultural, por su función, 
haya sido transformado en un objetivo militar; y no 
exista otra alternativa prácticamente posible para ob- 
tener una ventaja militar equivalente a la que ofrece el 
hecho de dirigir un acto de hostilidad contra ese obje- 
tivo; una derogación fundada en una necesidad militar 
imperativa conforme al párrafo dos del Artículo 4” de 
la Convención, sólo se podrá invocar para utilizar bie- 
nes culturales con una finalidad que pueda exponer- 
les a la destrucción o al deterioro cuando y durante 
todo el tiempo en que resulte imposible elegir entre 
esa utilización de los bienes culturales y otro método 
factible para obtener una ventaja militar equivalente. 
La decisión de invocar una necesidad militar imperati- 
va solamente será tomada por el oficial que mande 
una fuerza de dimensión, cuando las circunstancias 
no permitan actuar de otra manera y en caso de ata- 
que basado en una decisión tomada de conformidad 
con el apartado a), se debe dar aviso con la debida 
antelación y por medios eficaces, siempre y cuando 
las circunstancias lo permitan (Artículo 79). 


En el Artículo 8* se detallan las precauciones en el 
ataque entre las que se establecen que cada Parte en 
el conflicto debe hacer todo lo que sea factible para 
verificar que los objetivos que se van a atacar no son 
bienes culturales protegidos en virtud del Artículo 4” 
de la Convención; tomar las precauciones factibles en 
la elección de los medios y métodos de ataque para 
evitar y, en todo caso, reducir lo más posible los da- 
ños que se pudieran causar incidentalmente a los 
bienes culturales protegidos en virtud del Artículo 4* 
de la Convención y se determina que se deberá sus- 
pender o anular un ataque si se advierte que el objeti- 
vo es un bien cultural protegido en virtud del mismo 
artículo. 


Las precauciones contra los efectos de las hostili- 
dades determinadas también en el Artículo 8*, esta- 
blecen que en la medida de lo posible las Partes de- 
berán alejar los bienes culturales muebles de las pro- 
ximidades de objetivos militares, o suministrar una 
protección adecuada in situ, así como evitar la ubica- 
ción de objetivos militares en las proximidades de 
bienes culturales. 


Toda Parte que ocupe total o parcialmente el te- 
rritorio de otra Parte prohibirá e impedirá con respecto 


al territorio ocupado toda exportación y cualquier otro 
desplazamiento o transferencia de propiedad ilícitos 
de bienes culturales, toda excavación arqueológica, 
salvo cuando sea absolutamente indispensable para 
salvaguardar, registrar o conservar bienes culturales y 
toda transformación o modificación de la utilización de 
bienes culturales en un territorio ocupado deberá 
efectuarse, a no ser que las circunstancias no lo per- 
mitan, en estrecha cooperación con las autoridades 
nacionales competentes de ese territorio ocupado (Ar- 
tículo 99). 


Un bien cultural podrá ponerse bajo protección 
reforzada si es un patrimonio cultural de la mayor im- 
portancia de la humanidad; que esté protegido por 
medidas nacionales adecuadas, jurídicas y adminis- 
trativas, que reconozcan su valor cultural e histórico 
excepcional y garanticen su protección en el más alto 
grado y que no sea utilizado con fines militares o para 
proteger instalaciones militares, y que haya sido ob- 
jeto de una declaración de la Parte que lo controla, en 
la que se confirme que no se utilizará para esos fines 
(Artículo 10). 


El Artículo 11 detalla los casos en los cuales será 
concedida la protección reforzada y el procedimiento 
para su solicitud, a su vez en los Artículos 13 y 14 se 
determinan las circunstancias en que se podría dar la 
pérdida, suspensión y anulación de dicha protección. 


Las violaciones graves del presente Protocolo se 
constituyen en el Artículo 15 que estipula que comete- 
rá una infracción toda persona que, deliberadamente 
y en violación de la Convención o del presente Proto- 
colo, realice entre otros actos el hacer objeto de un 
ataque a un bien cultural bajo protección reforzada y 
causar destrucciones importantes en los bienes cultu- 
rales protegidos por la Convención y el presente 
Protocolo o apropiárselos a gran escala. 


El Artículo 16 hace referencia a la jurisdicción y a 
las medidas legislativas necesarias para establecer 
su jurisdicción respecto a las infracciones indicadas 
en el Artículo 15. 


El Artículo 17 hace referencia al procesamiento y 
establece que la Parte en cuyo territorio se compro- 
base la presencia del presunto autor de una de las 
infracciones enunciadas en los apartados a) a c) del 
párrafo 1 del Artículo 15, si no extradita a esa perso- 
na, someterá su caso sin excepción alguna ni tardan- 
za excesiva a las autoridades competentes para que 
la procesen con arreglo a un procedimiento conforme 
a su derecho nacional o si procede, a las normas per- 
tinentes del derecho internacional. Sin perjuicio, lle- 
gado el caso, de las normas pertinentes del derecho 
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internacional, a toda persona contra la que se instruya 
un procedimiento en virtud de la Convención o del 
presente Protocolo se le garantizará un tratamiento 
equitativo y un proceso imparcial en todas las etapas 
del procedimiento con arreglo al derecho nacional e 
internacional, y en ningún caso se le proporcionarán 
menos garantías de las que reconoce el derecho in- 
ternacional. 


El Artículo 22 hace referencia a que el presente 
Protocolo se aplicará en caso de conflicto armado que 
no tenga carácter internacional y que se haya produ- 
cido en el territorio de una de las Partes y no se apli- 
cará en situaciones de disturbios y tensiones internas, 
como por ejemplo tumultos, actos de violencia aisla- 
dos y esporádicos y otros actos de carácter similar. 
Ninguna disposición de este Protocolo menoscabará 
la prioridad de jurisdicción de una Parte en cuyo te- 
rritorio se produzca un conflicto armado de carácter 
no internacional con respecto a las violaciones indi- 
cadas en el Artículo 15, así como tampoco se invoca- 
rá ninguna disposición del presente Protocolo como 
justificación para intervenir directa o indirectamente, 
sea cual fuere el motivo, en el conflicto armado o en 
los asuntos internos o externos de la Parte en cuyo 
territorio se haya producido ese conflicto. 


La Reunión de las Partes se convocará al mismo 
tiempo que la Conferencia General de la UNESCO y 
en coordinación con la Reunión de las Altas Partes 
Contratantes, si esta reunión ha sido convocada por 
el Director General. La Reunión de las Partes tendrá 
su propio reglamento y tendrá las siguientes atribu- 
ciones que son, elegir a los miembros del Comité, 
aprobar los Principios Rectores elaborados por el 
Comité; proporcionar orientaciones para la utilización 
del Fondo por parte del Comité y supervisarla; exami- 
nar el informe presentado por el Comité con arreglo al 
apartado; discutir cualquier problema relacionado con 
la aplicación de este Protocolo y formular recomenda- 
ciones cuando proceda.(Artículo 23). 


El Artículo 24 determina la creación de un Comité 
para la Protección de los Bienes Culturales en caso 
de Conflicto Armado. Estará compuesto por doce 
Partes que serán elegidas por la Reunión de las Par- 
tes. El Comité celebrará reuniones ordinarias una vez 
al año y reuniones extraordinarias cuando lo estime 
necesario. Las Partes miembros del Comité elegirán 
para que las representen a personas competentes en 
las esferas del patrimonio cultural, la defensa o el de- 
recho internacional, y consultándose mutuamente 
tratarán de garantizar que el Comité en su conjunto 
reúna las competencias adecuadas en todas esas 
esferas y velarán por garantizar una representación 


equitativa de las distintas regiones y culturas del 
mundo. 


Las Partes miembros del Comité serán elegidas 
por un período de cuatro años y sólo podrán volver a 
ser elegidas inmediatamente una sola vez (Artículo 
25). 


Con respecto al reglamento el Artículo 26 determi- 
na que el Comité adoptará su propio Reglamento y 
que la mayoría de los miembros constituirá quórum. 
Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de 
dos tercios de los miembros votantes que no partici- 
parán en las votaciones de ninguna decisión relativa a 
bienes culturales que se vean afectados por un con- 
flicio armado en el que sean partes. Las atribuciones 
del Comité se establecen en el Artículo 27. 


La Secretaría General de la UNESCO prestará 
asistencia al Comité y preparará su documentación y 
el orden del día de sus reuniones y se encargará de 
la aplicación de sus decisiones (Artículo 28). 


El Artículo 29 determina la creación de un Fondo 
para la Protección de los Bienes Culturales en caso 
de Conflicto Armado. Los fines del Fondo pretenden 
conceder ayuda financiera o de otra clase en apoyo 
de medidas preparatorias o de otro tipo que se hayan 
de adoptar en tiempo de paz con arreglo, entre otros, 
al Artículo 5*, al párrafo b) del Artículo 10 al Artículo 
30. También está destinado a conceder ayuda finan- 
ciera o de otra clase en relación con medidas de 
emergencia y medidas provisionales o de otro tipo 
que se hayan de adoptar con miras a la protección de 
bienes culturales en períodos de conflicto armado o 
de reconstrucción inmediatamente posteriores al fin 
de las hostilidades con arreglo, entre otros al párrafo 
a) del Artículo 8%. De conformidad con las disposicio- 
nes del Reglamento Financiero de la UNESCO. EL 
Fondo se constituirá con carácter de fondo fiduciario y 
los recursos sólo se utilizarán para los fines que el 
Comité decida con arreglo a las orientaciones defini- 
das en el apartado c) del párrafo 3 del Artículo 23. El 
Comité podrá aceptar contribuciones que hayan de 
ser destinadas exclusivamente a un determinado pro- 
grama o proyecto, a condición de que haya decidido 
ejecutar ese programa o proyecto. 


El Fondo constará de contribuciones voluntarias 
aportadas por las Partes, contribuciones, donaciones 
o legados aportados por otros Estados, la UNESCO u 
otras organizaciones de las Naciones Unidas, así co- 
mo organismos públicos o privados, otras organiza- 
ciones intergubernamentales o no gubernamentales, 
fondos recaudados mediante colectas e ingresos pro- 
cedentes de actos organizados en beneficio del Fon- 
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do y cualquier otro recurso autorizado por las orienta- 
ciones aplicables al Fondo. 


En caso de graves violaciones del presente Proto- 
colo, las Partes se comprometen a actuar conjunta- 
mente por conducto del Comité o por separado, en 
colaboración con la UNESCO y las Naciones Unidas 
y de conformidad con la Carta de las Naciones Uni- 
das (Artículo 32). 


Las Partes podrán recurrir a la asistencia técnica 
de la UNESCO para organizar la protección de sus 
bienes culturales (Artículo 33). 


El presente Protocolo entrará en vigor tres meses 
después de haberse depositado veinte instrumentos 
de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
(Artículo 43) y en situaciones de conflicto armado, las 
situaciones previstas en los Artículos 18 y 19 de la 
Convención determinarán que las  ratificaciones, 
aceptaciones, aprobaciones o adhesiones del presente 
Protocolo depositadas por las Partes en conflicto antes 
o después de haberse iniciado las hostilidades o la 
ocupación, surtan efecto inmediato. En esos casos, el 
Director General enviará, por la vía más rápida, las no- 
tificaciones previstas en el Artículo 46. 


Toda Parte podrá denunciar el presente Protocolo 
(Artículo 45) y en cumplimiento del Artículo 102 de la 
Carta de las Naciones Unidas, el presente Protocolo 
será registrado en la Secretaría de las Naciones Uni- 
das a instancia del Director General. 


Por las razones anteriormente expuestas, vuestra 
Comisión de Asuntos internacionales aconseja al 
Cuerpo la aprobación del adjunto proyecto de ley. 


Sala de la Comisión, 13 de setiembre de 2006. 


ENRIQUE PINTADO, Miembro  Infor- 
mante, WASHINGTON  ABDALA, 
SILVANA  CHARLONE, RUBÉN 
MARTÍNEZ HUELMO, MARIO PÉ- 
REZ, JAIME MARIO TROBO”. 


——LLéase el proyecto. 
(Se lee) 
——-En discusión general. 


Tiene la palabra el miembro informante, señor 
Diputado Pintado, a quien le recordamos que hay un 
orador anotado para hacer uso de la palabra en la 
media hora final. 


SEÑOR PI NTADO.- Señor Presidente: este proyecto 
fue aprobado por unanimidad en la Comisión de 


Asuntos Internacionales, por lo cual me voy a abste- 
ner de hacer el informe. Prefiero priorizar la votación. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a 
la discusión particular. 


(Se vota) 

——incuenta en cincuenta y uno: AFIRMATIVA. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único del proyecto. 
(Se lee) 

——En discusión. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota) 


——Cincuenta y dos por la afirmativa: AFIRMATIVA. 
Unanimidad. 


Queda sancionado el proyecto y se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto sancionado 
por ser igual al informado, que corresponde al 
aprobado por el Senado) 


26.- Mecanismo para el Ejercicio Profe- 
sional Temporario adoptado por De- 
cisión del Consejo del Mercado Co- 
mún del MERCOSUR. (Aprobación). 


——S€ pasa a considerar el asunto que figura en oc- 
tavo término del orden del día: "Mecanismo para el 
Ejercicio Profesional Temporario adoptado por Deci- 
sión del Consejo del Mercado Común del MERCOSUR. 
(Aprobación)". 


(ANTECEDENTES: ) 


Rep. N* 636 
“PODER EJECUTIVO 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 2 de mayo de 2006. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a la 
Asamblea General, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 85, numeral 7) y 168, numeral 20) de 
la Constitución de la República, a fin de someter a su 
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consideración el proyecto de ley adjunto, por el cual 
se aprueba el Mecanismo para el Ejercicio Profesio- 
nal Temporario, adoptado por Decisión del Consejo 
del Mercado Común del MERCOSUR N? 25/03, he- 
cha en Montevideo, el 15 de diciembre de 2003. 


|.- ANTECEDENTES 


El Consejo del Mercado Común aprobó la Deci- 
sión mencionada, en virtud de los principios, fines y 
objetivos enunciados en el Tratado de Asunción, fir- 
mado el 26 de marzo de 1991, el Protocolo de Ouro 
Preto sobre la estructura institucional del MERCO- 
SUR suscrito el 17 de diciembre de 1994 y la Resolu- 
ción N* 36/00 del Grupo Mercado Común. 


Se considera de interés consignar que la Decisión 
N? 25/03 nace por iniciativa del sector privado, cuan- 
do la CIAM, órgano de agrupaciones profesionales 
del MERCOSUR integrado por ingenieros, ingenieros 
agrónomos, arquitectos y agrimensores, presentó ha- 
ce varios años una iniciativa en este sentido, basada 
en el artículo 11.2 del Protocolo de Montevideo sobre 
Comercio de Servicios, que alienta a las entidades 
profesionales a elaborar acuerdos de reconocimiento 
mutuo. 


II.- LA DECISIÓN N* 25/03 


11.1.- Acuerdos Marco de Reconocimiento Recí- 


proco entre Entidades Profesionales. 


Considerando la necesidad de contar con normas 
relativas al otorgamiento de licencias temporarias a 
los prestadores de servicios profesionales dentro del 
contexto y objetivos del MERCOSUR, la Decisión 
N?* 25/03 aprueba las “Directrices para la Celebración 
de Acuerdos Marco de Reconocimiento Recíproco 
entre Entidades Profesionales y Elaboración de Disci- 
plinas para el Otorgamiento de Licencias Tempora- 
rias” (Anexo !). 


En primer lugar, es importante tener en cuenta la 
definición de “servicios profesionales” a los efectos de 
este documento. Según el artículo 1? del Anexo | se 
entiende por tales, los prestados por profesionales 
universitarios o de nivel superior y los profesionales 
de nivel técnico. 


Las directrices para el otorgamiento de licencias 
temporarias deberán ser comunes para los Estados 
Parte. Para la elaboración de estas normas comunes, 
se prevé la constitución de Grupos de Trabajo que se 
integrarán por profesión o por agrupamiento de profe- 
siones, debiendo solicitar su reconocimiento como 
tales al Grupo de Servicios del MERCOSUR. 


Las propuestas elaboradas y consensuadas en los 
Grupos de Trabajo, serán puestas a consideración del 
Grupo de Servicios que evaluará su concordancia con 
el Protocolo de Montevideo y con la normativa MER- 
COSUR, y las pondrá a consideración del Grupo Mer- 
cado Común, para su aprobación. 


Además, estos Grupos de Trabajo tienen el come- 
tido de elaborar los Acuerdos Marco de Reconoci- 
miento Recíproco entre Entidades Profesionales, de 
conformidad con las directrices establecidas en el 
Anexo | B de la Decisión N* 25/03. 


Los Acuerdos Marco serán elevados para la apro- 
bación del Grupo Mercado Común (GMC), a través 
del Grupo de Servicios. Los referidos Acuerdos sus- 
critos por las entidades profesionales, que reúnan los 
requisitos establecidos en el artículo 8 del Anexo | B, 
se aplicarán de conformidad con el Protocolo de 
Montevideo y las normas de los convenios existentes 
en materia de nacionalidad, residencia, domicilio, 
permiso de trabajo y migraciones. Su aplicabilidad 
estará sujeta a la existencia de organismos en cada 
Estado Parte de registro y fiscalización del ejercicio 
de las profesiones correspondientes a cada Acuerdo, 
a los cuales sea obligatoria la filiación de los profesio- 
nales de los respectivos Estados Parte. 


Nuestro país, al igual que la República del Para- 
guay, ha quedado transitoriamente al margen de este 
mecanismo, debido a que no existen agrupaciones 
profesionales de carácter obligatorio (colegios), con 
atribuciones para ejercer la fiscalización y el control 
del ejercicio profesional, que serían las que, según 
está expresamente establecido en esta norma, po- 
drían firmar dichos acuerdos. 


No obstante, se participó en esta Decisión a efec- 
tos de no entorpecer los avances que puedan efec- 
tuar los otros Estados Parte, tomando en considera- 
ción el interés manifestado durante las consultas, por 
parte de la Agrupación Universitaria y los Colegios 
profesionales nacionales. Asimismo, se tuvo en 
cuenta que el Parlamento desde larga data, tiene a 
consideración un proyecto de ley de colegiatura obli- 
gatoria. 


Conforme lo establecido en la Decisión N* 25/03, 
los Colegios de nuestro país podrán participar de los 
Grupos de Trabajo que elaborarán las disciplinas so- 
bre licencias y matrículas y que trabajarán en los 
Acuerdos Marco de Reconocimiento Recíproco. Este 
punto es de vital interés para las agremiaciones pro- 
fesionales nacionales en virtud de que, en caso de 
aprobarse el proyecto de ley referido, estarán en con- 
diciones de adherir a estos Acuerdos, por lo que la 
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posibilidad de participar en su elaboración permitirá 
que se contemplen los intereses nacionales en la 
materia. 


Es importante destacar que, según las Directrices 
establecidas en el Anexo | B, para desarrollar una ac- 
tividad profesional en otro Estado Parte del MERCO- 
SUR, cada Acuerdo Marco deberá contemplar entre 
otros aspectos, los siguientes: contar con un contrato 
para desarrollar la actividad en el país receptor, re- 
quisitos comunes en los cuatro países para la inscrip- 
ción en el Registro Profesional Temporario de la enti- 
dad de fiscalización profesional de la jurisdicción don- 
de se ejercerá la profesión, equivalencias en la for- 
mación y experiencia mínima requerida, el reconoci- 
miento expreso del profesional respecto de la jurisdic- 
ción disciplinaria, ética y técnica de la entidad fiscali- 
zadora receptora, el procedimiento para la solución 
de controversias y el establecimiento de un mecanis- 
mo de sanciones. 


11.2.- Centros Focales de Información y Gestión. 


La Decisión N* 25/03 aprueba también las “Fun- 
ciones y Atribuciones de los Centros Focales de In- 
formación y Gestión en cada país” (Anexo l!). 


Según el artículo 9 del Anexo | A, cada Estado 
Parte dispondrá de un Centro Focal por profesión o 
agrupamiento de profesiones, que será el centro de 
información sobre normativa y reglamentación nacio- 
nal. 


Según lo establecido en el Anexo ll, los Centros 
Focales estarán integrados, en cada Estado Parte, 
por las entidades signatarias de los Acuerdos Marco, 
responsables de la fiscalización del ejercicio profesio- 
nal en sus jurisdicciones. 


El Anexo Il enumera una serie de actividades mí- 
nimas que deberán desarrollar los Centros Focales. 
Entre ellas se encuentran el archivo de copias de los 
originales de la homologación del Acuerdo Marco 
efectuada por el Grupo Mercado Común y de las Ad- 
hesiones, mantener actualizada la información sobre 
legislaciones, reglamentaciones y procedimientos 
suministrados por las entidades del Estado adheridas 
al Acuerdo Marco y organizar y mantener actualizada 
una base de datos con información relativa al movi- 
miento de profesionales temporarios. 


Los costos que demande la creación y funciona- 
miento de los Centros Focales serán solventados por 
las entidades profesionales integrantes. 


11.3.- Mecanismo de Funcionamiento del Sistema. 


Finalmente, la Decisión N* 25/03 aprueba el “Me- 
canismo de Funcionamiento del Sistema” (Anexo lll). 


Según el artículo 1* del Anexo | A, el otorgamiento 
de licencias, matrículas o certificados para la presta- 
ción temporaria de ejercicios profesionales en el mar- 
co del Protocolo de Montevideo sobre el Comercio de 
Servicios, deberá realizarse a través de los organis- 
mos profesionales responsables del control y la fisca- 
lización del ejercicio profesional conforme las normas 
de funcionamiento previstas en el Anexo !I!. 


Según el referido Mecanismo, será requisito previo 
a la prestación de servicios profesionales tempora- 
rios, la inscripción del profesional en el Registro Pro- 
fesional Temporario en la entidad fiscalizadora del 
Ejercicio Profesional, en cuya jurisdicción acredite un 
contrato de prestación de servicios. La entidad fiscali- 
zadora será responsable por la aplicación del meca- 
nismo y la inscripción en el Registro Temporario de 
los profesionales de los otros Estados Parte que así 
lo requieran y cumplan los requisitos acordados pre- 
viamente. 


A los efectos de incorporarse a cada Acuerdo 
Marco, las entidades de fiscalización del ejercicio 
profesional de los Estados Parte deberán hacer llegar 
una solicitud al Grupo Mercado Común, a través del 
Grupo de Servicios. Dicha solicitud deberá estar 
acompañada de la documentación legal que acredite 
su condición de organismo responsable de la fiscali- 
zación del ejercicio en la jurisdicción correspondiente, 
copia de la legislación, reglamentación y procedi- 
mientos aplicados por las entidades para la fiscaliza- 
ción del ejercicio profesional en su jurisdicción y cual- 
quier otra normativa aplicable al ejercicio profesional 
en esa jurisdicción. Asimismo, las entidades deberán 
contar con la aprobación del Grupo de Trabajo. El 
Grupo de Servicios deberá informar al Grupo Merca- 
do Común, su conformidad con el pedido de adhe- 
sión. Las entidades que se adhieran deberán ade- 
cuarse a la normativa establecida para el otorga- 
miento del registro temporal. 


Estará a cargo del Grupo de Servicios, la evalua- 
ción de la viabilidad y adecuación a la normativa vi- 
gente en el MERCOSUR, de los mecanismos de so- 
lución de controversias elaborados por los Grupos de 
Trabajo, según lo establecido en el artículo 4? del 
ítem A del Anexo l. El mecanismo de solución de 
controversias será único para todas las profesiones. 


El Poder Ejecutivo considera que este instrumento 
multilateral constituye un avance en la eliminación de 
los obstáculos existentes para los servicios profesio- 
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nales en el MERCOSUR, resultando necesario a 
efectos de transmitir a la sociedad en su conjunto, los 
beneficios concretos del nivel de integración alcanza- 
do. 


Al expresar su interés en la aprobación del Meca- 
nismo para el Ejercicio Profesional Temporario, 
adoptado por Decisión N* 25/03 del Consejo del Mer- 
cado Común del MERCOSUR, que contribuirá al for- 
talecimiento de los vínculos y a la profundización del 
espíritu del Tratado de Asunción, el Poder Ejecutivo 
hace propicia la oportunidad para reiterar al señor 
Presidente de la Asamblea General las seguridades 
de su más alta consideración. 


RODOLFO NIN NOVOA, REINALDO 
GARGANO, EDUARDO  BONOMIÍ, 
JORGE BROVETTO. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Único.- Apruébase el Mecanismo para el 
Ejercicio Profesional Temporario, adoptado por Deci- 
sión del Consejo del Mercado Común del MERCO- 
SUR N? 25/03, hecha en Montevideo, el 15 de di- 
ciembre de 2003. 


Montevideo, 2 de mayo de 2006. 


REINALDO  GARGANO, EDUARDO 
BONOMI, JORGE BROVETTO. 


TEXTO DEL MECANISMO 


VISTO: El Tratado de Asunción, el Protocolo de 
Ouro Preto, el Protocolo de Montevideo sobre Co- 
mercio de Servicios y la Resolución N* 36/00 del Gru- 
po Mercado Común. 


CONSIDERANDO: 


Que existe la necesidad de establecer normas de 
carácter cuatripartito dentro del contexto y objetivos 
del MERCOSUR, para otorgar licencias temporarias a 
los prestadores de servicios profesionales, en los 
Estados Partes. 


Que el Protocolo de Montevideo contempla en su 
Artículo Xl el compromiso de los Estados Partes de 
alentar en sus respectivos territorios a las entidades 
competentes, gubernamentales así como a asocia- 
ciones y colegios profesionales, a desarrollar normas 
para el ejercicio de actividades profesiones para el 
otorgamiento de licencias y proponer recomendacio- 
nes al GMC sobre reconocimiento mutuo, conside- 
rando la educación, experiencia, licencias, matrículas 
o certificados obtenidos en el territorio de otro Estado 
Parte. 


Que las referidas normas deben basarse en crite- 
rios y objetivos transparentes, que aseguren la cali- 
dad del servicio profesional, la protección al consumi- 
dor, el orden público, la seguridad y la salud de la po- 
blación, el respeto por el medio ambiente y la identi- 
dad de los Estados Partes. 


Que las disposiciones y recomendaciones no de- 
ben constituirse en barreras o restricciones a la pres- 
tación de un servicio profesional temporario. 


Que se debe tender a que la armonización pre- 
vista minimice la modificación de la legislación vigente 
en los Estados Partes que cuenten con regulación 
sobre ejercicio profesional y propender a su estable- 
cimiento en los Estados Partes que no cuenten con 
dicha normativa. 


Que se debe brindar a cada Estado Parte y a los 
profesionales los instrumentos adecuados ante el in- 
cumplimiento del mecanismo para el reconocimiento 
mutuo de matriculas para el ejercicio profesional tem- 
porario por parte de una entidad responsable del re- 
gistro y fiscalización profesional de otro Estado Parte. 


Que se debe tender a obtener beneficios preferen- 
ciales en el ejercicio profesional para los Estados 
Partes frente a otros países o bloques, manteniendo 
los criterios de transparencia, imparcialidad y eficien- 
cia. 


Que un número significativo de las entidades pro- 
fesionales de los Estados Partes se han agrupado en 
forma natural por disciplinas o agrupamiento de disci- 
plinas y han estado realizando reuniones, intercam- 
biando información y alcanzado consensos sobre los 
criterios y procedimientos comunes para un ejercicio 
profesional en la región. 


EL CONSEJO MERCADO COMÚN 
DECIDE: 


Artículo 1.- Aprobar las "Directrices para la Cele- 
bración de Acuerdos Marco de Reconocimiento Recí- 
proco entre Entidades Profesionales y la Elaboración 
de Disciplinas para el Otorgamiento de Licencias 
Temporarias", que constan como Anexo | y forman 
parte de la presente Decisión. 


Artículo 2.- Aprobar las "Funciones y Atribuciones 
de los Centros Focales de Información y Gestión", 
que figuran como Anexo ll y forman parte de la pre- 
sente Decisión. 


Artículo 3.- Aprobar el "Mecanismo de Funciona- 
miento del Sistema", que figura como Anexo lll y for- 
ma parte de la presente Decisión. 
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Artículo 4.- La presente Decisión deberá ser incor- 
porado a los ordenamientos jurídicos nacionales, de 
acuerdo a los procedimientos respectivos de cada 
Estado Parte. 


ANEXO | 


DIRECTRICES PARA LA CELEBRACIÓN DE 
ACUERDOS MARCO DE RECONOCIMIENTO 
RECÍPROCO ENTRE ENTIDADES PROFESIONALES 
Y ELABORACIÓN DE DISCIPLINAS PARA EL 
OTORGAMIENTO DE LICENCIAS TEMPORARIAS 


A - DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1.- El otorgamiento de licencias, matrícu- 
las o certificados para la prestación temporaria de 
servicios profesionales en el marco del Protocolo de 
Montevideo sobre el Comercio de Servicios, se reali- 
zará a través de los organismos profesionales res- 
ponsables del control y la fiscalización del ejercicio 
profesional. El sistema funcionará conforme a lo esta- 
blecido en el Anexo ll!. 


A efectos de este documento, se entiende como 
servicios profesionales los prestados por profesiona- 
les universitarios o de nivel superior, y los profesio- 
nales de nivel técnico. 


Artículo 2.- Las normas y directrices para el otor- 
gamiento de licencias temporarias deberán ser comu- 
nes para los Estados Partes. Para la elaboración de 
la normativa común, se conformará un Grupo de Tra- 
bajo por cada profesión o agrupamiento de profesio- 
nes. 


Artículo 3.- Cada Grupo de Trabajo estará confor- 
mado por las entidades responsables de la fiscaliza- 
ción del ejercicio de cada profesión o agrupamiento 
de profesiones, conforme a la legislación vigente en 
cada Estado Parte, o por la organización nacional que 
las comprenda. Cuando no exista fiscalización dele- 
gada en una entidad profesional, u organización na- 
cional legalmente facultada que las comprenda, el 
Grupo de Servicios, Sección Nacional de cada Estado 
Parte designará a las entidades profesionales que 
conformarán el Grupo de Trabajo. 


Artículo 4.- Los Grupos de Trabajo tendrán como 
mandato la elaboración de las directrices y disciplinas 
para el otorgamiento de licencias o matrículas para el 
ejercicio profesional temporario y de los Acuerdos 
Marco de Reconocimiento Reciproco entre Entidades 
Profesionales, conforme a las Directrices que figuran 
en el ítem B de este Anexo. 


Artículo 5.- Las entidades Profesionales, que de- 
seen constituir un Grupo de Trabajo, solicitarán su re- 


conocimiento como tales al Grupo de Servicios del 
MERCOSUR. Se constituirá un Grupo de Trabajo por 
cada Profesión o profesiones afines reconociendo a 
tal fin a los ya existentes. 


Artículo 6.- Las propuestas elaboradas y consen- 
suadas en los Grupos de Trabajos, serán puestas a 
consideración del Grupo de Servicios, que evaluará 
su consistencia con el Protocolo de Montevideo y con 
lo establecido en la presente Decisión, la viabilidad de 
su aplicación, y las pondrá a consideración del GMC 
para su aprobación. 


Artículo 7.- Para la implementación del mecanis- 
mo, las entidades de cada Estado Parte, responsa- 
bles de la fiscalización del ejercicio en cada profesión, 
suscribirán los Acuerdos Marco de Reconocimiento 
Recíproco, que deberán ser elevados a través del 
Grupo de Servicios al GMC para su aprobación. 


Artículo 8.- Las Entidades Profesionales que sus- 
criban el Acuerdo deberán cumplir con los siguientes 
requisitos: a) ser legalmente responsables del otor- 
gamiento de licencias y matrículas para el ejercicio 
profesional y de su fiscalización en sus respectivas ju- 
risdicciones; b) abarcar todo el territorio del Estado 
Parte o una parte sustantiva del territorio de ese Es- 
tado Parte que sea considerada equitativa por las en- 
tidades de los otros Estados Partes. 


Artículo 9.- Cada Estado Parte dispondrá de un 
Centro Focal por profesión o agrupamiento de profe- 
siones, que constituya el centro de información sobre 
normativa y reglamentación nacional y de cada una 
de las jurisdicciones que lo integran, cuyas funciones 
y atribuciones figuran como Anexo ll y forman parte 
de la presente Decisión. 


Artículo 10.- Los Acuerdos Marco suscriptos se 
aplicarán de conformidad con el Protocolo de Monte- 
video y las normas de los convenios existentes sobre 
nacionalidad, residencia, domicilio, permiso de traba- 
jo, migraciones. 


La aplicabilidad de los Acuerdos Marco suscritos 
estará sujeta a la existencia de organismos en cada 
Estado Parte de registro y fiscalización del ejercicio 
de las profesiones correspondientes a cada Acuerdo 
Marco, a los cuales la filiación de los profesionales de 
los respectivos Estados Partes sea obligatoria. 


Artículo 11.- Cada Estado Parte se compromete a 
implementar los instrumentos necesarios para asegu- 
rar la plena vigencia con alcance nacional de los 
Acuerdos Marcos suscriptos, así como la armoniza- 
ción de la legislación vigente, para permitir la aplica- 
ción de los mismos. 
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Artículo 12.- Cada Acuerdo Marco se pondrá en 
vigencia con la adhesión de entidades de fiscalización 
del ejercicio profesional de dos (2) de los Estados 
Partes. Una vez en vigor, el Acuerdo solamente se 
aplicará a los Estados Partes cuyas entidades de fis- 
calización del ejercicio profesional se hayan adherido 
al Acuerdo. 


Artículo 13.- A pedido de un Estado Parte el pre- 
sente mecanismo podrá ser examinado y, de común 
acuerdo, modificado para su perfeccionamiento. 


B - DIRECTRICES 


Para que un profesional matriculado en un Estado 
Parte del MERCOSUR desarrolle una actividad profe- 
sional en otro Estado Parte, cada Acuerdo Marco de- 
berá contemplar los aspectos mencionados a conti- 
nuación: 


a) la necesidad de contar con un contrato para de- 
sarrollar su actividad en el país receptor; 


b) requisitos comunes en los cuatro países para su 
inscripción en el Registro Profesional Temporario de 
la entidad de fiscalización profesional de la jurisdic- 
ción donde va a ejercer la profesión; 


c) los requisitos en materia de traducción de do- 
cumentos para la inscripción; 


d) los criterios de equivalencias en la formación y 
sus alcances o competencias y experiencia mínima 
requerida, a definir por comisiones cuatripartitas por 
profesión o agrupamiento de profesiones, pudiendo 
efectuarse tests de aptitud o exámenes de habilita- 
ción no discriminatorios y establecer requerimientos 
de educación permanente; 


e) los procedimientos y plazos de comunicación 
entre las entidades profesionales de origen y recepto- 
ra durante la inscripción y la fiscalización de la activi- 
dad; 


f) las causales de denegación de inscripción y el 
procedimiento de recurso; 


9) las competencias, derechos y obligaciones del 
profesional en ejercicio temporario, no pudiendo ser 
elector ni elegible en la entidad de fiscalización local; 


h) el reconocimiento expreso del profesional res- 
pecto de la jurisdicción disciplinaria, ética y técnica de 
la entidad fiscalizadora receptora, respetando la mis- 
ma y toda otra legislación local; 


i) el compromiso del profesional de restringir su 
actividad exclusivamente a lo previsto en el contrato y 
compatible con su formación profesional siendo la 


violación a esta causal de anulación de la inscripción 
en el Registro Temporario; 


j) la implementación de un código de ética común 
para cada profesión o agrupamiento de profesiones; 


k) la aplicación de los procedimientos vigentes en 
la jurisdicción local y el compromiso por parte de la 
entidad fiscalizadora respectiva de un trato justo e 
igualitario entre los profesionales en ejercicio tempo- 
rario y los de esa jurisdicción; 


|) el registro temporario será de hasta dos años, 
prorrogable por igual período, vinculado a una prórro- 
ga del contrato; 


m) no imponer evaluaciones sobre conocimiento 
local no vinculados al ejercicio profesional para el re- 
gistro; 


n) los requerimientos para asegurar la responsabi- 
lidad civil emergente del ejercicio profesional; 


0) el procedimiento para la solución de controver- 
sias; 


p) el establecimiento de un mecanismo de sancio- 
nes. 


Cada Grupo de Trabajo, podrá constituir comisio- 
nes por profesión, cuando sea necesario, a fin de 
contribuir a la definición de los criterios de equivalen- 
cias en la formación y sus atribuciones, alcances o 
competencias y experiencia mínima requerida, las 
pruebas de aptitud o exámenes de habilitación y los 
requerimientos de educación permanente. 


ANEXO || 


FUNCIONES Y ATRIBUCIONES DE LOS CENTROS 
FOCALES DE INFORMACIÓN Y GESTIÓN 


1.- El Centro Focal en cada Estado Parte estará 
formado por las entidades signatarias de los Acuer- 
dos Marco, responsables de la fiscalización del ejerci- 
cio profesional en sus jurisdicciones, que además de 
centro de información y gestión establecerán su re- 
glamento y coordinarán las reuniones y sus agendas. 


2.- Cada Centro Focal de un Estado Parte realiza- 
rá, como mínimo las siguientes actividades: 


a) mantener actualizada la información sobre le- 
gislaciones, reglamentaciones y procedimientos que 
las entidades de ese Estado adheridas al Acuerdo 
Marco le hayan entregado; 


b) archivar copia de los originales de la homologa- 
ción del Acuerdo Marco efectuada por el GMC y de 
las Adhesiones e informar de las mismas, mantenien- 
do actualizada la información respectiva; 
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c) organizar y mantener una base de datos con 
información actualizada en la que conste, entre otros, 
el movimiento de profesionales temporarios y las 
eventuales sanciones, sobre la base de la información 
provista por cada Entidad; 


d) mantener comunicación con los Centros Foca- 
les correspondientes de los otros tres Estados Partes; 


e) contar con un sitio en la web donde se manten- 
drá, la información requerida sobre legislaciones, re- 
glamentaciones y procedimientos aplicables, así co- 
mo toda otra información que el organismo cuatripar- 
tito considere conveniente al cumplimiento del objeti- 
vo del Centro Focal. 


4. Los costos de creación y funcionamiento de los 
Centros Focales serán solventados por las entidades 
profesionales integrantes. 


ANEXO lll 
FUNCIONAMIENTO DEL MECANISMO 
a) Operación del Mecanismo 


1.- Para prestar servicios profesionales tempora- 
rios, el profesional debidamente registrado y habilita- 
do en su país de origen, deberá solicitar su inscrip- 
ción en el Registro Profesional Temporario en la enti- 
dad fiscalizadora del Ejercicio Profesional, en cuya ju- 
risdicción acredite un contrato de prestación de servi- 
cios. 


2.- La entidad de fiscalización será la responsable 
por la aplicación del mecanismo y por la inscripción 
en el Registro Temporario a los profesionales de los 
otros Estados Partes que lo requieran y cumplan los 
requisitos previamente acordados. 


3.- Toda entidad adherida deberá informar al Cen- 
tro Focal, periódicamente, las altas, bajas, sanciones 
y toda novedad en la normativa profesional vigente en 
su jurisdicción. 

4.- Los Grupos de Trabajo efectuarán un Informe 
Anual sobre el desarrollo de la actividad profesional 
en la región y lo enviarán al GMC, a través del Grupo 
de Servicios. 


5.- Los Grupos de Trabajo proseguirán efectuando 
las propuestas para el perfeccionamiento del sistema 
al GMC, a través del Grupo de Servicios. 


b) Mecanismo de Adhesión a cada Acuerdo Marco 


La incorporación a cada Acuerdo Marco de enti- 
dades de fiscalización del ejercicio profesional de un 
Estado Parte será solicitada al GMC, a través del 
Grupo de Servicios. A este efecto, deberá presentar 


la documentación legal que acredite su condición de 
Organismo responsable de la Fiscalización del ejerci- 
cio en la jurisdicción correspondiente, contar con la 
aprobación del Grupo de Trabajo y acompañar de co- 
pia de la legislación, reglamentación y procedimientos 
aplicados por dicha entidad en su jurisdicción para la 
fiscalización del ejercicio profesional, así como de to- 
da otra normativa relacionada que se aplique al ejer- 
cicio profesional en esa jurisdicción. Las Entidades de 
Fiscalización que se adhieran deberán adecuarse a la 
normativa establecida para el otorgamiento del regis- 
tro temporal. 


El Grupo de Servicios informará al GMC su con- 
formidad con el pedido de Adhesión. 


c) Gestión de Solución de Controversias 


El GS evaluará la consistencia de los mecanismos 
de Solución de Controversias elaborados por los Gru- 
pos de Trabajo de conformidad al Artículo 4* del ítem 
A del Anexo |, con la normativa vigente en MERCO- 
SUR y la viabilidad de su aplicación. Este mecanismo 
de Solución de Controversias será único para todas 
las profesiones. 


SIGUEN FIRMAS”. 


Anexo l al 
Rep. N2636 


“CÁMARA DE REPRESENTANTES 
Comisión de Asuntos Internacionales 

INFORME 
Señores Representantes: 


La Comisión de Asuntos Internacionales de la 
Cámara de Representantes, recomienda la aproba- 
ción del proyecto de ley enviado por parte del Poder 
Ejecutivo, mediante el cual se aprueba para su poste- 
rior ratificación, el “Mecanismo para el Ejercicio Pro- 
fesional Temporario”, que fuera adoptado por la deci- 
sión del Consejo del Mercado Común del MERCO- 
SUR N? 25/03 en la ciudad de Montevideo el 15 de 
diciembre del 2003. 


ANTECEDENTES 


La decisión número 25/03 puesta en considera- 
ción, tiene su iniciativa en las gestiones llevadas 
adelante por la CIAM, que es una organización gre- 
mial integrada por consejos, colegios y asociaciones 
profesionales del ámbito de la Agrimensura, Agrono- 
mía, Arquitectura, Geología e Ingeniería de los países 
firmantes del Tratado de Asunción, cuyo principal ob- 
jetivo es propender a la libre circulación de sus profe- 
sionales y servicios asociados en el ámbito del MER- 
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COSUR, y en ese sentido presentó hace varios años 
una iniciativa tendiente a la formulación de acuerdos 
de reconocimiento mutuo entre las entidades profe- 
sionales, basándose en lo establecido en el artículo 
11.2 del Protocolo de Montevideo sobre Comercio de 
Servicios, el que compromete a las entidades com- 
petentes de naturaleza gubernamental, así como 
asociaciones y colegios profesionales, en coopera- 
ción con entidades competentes de los otros Estados 
Partes, a desarrollar normas y criterios mutuamente 
aceptables para el ejercicio de las actividades y pro- 
fesiones pertinentes en la esfera de los servicios, y 
para el reconocimiento mutuo. 


A ese influjo se arribó en el seno del Consejo del 
Mercado Común a la decisión puesta hoy en conside- 
ración, a la que se le debe sumar 3 anexos que se 
consideran partes integrantes de la misma. 


DECISIÓN 25/03 Y ANEXOS 1, 1! y III. 


La decisión N* 25/03 propiamente dicha consta de 
cuatro artículos de los cuales los primeros tres aprue- 
ban respectivamente los tres anexos que refieren el | 
a “Directrices para la Celebración de Acuerdos Marco 
de Reconocimiento Recíproco entre Entidades Profe- 
sionales y la Elaboración de Disciplinas para el Otor- 
gamiento de Licencias Temporarias”, el Il relativo a 
las “Funciones y Atribuciones de los Centros Focales 
de Información y Gestión”, y el Ill dedicado al “Meca- 
nismo de Funcionamiento del Sistema”. El último ar- 
tículo de la decisión refiere a la necesidad de que ca- 
da Estado Parte incorpore la misma a su normativa 
nacional. 


ANEXO | 


Se establece que los encargados de otorgar las li- 
cencias, matrículas o certificados necesarios para la 
prestación temporaria de servicios profesionales, son 
los organismos profesionales, quienes tendrán ade- 
más la responsabilidad de controlar y fiscalizar el 
ejercicio profesional, entendiéndose por tal los pres- 
tados por profesionales universitarios o de nivel supe- 
rior y por los profesionales de nivel técnico. 


Las normas y directrices para otorgar las licencias 
temporarias deberán ser comunes para todos los Es- 
tados Parte, y para elaborar esa normativa común se 
creará un Grupo de Trabajo para cada profesión o 
agrupamiento de profesiones, que estará integrada 
por las entidades responsables para su fiscalización 
de acuerdo a la normativa de cada Estado Parte. 


En caso de que no existieran entidades profesio- 
nales con esos cometidos el Estado Parte designará 
a las entidades que conformarán el grupo. El resulta- 


do consensuado del trabajo será puesto a considera- 
ción del Grupo de Servicios quien analizará la com- 
patibilidad con el Protocolo de Montevideo y con la 
propia decisión 25/03 así como también la viabilidad 
de su aplicación, para luego someter el resultado a la 
consideración del Grupo Mercado Común para su 
aprobación. 


También deberá someterse al GMC a través del 
Grupo de Servicios, los Acuerdos Marco de Recono- 
cimiento Recíproco que suscribirán las entidades res- 
ponsables de la fiscalización de las profesiones en 
cada Estado Parte, que serán aplicables conforme a 
lo establecido en el Protocolo de Montevideo y a los 
convenios existentes en cuanto a nacionalidad, resi- 
dencia, migración y permiso de trabajo; y serán de 
aplicación para los Estados que hayan adherido al 
Acuerdo. 


Podrán suscribir los referidos acuerdos las entida- 
des profesionales siempre que sean legalmente res- 
ponsables de la matrícula de la profesión en todo el 
territorio del Estado Parte o en una parte suficiente- 
mente abarcativa de manera que sea equitativo con 
las entidades de los demás Estados Partes. 


Los acuerdos marco deberán cumplir con una se- 
rie de directrices expresamente establecidas en el 
anexo como ser, contrato para la prestación de activi- 
dad, requisitos de traducción, causales de denega- 
ción, etc. 


ANEXO ll 


Se establece la existencia de los llamados Centros 
Focales de Información y Gestión, que se formarán 
con las entidades fiscalizadoras y tendrán a su cargo 
mantener la actualización de la información normati- 
va, llevar la base de datos del movimiento de profe- 
sionales y sus eventuales sanciones, mantener la 
comunicación con los demás centros focales de los 
demás Estados Parte, archivar la documentación ori- 
ginal de homologación del Acuerdo y las adhesiones, 
y contar con una página web. 


Los gastos de creación y de funcionamiento de los 
Centros Focales estarán a cargo de las entidades que 
los integren. 


ANEXO lll 


En este anexo se establece la operativa del meca- 
nismo, que se canaliza básicamente a través de las 
entidades de fiscalización quienes reciben la inscrip- 
ción de los profesionales extranjeros y comunican al 
Centro Focal. 
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También se establece el mecanismo de adhesión 
a cada Acuerdo Marco, y finalmente se dedica un lite- 
ral a la forma de elaborar un mecanismo de solución 
de controversias que será común a todas las profe- 
siones y deberá ser compatible con la normativa vi- 
gente del MERCOSUR. 


APROBACIÓN 


En la actualidad la aprobación y puesta en vigen- 
cia de esta normativa respecto a nuestro país tiene 
efectos limitados, ya que al igual que la República del 
Paraguay, en Uruguay no existen entidades profesio- 
nales de carácter obligatorio que ejerzan la fiscaliza- 
ción y el control del ejercicio de las diferentes profe- 
siones, y es en torno a ese tipo de organizaciones en 
que funcionaría todo el sistema propuesto. 


No obstante esa situación, Uruguay participó en 
esta decisión a los efectos de no entorpecer los avan- 
ces que en este tema pudieran hacer los demás Es- 
tados Parte, en el entendido de que la misma es con- 
secuente con los principios, fines y objetivos del Tra- 
tado de Asunción de 1991 y el Protocolo de Ouro 
Preto de 1994, y teniendo en cuenta además que el 
tema de la colegiatura obligatoria no es ajeno al inte- 
rés legislativo de nuestro país, ya que desde hace 
tiempo es un tema que está presente en la agenda 
legislativa, y de cristalizar ese interés en ley estaría- 
mos en condiciones de integrar plenamente el meca- 
nismo propuesto. 


Asimismo es de tenerse en cuenta que si bien por 
nuestra propia situación en esta materia estaríamos 
transitoriamente en gran parte al margen del meca- 
nismo propuesto, no lo estamos totalmente, ya que 
los Colegios de nuestro país podrán participar en los 
Grupos de Trabajo que elaborarán las disciplinas so- 
bre licencias y matrículas, en la confección del los 
Acuerdos Marco de Reconocimiento Recíproco y ad- 
herir a los mismos, lo que permitirá que se tome en 
cuenta en la elaboración de esos acuerdos los intere- 
ses nacionales en la materia. 


Por todo lo expuesto es que se recomienda la 
aprobación de este proyecto de ley en vistas a la rati- 
ficación de la decisión N* 25/03 del Consejo del Mer- 
cado Común del MERCOSUR y sus anexos l, 1! y 1!!. 


Sala de la Comisión, 20 de setiembre de 2006. 


SILVANA CHARLONE, Miembro Infor- 
mante, WASHINGTON  ABDALA, 
RUBÉN MARTÍNEZ HUELMO, MA- 
RIO PÉREZ, ENRIQUE PINTADO, 
JAIME MARIO TROBO”. 


——Léase el proyecto. 


(Se lee) 
——En discusión general. 


Tiene la palabra la miembro informante, señora 
Diputada Charlone. 


SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: en virtud 
de que este proyecto fue aprobado por unanimidad en 
la Comisión y para que ahora sea aprobado por el 
plenario, lo único que voy a decir es que el informe ha 
sido distribuido, por lo que preferimos no hacer refe- 
rencia a él y solicitar que se vote. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se pasa a 
la discusión particular. 


(Se vota) 


——Cuarenta y nueve en cincuenta y tres: AFI RMATI- 
VA. 


En discusión particular. 
Léase el articulo único. 
(Se lee) 

——En discusión. 


La Mesa aclara que se necesitan cincuenta votos 
conformes para la aprobación de este artículo. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


SEÑOR CÁNEPA.- Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR CÁNEPA.- Mociono para que se cierre la dis- 
cusión del artículo único. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar. 


(Se vota) 


——Cuarenta y nueve en cincuenta y cuatro: AFIR- 
MATIVA. 


SEÑORA CHARLONE.- Pido la palabra para fundar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra la señora Diputada. 
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SEÑORA CHARLONE.- Señor Presidente: seré breve 
porque sé que hay oradores para hacer uso de la pa- 
labra en la media hora final. 


Quiero dejar constancia de que no hemos alcan- 
zado los cincuenta votos conformes y que, lamenta- 
blemente, hay partidos políticos que no han refrenda- 
do la actuación de sus miembros en la Comisión, pues 
este proyecto había sido aprobado por unanimidad. 


MEDIA HORA FINAL 


27.- Falta de integración de las Juntas 
Locales en el departamento de Soria- 
no. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se en- 
tra a la media hora final. 


Tiene la palabra el señor Diputado Arregui. 


SEÑOR ARREGUI .- Señor Presidente: en este ám- 
bito parlamentario quiero expresar nuestra propuesta, 
por estar transcurriendo el tercer período de Gobierno 
Municipal en Soriano sin integrarse las J untas Locales. 


Las Juntas Locales tienen una importancia ma- 
yúscula en lo que respecta a la descentralización del 
Gobierno Municipal y a la participación de los vecinos 
en la resolución de sus propios gobiernos comunita- 
rios. La Constitución establece, sabiamente, la obli- 
gatoriedad de integrarlas y, además, que deben inte- 
grarse todas respetando la proporcionalidad de Ediles 
de las fuerzas políticas en la J unta Departamental. 


¿Qué viene aconteciendo en el departamento de 
Soriano? Que ha transcurrido la cuarta parte del ac- 
tual período de Gobierno Municipal -que se suma a los 
dos períodos anteriores- y aún no se han integrado 
las Juntas Locales. En tal sentido, la Agrupación De- 
partamental de Gobierno del Frente Amplio de Soriano 
ha emitido una declaración en la que se establece: 
"La Agrupación Departamental de Gobierno del Frente 
Amplio exige la inmediata integración de todas las 
Juntas Locales respetando la proporcionalidad de las 
distintas fuerzas políticas en la Junta Departamental 
tal cual lo exige la Constitución de la República.- Se 
debe confiar en la capacidad de aporte de los vecinos 
de cada una de las poblaciones del interior del de- 
partamento.- Descentralizar y dar participación debe 
ser una práctica y no una mera retórica.- Desde hace 
más de una década el departamento viene teniendo 
un gran déficit en la gestión del Partido Nacional en la 


Intendencia, al no integrar las Juntas Locales.- Arras- 
tramos una situación en la cual las poblaciones del 
interior del departamento no tienen Juntas Locales, 
solo tienen oficinas municipales.- Debe efectivizarse la 
descentralización y la participación de los vecinos en 
la resolución de los problemas de sus propias comuni- 
dades y respetarse la Constitución de la República.- 
Mercedes, 30 de setiembre de 2006". 


También en este ámbito queremos mencionar 
que hemos presentado un proyecto de ley que está 
radicado en la Comisión Especial de Asuntos Munici- 
pales y Descentralización para dar solución a este te- 
ma en los casos en que no se integran. Por eso exi- 
gimos la integración de todas las Juntas Locales del 
departamento de Soriano y solicitamos a esta Comli- 
sión parlamentaria un rápido tratamiento de este pro- 
yecto de ley. 


Para culminar, solicito que la versión taquigráfica 
de estas palabras sea enviada a la Intendencia Muni- 
cipal y la J unta Departamental de Soriano, al Congre- 
so de Intendentes, al Congreso Nacional de Ediles, a 
la Comisión Especial de Asuntos Municipales y Des- 
centralización de la Cámara de Representantes, y a la 
Cámara de Senadores, a la Comisión que se entienda 
pertinente. 


Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 
——TTreinta y cinco en treinta y ocho: AFIRMATIVA. 
28.- Levantamiento de la sesión. 
SEÑOR ROBALLO.- Pido la palabra para una cues- 
tión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Tiene 
la palabra el señor Diputado. 


SEÑOR ROBALLO.- Mociono para que se levante la 
sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Cardozo Ferreira).- Se va 
a votar. 


(Se vota) 
——TTreinta y uno en treinta y cinco: AFIRMATIVA. 
Se levanta la sesión. 


(Es la hora 19 y 59) 
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